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A mis hermanos Manuel Emilio
y Gerardo que con amor,
capacidad y entrega me
ayudaron a llegar a la
Presidencia
y cuya temprana separación
me impidió compartir con ellos
el final de este camino.
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U
na de las características más llamativas de la época en que le ha tocado vivir a nuestra generación es la interrelación e interacción permanente, instantánea, entre las Naciones y, consecuentemente, el acercamiento que se ha producido entre ellas. Ello se da, especialmente, en el marco de estructuras de integración económica y comercial, que adquieren una cada vez más sólida dimensión política.
Este es el caso, por ejemplo, de España y de Costa Rica, dos Estados modernos, uno europeo el
otro americano, que en los últimos años han
afianzado y perfeccionado su nivel de relación
exterior España ha tenido que realizar un esfuerzo muy especial para integrarse en el proyecto supranacional en marcha en Europa, para ir alcanzando, poco apoco, el nivel de desarrollo de
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IX
los países más avanzados del viejo continente. Por lo que le respecta a Costa Rica, este país se encuentra, junto a otros centroamericanos, comprometido en perfeccionar los vínculos históricos y culturales que le unen a los demás países del Istmo, por medio de una mayor compenetración económica, comercial e incluso política a medio y largo plazo.
Esta peculiaridad de nuestras perspectivas políticas exteriores, es decir, el afianzamiento de entidades superiores a los viejos Estados-nación, no ha impedido que tanto España como Costa Rica hayan buscado otros ámbitos de relación, ya sea en el plano bilateral, sintiéndonos ambos cada vez más comprometidos recíprocamente, o en el multilateral, como ocurre con el proceso de construcción de la Comunidad Iberoamericana, en el que, desde 1991, participamos un grupo de países cuyos representantes, a diferencia de lo que ocurre en muchos otros escenarios plurinacionales, pueden hablarse sin intérpretes, sin intermediarios.

Para llevar todo esto a buen puerto, he de subrayar que ha sido y es esencial la comunión de identidades entre nuestros dos pueblos, un rasgo que ha dotado a nuestras relaciones diplomáticas de una envidiable permanencia y solidez y que, al tiempo, ha permitido que, en el año 2000, celebráramos nada menos que el 150 aniversario del Tratado de Reconocimiento, Paz y Amistad mediante el cual Costa Rica se convirtió en la primera nación de Centroamérica cuya independencia era reconocida por España.

Pero además, he de decir que la fácil relación entre los dos países, en el caso concreto del presidente Miguel Ángel Rodríguez Eche-
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X
verría y yo mismo, ha venido acompañada de un amistoso y grato trato personal. A lo largo de los últimos años hemos coincidido, también, en el plano ideológico y hemos compartido inquietudes muy semejantes e ideas similares acerca de cómo hacer avanzar a nuestras respectivas naciones.

Así, bajo la presidencia de Miguel Ángel Rodríguez, las energías gubernamentales se orientaron, de una manera clara y con una perspectiva eminentemente liberal, hacia la modernización del Estado costarricense. Ya ese gran pensador hispano-costarricense que fue Constantino Láscaris, en la catalogación de las ideas filosóficas y políticas vigentes en Costa Rica, que compiló en 1962 y luego amplió en 1975, clasificó a Rodríguez Echeverría como uno de los más destacados liberales de Costa Rica, resaltando de él que "es el más sistemático y doctrinalmente polémico de los liberales jóvenes".*

Años más tarde, y tras haber alcanzado la presidencia del país, buscó un gran acuerdo nacional para impulsar una política que había de estar enfocada, precisamente, hacia la apertura de los activos en manos del Estado, como forma de incrementar el grado nacional de competitividad y productividad, el reforzamiento de la iniciativa privada, así como la eficiencia y modernización de la economía. Esta fue, justamente, la preocupación que marcó la gestión presidencial de Miguel Ángel Rodríguez, la renovación integral del país. Su política exterior estuvo también dirigida a la apertura de fronteras, particularmente en materia de reducción de la carga arancelaria sobre las importaciones, ne-
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* LÁSCARIS, Constantino, Desarrollo de las ideas en Costa Rica, San José, Editorial Costa Rica, 1975. P 221.
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XI
gociando una amplia serie de tratados de libre comercio. El Gobierno de Costa Rica insistió, en el seno de la Organización Mundial del Comercio (OMC), y a lo largo de esos años, en la importancia de la liberalización de los intercambios comerciales en beneficio de los países en vías de desarrollo.

Entre las últimas iniciativas puestas en marcha por la administración Rodríguez Echeverría, quiero resaltar en estas páginas la presentación del Plan de Acción Inmediata para la Reactivación de la Integración Centroamericana. Me encuentro entre quienes piensan que la tendencia hacia la integración, como una de las manifestaciones de la actual globalización, no sólo constituye nuestro presente más vivo, sino que, además, es portador, de prosperidad para nuestros ciudadanos en el futuro. En este sentido, España y Europa han vivido el lanzamiento del euro —y ahora la ampliación en curso de la Unión— como un gran desafío y una oportunidad histórica. Centroamérica, también, probablemente más que cualquier otra región del mundo, tiene las condiciones idóneas para avanzar rápidamente por la senda de la integración: las naciones que la componen han constituido una federación en el pasado, han compartido instituciones comunes, como la Corte Centroamericana de Justicia a principios del siglo XX (primer tribunal de este género en el mundo), y forman parte del mismo orbe cultural y lingüístico.

No quiero dejar de recordar que la Costa Rica que gobernó Miguel Ángel Rodríguez disfruta de una bien ganada notoriedad internacional. Con ocasión de mi último viaje a ese bello país, en noviembre de 2000, comprobé sobre el terreno lo bien fundadas que es-
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XII

tan las razones que justifican su fama por el arraigo en su suelo de las libertades individuales, el prestigio que ha alcanzado en esa sociedad el reconocimiento institucional de los derechos humanos, la elevación de la promoción internacional de estos derechos al rango de política gubernamental inmutable, cualquiera que sea el partido que detente el poder, y el avance social que ha supuesto la fijación constitucional de un porcentaje del PIB para la enseñanza pública. Hay que destacan también, la celebridad que han logrado también de la mano del presidente Rodríguez los esfuerzos de Costa Rica por convertirse en abanderada mundial de la biodiversidad, así como de la protección del medio ambiente y de los bosques como pulmón del planeta.

Por lo demás, y a este respecto, es profundamente satisfactorio comprobar como Costa Rica ha mantenido y perfeccionado, a lo largo de los años, el ejemplar Estado de Derecho instituido por la Constitución de 1949, hasta el punto de convertirse en un auténtico paradigma en el contexto iberoamericano en el que se integra. Para España constituye un honor colaborar con Costa Rica en este ámbito, tanto en lo que concierne a nuestros programas con la Corte Suprema de Justicia, como a la propia cooperación policial cuyo resultado, esto es, la mejora de los niveles de seguridad ciudadana en las principales ciudades costarricenses, es fruto de nuestro entendimiento bilateral y, sin duda, uno de los principales logros del Gobierno de Miguel Ángel Rodríguez.

España y Costa Rica, los españoles y los costarricenses son dos de los países y ciudadanos más próximos del mundo. También lo son dentro de nuestro común escenario iberoamericano.
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XIII

En la Costa Rica gobernada por Miguel Ángel Rodríguez me encontré siempre, y también aquel noviembre de 2000, como en mi propia casa. Por ello, mi agradecimiento a Costa Rica y mi agradecimiento a Miguel Ángel Rodríguez.

JOSÉ MARÍA AZNAR

PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE ESPAÑA
D
urante las madrugadas, en la oficina de mi casa en Escazú, cuando me despertaba la angustia por terminar tareas de gobierno en el tiempo del mandato. [image: image12.png]CAPITULO V
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En el último fin de año en ejercicio de la presidencia, cuando descansaba con la familia en el cálido Tambor. En el frío invierno de Washington, disfrutando la tranquilidad de la academia en la Elliott School of International Affairs de George Washington University. Allí fueron tomando cuerpo estas reflexiones sobre mi período de gobierno.
No pretende este libro rendir cuentas de mi gestión como Presidente de Costa Rica de 1998 al 2002. Esa tarea la cumplí en los cuatro informes anuales a la Asamblea Legislativa, en mis comentarios mensuales por televisión, en mis cade-
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nas radiales de los domingos, en mis discursos y conferencias de prensa y sobre todo en mi presentación final a la prensa y al público, titulada "Costa Rica queda mejor preparada para seguir progresando" y en el documento digital "La Obra de Todos: Cuatro años modernizando Costa Rica"* que incluye la rendición de cuentas, punto por punto, sobre el programa de gobierno "Soluciones para el Futuro" que presenté al electorado en la campaña de 1998, así como los resultados obtenidos o no obtenidos en cada uno de los componentes del Plan Nacional de Desarrollo Humano 1998-2002.**

Mi razón para escribir estas reflexiones es distinta. Busco compartir con el lector mis recuerdos y análisis sobre los elementos que intervinieron en la toma de algunas decisiones, para que puedan servir a otros en la interminable tarea de prueba y error con la cual las personas vamos construyendo el progreso social.

Vivimos en una época en la cual Latinoamérica experimenta el mayor éxito alcanzado por la democracia, pero en la que, a la vez, surgen mayores dudas y desencantos. En buena medida esta aparente contradicción se da porque, por aplicación del realismo mágico a la política, nos hemos encantado con la democracia y su ejercicio pronto hace evidente que no es la democracia un medio para "obrar maravillas por medio de fórmulas y palabras mágicas". ***

* 
Disponible en http: //www.mideplan.go.criodt/default.htm

** Incluye también los resultados anuales del Sistema Nacional de Evaluación, que recogió todos los compromisos para cada año entre los jerarcas de los ministerios e instituciones públicas y el Presidente de la República, con objetivos concretos, medidos en términos de servicio a los usuarios, y los resultados obtenidos que —con toda transparencia— se hicieron públicos en su oportunidad. Contempla, además, la tarea del Poder Ejecutivo como colegislador, según las facultades que le otorga la Constitución Política.

***Real Academia Española; Diccionario de la Lengua Española, Editorial Espasa-Calpe, S. A., Madrid, 1984, definición de "encantar", p. 543, t. I.
XVI

No, la democracia es un procedimiento para alcanzar acuerdos por la regla de la mayoría, mediante discusión inteligente, y que por eso permite un cambio de gobierno pacífico. Pero no es un mecanismo para la solución inmediata de las dificultades, ni una panacea que nos permita asegurar que se adopten las "mejores" decisiones.

Por esa realidad histórica que vivimos los latinoamericanos, consideré mi obligación no solo cumplir con la obligada rendición de cuentas de éxitos y desaciertos en mi gestión, hecha en los documentos que antes cité, sino ir más allá y hacer explícitas las consideraciones que rodearon algunas de las principales acciones de mi gobierno. Con esto pretendo contribuir al debate necesario para aterrizar la democracia en nuestros países, eliminando de su concepción la magia y el poder de cautivar, y resaltando el pragmatismo, la humildad y las limitaciones con las cuales debemos consolidar esta extraordinaria forma de organización política.

Los costarricenses hemos sido bendecidos con la construcción sencilla y aldeana de la democracia que efectuaron nuestros antepasados durante el siglo XIX. Esa construcción nos ha permitido desarrollar una sociedad pacífica, tolerante, solidaria. Pero a la vez nos ha hecho más devotos a ser queridos que a ser admirados, al afecto que al triunfo, lo cual ha hecho que algunas de nuestras instituciones carezcan de los incentivos para emprenden, invertir y producir que son indispensables para el éxito en el mundo actual. Hoy nos toca profundizar y extender la democracia para que sea mucho más que un proceso de selección de dirigentes, que la conformación de acuerdos generalizados. Hay que estirarla, por así decirlo, como se extiende la bola de masa para dar paso a nuestros manjares au-
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tóctonos, para que la democracia cubra nuevas realidades históricas y nos permita cambiar pacíficamente nuestras instituciones, para que sean más proclives a la nueva realidad de globalización y cambio acelerado que vivimos. Y tal como comento en el texto, en muchos casos los propios éxitos del pasado nos amarran a un sendero de desarrollo que ya no es el más eficiente para acumular riqueza y vencer la pobreza, y es difícil cambiar esos senderos sin que se haya dado una crisis, por el mismo aprecio popular a nuestros logros históricos.

Traté de hacerlo en mi gobierno. Traté de modernizar la sociedad costarricense con el instrumental democrático, con discusión, consenso, gobierno moderado y respeto a las limitaciones constitucionales y legales. Tuve victorias y derrotas. Y le invito, lector, a compartir conmigo mis reflexiones sobre esa experiencia.

Comento en el texto que cuando se me preguntó varias veces sobre la soledad del gobernante, siempre respondí que no la había conocido, que nunca había estado solo, que siempre había sentido conmigo a Dios, a mí esposa e hijos, a mi familia y amigos. Pero también, y muy especialmente, a quienes más me ayudaron: ministros, presidentes ejecutivos, diputados, dirigentes políticos, asesores, colaboradores inmediatos, amigos y amigas de la cocina, la escolta, los servicios de limpieza. Siempre me rodearon con afecto, con dedicación, con consejos, con ideas, con servicios, con lealtad y cariño. Citar sus nombres en el texto de mis reflexiones, las habría convertido en un pequeño directorio telefónico. Menos puedo citarlos en esta breve presentación. Pero a todos, de corazón, doy las gra-
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cias y extiendo un homenaje de reconocimiento y afecto profundo y sincero.

Agradezco profundamente al querido amigo y respetado Presidente del Gobierno Español, José María Aznar, el generoso prólogo con el cual honra este libro. De don José María aprendí, desde los primeros años de su accionar político, consolidando la opción del centro español, el valor de la seriedad en la acción pública, lo cual le ha conducido a cosechar los éxitos que hoy todos deben reconocerle y los cuales me llenan de gozo.

En la preparación de estas reflexiones he disfrutado de la colaboración valiosa, dedicada y muy capaz del joven profesional costarricense Agustín Castro, que ha sido mi asesor desde que tuve la suerte de encontrarlo al inicio de mis actividades como diputado. Sin su permanente creatividad y trabajo esta obra no habría sido posible. El trabajo de investigación y recopilación de otro destacado joven, el filósofo Fernando Araya, quien también colaboró conmigo en la tarea legislativa, fue de gran utilidad, así como la ayuda que me dieron Leonardo Campos y Maritza Chan, quienes me asistieron en la preparación de la gran mayoría de mis discursos en el período presidencial. Mi admirada hermana política, Linda Berrón, llevó a cabo la revisión de estilo. Mi muy querido hijo Andrés leyó borradores y me hizo muy valiosas sugerencias. A todos, mi inmensa gratitud y, por supuesto, asumo la total responsabilidad de cuanto se dice en la obra.

Ser presidente democráticamente electo de una nación es el mayor honor que le puede dar a uno su pueblo. Serlo de Costa Ri-
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ca es, además, asumir temporalmente y en forma limitada, la representación de una pequeña sociedad que se ha distinguido precisamente en su construcción de democracia. Pero es también recibir el privilegio de gobernar a un pueblo amable y bondadoso, que le permite a sus dirigentes mantener su sencilla vida ciudadana, y disfrutar de la cercanía de las gentes, incluso sin conductor ni escolta alguna, los fines de semana en misa, en un restaurante con la esposa, en un cine con los hijos o los amigos o en un centro de diversiones con los nietos. Gracias costarricenses por su afecto y su confianza.

MIGUEL ÁNGEL RODRÍGUEZ

EXPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA


XX
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E
se mediodía el sol caía a plomo, pero su fuerza no podía compararse con la calidez humana de la heterogénea multitud, mientras la mano de Lorena, mi esposa, me recordaba el invaluable apoyo que mi familia, amigos y miles de personas, muchísimas anónimas, me habían dado a lo largo de muchos años.

Cada paso me acercaba a la culminación de una meta de vida y de servicio público que había demandado enormes esfuerzos y sacrificios y también deparado satisfacciones. Pero a la vez, cada paso y cada segundo me acercaban a retos y exigencias aún mayores. Tiene algo de irónico que cada cosa que culminamos, en el fondo no es más que el nacer de un nuevo reto, como nos lo recuerda el mito de Sísifo.

Como miles de ciudadanos, había participado muchas veces en ese sencillo y trascendente ri-
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tual democrático, pero ahora lo hacía en condición de protagonista y nada en la vida puede preparar para un momento así.

Recibir la banda presidencial tiene mucho de honor, pero aún más de compromiso. Es así en cualquier país, por supuesto, pero en Costa Rica alcanza niveles superlativos.

Por un lado, porque una larga tradición de democracia ha hecho que para los costarricenses ésta no sea solo un sistema de Gobierno, sino ante todo una forma de vida, algo profundamente arraigado en nuestra forma de ser. Por otro, porque el país ha logrado elevarse muchos grados por encima de su pequeñez geográfica, para convertirse en un referente de lo que puede lograr la vocación de un pueblo por alcanzar el desarrollo humano.

Así, a la complejidad intrínseca de gobernar, se suma la difícil responsabilidad de estar a la altura de los grandes logros que el país y sus dirigentes más preclaros forjaron a lo largo de casi dos centurias de vida independiente.

Y al jurar —sobre una Biblia, por primera vez en esta ceremonia—, a la vez que pedía inspiración y fuerzas al Creador, no podía menos que repasar las luces y sombras que marcaban el amanecer de esa tarea, la más ardua —y hermosa— de todas.

· El destello de las luces...

· ...y las sombras del entorno

· Libertad, responsabilidad y solidaridad, la senda del bien

común
2

    La solución costarricense / Miguel Ángel Rodríguez

1. El destello de las luces...

A causa de la previsión que constituye el rasgo esencial de la sociedad costarricense a lo largo de su historia, como expuse en mi obra Al Progreso por la Libertad,1 quien asume la tarea de gobernar en Costa Rica difícilmente puede quejarse de la estructura fundamental de la "herencia" que recibe: sólido Estado de Derecho, fuerte inversión en capital humano por casi dos siglos, amplia integración con la economía internacional, respeto por los derechos humanos y una tradición de paz que llevó a abolir el ejército hace ya medio siglo.

Invertir en educación es la más temprana y constante de las prioridades costarricenses, pues antecede incluso a la Independencia —en 1814 un movimiento ciudadano funda la Casa de Enseñanza de Santo Tomás— y se consolida continuamente durante todo ese siglo. Esa trayectoria va desde Juan Mora Fernández, el maestro que fue el primer Jefe de Estado; pasa por José María Castro Madriz, el "Maestro de la Democracia Costarricense" que fue el primer Presidente de la República; y alcanza su cumbre máxima con la declaratoria de la educación como gratuita y obligatoria para todos en la Constitución de 1869 y su concreción con la Ley General de Educación Común, en 1886. No sorprende, pues, que para fines del siglo XIX Costa Rica ya registrase índices educativos que le situaban entre los países de vanguardia en Latinoamérica.

La continuación de ese esfuerzo durante todo el siglo XX con la notable expansión de la educación secundaria y de la educación superior, le había permitido al país alcanzar niveles educativos muy superiores al promedio de la región y de los países en desarrollo; pero —des-
1. RODRÍGUEZ, Miguel Ángel, Al Progreso por la Libertad, Editorial Libro Libre, San José, 1989.

Luces y sombras
    
3

dichadamente— desde la crisis en la década de los ochenta, como veremos en el siguiente apartado de este capítulo, nuestra posición en educación secundaria se había venido deteriorando y ni siquiera habíamos terminado de recuperarnos de esa caída.

Una segunda prioridad compartida por toda la sociedad es la inversión en salud, que inició con la fundación de la Junta de Protección Social en 1845 —obra del voluntariado para construir el Hospital San Juan de Dios— y se consolidó con la promulgación de las Garantías Sociales y la creación de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) en los años cuarenta del siglo pasado, en el primer Gobierno demócrata cristiano de América, el del Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia. Su fortalecimiento ha generado un sistema solidario de atención con cobertura universal, totalmente independiente de la capacidad de cada persona para contribuir a su financiamiento. Este sistema, junto con los esfuerzos de atención primaria en salud —como la vacunación— y por garantizar agua potable a la población —tarea ésta que se debe primordialmente a la visión del Expresidente Mario Echandi—, se ha traducido en índices de salud propios de países desarrollados.

Los altos índices educativos y de salud se reflejan en importantes niveles de bienestar social y, a la vez, han construido el más valioso activo del país, su capital humano. Este acervo no solo tiene un gran valor deontológico, es decir, desde el punto de vista del deber ser, sino que en el marco de la actual economía del conocimiento, propia de la sociedad de la información, constituye la más importante ventaja que tiene el país en la tarea de participar con éxito en el irreversible proceso de mundialización.

A lo anterior se aúna, como señalé, el fuerte Estado de Derecho que impera en el país, también fruto de una labor previsora y tesone-
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ra, que proporciona seguridad jurídica y oportunidades institucionales para la resolución pacífica de conflictos, creando un marco apropiado para el desarrollo del espíritu de emprender, la creatividad y la innovación. También se suman al capital humano la tradición de paz y respeto a los derechos humanos que llevó a abolir el ejército para destinar esos recursos a la inversión en educación y salud; y la vinculación e integración con la economía mundial que empezó muy tempranamente en el siglo XIX, con la exportación de café, y que desde entonces se ha profundizado incesantemente, con el breve interregno de la sustitución de importaciones y el proteccionismo de los sesentas y setentas del siglo XX. No puede desconocerse tampoco la ventaja de la geografía, que en un pequeño espacio nos bendice con una enorme y afortunada variedad de climas y micro regiones muy cercanas unas de otras, y con una diversidad y riqueza biológica; impresionante y ubicada a muy corta distancia de los Estados Unidos y Canadá, lo cual nos permitió desarrollar el ecoturismo.
La conjunción de esos cinco factores fundamentales, capital humano, Estado de Derecho eficaz, fuerte integración con la economía mundial, tradición de paz, democracia y respeto a los derechos humanos y ubicación geográfica y biodiversidad, ha potenciado el desarrollo de las capacidades productivas nacionales, la atracción de inversión extranjera directa y la obtención de niveles de ingreso y bienestar superiores a los de la región. Estas ventajas se vieron reflejadas en el gran éxito de la Administración Figueres Olsen que ese día terminaba: la decisión de Intel de ubicar en Costa Rica su primera planta en este hemisferio, fuera de los Estados Unidos. Esa inversión significó un fuerte impulso para el desarrollo del área de producción de alto contenido tecnológico y nos puso ante los ojos de las grandes empresas del mundo.

Luces y sombras
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Pero del mismo modo que estos elementos estructurales lo iluminaban, otros factores de gran peso proyectaban sombras sobre el camino.

2. ...y las sombras del entorno

Deterioro en aspectos claves de la economía nacional y mundial; carencias o franco abandono de la acción en rubros esenciales para el bienestar y la competitividad como el equipamiento médico, la cobertura de educación secundaria, la infraestructura y las modernas telecomunicaciones; y profundos cambios sociopolíticos, en particular sobre la percepción de la política y los políticos; afectaban nuestras ventajas estructurales históricas, planteaban profundos retos y limitaban seriamente la conducción de los asuntos públicos.

Ese 8 de mayo de 1998 asumía una economía con un déficit fiscal cuya proyección pasiva —es decir, en ausencia de medidas correctivas— era de 5% del Producto Interno Bruto (PIB) para finales de año, que en el cuatrienio previo había experimentado una inflación promedio anual de 16,8% y con un desaforado crecimiento crediticio, que alimentaba aún más la espiral inflacionaria. Todo ello afectaba sobremanera el costo de la vida y la producción, justo cuando la principal demanda de la ciudadanía se centraba en la reducción del costo de la vida y la generación de más y mejores empleos.

Ominosos nubarrones provenían también de la economía mundial.

El primer semestre de 1998 marcó la profundización de la crisis financiera en Asia, incluyendo Japón, la segunda economía mundial, que pronto se extendió a Rusia y seguidamente a las economías lati-
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noamericanas, en particular Brasil, lo cual ponía mucha presión sobre nuestra moneda y las reservas internacionales netas del país.

De hecho, las crisis financieras o económicas internacionales fueron perennes acompañantes en nuestra gestión, pues a las ya reseñadas siguieron la prolongada recesión japonesa; el desaceleramiento y posterior recesión de la economía de los Estados Unidos, nuestro principal socio comercial, que se inició en el año 2000 y se profundizó por el salvaje atentado terrorista del 11 de setiembre de 2001; y la crisis en Argentina.

Con ser graves, aquellos no eran los únicos problemas planteados por la economía internacional, pues también asumía el Gobierno en momentos en que iniciaba un marcado proceso de deterioro en los términos de intercambio.

Tras descender por muchos meses hasta alcanzar 10 dólares por barril en el primer trimestre de 1998, el precio del petróleo iniciaba en abril de ese año una escalada que lo triplicó, al llevarlo hasta los 33-34 dólares por barril en setiembre del 2000; aunque descendió posteriormente hasta precios más razonables, pero siempre fueron muy superiores a los de principios de 1998. Es fácil colegir el grave impacto —de cientos de millones de dólares— que tuvo este fenómeno sobre la economía de un país que debe importar todo el petróleo y sus derivados que consume.

A la vez que las importaciones petroleras se encarecían bruscamente, en los primeros meses de 1998 iniciaba una fuerte caída en los precios del café, al pasar de 173 dólares por saco de 46 kilogramos, o fanega, en febrero de 1998 a 44,75 dólares en octubre de 2001. Esa caída de tres cuartas partes en los precios internacionales, que redujo a la mitad la participación del café en nuestras exportaciones en solo
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tres años, ya era muy perceptible al asumir mis funciones, por lo que le redujimos una serie de impuestos y luego —en 2001 y 2002— le facilitamos a los caficultores la atención de sus deudas y les adelantamos ingresos. A esta crisis del café pronto la acompañaron los problemas de mercado y, en consecuencia, de precios que experimentó el banano, primero a causa de la crisis asiática y luego por el cambio de sistema de importación que impulsó la Unión Europea, cayendo una cuarta parte su participación dentro del total de ventas entre 1999 y 2000.

Introducido en nuestras exportaciones por Intel, el nuevo sector de microprocesadores representó en 1998 y 1999 un factor dinamizador de éstas, pero la crisis de la industria de alta tecnología del 2000 y 2001 originó una caída en esas exportaciones y afectó sensiblemente la tasa de crecimiento de nuestra economía.

En el período 1999-2001 el deterioro en los términos de intercambio —por el efecto de los precios del petróleo y la caída en ingresos del café y el banano y en otros bienes y servicios— significó una pérdida del orden de US$1835 millones. Solo para tener una idea de su magnitud en una economía pequeña como la nuestra, cabe señalar que esa cifra equivalía al 3,8% de nuestro PIB, y al 10,5% de las exportaciones, en ambos casos para esos tres años.

Así, las debilidades de la economía nacional y un escenario económico internacional azotado por constantes crisis y un profundo deterioro de nuestros términos de intercambio, no dejaban margen para el error en la conducción económica. A la vez, hacían aún más imperativa la responsabilidad en el manejo de las variables macroeconómicas, a fin de asegurar la estabilidad, promover dentro de lo posible el crecimiento, y evitar una recesión o un ajuste de choque que habrían
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causado estragos en los niveles de vida, dado que el país venía de sufrir una crisis en 1995-1996.

Se sumaban a estas dificultades económicas, los problemas derivados de la insuficiente, cuando no inexistente, acción en una serie de aspectos esenciales para la competitividad y el bienestar, entre los que solo citaré, a título de ejemplo, la infraestructura, la telefonía celular y la transmisión de datos, los niveles de ahorro nacional, la cobertura de la educación secundaria y la inversión en equipo médico moderno, lo cual incluso erosionaba, en los dos últimos casos, el capital humano que es nuestra principal ventaja.

En parte, ese abandono o acción insuficiente eran consecuencia de la grave crisis experimentada dos décadas atrás, en 1980-1982. En efecto, luego de esa crisis se introdujeron criterios de mayor rigurosidad fiscal que los prevalecientes con anterioridad, pero los insuficientes ingresos llevaron a sacrificar la inversión para controlar los egresos, sin que se pudieran utilizar medios alternativos para proveer buenos servicios públicos, como la apertura de monopolios estatales o concesiones de obra pública. La otra parte de ese problema solo puede achacarse a la falta de responsabilidad política que implica optar por esa salida relativamente fácil, en lugar de buscar soluciones que permitieran combinar mejor el rigor fiscal con la inversión en lo fundamental.

La peor de esas falencias, tanto en términos humanos como por su implicación para el progreso nacional, fue la terrible caída de la tasa bruta de cobertura de la educación secundaria: en 1980 dicha tasa era de 60,9%, para 1988 —tras un continuo descenso— era de 48,4% y en 1997 había sido de 59,4%, es decir que en casi dos décadas aún no habíamos recuperado totalmente el nivel previo al de la crisis.
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A lo largo de esas dos décadas, decenas de miles de jóvenes, adultos ya, habían pagado, con la insuficiente educación recibida, un precio muy alto por el descuido en la atención de este indicador vital, además de que obviamente se deterioró la competitividad del país. La recuperación de apenas un punto porcentual en promedio por año en la tasa bruta de cobertura de secundaria, entre 1988 y 1997, evidencia la escasa prioridad concedida en los anteriores Gobiernos, con excepción de la Administración 19901994 que casi duplicó el promedio y fue la única en lograr un incremento realmente significativo en esa tasa.

Una segunda gran omisión que, de nuevo, afectaba al capital humano del país, se hallaba en la insuficiente inversión en infraestructura y equipo médico, lo cual había llevado a éste a niveles alarmantes de obsolescencia, llegando incluso a costar vidas por esta causa. Asimismo, había hecho que la demanda sobrepasara la capacidad instalada de los centros de atención en salud y, como lógica consecuencia, se deterioraran sensiblemente los tiempos de respuesta y la calidad del servicio brindado a la población.

Dos décadas de casi inexistente inversión en infraestructura, habían causado que los puertos estuviesen totalmente congestionados, que tuviésemos instalaciones aeroportuarias antiguas e insuficientes para atender el notable incremento en la cantidad de viajeros, y que las vías, por la cantidad de huecos, semejasen un territorio bombardeado. Las graves insuficiencias de la infraestructura vial, portuaria y aeroportuaria, imponían altos costos adicionales a la producción, afectaban la atracción de inversión y disminuían la competitividad económica del país. Debo señalar aquí que la Administración del Presidente Figueres había ya iniciado el proceso para licitar la operación privada del principal aeropuerto internacional, el cual continuamos y logra-
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mos culminar tras vencer múltiples obstáculos, y que en el proceso de transición se aprobó la ley para crear el Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI), cuya puesta en práctica nos correspondió íntegramente.

La insuficiente tasa de ahorro nacional para financiar la formación de capital y otras inversiones quedaba evidenciada en el hecho de que en 1997 representaba, en relación con la producción, un treinta por ciento menos que la tasa de Chile y un cuarenta por ciento menos que la de México, dos de los países competidores en la atracción de inversiones. El panorama en telecomunicaciones no era nada halagüeño tampoco. Había problemas de insuficiente densidad en telefonía e Internet, carencia de alternativas tecnológicas modernas, tarifas muy elevadas, baja capacidad de inversión y manifiesta incapacidad de satisfacer la demanda.

***

Paralelamente a las dificultades de la economía nacional e internacional y a los rezagos en la tecnología y aspectos claves del capital humano y físico, retos inéditos surgían de cambios sociopolíticos de gran magnitud, tales como los cuestionamientos hacia el propio sistema democrático, el impacto de importantes actos de corrupción que se habían dado previamente, la dificultad de comunicar reformas complejas a una ciudadanía cuyas preocupaciones se centran en el terreno de la cotidianeidad, la crisis de credibilidad de los partidos políticos y los resultados electorales obtenidos.

Es un tanto irónico que precisamente en su hora de mayor triunfo, el sistema democrático sea puesto en cuestión por sus propios beneficiarios y en Latinoamérica prime una acusada insatisfacción con la democracia.

Luces y sombras                                                                                                                               11

Muy en el estilo del realismo mágico que ha hecho grande a nuestra literatura pero que fuera de la ficción arroja pésimos resultados, conforme caían los regímenes autoritarios, en Latinoamérica tendió a convertirse al sistema democrático en una especie de panacea, capaz de resolverlo todo, lo cual es algo que por su propia naturaleza no puede ser.

El sistema democrático versa sobre medios y no sobre fines. La democracia es un sistema de discusión inteligente y un método pacífico para escoger las autoridades públicas, mediante el cual una sociedad procura encontrar, por la regla de la mayoría, respuestas adecuadas a sus necesidades. Pero procurar no equivale a lograr. Que los resultados sean buenos o malos, no es algo que sea mérito o demérito de la democracia.

No obstante, como decía, en Latinoamérica tendió a creerse que la democracia, de algún modo cuasi mágico, garantizaría el logro —inmediato, además— de las aspiraciones de progreso y bienestar de los pueblos y de los diversos sectores que los integran, aunque algunas de esas aspiraciones fuesen desproporcionadas en relación con los medios disponibles e incluso incompatibles entre sí.

Exigir tales resultados a un mecanismo que no puede generarlos, pronto tuvo el efecto bumerán que era esperable: en cuanto los pueblos no vieron satisfechas sus aspiraciones, culparon al mecanismo mágico del cual todo lo esperaban y se produjo el "desencanto democrático", lo cual debilitó toda la institucionalidad del sistema.

Esa especie de "realismo mágico" en la política también es responsable de una notable dificultad de comunicación entre gobernantes y ciudadanos, pues generó en éstos la creencia de que basta con desear algo para que automáticamente se convierta en realidad y que to-
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do lo que a primera vista parece bueno y deseable, realmente lo es. Por otra parte, en las campañas políticas existe la enorme tentación, que muchos dirigentes no pueden vencer, de recurrir al populismo y confirmar hasta las más ilusas esperanzas de los electores con promesas incumplibles.

Quien asume con responsabilidad la conducción de los asuntos públicos, sabe que nada está más alejado de la realidad, pero enfrenta ingentes dificultades para hacerlo comprender a la ciudadanía. No basta saber que lo que cuenta es la cadena de efectos que conlleva una política, pues el problema radica en comunicar esa conclusión cuando es claro que la mayor parte de las personas solo consideran el primer efecto de esa política y no la totalidad. Esto lo ilustra el famoso ejemplo de Ludwig von Mises sobre el precio de la leche para los niños pobres 2. De acuerdo a lo señalado por este ilustre pensador, con el deseable propósito de poner la leche al alcance de los niños pobres, la primera idea de cualquier persona será fijar a la leche un precio inferior al de mercado. El primer efecto de esa política será satisfactorio y todos podrán comprar leche. Pero al recibir un precio que no les hace rentable producir leche, los granjeros dejarán de hacerlo y sacrificarán su ganado. La menor producción de leche provocará que su oferta sea inferior a la demanda y la consecuente escasez hará que los niños no puedan tomar leche. Por supuesto, los niños ricos podrán —"si fuera necesario"— tener hasta una vaca en su jardín, y los que tendrán menor acceso a la leche que antes serán los niños pobres.

Así, una medida como esa, tomada con el mejor de los propósitos y que a primera vista parece lograrlo, pero que no considera la to-
2. Puede consultarse en MISES, Ludwig von, El Socialismo, Editorial Hermes, México, 1961, página 545.
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talidad de sus efectos, en realidad termina generando el resultado opuesto al deseado y causando daño a la población. Pero, como decía, esto no es fácil de explicar, porque la medida en un primer momento parece buena, aunque en realidad es dañina —o viceversa—, y tal explicación es más difícil aún en los momentos iniciales, cuando aún no se han manifestado todos los efectos de una determinada decisión.

De este modo, ocurre con frecuencia que medidas o políticas con resultados muy perjudiciales en el mediano o largo plazo, resultan muy atractivas en el corto plazo y adquieren suma popularidad, en tanto que medidas imprescindibles para el bienestar futuro de toda la población, resultan impopulares porque sus primeros efectos no son atractivos.

Adicionalmente, quien dirige los destinos de la nación necesita plantear cuestiones complejas o con importantes grados de abstracción y que no están vinculadas directamente con la cotidianeidad de las personas, mientras que éstas, con justa razón, tienen su atención concentrada en los problemas concretos del diario vivir, por lo cual, literalmente, se desconectan del debate público.

Dos cambios fundamentales han contribuido, además, a esa desconexión. El primero se registró en el terreno ideológico, el segundo en la comunicación de los mensajes políticos.

Cuando la política se fundamentaba en la lucha de ideologías cerradas y autosuficientes, que permitían plantear una visión maniquea y, por ello mismo, claramente diferenciada, era más difícil para los partidos encontrar puntos de acuerdo, pues cada uno partía de la verdad total de su propia posición y del error total de los demás, pero a la vez era más fácil para la ciudadanía adherirse a una determinada opción ideológico-partidaria. Mas el derrumbe del socialismo
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real, simbolizado por la caída del muro de Berlín, hizo obsoletas esas ideologías cerradas y claramente contrapuestas, que fueron sustituidas por ideologías abiertas y moderadas, en las que la eficiencia y la rendición de cuentas —antes ausentes— se vuelven elementos centrales del discurso político.

Hoy las verdades políticas son más relativas que antes, las zonas grises son mayores que las blancas o negras y, en consecuencia, las líneas entre los partidos son más tenues, de modo que es más difícil para la ciudadanía distinguir entre los partidos y hay menores niveles de adherencia y fidelidad, lo cual genera un terreno mucho más movedizo para los partidos.

La comunicación política también ha experimentado una profunda transformación, como consecuencia de los cambios tecnológicos e ideológicos. Atrás han quedado los discursos elaborados y extensos, dirigidos a un público relativamente cautivo y apasionado seguidor de una ideología u otra. Hoy el discurso político se ve comprimido en los quince o treinta segundos de una cuña radial o televisiva, de modo que los políticos son cada vez menos formadores de opinión y más comunicadores de eslóganes. Como dije en otra oportunidad "la ideología se redujo a la frase vacía pero pegajosa, que conquista el voto pero no la conciencia, que gusta aunque no necesariamente convence"3.

Todo esto hace que cada vez sea más cansado, difícil e improductivo para la ciudadanía dedicar el mucho tiempo que se necesita para analizar las propuestas políticas y los resultados de éstas, máxime cuando la vida moderna transcurre a un ritmo más acelerado y ha disminuido la calidad del tiempo libre del que se disfruta. Así,

3. RODRÍGUEZ, Miguel Ángel, Valores y Reingeniería de los Partidos Demócrata Cristianos, INCEP, Guatemala, 1995, pág. 57.
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dedicarse a desentrañar el contenido real de las propuestas políticas, es más arduo y menos atractivo cuando se compara con la necesidad de descansar y entretenerse con una película, una novela o un partido de fútbol. Todo lo anterior incide en la tendencia de la ciudadanía a desconectarse del debate público, "informarse" mediante los pocos "bites" de los eslóganes y formar sus percepciones políticas a través de intermediarios.

Estos intermediarios suelen ser, a su vez, grupos de interés, que están bien organizados e informados, entienden perfectamente el efecto que tienen las diferentes políticas sobre sus intereses y están dispuestos a luchar fuertemente para protegerlos. Así, cuando las políticas propuestas para beneficio de una mayoría difusa y poco organizada, afectan los intereses de grupos muy específicos y bien organizados, la comunicación se vuelve aún más difícil para el gobernante, en virtud del fuerte "ruido" que introducen los grupos de interés, lo cual acaba profundizando aún más esa especie de autismo ciudadano respecto a la discusión pública.

Las desmedidas expectativas en torno al sistema democrático y las dificultades comunicacionales citadas, han contribuido en mucho a forjar la crisis de credibilidad de los partidos políticos, en tanto organizaciones básicas para el funcionamiento de la democracia.

Si la democracia es incapaz de generar automáticamente los resultados que la población demanda y el debate público no tiene vinculación aparente con las preocupaciones cotidianas de ésta, no puede extrañar que la consecuencia más inmediata sea una pérdida de credibilidad de las estructuras operativas del sistema: los partidos políticos.
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Tampoco puede menospreciarse en este sentido la labor de zapa del grupo más influyente en la forja de percepciones por parte de la ciudadanía. En los años recientes, muchos medios de comunicación colectiva parecen haber trocado, sin reconocerlo abiertamente, su papel originario de intermediarios entre políticos y ciudadanos, por el de un competidor más en la lucha por el poder, tratando de imponer la agenda del debate público, fijar los objetivos y establecer las políticas para lograrlos. Claro está que el papel de los medios en la crítica a los políticos, partidos y gobernantes es insustituible para contar con una opinión pública libre e informada, y para luchar contra la corrupción y la arbitrariedad, y en modo alguno se debe restringirlos o regularlos 4. Pero es indispensable el análisis de la nueva realidad comunicacional, evaluando estrictamente tanto a políticos como a medios y comunicadores para buscar un equilibrio que le abra mejores oportunidades de decisión a los ciudadanos.

Al presente, periodistas y programas de información y opinión cuentan con las ventajas que derivan de no asumir su búsqueda de poder de modo explícito sino implícito y de ejercer la potestad de evaluar y juzgar el accionar público pero sin juzgarse a sí mismos, lo cual les permite ejercer la descalificación generalizada de lo político sin el equilibrante ejercicio de la crítica recíproca, que ahora es, en general, de escasa penetración, especialmente en las relaciones entre los medios más influyentes, que poco se enfrentan.

Además, en Costa Rica nos gusta quedar bien. Nos mueve más el deseo de afecto que el de éxito. A los "ticos" nos cuesta criticar de

4. Por mi convicción en este sentido ofrecí en la campaña política, y cumplí desde el Gobierno, impulsar una Ley de Libertad de Prensa que ampliase su papel de control público. Estas propuestas —ver cuarta sección del capítulo VI— llevaron a la eliminación del delito del desacato y otros de los elementos propuestos están siendo conocidos por la actual Asamblea Legislativa.
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frente o decir no, porque nos tratamos con mucha suavidad. Esto es bueno para fomentar la tolerancia y la convivencia cortés y pacífica, pero a la vez lleva a los medios a criticar en forma generalizada, en este caso a partidos y políticos, en lugar de especificar a cuál partido o cuál político se critica, lo cual dificulta la defensa e impide valorar a fondo la justicia o no del ataque.

Por otra parte, ahondando en un prejuicio que comparto, esta situación es más grave en las culturas latinoamericanas que en las anglosajonas, pues en las primeras tendemos a dar preferencia a las abstracciones, generales e idealizadas, con las cuales pretendemos construir soluciones perfectas, mientras en las últimas prevalecen lo concreto y los casos individualizados, caracterizados en su propia esencia por la imperfección. Esa característica cultural hace que en nuestros países los medios de comunicación y los analistas propongan soluciones idealizadas con mecanismos de operación y resultados perfectos, que por supuesto nunca se dan en la realidad, habida cuenta de la ignorancia y escasez en que vivimos, lo cual —en un círculo vicioso— da nuevos argumentos para la crítica generalizada.

***

Nada de lo anterior significa, por supuesto, que los partidos políticos están exentos de una importante cuota de responsabilidad por su crisis de credibilidad. Los partidos políticos latinoamericanos contribuyeron a crear las desmedidas expectativas en torno al sistema democrático, muchos promovieron el populismo: la visión del "realismo mágico" en la política; otros ejercieron o al menos toleraron la corrupción generalizada y en demasiadas ocasiones no han ejercido con responsabilidad el Gobierno o la oposición, todo lo cual ha provocado la crisis de credibilidad que afecta a la política y a los políticos.
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Pese a la solidez de su sistema democrático y de los relevantes logros nacionales, Costa Rica no ha escapado al "desencanto democrático" ni sus partidos políticos a esa crisis de credibilidad.

Esto se reflejó claramente en las elecciones de 1998 y tuvo cruciales implicaciones para el mandato que debía asumir.

La más importante radicó en que el abstencionismo alcanzó el 30%, un porcentaje que puede parecer razonable en otras democracias igualmente sólidas, pero muy elevado para un país en que la abstención se había ubicado alrededor del 20% en los cuarenta años precedentes, con una sola excepción en 1958.

A esto se sumó que la victoria fue estrecha (2,33%), si bien fue un resultado más amplio que en la elección anterior, y no alcanzamos la mayoría absoluta en la Asamblea Legislativa, que además vio aumentada su dispersión, pues pasó de cinco a siete partidos con representación parlamentaria.

Estos factores, más el hecho de que el Partido Liberación Nacional, el principal de oposición, se vio dividido en tres corrientes importantes y de tesis sumamente contrapuestas, generaban un ambiente político que hacía difícil la negociación y la concreción de acuerdos, en particular para impulsar las transformaciones que el país necesitaba para aprovechar sus ventajas y solucionar los principales problemas que le aquejaban.

3. Libertad, responsabilidad y solidaridad, la senda del bien común

Repasar las innegables fortalezas, pero también las serias debilidades y amenazas con que recibía el país, era un recordatorio de la
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abrumadora tarea que asumía ese 8 de mayo. De la responsabilidad con que ejerciera el Gobierno, dependería si el país lograba sortear las dificultades o si se hundía bajo el peso de los factores adversos. Había recurrido a una larga preparación académica y profesional a fin de poder, llegado el día, gobernar con responsabilidad, pero ¿podría estar a la altura de las exigencias?, ¿lograría que el país siguiera avanzando por la senda del desarrollo humano y el bien común que los más preclaros de mis antecesores habían trazado?

Con su presencia, honraban la trasmisión del mando los siete costarricenses vivos que con anterioridad habían ejercido la Presidencia de la República. Su participación hacía aún más pesado el sentimiento de responsabilidad que me abrumaba, y que continuamente sentiría durante mi período gubernamental. Tal vez el más acongojante de mis compañeros permanentes de gobierno fue la conciencia de lo limitado de los conocimientos y las capacidades de que disponemos para esa tarea. Pero a la vez, la vocación de servicio público y el deseo de contribuir al bienestar de un pueblo al que desde siempre había aprendido a querer, me daban y seguirían dándome ánimo y entusiasmo. La visión de mis predecesores en los inicios de la República sería siempre guía y estímulo en la función presidencial.

En el amoroso y firme regazo de la nieta de uno de ellos, doña Lupita Velásquez Castro, descendiente del Fundador y dos veces Presidente de la República, José María Castro Madriz, se empezó a forjar mi vocación de servicio público. Por alguna razón que aun no alcanzo a comprender, mi abuela Lupita, "Mamama", se empeñó con perseverancia, disciplina y amor sin igual en transmitirme el sentido de responsabilidad y desarrollar en mí el compromiso con la cosa pública que caracterizó al doctor Castro Madriz.
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Tras la infancia y adolescencia felices y frugales, dedicadas al estudio y la sana diversión que son propias de una familia de clase media en una ciudad pequeña y tranquila como era San José en esa época, la perseverante siembra de mi abuela afloró súbitamente en 1956, cuando con ardor de adolescente me incorporé a la campaña electoral que dos años después llevaría a la Presidencia de la República a don Maño Echandi Jiménez.
Una temprana aproximación a la doctrina social de la Iglesia, en el colegio de los Hermanos de La Salle y la práctica de la Acción Católica, se fortaleció en la juventud con la participación, en el antiguo Colegio Seminario, como aplicado oyente y ocasional debatiente de las exposiciones sobre las encíclicas Rerum Novarum y Quadragesimo Anno y las obras del cardenal Mercier, que hacían amigos algunos años mayores, como Alberto Di Mare —QdDg—, Eduardo Lizano, Guillermo Malavassi, Bernardo Monge —QdDg—, Claudio Gutiérrez y Oscar Más Herrera, entre otros que luego llegarían a tener en sus respectivos campos una marcada influencia en la vida nacional.

Cursar al mismo tiempo las carreras de economía y derecho en la Universidad de Costa Rica ocupó casi todo mi tiempo hasta 1962 y me brindó una aproximación de primera mano al estrecho vínculo existente entre la fortaleza de la producción basada en la libre creatividad de las personas y un Estado de Derecho sólido, que establezca reglas de juego claras y genere confianza entre los actores económicos. A la vez me llevó a interiorizar hasta el nivel de la vivencia —bajo la tutela de ese gran jurista que fue don Eduardo Ortiz Ortiz— la fundamental importancia del respeto a la institucionalidad y a las normas jurídicas, en particular aquellas con las que discrepamos, para el progreso integral de un país.
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Asimismo, mediante el estudio de los postulados de la Economía Social de Mercado, en particular la fructífera obra de Eucken, y del pensamiento de Hayek, von Mises, Knight y Friedman, en la Escuela de Economía —bajo la influencia de mis profesores, en especial de Alberto Di Mare, cuyo reciente fallecimiento es una gran pérdida personal y nacional— obtuve la formación y el entrenamiento de análisis de las consecuencias últimas y no siempre visibles a primera vista que tiene toda política, que es tan importante para quien ejerce con responsabilidad la vida pública.

Eran también los tiempos en que el socialismo estaba en boga por toda Latinoamérica, y defender y reafirmar la primacía de la libertad, del individuo y de su creatividad frente a la omnisapiente y omnipresente planificación socialista no acarreaba demasiadas simpatías a nadie, especialmente en los círculos universitarios.

Aceptar las limitaciones de nuestra capacidad de conocimiento, que no se es dueño de la verdad y que el tanteo y error constituyen la única forma de avance científico, implicaba una humildad intelectual que difícilmente podía hacer frente al relumbrón que poseían las teorías socialistas que proclamaban su capacidad de forjar una especie de cielo en la tierra, a partir de verdades absolutas y un plan perfecto para obtener determinados resultados.

Suele suceder que cuando algo parece demasiado bueno para ser verdad, es que no es verdad. Así acontecía en el caso del socialismo, por partir de premisas sin sustento, de modo que consagré mi tesis de graduación de economía a demostrar "El Mito de la Racionalidad del Socialismo", que se convirtió en mi primer libro al ser editado pocos meses después por la Asociación Nacional de Fomento Económico (ANFE). En tanto, con la tesis de derecho traté de establecer las ca-
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racterísticas esenciales de la Constitución de una sociedad libre y compararla con la de Costa Rica, mediante el estudio de "El Orden Jurídico de la Libertad", que también se publicó como libro, por la Universidad de Costa Rica.

Tuve la fortuna de ser admitido por la Universidad de California en Berkeley para cursar el doctorado. Berkeley era entonces, como ahora, una de las mejores escuelas de economía y me encontré un excepcional equipo de profesores, como McFadden, Debreu, Scitovsky, Laidler, Jorgenson, Vind, Sodersten, Diamond, Radner y Fishlow, entre otros, de los cuales esperaba me ayudaran a profundizar, con el rigor analítico que los caracterizaba, sobre la forma en que el conjunto de acciones económicas, sean de los productores, trabajadores, consumidores, o de los hogares, instituciones públicas y dueños de recursos, determinan el orden económico general.

Fueron años de intensa dedicación académica y gran realización personal, pues estaba recién casado y llegó nuestro primer hijo, que solo se vieron empañados por la invasión de Estados Unidos a República Dominicana que me llevó, desilusionado por el incumplimiento de los principios de no-intervención del sistema interamericano, a renunciar a la beca que me había concedido el Departamento de Estado. Solamente pude terminar mis estudios gracias a que la Universidad me ofreció un puesto como asistente de investigación para escribir mi disertación de graduación.

Hacía ya una década de mi fugaz incursión en la campaña de don Maño Echandi y en mi horizonte de vida me veía a mí mismo totalmente consagrado a las tareas académicas en ese que era uno de los mejores centros de economía del mundo. Y de pronto vino un giro inesperado. Don José Joaquín Trejos Fernández ganó las elecciones de
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1966 y mi querido profesor de economía de la Universidad de Costa Rica, Alberto Di Mare, me pidió que le ayudara en el Ministerio de Planificación que él asumiría y participara en las reuniones del Gabinete. No era eso lo que había planeado, pero a los 26 años de edad era una oferta muy tentadora.

El problema era que, de acuerdo con mis planes, aún faltaba un año para concluir mi tesis y convertirla en artículos para las revistas técnicas. Con atrevimiento de juventud les propuse a mis directores de investigación, Daniel McFadden y David Laidler que me permitieran escribir la tesis con lo que ya había avanzado. No solo eran excelentes profesores, sino también buenas personas, que comprendieron mi disyuntiva. Socarronamente, el profesor Laidler me dijo: "Me recuerdas a un estudiante de Kenia en la Escuela de Economía de Londres, que me preguntó lo que debía hacer en el verano: trabajar en la cafetería o regresar a casa para convertirse en el Director General de Correos". McFadden, por su parte, era el tipo de profesor para quien lo fundamental es el crecimiento de sus alumnos. Recuerdo su respuesta cuando, ya siendo Presidente, le envié un correo electrónico para felicitarlo por haber conseguido nada menos que el Premio Nóbel de Economía: "El premio Nóbel es agradable. Ver cómo mis estudiantes avanzan hacia carreras exitosas y dan contribuciones a las ciencias y el servicio público es aún más agradable. Ha sido muy satisfactorio para mí dar seguimiento a sus logros y saber que de alguna forma indirecta he contribuido a hacer la vida mejor para la gente de Costa Rica". Una muestra más, entre muchas, de la sencillez y vocación de maestro que siempre le han caracterizado.

Regresé a Costa Rica en cuanto culminé mi trabajo de graduación. A Berkeley volvería 33 años después, como Presidente, para ser el orador de fondo de la ceremonia de graduación, el 21 de mayo de
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1999, así como para recibir, en marzo de 2002, el premio al exalumno extranjero que se ha distinguido en la cuestión pública —"The Ellis and Walter A. Haas International Award"—, pero en el ínterin, y cuando menos lo esperaba, el servicio público venía a tocar a mi puerta y a recordarme las enseñanzas de mi abuela Lupita.

Una vez más me tocaría, como parte del equipo económico del Presidente Trejos, navegar contra corriente. Años atrás el país se había insertado en el Modelo de Sustitución de Importaciones (MSI) que estaba de moda en Latinoamérica y nosotros teníamos claro que ese proteccionismo tenía altos costos para la competitividad a largo plazo, por lo que queríamos abrir la economía al comercio internacional, introducir competencia en los mercados nacionales, reducir las distorsiones y asegurar la estabilidad macroeconómica con políticas fiscales y monetarias responsables.

Claro que para entonces los costos del modelo proteccionista no eran evidentes y sus éxitos en el corto plazo hacían popular el modelo, aunque no podían sostenerse en el largo plazo. Los éxitos se daban tanto porque la economía mundial experimentaba entonces un proceso de alto crecimiento y baja inflación, como porque todo país que adopta un modelo proteccionista experimenta en el inicio un rápido crecimiento, ya que emerge gran cantidad de inversión para aprovechar las oportunidades artificiales que la propia protección crea. Para la mayoría de las personas lo que contaba era que el MSI generaba rápido crecimiento y baja inflación en ese momento.

Se comprende fácilmente que eso hacía virtualmente imposible convencer a la sociedad de que esa estrategia de desarrollo iba a fallar, por más fuertes que fuesen los argumentos técnicos sobre las inconveniencias del proteccionismo exacerbado. Era algo así como
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convencer a un amigo de que deje de beber cuando se encuentra en lo mejor de la fiesta.

De modo que no fue posible cambiar el modelo, aunque sí ajustar los desequilibrios fiscales y monetarios que habíamos heredado, y a la vez logramos que la economía, con buen manejo de las políticas macroeconómicas, tuviera el crecimiento más rápido de Latinoamérica a pesar de que —paradójicamente, si se quiere— no contamos con el reconocimiento y apoyo del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mundial sino a finales del Gobierno. El amigo de nuestra historia siguió bebiendo —en poco tiempo eran historia los excelentes resultados macroeconómicos de la Administración Trejos—, hasta que la fiesta se acabó: la adversa evolución de la economía mundial, su deficiente manejo y el afloramiento de los costos ocultos del proteccionismo, sumieron al país en la terrible crisis de 1980-1982.

A la experiencia de Gobierno en 1966-1970, que me llevó a ejercer el Ministerio de Planificación y luego el de la Presidencia, siguieron dos décadas de dedicación absoluta a la tarea de emprender, especialmente en el campo agroindustrial; a la contribución en el debate público, en particular desde la Presidencia de la ANFE, que me recuerda la influencia del pensamiento de Fernando Trejos Escalante, en particular en el campo de la previsión social; y, muy en especial, a la cátedra que tuve el honor de impartir en la Escuela de Economía, la cual nunca dejé, a pesar de todas las ocupaciones, sino hasta que la candidatura a la Presidencia de la República me hizo absolutamente imposible continuar dando clases.

Servir como profesor de economía y tratar de mantenerme al día con los avances teóricos, me permitió continuar mi formación con el estudio del modo en que las personas y empresas incorporan en sus
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cálculos las decisiones políticas, como plantea la teoría de las expectativas racionales, y con el análisis económico del accionar político que realizó la teoría de la escogencia pública, o "public choice". Esto fue clave para tratar de entender el funcionamiento adecuado de las instituciones públicas, pues muestra que la buena intención no solo no basta sino que incluso puede resultar contraproducente, si al diseñarlas no se tiene en cuenta el efecto de los incentivos, positivos y negativos, sobre el accionar de quienes las conforman y dirigen.

Tras casi dos décadas de concentrarme en aspectos empresariales y académicos, y participación solo marginal en política, hacia finales de los ochentas se produjo otro giro poco esperado. Rafael Ángel Calderón Fournier, tras construir una sólida alternativa —el Partido Unidad Social Cristiana (PUSC)— al hasta entonces fuerte predominio del Partido Liberación Nacional (PLN), de corte intervencionista, perdió en 1986 las elecciones presidenciales. Pese a que el margen fue relativamente bajo, era la segunda ocasión consecutiva en que no lograba el apoyo mayoritario de la población, lo cual, al calor de las circunstancias, le llevó a anunciar que no se postularía más a fin de contribuir a que el PUSC ganase las siguientes elecciones.

La necesidad de llenar el vacío que dejaba el fuerte liderazgo de Calderón Fournier, en un momento que era crucial para propiciar la continuación y aceleramiento del tímido proceso de reformas vinculadas a la apertura económica que se desarrollaba, me motivó a postularme para la candidatura del partido con miras a las elecciones de 1990.

También lo hicieron otras respetables figuras que hasta entonces habían tenido mayor proyección política, pese a lo cual logré construir el más fuerte movimiento. Ello no se produjo sin dificultades, entre
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las que resaltaba la resistencia de sectores tradicionales del partido a las tesis de menos intervención y mayor apertura y competencia económica que yo impulsaba. Luego, en febrero de 1988, Calderón Fournier decidió revisar su decisión y postularse nuevamente a la candidatura, a lo cual se adhirieron inmediatamente las otras tendencias.

Don Rafael Ángel no solo era mi amigo, sino que también lo había apoyado en sus candidaturas de 1982 y 1986, en esta última incluso como uno de sus directores de campaña, y no habría considerado mi postulación si él no hubiese anunciado su automarginación. De modo que su nueva decisión me colocó ante una difícil disyuntiva. Mantener mi candidatura no solo me plantearía la ardua tarea de enfrentarme al hasta entonces máximo dirigente del partido y con un sólido arraigo entre la organización y los partidarios, sino también a un amigo. Desistir sin más de mi candidatura, significaría fallar a la confianza de miles de dirigentes y seguidores partidarios, y además brindaría al PLN una base para su sempiterna y —dada la circunstancia costarricense— dañina tesis de ataque sobre la "falta de democracia interna" del PUSC.

Decidí mantener mi postulación, lo cual no se esperaba en el ambiente político nacional, que se apresuró a pronosticarme la defunción política. Luché fuertemente en pro de mis ideas y aunque don Rafael Ángel me venció con amplitud, esa contienda tuvo la triple virtud de provocar la mayor participación en una convención interna hasta entonces, acabar con el mito de la falta de democracia interna y generarle al PUSC una fortaleza electoral que ayudó a la victoria en la votación de 1990, a la cual contribuí con todas mis fuerzas y partidarios desde el día siguiente de la convención interna, y que —como cabeza de la lista nacional del partido— me convirtió en diputado a la Asamblea Legislativa.
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Ser congresista es ser uno más del grupo, participar en un intercambio entre iguales. Todos tienen las mismas potestades y pesa igual su decisión, sin importar la fortaleza o debilidad de sus razones. Es, además, compartir como igual con los diputados de los otros partidos. De ahí que el Parlamento fortalezca un valor esencial, la humildad democrática: la voluntad de dialogar y buscar puntos de acuerdo, en vez de concentrarse en las diferencias; la comprensión de que en ocasiones los criterios técnicos deben ceder ante las realidades político-sociales; la capacidad de respetar y valorar las decisiones —aún juzgándolas equivocadas— de mayorías adversas. Me atrevo a señalar que en un sistema presidencialista, vivir la experiencia parlamentaria es clave para quien aspire a gobernar con responsabilidad.

A la experiencia en la Asamblea Legislativa, incluyendo su Presidencia, se sumaron las enseñanzas propias de las relaciones políticas internacionales al haber tenido la oportunidad de ser primero Vicepresidente y luego Presidente de la Organización Demócrata Cristiana de América (ODCA), director de la Internacional Demócrata Cristiana (IDC) y miembro fundador de la Fundación Popular Iberoamericana. En esas tareas pude ir más allá de la visión localista de la política en una pequeña nación como Costa Rica y a la vez establecer un conjunto de amistades con respetados dirigentes de Latinoamérica, Europa y los Estados Unidos. Muchos de estos amigos serían Presidentes o altos personeros de la oposición o de sus partidos políticos durante mi mandato, lo cual me abriría puertas y daría más fácil acceso a importantes apoyos internacionales.

***
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Durante mi gestión diputadil me causó profunda huella el más importante documento ético-social de las últimas décadas, la encíclica Centessimus Annus, que vino a renovar y enriquecer la doctrina social de la Iglesia, en particular en lo relativo a la labor creadora del ser humano, su participación en la producción de riqueza y el modo en que libertad, responsabilidad y solidaridad interactúan para forjar la senda del bien común.

Centessimus Annus vino a representar la síntesis perfecta entre las dos influencias determinantes a lo largo de toda mi vida, los principios éticos y morales propios de la doctrina social de la Iglesia y las reglas científicas en que se fundamenta la economía. La primera se centra en la intención, porque cuando se analiza la acción humana a la luz de la ética y la moral, se valora su mérito o demérito en relación con la intención, con la conciencia, no con el resultado; en tanto que la segunda se ocupa de la causalidad, porque al analizar la acción humana desde el punto científico se mide lo que realmente ocurre cuando se actúa de una cierta manera, interesa el resultado, no la intención.

Se trata, pues, de campos distintos, claramente delimitados, que no se deben confundir, aunque esto último sea el pan nuestro de cada día en la política. La confusión entre aspectos de la realidad, el ser al que se consagra la ciencia, en este caso económica, y aspectos de la idealidad, el deber ser al que se orientan la ética y la moral, es fuente segura de desastres. Ha causado barbarie pura y sencilla, que todos condenamos, pero también ha generado pobreza y desempleo como resultado directo de la demagogia, ante lo cual callan muchos. Las concepciones éticas y las concepciones científicas son de distinta naturaleza y así deben tratarse.
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Pero siendo de naturaleza diferente, es cierto también que responden a los elementos fundamentales para el bienestar humano, el material y el espiritual. De modo que conciliarlas, sin confundirlas, es fundamental para generar auténtico bienestar humano.

¿Cómo lograrlo? Libertad, responsabilidad y solidaridad, son las claves. En ejercicio de su libertad, de su libre albedrío, el ser humano vuelca su capacidad creadora en la producción de bienes de diversa índole, que permiten satisfacer sus necesidades y las de los demás, a través del libre intercambio, y también toma todo tipo de decisiones en relación consigo mismo y con los demás. La libertad, propia del ser, genera una serie de resultados. Pero esa libertad tiene un necesario correlato en la responsabilidad, no solo porque debemos asumir las consecuencias personales de nuestras acciones u omisiones, sino porque debemos interactuar con los demás miembros de la sociedad y no podemos menoscabar sus derechos con nuestras acciones. Además no tendríamos nuestros conocimientos, experiencia, historia ni potencialidades sin el concurso de los demás. La solidaridad, propia del deber ser, es la expresión de esa responsabilidad con los demás y, en consecuencia, es consustancial a la libertad. La solidaridad es la concreción de la responsabilidad, con nuestra familia, con nuestros vecinos, con el prójimo, con la sociedad, la cual deviene tanto de prescripciones morales, que nos llaman a hacerlo voluntariamente; como de mandatos normativos, que nos compelen a actuar de modo compatible con los requerimientos básicos de la vida en sociedad. Es por ello que la solidaridad tiene expresiones derivadas de las normas, como el sistema de seguridad social en Costa Rica, aún cuando en última instancia éstas respondan a principios morales; y otras surgidas de la convicción personal, como el filantropismo, que solo se deben a principios éticos o religiosos.
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Es así como libertad, responsabilidad y solidaridad se complementan entre sí, para brindar una visión integral del ser humano, que combina las esferas de la causalidad y de la intencionalidad. Empero, partiendo de una visión del ser humano como heredero de una Creación totalmente acabada, la doctrina social de la Iglesia siempre había puesto el acento en los aspectos de distribución de la riqueza, es decir en la responsabilidad ante los demás y en la solidaridad, y obviado relativamente los mecanismos vinculados a la producción, esto es, a la expresión económica de la libertad y de la responsabilidad con uno mismo.

Aquí es donde Centessimus Annus implica una transformación profunda y determinante. Por primera vez, una encíclica enfatiza al ser humano como co-creador y, en consecuencia, reconoce en toda su dimensión la importancia de la libre creatividad humana para producir los bienes que habrán de gozar todos, y en cuya adecuada distribución interviene la solidaridad. Es parte de la verdadera teología de la creatividad desarrollada por el Papa Juan Pablo II. Sin remilgos ni tapujos, la encíclica reconoce con toda claridad el papel fundamental de las utilidades para determinar si los recursos se están empleando bien y que la economía de empresa es la expresión en el ámbito de la producción del libre albedrío humano. Esta importancia de la acción empresarial venía a mi memoria aquel primer día de gobierno cuando agradecía interiormente a mis amigos empresarios costarricenses su exitoso esfuerzo para que en la ceremonia estuviesen decenas de presidentes de empresas de alta tecnología, industriales y de turismo del mundo entero, invitados para aprovechar el traspaso con el fin de promover inversión en Costa Rica. Allí estaban esos empresarios a la par de mis queridos amigos los Presidentes Frei, de Chile, y Caldera, de Venezuela; de los Presidentes de Centroamérica, el Primer Ministro de
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Trinidad y Tobago, el Príncipe de Asturias y los representantes de los gobiernos que daban realce al traspaso de poderes y honraban al país con su visita.

Centessimus Annus al señalar las responsabilidades del Estado, como garante del bien común, establece que su primera tarea consiste en establecer el orden económico, casi con las mismas palabras con que medio siglo antes lo había expresado Walter Eucken al dar origen, a partir de los planteamientos de la escuela ordoliberal de Friburgo, a la Economía Social de Mercado; y señala también que su participación en los mecanismos de solidaridad debe ser subsidiaria, complementando la acción que es responsabilidad, en primer término, de quienes están más cerca de la persona necesitada; y temporal, pues debe enfocarse a fortalecer las capacidades en las personas y no a debilitarlas, con excepción de los casos en que las personas estén imposibilitadas, por razones fuera de su control, para velar por sí mismas.

De este modo, Centessimus Annus no solo logra una magnífica y equilibrada síntesis entre la libertad, la responsabilidad y la solidaridad, sino que en lo personal también representó la articulación definitiva entre las dos grandes fuentes de pensamiento —doctrina social de la Iglesia y economía social de mercado— que desde muy temprana edad habían marcado toda mi formación.

A la doctrina liberal de libertad personal, dignidad y derechos humanos, Estado de Derecho y democracia con límites para los gobernantes, y mercados abiertos y competitivos; se unía ahora con claridad y sin contradicciones una doctrina también equilibrante de solidaridad y creatividad. Libertad, responsabilidad y solidaridad se entrelazaban continua y definitivamente para mostrar la senda del bien común.
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En poco tiempo estaría sometida a prueba la segunda de ellas. Tras culminar mi labor diputadil y perder estrechamente las elecciones de 1994, me encontré muy pronto, como uno de los líderes de la oposición a la par del Expresidente Calderón Fournier, en la disyuntiva de asegurarme de una vez el triunfo en las elecciones de 1998 dejando que el Gobierno se despeñara en la seria crisis de 1995-1996 que él mismo había provocado, pero con graves consecuencias para los costarricenses; o poner en riesgo ese triunfo por ayudarle a salir del atolladero, apoyando la adopción de medidas indispensables y beneficiosas para la población, pero que eran poco populares e indudablemente me harían perder muchos votos.

Al inicio de su Administración el Presidente Figueres Olsen lanzó un muy fuerte ataque político contra nuestro partido, pero luego, cercado por los problemas que había creado, se reunió en busca de ayuda con el Expresidente Calderón Fournier. Este me proponía ahora un acuerdo para colaborar legislativamente con el Gobierno, apoyar las reformas estructurales que había defendido en la elección del 94 frente a la demagogia de la entonces oposición, y que incluso —después de mi derrota— ofrecimos aprobar en el período antes del cambio de gobierno sin que el entonces Presidente Electo aceptara; y permitirle al Gobierno aumentar impuestos para enfrentar la crítica situación fiscal y de producción que se estaba viviendo. Traté de convencer al Presidente Figueres de no recurrir a más impuestos sino a la apertura de monopolios públicos y venta de activos estatales para resolver el problema fiscal y a la vez estimular más la economía, pero no lo aceptó.
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¿Qué hacer, asegurar las aspiraciones o ponerlas en riesgo por hacer lo que uno considera correcto? Tenía claros los costos electorales, pero también sabía cuál era mi deber. Así que actué con responsabilidad y, contra el criterio de muchos, me uní al Expresidente Calderón Fournier y ayudé al Gobierno a solventar los problemas. Este transparente acuerdo político, indispensable para superar una grave crisis, fue luego satanizado por medios y formadores de opinión.

No tengo dudas de que en 1998 pagué esa decisión con muchos votos. Sabiéndolo, ¿volvería a hacer lo mismo? Sin ninguna duda: si uno no es capaz de actuar responsablemente, no merece la Presidencia de la República.
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E

s un hecho indiscutible que toda sociedad es plural en su composición, pues la conforman diversas fuerzas en interacción, negociación y conflicto. Aquí radica precisamente el error fundamental de los autoritarismos y totalitarismos al pretender una uniformidad en la sociedad, que va a contrapelo de la condición humana y la inevitable diversidad de las sociedades. De ahí que el principio democrático-liberal del pluralismo en realidad se limita a reconocer un hecho natural a la condición humana. Más al reconocerlo de buen grado, la democracia liberal excluye cualquier sectarismo o unilateralidad ideológica y promueve la diversidad.

Al mismo tiempo, toda sociedad requiere para su progreso de un sentido de dirección, que fije los grandes rasgos que desea la caractericen. ¿Cómo conciliar el pluralismo, la diversidad, con esa necesidad de un camino propio y claro, sin caer en
37

los excesos de la dictadura de la mayoría? En democracia, el único modo para lograr un resultado legítimo en esa búsqueda, consiste en construir una visión de futuro compartida, cuyas principales características llenen las legítimas aspiraciones de los diversos grupos sociales con independencia de que en aspectos puntuales haya desacuerdos, los cuales son naturales, deseables y aun indispensables para el constante mejoramiento de la sociedad.

Esa visión de futuro compartida que aglutina a una sociedad en torno a sus características centrales, solo puede construirse mediante el diálogo. La propia raíz etimológica de "diálogo" implica una cierta actitud, basada en el esfuerzo consciente por comprender al otro, respetar sus particulares posiciones y concentrarse en las áreas de coincidencia, incluso mediante la flexibilización de las tesis propias. Es éste el más acabado ejercicio de humildad democrática, pues implica el reconocimiento de que ninguna persona o sector es el dueño absoluto de la verdad, sino que ésta solo puede construirse en la interacción libre, respetuosa y positiva entre las más diversas y variadas percepciones de la verdad.

No se trata en el diálogo, como en la discusión, de que un determinado grupo o persona haga prevalecer un determinado significado, sino que éste sea construido con la participación de todos, razón que precisamente hace posible que sea compartido. Así, el resultado final no es el planteado inicialmente por ninguno de los dialogantes, ni recoge todo lo que cada uno de éstos desearía, pero sí contempla los elementos claves para cada uno de ellos y es aceptable para todos. En términos de la teoría de juegos, mientras la discusión se juega contra los demás y es de suma cero, el diálogo se juega con los demás y es de suma positiva ya que genera situaciones de ganar-ganar para todos los que intervienen en él. En esta ganancia para todos, radica la capaci-

38                                                                          La solución costarricense / Miguel Ángel Rodríguez

dad del diálogo para construir una visión de futuro compartida por una sociedad.

El constante y fructífero diálogo entre los diversos grupos sociales, es una característica fundamental de la evolución histórica de la sociedad costarricense, que le ha deparado grandes ventajas y sin la cual no se puede comprender su pasado, ni su presente, ni —me atrevo a decir— su futuro.

No en vano a la primera Constitución del país se le conoce como Pacto de Concordia, aun cuando su nombre oficial sea Pacto Social Fundamental Interino de la Provincia de Costa Rica, y en los escasos cuarenta y nueve días transcurridos entre el recibimiento de la noticia de la Independencia y su promulgación, se vivió todo un proceso de participación democrática, incluyendo la designación por parte de todos los pueblos de Juntas de Legados que los representasen.

Ese auspicioso inicio marcó por siempre el devenir de la sociedad costarricense, que a través del diálogo constituyó la más importante característica de su siguiente siglo y cuarto de historia, que en Al Progreso por la Libertad llamé la "sociedad previsora", y es la fuente de energía de todas sus luces.

De ahí que, interpretando tanto nuestra mejor tradición histórica como una característica esencial de la democracia, oficializara al día siguiente de mi victoria en las elecciones de 1998, la convocatoria a un Proceso de Concertación Nacional que había venido preparando, con el declarado propósito de retornar a la sociedad previsora en aspectos claves que forjó nuestra nacionalidad.

Todos los sectores políticos, sociales e intelectuales del país han reconocido que ese proceso, ejecutado en los albores mismos de la gestión, representa el esfuerzo más importante, sistemático, estructu-
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rado y ordenado realizado por la sociedad costarricense en las últimas décadas para construir consensos básicos y estratégicos en torno a las opciones principales del desarrollo nacional.

Sin embargo, varios de esos mismos sectores han convertido en un lugar común la afirmación de que la convocatoria al Proceso de Concertación Nacional fue básicamente una respuesta coyuntural a los resultados electorales de febrero de 1998 y a la crisis de credibilidad sufrida por varias instituciones esenciales del régimen democrático.

Esto nunca ha dejado de sorprenderme porque no resiste el menor cotejo con los hechos y revela una curiosa incapacidad de percibir los múltiples antecedentes que hacían más que previsible, para cualquier espectador medianamente atento, tal convocatoria. En efecto, el germen de mi llamado a un diálogo nacional estuvo presente en muchas acciones de gran calado, que lo preludiaban desde varios años atrás y aun más fuertemente en las semanas previas a las elecciones.

• El germen de la concertación

• Nuestra experiencia de concertación
• Claroscuros de la concreción

1. El germen de la concertación

Hacía ya siete años había señalado, en mi discurso de aceptación de la Presidencia de la Asamblea Legislativa, que nuestra democracia solo podría afrontar con éxito los nuevos retos que surgían si se enriquecía el debate público abriendo "las puertas para que participe el mayor número de ciudadanos y de sectores. Ningún proceso de desarrollo tiene sentido sin la participación de la gente, no solo porque la persona es el destinatario final de toda acción política, sino porque, sin el apoyo del ciu-
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dadano, el proceso estará irremediablemente destinado al fracaso (...) La solución es apertura, participación, inclusión de todos en el proyecto para elaborar soluciones y construir una nueva Costa Rica para el siglo XXI" .5

Llevando a la acción partidaria ese pensamiento, en 1994 promoví que el Partido actualizara sus planteamientos ideológicos y programáticos. Pero a diferencia de todas las experiencias previas, esa revisión fue el resultado de un amplio ejercicio de participación que abarcó todo el país. Dos años de estudio, análisis y sugerencias en el nivel local y sectorial, luego en el regional y, por último, en el nacional, culminaron en la Carta Social Cristiana a Costa Rica, promulgada en 1996, que no solo brindó respuestas para los nuevos retos que enfrentaba nuestra sociedad, sino que, más importante aun, las construyó a partir de un intenso proceso de diálogo.

Otra profunda innovación impulsamos, en 1997, para elaborar nuestro Programa de Gobierno "Soluciones para el Futuro", de cara a las elecciones de 1998. Hasta entonces, esos documentos habían sido elaborados por un reducido grupo de personalidades, cuando no por una sola persona, y eran poco más que un ejercicio ritual, mediante el cual se imponían verticalmente ciertos puntos de vista, felices o no, sobre la acción de Gobierno que se proponía en determinados campos. Como activo participante en muchos de esos procesos, cada vez tenía más claro que éste no era un mecanismo apropiado para brindar verdaderas respuestas a las necesidades de la ciudadanía y del país, en particular porque se perdía el enriquecimiento propio de la diversidad en la búsqueda de soluciones.
5. RODRÍGUEZ, Miguel Ángel, Por una vida buena, justa y solidaria, ODCA, Caracas, 1993, pp. 12-13.
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Así pues, modificamos radicalmente el proceso de confección de un Programa de Gobierno, realizando foros regionales, sectoriales y temáticos, así como grupos de trabajo distritales y cantonales. Más de veinte mil costarricenses participaron en la elaboración de las propuestas programáticas, que luego fueron articuladas por equipos multidisciplinarios de trabajo, compuestos por centenares de académicos, profesionales, empresarios y miembros del voluntariado social, que a su vez tenían múltiples lazos con sectores y organismos de la sociedad civil. No es sorprendente, entonces, que algunas de las acciones más exitosas desarrolladas luego desde el Gobierno, surgiesen de las nuevas aproximaciones y propuestas que logró encontrar el Programa "Soluciones para el Futuro" como fruto del diálogo.

Una señal aun más clara de la vocación de concertación que nos guiaba la emitimos a mediados de 1997, al crear como elemento fundamental de nuestra campaña la Dirección Nacional de Sectoriales. Ésta desarrolló un intenso proceso de análisis y retroalimentación con más de una veintena de sectores específicos, abarcando desde los indígenas hasta el sector financiero, desde la seguridad ciudadana hasta la cultura, pasando por la situación de las personas con discapacidad, la clase media, la infraestructura, la mujer y los educadores, entre otros.

Esta interacción no se dio solo con los sectores o personas afines al Partido o a su ideología, sino que se efectuó también con aquellos claramente vinculados a otros partidos o que no tenían identificación con ninguno, por lo que fue un proceso totalmente incluyente. La metodología también garantizó que se conociese la más amplia diversidad de planteamientos en cada tema o sector. De hecho, en muchas ocasiones los sectores establecieron las prioridades del diálogo, las
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preocupaciones para las que demandaban respuesta o las soluciones que estimaban necesario impulsar.

Como resultado, incluso surgieron propuestas de ley y se suscribieron compromisos conjuntos que se materializaron plenamente en el ejercicio del Gobierno. A título de ejemplo, entre muchos otros, permítaseme traer a colación el acuerdo firmado con los educadores para solventar las fallas e injusticias en su sistema de pensiones que enfrentaban como consecuencia de una reforma legal previa. Suscrito en 1997, empezamos a honrar de inmediato el acuerdo presentando el respectivo proyecto de ley a la corriente legislativa, y durante dos años le dimos continuidad y prioridad como Gobierno, pues aunque tenía costos fiscales, era necesario para brindar condiciones dignas de retiro a los docentes. Finalmente se logró su aprobación por parte de la Asamblea Legislativa y se convirtió en Ley de la República, N° 7946, que sancioné el 18 de noviembre de 1999.

Este intenso y fructífero proceso de diálogo nos diferenció muy claramente de los demás partidos políticos y fue uno de los elementos centrales del manejo de nuestra campaña electoral, al punto que la última actividad de este tipo se realizó el 29 de enero de 1998, en el umbral mismo de las elecciones. Ese día dije a los representantes sindicales: "Impulsar una visión compartida de futuro, compartida por todos, construida por todos y disfrutada por todos será la base de nuestro accionar gubernamental (...) esa visión de futuro debe ser necesariamente el fruto de la concertación y la unidad nacional. La concertación no es solo el acuerdo entre partidos políticos, aunque esto también es necesario. Es la armonización de los legítimos intereses y derechos de todos los actores sociales"6.

6. Discurso en Banco Popular y de Desarrollo Comunal, 29 de enero de 1998.
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2. Nuestra experiencia de concertación

Solo tres días después de ese discurso, los costarricenses me concedieron el inmenso honor de elegirme Presidente. Y al día siguiente, el primer lunes de febrero, mi primer acto fue cumplir esas palabras al colocar una ofrenda ante el Monumento Nacional y anunciar la convocatoria al Proceso de Concertación Nacional.

Ese fue el tema que traté ese mismo día con los Expresidentes de la República, al siguiente con la cámaras empresariales y los sindicatos y luego con los rectores de las universidades públicas y con la Iglesia Católica, que ya en su Carta de Adviento de 1997 había llamado la atención sobre su importancia.

Todas esas citas para tratar la concertación —que por razones lógicas no había hecho de conocimiento público—, las había acordado varios días antes de las elecciones, cuando todas las encuestas me predecían una amplia victoria. Esto, sumado a los antecedentes ya citados, demuestra con toda claridad que esa convocatoria era algo que había decidido antes de conocer los resultados electorales y que, por tanto, no respondió en su génesis a ninguna coyuntura.

Ahora bien, es claro que fue una coincidencia muy afortunada que todo el proceso de conceptualización y preparación de la convocatoria a un diálogo nacional, desarrollado a lo largo de muchos meses, coincidiese con un resultado electoral mucho menos amplio que el que todos esperábamos y con una Asamblea Legislativa en la cual el partido de Gobierno no alcanzaba a formar mayoría. Pero una coincidencia no deja de serlo, por afortunada que sea, y por mucho que resulte conveniente.

La convocatoria al Proceso de Concertación Nacional tañó las fibras más íntimas de la sociedad costarricense, por lo que recibió una
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abrumadora acogida por parte de los diversos sectores y de la población en general. Esto permitió avanzar con rapidez en el complejo proceso de poner en práctica el más ambicioso proyecto de diálogo nacional de las recientes décadas, cuya formulación metodológica estuvo a cargo de una comisión de distinguidas personalidades nacionales, con el apoyo del Consejo Nacional de Rectores, de la Conferencia Episcopal de la Iglesia Católica y del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).

Tras analizar las experiencias de la Acción concertada en Alemania, el Pacto de La Moncloa y la concertación en la ciudad de Vigo en España, el acuerdo para el NO en Chile, en el Proceso de Solidaridad Mexicana y los diálogos en Guatemala, El Salvador y República Dominicana, así como sostener más de sesenta reuniones con representantes de las organizaciones sociales y de los partidos políticos, la Comisión para la Concertación Nacional presentó su informe final el 27 de abril de 1998, de modo que gracias al eficaz aprovechamiento del período de transición, para mi toma de posesión ya se contaba con los mecanismos básicos para iniciar el proceso.

Así, el 15 de junio de 1998, tuve ocasión de firmar el decreto ejecutivo que reglamentó el Proceso de Concertación Nacional y de instalar las distinguidas personalidades nacionales, de diversa extracción política y sectorial, que integraron la Mesa Coordinadora que, en adelante, tendría a su cargo la conducción del proceso. El pleno sería el Foro de Concertación y además habría una Junta de Mediadores, una Comisión de Verificación de Acuerdos y una Secretaría Ejecutiva.

Menos de un mes después, el 13 de julio de 1998, se instaló el Foro de Concertación, con la participación de empresarios, sindicalistas, solidaristas, cooperativistas, mujeres, jóvenes, ambientalistas,
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campesinos y representantes de los partidos políticos, para conocer diez temas fundamentales para el progreso material y el bienestar social del país, a saber: mercado de telecomunicaciones, transformación de la cesantía, ética en la función pública, desarrollo rural, sistema de pensiones, libertades sindícales, política salarial, mercado de seguros, servicios ambientales y los programas de asignaciones familiares para combatir la pobreza.

Durante ese acto hice un llamado a los participantes a conducirse en ese diálogo nacional, guiados por lo que denominé la "ley de las cuatro 'p", a fin de aprovechar esa oportunidad para construir una visión de futuro compartida. Las cuatro "p" de previsión, para pensar y adoptar las medidas para responder anticipadamente a los retos del mañana; patriotismo, para entender que el bien común debe primar sobre los intereses personales o grupales; paciencia, para aprender a escuchar y a encontrar la verdad que contienen los planteamientos de los demás; y perseverancia, para superar los obstáculos y trabajar en pos del bienestar de la ciudadanía.

No fue fácil ni estuvo libre de críticas y dudas la tarea de escoger los temas que se someterían a la Concertación, determinar quiénes participarían y establecer las reglas para adoptar posiciones.

Sobre los temas, hubo quienes abogaban por convocar muy pocos y fundamentales, para centrar en ellos los esfuerzos; y quienes consideraban necesario incluir una importante variedad de temas, para que se pudiese dar una negociación entre distintos grupos de interés. Como se desprende de la enumeración de los temas propuestos por el Gobierno, se optó por la segunda estrategia, e incluso, en consideración a los sectores que promovían otras áreas, se señaló expresamente la posibilidad de someter, con posterioridad, temas adicionales a consideración de la Concertación Nacional.
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En cuanto a la participación se determinó que sería amplia, es decir no solo de partidos políticos y de organizaciones nacionales de patronos y sindicatos, sino también de representantes de sectores importantes de la sociedad civil, con miras a buscar mayor posibilidad de acuerdo y disminuir el tradicional enfrentamiento de intereses directos entre empresarios y trabajadores, confiando en que, con los documentos de información y trabajo preparados por las universidades estatales, se lograría propiciar un diálogo constructivo entre actores que por primera vez se reunían.

Para evitar que la selección de los participantes y el número de representantes predeterminase las posibles mayorías que se pudiesen constituir, lo cual hubiese hecho aun más complicada y discutida esa selección, se acogió como regla de decisión el consenso. Luego se determinó que éste no podía entenderse como unanimidad, porque ello hubiese otorgado a cualquier participante un indebido poder de veto, sino como alto grado de acuerdo, el cual incluso se definió posteriormente como aprobación por más de un 75% de los participantes en las comisiones sobre temas específicos y en el Foro de la Concertación.

Cada una de estas decisiones entrañaba riesgos y oportunidades, y para tomarlas no había sabiduría infusa ni seguridad completa, pues estábamos desarrollando un proceso inédito, por su complejidad y alcances, en la historia política del país.


***

En la base misma del proceso se daba una contradicción propia de la dinámica democrática: había un nuevo Gobierno electo con una propuesta que expusimos y defendimos en la campaña política porque la considerábamos necesaria y conveniente para el progreso nacional,
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y, por otro lado, se convocaba a los partidos y la sociedad para elaborar acuerdos de solución.

Para algunos de mis colaboradores, la Concertación Nacional significaba renunciar al compromiso asumido con los electores y perder los momentos iniciales de gobierno, cuando se tenía mayor apoyo popular, para impulsar directamente en la Asamblea Legislativa los proyectos de ley. Para otros, la Concertación permitiría construir soluciones —en torno a nuestras propuestas— que tendrían mayores posibilidades de aprobación y vigencia exitosa, pues surgirían de un proceso amplio y participativo. Optamos por esta segunda visión y, como veremos, tal vez ello determinó que quisiésemos obtener con mucha rapidez respuestas para llevarlas a la vía legislativa, pues todos teníamos prisa por lograr las reformas que habíamos presentado en campaña y que ya se habían pospuesto por mucho tiempo en Costa Rica.

***

A partir del arduo trabajo y el profundo compromiso de los miembros de sus distintos órganos, en el período julio-noviembre de 1998 el Proceso de Concertación Nacional superó las naturales dificultades de un proceso inédito y muy amplio, para alcanzar unos resultados realmente extraordinarios habida cuenta de la magnitud de los temas sometidos a su consideración.

Una vez más, el diálogo rendía frutos abundantes y valiosos, pues todas y cada una de las comisiones lograron alcanzar acuerdos en los temas sometidos a su conocimiento, esos acuerdos contenían notables y aun novedosos aportes en cada una de las áreas y además implicaban profundas transformaciones y mejorías en nuestro esquema de desarrollo.
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No sorprende, pues, el fuerte apoyo popular logrado por la Concertación Nacional, que se reflejó en el saldo neto del sesenta por ciento de aprobación expresado consistentemente en las encuestas por la ciudadanía, sin diferencias significativas por nivel socioeconómico, afiliación partidaria o voto en la elección previa, así como las peticiones de ésta y de los propios participantes para que el proceso continuara con nuevos temas.

Mas, ni el éxito de alcanzar acuerdos de gran calidad y profundidad, ni el masivo apoyo popular, implicaban que ya todo estaba alcanzado, pues la puesta en práctica de la mayoría de las propuestas requería de la promulgación de nueva legislación por parte de la Asamblea Legislativa.

Surgía así un nuevo reto: concretar lo concertado.

3. Claroscuros de la concreción

La concreción de los acuerdos del Proceso de Concertación Nacional comprendió las más diversas tonalidades, desde el brillo fulgurante de profundos cambios históricos, hasta la opresiva sombra de conflictos sociales que no llegaron a más solo por la extraordinaria madurez de nuestro sistema democrático, pasando por el gris de las definiciones legislativas aun pendientes.

Se hacía necesario redactar los proyectos de ley, con base en los acuerdos alcanzados, lo cual se hizo bajo la vigilancia de la Comisión de Verificación de Acuerdos integrada por representantes de la Iglesia Católica, las Universidades públicas, la Defensoría de los Habitantes y el Ministerio de la Presidencia, siendo este último el único que repre-
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sentaba al Gobierno; para luego proceder a impulsar con los grupos parlamentarios su aprobación.

Veamos algunos casos concretos y sus resultados.

Por sí sola, la Ley de Protección al Trabajador bastaría para validar la Concertación Nacional, ya que solventó profundas carencias en lo social y en lo económico, a la vez.

Tras más de medio siglo de vigencia de las Garantías Sociales, que jugaron un papel fundamental en la creación del capital humano que es nuestra principal ventaja competitiva, el país se encontraba ante el doble problema de que su sistema de pensiones no tenía cobertura universal y además las reservas de éste eran incapaces de asegurar, en el mediano y largo plazos, el pago de los beneficios para quienes sí estaban protegidos.

La carencia de cobertura universal había generado que el cuarenta y cinco por ciento de la población económicamente activa no estuviese protegida por ningún régimen de pensión, con el agravante de que en la mayoría de los casos se trataba de las personas de menores recursos, aquellas que por desempeñar labores agrícolas, actividades propias con escaso ingreso, tareas del hogar o algún tipo de trabajo informal, no contaban con las cotizaciones para optar por una pensión.

Para tratar de paliar este problema, el país había creado años atrás un sistema de pensiones no contributivas para las personas mayores en condición de pobreza, pero su alcance era limitado, pues solo beneficiaba 30 785 personas mayores pobres, en ese momento.

Otra previsión de las garantías sociales también se revelaba insuficiente. Concebido para garantizar una protección básica a los trabajadores que perdían sus empleos, el pago de la cesantía tenía un tope
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de ocho años de servicio y no cubría a quienes renunciaban para explorar mejores opciones. Estas dos limitaciones se convertían, en la práctica, en un incentivo negativo para la productividad: los empleados de mejor rendimiento, justo aquellos que recibían más ofertas laborales o laboraban por más años en una empresa, no percibían el auxilio de cesantía o lo veían limitado a menos años que los servidos.

Además, para enfrentar ese pago las empresas solo debían hacer una reserva contable, lo cual impedía que los fondos respectivos contribuyesen a incrementar la tasa de ahorro nacional y ponía en riesgo la recepción del beneficio por parte de los trabajadores cuando el patrono quebraba.

La cesantía era, además, la principal causa de conflictos judiciales por razones laborales, pues su pago estaba condicionado a que en el despido no concurrieran ciertas causales que el patrono podía alegar, mecanismo del cual abusaban empleadores reticentes a cumplir sus obligaciones; y que el trabajador, a su vez, podía impugnar, pero en costosos y lentos juicios laborales. Así, en muchas ocasiones, el patrono igual era obligado a pagar, solo que con costos incrementados por el juicio, en tanto que el empleado percibía finalmente los recursos, pero el tiempo transcurrido había impedido que éstos cumpliesen su función de ayudar a subsistir mientras se obtenía otro trabajo. Era una situación que solo causaba pérdidas, a todos.

Ambos temas, pensiones y cesantía, fueron sometidos al Proceso de Concertación Nacional y las comisiones de trabajo lograron un consenso según el cual era necesario adoptar medidas para garantizar que todos los trabajadores recibiesen el auxilio de cesantía, con independencia de la causa de cese de la relación laboral; y se debía fortalecer el sistema de pensiones ya existente, crear un segundo pilar obligato-
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rio y un tercer pilar voluntario, y universalizar la cobertura, mediante el establecimiento de un sistema multipilar.

Los temas se analizaron por separado pero las reformas respectivas se plasmaron en un solo proyecto de ley, que el Congreso tramitó de modo relativamente expedito y sin mayores dificultades, por lo que el 16 de febrero de 2000 se convirtió en Ley de la República, en un acto multitudinario en que, emulando la Concertación Nacional, participaron todos los sectores de la sociedad costarricense.

Esa Ley —que veremos en detalle en el segundo apartado del Capítulo IV— fortaleció el sistema de pensiones preexistente, manteniéndolo como un fondo de reparto, basado en la solidaridad social y operado por el Estado. Creó una segunda pensión para todos los trabajadores sin costo adicional, redistribuyendo cargas sociales ya existentes. Consolidó el sistema complementario de pensiones voluntarias. Permitió en esos dos últimos pilares la creación de operadoras privadas con base en esquemas de capitalización del aporte de cada individuo. Universalizó la cobertura de las pensiones no contributivas para los adultos mayores pobres, generando nuevas fuentes de recursos para darlas a quienes carecían de ellas. Garantizó que se recibiese parte de la cesantía sin importar la causa de cese de la relación laboral. Rompió parcialmente el tope de este auxilio y, además, utilizó los recursos girados mensualmente para crear ahorro de largo plazo, el quince por ciento del cual debe utilizarse para financiar programas de vivienda popular.

Por brindar esas múltiples y creativas soluciones a problemas sociales y económicos de gran magnitud, complementando la acción previsora de las Garantías Sociales, a la Ley de Protección al Trabajador, sin duda la obra de mayor trascendencia histórica de mí
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Gobierno, se la conoce, con toda justicia, como la reforma social de nuestro tiempo.

***

El tema del mercado de telecomunicaciones constituyó la otra cara de la moneda.

Monopolizado por una entidad pública con limitaciones para actuar con agilidad e invertir lo suficiente, dicho mercado afectaba seriamente la competitividad económica y constituía la mayor carencia de capital físico del país, por la insuficiente cobertura de telefonía fija y celular, los elevados costos de algunos servicios, la poca penetración y el pobre servicio en relación con Internet y la escasa innovación tecnológica.

Mientras las telecomunicaciones estuvieron basadas en las tecnologías tradicionales, el accionar del monopolio había sido adecuado y garantizó a los usuarios servicios de calidad y costo razonables. Pero el surgimiento de las nuevas tecnologías de la infocomunicación, acortando los ciclos de vida e incrementando la obsolescencia tecnológica, demandaba una rapidez de respuesta, una variedad de alternativas tecnológicas y unos volúmenes de inversión que el monopolio estatal no estaba en capacidad de satisfacer, lo que ocasionó rezago en este campo vital.

Esto cobraba aun mayor importancia de cara al nuevo modelo de desarrollo (Ver Capítulo III), sustentado en el conocimiento y las nuevas tecnologías, pues éste implica la necesidad de ser competitivos en materia de telecomunicaciones frente a países como Irlanda, Chile y Singapur, que no solo estaban más avanzados en ese campo, sino que además no enfrentaban las limitaciones de Costa Rica ya señaladas.
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Al analizar el tema, la comisión respectiva de la Concertación comprendió que una transformación en ese campo resultaba vital para acelerar el progreso del país y después de un arduo proceso de diálogo, logró un alto grado de acuerdo para abrir gradualmente el mercado a la competencia. Hubo, además, consenso total en que para ello era necesario fortalecer y quitar trabas operativas a la institución pública (ICE) que prestaba y seguiría prestando el servicio, pero ya no en condición de monopolio; así como crear un ente regulador de la materia, que asegurara condiciones idóneas de competencia, calidad y precio en la prestación del servicio. Con los representantes sindicales que estuvieron a favor de esta apertura, se convino también que se aprobaría legislación para proteger a los dirigentes sindicales de despidos que se diesen solo en razón de esa representación, en el denominado proyecto de libertades sindicales. Esta fue una muestra de la conveniencia de la inclusión de una amplia temática para permitir acuerdos entre temas que interesaban a diversos sectores.

El proyecto de ley de apertura a la competencia del mercado de telecomunicaciones (ver detalles en la tercera sección del Capítulo IV) contemplaba una gradualidad de más de cuatro años; permitía licitar internacionalmente bandas de telefonía celular, PCS y otras tecnologías modernas; abría la prestación de servicios de conexión a Internet; creaba con parte de las licencias de operación un fondo especial de subsidio para asegurar la prestación de telefonía a precios adecuados en los lugares en que ésta no era viable económicamente; aseguraba reglas claras para la competencia y destinaba recursos a la reducción de la deuda interna.

Todo esto generaba al país las consecuentes ventajas en atracción de inversión directa, tanto en el campo específico de las telecomunicaciones como en aquellas industrias o servicios cuya opera-
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ción es intensiva en el uso de éstas; fortalecimiento de la estabilidad macroeconómica, liberación de recursos públicos para hacer otras inversiones imprescindibles, fomento de la diversidad y la experimentación tecnológica, estímulo de la competencia, mayor crecimiento económico, generación de empleos bien pagados y reducción de la pobreza, simultáneamente.

Empero, el proyecto de ley fue objeto de una tortuosa tramitación legislativa, que finalmente incluyó su fusión con otros dos proyectos, el de apertura a la competencia del mercado eléctrico y el de fortalecimiento de la entidad que prestaba ambos servicios, es decir, el ICE. Tras 18 meses de vía crucis legislativo, finalmente la propuesta se aprobó en primer debate, pero esto originó intensas jornadas de protesta pública y el principal partido de oposición —el PLN—, que nunca lo había apoyado decididamente, le retiró sus votos y lo sepultó políticamente, ya que su aprobación final requería de una mayoría calificada que no se podía alcanzar sin ese partido, pues el Gobierno tenía solo veintisiete diputados contra treinta de la oposición, es decir, que no contaba siquiera con simple mayoría; además de que la Sala IV le dio el puntillazo final al determinar que debía iniciar de nuevo su tramitación en el Plenario, lo cual era políticamente inviable; detalles todos estos que examino detenidamente en la tercera sección del Capítulo IV.

***

Al brillo y los nubarrones ejemplificados, respectivamente, por la Ley de Protección al Trabajador y el proyecto para abrir a la competencia el mercado de telecomunicaciones, se debe sumar el gris de la indefinición y lentitud legislativa en la tramitación de otros acuerdos sumamente valiosos alcanzados por la Concertación Nacional.
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En efecto, la Asamblea Legislativa no ha emitido pronunciamiento sobre los acuerdos para mejorar la operatividad de los programas de combate a la pobreza (Asignaciones Familiares), tal como en la práctica hizo mi Gobierno (Ver Capítulo III) pero no hay garantía legal que se continuará haciendo en el futuro; para ampliar y garantizar las libertades sindicales; para fortalecer el desarrollo rural integral, algo que mi Gobierno emprendió por su cuenta pero sin contar con todos los instrumentos legales necesarios; y para fortalecer la protección al ambiente, tema en que Costa Rica es un líder mundial pero debe mejorarse, creando un sistema integral de retribución de los servicios ambientales prestados por los bosques y plantaciones forestales, como la biodiversidad y la protección de los recursos hídricos y los suelos, de modo que quien protege el ambiente perciba una contribución y quien se beneficia de esa protección contribuya a hacerla sostenible. Esto se concretaría mediante el pago por producción del agua que se incorporaría en las tarifas públicas de ese servicio y de la generación eléctrica, y cuyos recursos se destinarían a pagar a los dueños de los bosques y plantaciones forestales que al no talar hacen posible dicha producción.

***

A partir de de lo sucedido con la propuesta de apertura del mercado de telecomunicaciones y de las citadas indefiniciones legislativas, hay sectores, muchos de los cuales nunca estuvieron de acuerdo con el proceso, que han calificado como un fracaso la Concertación Nacional.

¿Es así? ¿Fue un intento fallido y un tiempo perdido?

Lo menos que puede hacerse para determinarlo es examinar todos los factores. No es válido arribar a esa conclusión tomando en
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cuenta únicamente los aspectos oscuros o grises del proceso, del mismo modo que tampoco sería válido basarse solo en el brillo de la Ley de Protección al Trabajador para llegar a la conclusión contraria. Ello sin contar con que muchos de los proyectos, pese a su lenta tramitación, lograron avanzar y recibir dictámenes afirmativos, por lo que, con la displicencia propia del Congreso costarricense, es posible que se lleguen a transformar en ley. Y no se debe olvidar que, como fruto de iniciativas de la Concertación, el Parlamento logró aprobar leyes para combatir la corrupción mediante el establecimiento de una fiscalía especializada en acusar ese tipo de delitos, una jurisdicción específica para la materia y una procuraduría también especializada dentro de la Procuraduría General de la República; así como reformas para fortalecer la rendición de cuentas por parte de los funcionarios y entidades públicas; todo lo cual es clave para que prevalezcan la eficiencia y la ética en la función pública. Así las cosas, el examen desapasionado de la realidad evidencia claroscuros en la concreción de los acuerdos del Proceso de Concertación Nacional, pero no permite sustentar visiones maniqueas.

Además, es fundamental no confundir las áreas de competencia institucional y social de cada cual. El Proceso de Concertación Nacional logró plenamente su objetivo de establecer un gran diálogo nacional sobre áreas claves para el desarrollo presente y futuro del país, al punto que arribó a acuerdos de fondo en todas ellas. La tarea de plasmar o no esos acuerdos en los casos —la gran mayoría— que requerían nueva legislación, correspondía únicamente a la Asamblea Legislativa. Es claro, también, que ésta era soberana para adoptar o no esos cambios. Si al aceptarlos, rechazarlos o tramitarlos lentamente actuó bien o mal, es algo sujeto a discusión, pero que solo puede concebirse dentro de la esfera de responsabilidad del Parlamento.
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Cuatro años después creo que la contradicción, implícita en la base de la Concertación, entre nuestro deseo de aprobar con prontitud reformas planteadas claramente al electorado y que creíamos indispensables, y la decisión de someter su definición a un proceso de construcción conjunta de soluciones, tuvo importantes costos. Tal vez si el mecanismo de la Concertación se hubiese mantenido abierto para que la redacción y negociación de los proyectos de ley se realizara con la presencia de los grupos de la sociedad civil que habían participado en la concreción de los acuerdos, tal como se hizo en el caso de la Ley de Protección al Trabajador, se hubieran alcanzado mejores resultados legislativos. Puede ser que esté en la base misma de la discusión democrática un proceso más pausado y lento para llegar a acuerdos, y nuestra propia ansiedad por recuperar el tiempo perdido por el país y acelerar su crecimiento conspiró contra el éxito. Es difícil responder con certeza. Futuros análisis de la Concertación nos pueden verter luces adicionales, pues creo que este es un capítulo que apenas se abre en Costa Rica para relegitimar y hacer más eficiente nuestro sistema democrático.

Contra el proceso podría además argüirse que importantes grupos sociales participaron en la Concertación Nacional y luego lo hicieron también en las protestas contra la aprobación de una legislación que ponía en práctica acuerdos de ésta. Es claro que con ello fueron inconsecuentes algunos de esos sectores, y en particular sus líderes, pero estimo que sería inapropiado atribuir un papel desmovilizador a un proceso de diálogo nacional.

El diálogo es mucho más amplio que esa visión estrictamente utilitaria. Como ya vimos, implica la humildad democrática de reconocer que nadie es dueño absoluto de la verdad y que la sociedad es una red de relaciones —normas, leyes, instituciones, etcétera— estable-
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cidas por las personas para poder convivir y trabajar en conjunto. Una sociedad para ser viable, si se me permite el término, requiere, por tanto, crear una visión de futuro compartido, a partir de las distintas perspectivas personales y grupales.

Solo es posible lograr esto creando una auténtica cultura del consenso, en la que las opiniones y creencias no son defendidas a ultranza sino expuestas para su "observación" colectiva y dialogante, de modo que todos tengan en cuenta los significados de los demás y puedan, mediante el diálogo, construir la visión de futuro compartida —un significado compartido— que tiene sentido para todos. Tal es la creciente demanda de todos los pueblos, evidenciada en las profundas transformaciones que experimentan la sociedad y la política en todo el globo.

La Concertación Nacional representó una experiencia democrática inédita y fue exitosa en la tarea de recuperar esa visión de futuro compartida, que por siglo y cuarto caracterizó nuestra historia. Al instituir un modelo pluralista de diálogo que amplió el abanico de actores, superando la tradicional visión corporativista de empresarios y asalariados, ese proceso reflejó mucho mejor la condición efectiva de una sociedad que ha rebasado los canales usuales de participación social.

Por ello mismo, la Concertación Nacional no debe ser vista como algo acabado, sino más bien como un proceso que debe mantenerse y enriquecerse constantemente, con independencia de circunstancias políticas coyunturales, del mismo modo que éstas no pesaron en su convocatoria.

Es apenas lógico señalar que, por supuesto, hay que aprovechar las experiencias ya registradas para mejorar ese proceso, y por eso es-
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timo que debería dársele seguimiento en una línea similar a la del modelo holandés de concertación, según el cual los sectores sociales, sean académicos, laborales, empresariales o de otra índole, desarrollan un proceso constante de diálogo y búsqueda de soluciones, que luego someten a consideración de los partidos políticos y del Gobierno a fin de determinar cuáles de esas propuestas gozan de viabilidad y deben ser puestas en práctica. Esto tiene la triple ventaja de generar un proceso permanente de concertación, enriquecer las posibles soluciones a las necesidades del país y evitar que la instancia de diálogo nacional esté presionada por consideraciones de carácter estrictamente político.

La promoción constante de procesos de concertación y diálogo como base para construir una visión de futuro compartida sobre los valores y asuntos específicos del desarrollo que guiarán el accionar social, es el resultado natural de que la democracia liberal propicie el respeto y desarrollo de la naturaleza plural y diversa de la sociedad. Tal es el siguiente, natural y necesario estadio de superación para una democracia madura y consolidada como la nuestra.
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                                     S
ignada por un cambio vertiginoso en todos los órdenes, la transición de un milenio a otro también representó el nacimiento y consolidación de una nueva época, caracterizada por la primacía del conocimiento.

Una modificación de tal magnitud hizo evidente en todo el globo la necesidad de ajustar los esquemas tradicionales de la organización social, a fin de afrontar los retos y aprovechar las oportunidades resultantes de esa evolución en la historia humana.

En lo económico, tal transformación hace que los factores de producción tradicionales, como la tierra, el trabajo, el capital y la organización ya no tengan un peso tan determinante en la generación de riqueza, sino que tiendan a ocupar un lugar subordinado respecto al conocimiento, entendido como conjunto de saberes y experiencias a
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disposición de las personas y las comunidades; y, dada la facilidad y bajo costo de las comunicaciones, también se genera un proceso de toma de decisiones económicas que involucra un conjunto de instancias globales, de modo que no existe una clara diferenciación entre lo nacional y lo internacional.

A su vez, ese cambio que las trasformaciones tecnológicas provocan en lo económico se refleja en las políticas sociales y culturales, pues la preeminencia del conocimiento como factor productivo subraya la importancia cardinal de invertir en la forja de capacidades de las personas y de estimular su capacidad de innovar, crear y emprender. Esto lleva a priorizar la inversión en educación, salud y capacitación para el trabajo estrechamente vinculada a las necesidades productivas, mediante programas de cobertura universal, y apoyar a quienes emprenden eliminando obstáculos burocráticos e incentivos perversos. También implica que los programas de asistencia social, enfocados hacia los más necesitados, deben tener fuertes ligámenes con los programas universales de creación de capacidades e incorporar el voluntariado de la comunidad, a fin de forjar opciones reales para que las personas pobres superen la marginalidad.

Con mayores niveles de educación, las personas exigen creciente participación en los procesos de toma de decisiones públicas, una administración más descentralizada y desconcentrada, y la rendición constante de cuentas por parte de los funcionarios e instituciones públicas; de modo que la preeminencia del conocimiento influye de manera directa, y no solo por su influencia en las formas de producción, en la tendencia a la transformación de las instituciones políticas.

Los acelerados cambios de la segunda mitad del siglo XX en diversas formas de la acción humana ya habían llevado en Costa Rica,
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como en casi todas las regiones de la Tierra, a poner en evidencia —en los análisis políticos, académicos e intelectuales más aguzados— que el modelo de desarrollo hasta entonces seguido por el país hacía aguas en múltiples campos: no era capaz de responder a las necesidades ya existentes y menos aún de afrontar y anticipar las resultantes del nuevo paradigma. Pero esta conclusión todavía era compartida solo por un reducido sector de los ciudadanos, y muchos creían posible un simple retorno a la institucionalidad y las políticas prevalecientes en los setentas antes de la crisis de la deuda externa latinoamericana, por lo que consideraban una mera opción ideológica, no un imperativo de la realidad, las profundas transformaciones que proponíamos.

Era indispensable construir un nuevo modelo de desarrollo nacional para sostener los logros ya alcanzados e insertarse con éxito en los nuevos esquemas productivos, políticos, sociales y culturales del mundo, como lo expresé en el capítulo anterior al mencionar la necesidad de construir una nueva visión compartida de futuro.

No obstante, como ya señalé, esto solo había sido percibido hasta ese momento en círculos muy restringidos. Esto explica parcialmente que nuestras propuestas para abrir los mercados monopólicos de telecomunicaciones y electricidad, privatizar los seguros, dos bancos y la Fábrica Nacional de Licores y romper el tope de la cesantía y transformar el sistema de pensiones, así como introducir criterios de eficiencia y evaluación en los programas de solidaridad e impulsar vigorosamente la descentralización y desconcentración del poder y la rendición de cuentas, entre otras claramente señaladas en el Programa de Gobierno "Soluciones para el Futuro", no despertasen en la campaña electoral la polémica pública que habría cabido esperar, en virtud de que variaban radicalmente el rumbo hasta entonces seguido. Otra parte se explica tanto por la superficialidad con que muchas veces se
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acomete el análisis de los planteamientos, como por las dificultades resultantes del énfasis en la comunicación sencilla y pegajosa que es propio de las modernas campañas políticas.

Mas una vez concluido el Proceso de Concertación Nacional —analizado en el Capítulo II—, se generalizó el conocimiento de los elementos claves del nuevo modelo de desarrollo y éstos, así como sus razones e implicaciones, resultaron más claros para los diversos sectores sociales, que además habían alcanzado acuerdos para impulsar los cambios necesarios.

Por tanto, a partir de ese momento, la explicación y ejecución del nuevo modelo de desarrollo se convirtió en el norte de la acción gubernamental, impulsando una visión estratégica de conjunto, que comprendía cambios en tres dimensiones claves: la economía, la política y los mecanismos de solidaridad social. Como obra humana de previsión, necesariamente incompleta e imperfecta, este nuevo modelo se fue desarrollando paulatinamente desde los elementos propios de mi particular formación y vida, pasando por el Plan de Gobierno planteado en la campaña, los logros de la concertación nacional y la formulación del Plan Nacional de Desarrollo Humano, hasta el Programa Impulso, las últimas exposiciones y los proyectos presentados incluso después del proceso electoral de 2002.

· Economía del conocimiento

· Reforma política

· La mano solidaria



64

  La solución costarricense / Miguel Ángel Rodríguez

1. Economía del conocimiento

Un cafetal evoca para un costarricense más de siglo y medio de progreso nacional impulsado por el llamado "grano de oro". De ahí el particular simbolismo entrañado en que Carlos Araya fundase en un plantío de café, en 1993, una empresa de software que es líder mundial en su campo y cuenta entre sus socios a Intel y Microsoft.

Para el desarrollo de Costa Rica, la producción de "software" es al siglo XXI lo que fue el café a los siglos XIX y XX. Por ello he denominado como el "nuevo café del siglo XXI" a nuestra exitosa industria de programas informáticos.

Y ambas actividades productivas representan los extremos de la historia de los modelos de desarrollo del país, es decir de dónde venimos y hacia dónde vamos.

Antes de la actual, es posible distinguir tres etapas claramente diferenciadas, en cada una de las cuales se utilizó un conjunto de instrumentos distintos para impulsar el desarrollo nacional, atendiendo a las cambiantes condiciones del entorno económico internacional, el nivel tecnológico del mundo y del país, el desarrollo de las instituciones nacionales y la situación de las finanzas públicas.

La primera etapa, de desarrollo agroexportador, tuvo en el café y el banano sus ejes principales. El desarrollo de infraestructura, la distribución de tierras, semillas y tecnologías agrícolas, el crédito subsidiado y los contratos-ley para la construcción ferrocarrilera y la actividad bananera, fueron los instrumentos utilizados para fomentar el crecimiento.

Sin embargo, desde hace ya muchos años estos dos productos dejaron de imprimir dinamismo a la economía. La evolución recién-
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te de los precios internacionales del café y las dificultades en el mercado del banano dejan claro que tampoco volverán a asumir ese papel central en el futuro y que, más bien, para ser competitivos internacionalmente necesitaremos especificar más esos productos para mercados que demandan calidades especiales.

Una segunda etapa fue la de la industrialización, estimulada por la integración centroamericana y con base en la protección dada por altas barreras arancelarias. De nuevo, los frutos fueron importantes, los logros innegables, con independencia de la evaluación que hagamos sobre su conveniencia en comparación con otras políticas de desarrollo. Pero esta etapa también se agotó, porque habían cambiado sustancialmente las condiciones de las finanzas y del comercio internacional, el proceso de integración centroamericana llegó a límites que exigían una costosa e impagable protección a materias primas y bienes de capital producidos localmente para seguir considerándolo piedra miliar del crecimiento, y —sobre todo— porque el sistema llevaba a una posición fiscal y de balanza de pagos insostenible. Esto último fue así porque requería de las divisas generadas por el sector agroexportador para financiar las importaciones del sector industrial, pero desestimulaba el crecimiento de aquel sector mediante la alteración de los precios relativos en favor de éste y la sobrevaluación real de nuestra moneda, a la vez que eliminaba los tributos a los sectores industriales en expansión e imponía nuevos gastos al fisco sin una base tributaria suficiente.

Y una tercera etapa, la más reciente y también muy exitosa, de promoción de las exportaciones por medio de incentivos fiscales, también llegó a su fin. Como en las etapas previas, los logros son innegables en aumento y diversificación de las exportaciones, creación de empleo y adquisición de conocimiento. Pero tanto razones inter-
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nas —la situación fiscal del país y la insuficiente tasa de crecimiento alcanzada—, como externas —las reglas del comercio internacional y el hecho de que los sectores dinámicos de la economía mundial están ligados al conocimiento y a las nuevas tecnologías—, impedirán en adelante apostar al éxito en los mercados internacionales con base en incentivos fiscales.

No podemos ya, en consecuencia, basarnos en los modelos previos de desarrollo, pero a la vez necesitamos seguir promoviendo la creación de nuevas empresas, atraer inversiones, generar suficientes empleos de alta calidad y remuneración para una fuerza laboral que crece aceleradamente y elevar los niveles de desarrollo de las regiones más atrasadas. ¿Cómo lograrlo?

La respuesta está en generar una economía realmente competitiva en todos los órdenes, en lugar de compensar, de una u otra manera, nuestras desventajas competitivas, como se hizo en el pasado.

En este sentido, el cambio en el paradigma de desarrollo en el nivel mundial fue realmente afortunado para Costa Rica. En efecto, por su escasez de recursos minerales, la limitación en la disponibilidad de los factores de producción tradicionales y nuestra pequeñez geográfica, el país difícilmente podría superar la brecha en el desarrollo a partir de los instrumentos típicos de la vieja economía. Pero en el factor que hoy es la clave del dinamismo económico, es decir, el conocimiento, tenemos importantes ventajas competitivas, como resultado de la fuerte inversión en capital humano realizada a lo largo de casi dos siglos de vida independiente.

Basados en el café, es decir en la vieja economía, el país no podía superar su desventaja de desarrollo. Esto no obsta, por supuesto, para que la actividad cafetalera pueda adaptarse a la nueva economía,

UN NUEVO MODELO DE DESARROLLO




  67
lo que exige un arduo proceso de reconversión, en el cual el país está avanzando. Pero basados en el software, es decir en la nueva economía del conocimiento, podemos alcanzar con más facilidad el desarrollo, al punto que el Informe sobre Desarrollo Humano 2001 8 ubicó a Costa Rica entre los líderes tecnológicos potenciales, en el mismo grupo que España, Italia, Malasia, Hong Kong o México, entre otros.

No obstante, como lo señaló Aristóteles hace ya veinticuatro centurias, una cosa es potencia y otra muy distinta es acto. El desarrollo del país, por favorables condiciones que reúna, no sucederá automáticamente, sino que demandará un esfuerzo consciente y sostenido a lo largo de muchos años, para concretar las ventajas y aprovechar las oportunidades que se nos abren.

Ahora bien, siendo cierto que el capital humano constituye la mayor ventaja nacional gracias a la acción previsora de nuestros antepasados, se recordará que el descuido durante dos décadas en aspectos claves de la educación y la salud constituía una de las más importantes sombras para el progreso nacional que encontramos (Ver apartado 2 del Capítulo I).

De ahí que tanto los requerimientos generales del paradigma de la economía del conocimiento, como la necesidad de solventar los problemas específicos del país, hacían imperativo que se diese prioridad a la educación, la salud y la capacitación para el trabajo.

Así, el nuevo modelo de desarrollo diseñado y ejecutado durante mi Gobierno, plasmado en el Plan Nacional de Desarrollo Humano que se elaboró para el cuatrienio, se fijó como objetivo elevar

8. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo; Informe sobre Desarrollo Humano 2001, Índice de Adelanto Tecnológico, 10 de julio de 2001.
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sustancialmente la competitividad real de los sectores productivos, sobre la base del desarrollo científico, tecnológico y de conocimiento y en un marco de estabilidad macroeconómica de largo plazo, de tal forma que se generen oportunidades e incentivos para emprender y más y mejores empleos.

Ahora bien, para consolidar un modelo de desarrollo como el propuesto, es imprescindible impulsar esfuerzos permanentes destinados a lograr un propósito central: acompañar la racionalización macroeconómica con la racionalización de la microeconomía, de modo tal que los logros de la primera se traduzcan en bienestar y desarrollo para las unidades productivas y familiares.

Ese es el principio en que se basó el Plan Económico y Social "La Solución de Todos" que presenté al país en enero de 1999, para lograr tres objetivos esenciales: reducir el costo de la vida, generar más y mejores empleos y reducir la pobreza. Para alcanzar esos objetivos, las políticas se proponían disminuir el déficit fiscal, propiciar la competencia, reducir los impuestos, modernizar la infraestructura, aumentar la inversión en capital humano, fortalecer la integración comercial, aumentar el número y calidad de las oportunidades para el desarrollo de las pequeñas y medianas empresas, simplificar los trámites y fortalecer las instituciones de solidaridad social, en particular, aquellas relativas al sistema de previsión social y la cesantía.

"La Solución de Todos", como ya lo había hecho el Programa de Gobierno, rompió los moldes usuales en este tipo de documentos, pues aparte de señalar objetivos y políticas, contenía medidas específicas a ejecutar y metas mensurables para los cuatro años de gestión, así como los supuestos macro y microeconómicos en que se basaban, a fin de hacer posible la evaluación y la rendición de cuentas.
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De los catorce grandes grupos de acciones específicas, doce (85%) se cumplieron plenamente; una está en camino de lograrse —contar con servicios productivos de clase mundial— pese a que se rechazaron nuestras propuestas para abrir los mercados de telecomunicaciones y electricidad y fue necesario poner en práctica otras soluciones (Ver apartado 3 del capítulo IV); y la restante —disminuir el déficit fiscal— no pudimos concretarla, debido precisamente al rechazo de la apertura para los dos mercados citados y también de la venta del INS y de otros activos públicos como el BCR, BICSA y FANAL, puesto que eso impidió obtener los recursos necesarios para reducir sustancialmente la deuda interna y recibir una mayor inversión extranjera directa, que eran dos supuestos esenciales planteados en La Solución de Todos en lo concerniente a la reducción del déficit fiscal.

***

Un Estado que promueva el bien común y la superación del subdesarrollo debe estar en capacidad de diseñar y ejecutar políticas que favorezcan la dinamización económica de aquellos sectores caracterizados por su alto y positivo impacto en el conjunto del sistema, por su capacidad de articulación con otros sectores nacionales y con la economía planetaria, por su participación en los procesos de asimilación, aprendizaje y transmisión del conocimiento y por los componentes científicos y tecnológicos de sus servicios y mercancías.

Por eso la preparación y explicación del cambio de modelo conllevó el establecimiento del programa Impulso, en un afán de actuar con los medios a disposición del Ejecutivo, pues al no necesitarse cambios legales se podía avanzar con mayor rapidez. No se trataba de establecer una nueva política industrial de subsidios y convertir al gobierno en el seleccionador de éxitos y fracasos productivos, sino de
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eliminar obstáculos a los sectores potencialmente más dinámicos y darles los servicios estatales básicos que requieren y los actores establecidos ya disfrutan; así como de ser consciente de que toda política tiene algún grado de discrecionalidad por lo que al escoger entre distintas alternativas es fundamental considerar cuáles tienen mayores posibilidades de éxito. Por ejemplo, toda escogencia de infraestructura a construir o de recursos adicionales para un programa de educación conlleva efectos más favorables para algunas actividades que para otras, por lo que al tomar la decisión respectiva es un factor de suma importancia que se beneficien las actividades que parecen poder ser más exitosas en ese momento y que pueden tener más externalidades positivas sobre el resto de las actividades. Las externalidades, los rendimientos crecientes, los vínculos productivos o restrictivos entre personas y empresas obligan a una especial consideración por parte de los Gobiernos en cuanto a cómo priorizar recursos y programas para favorecer el surgimiento de actividades productivas entrelazadas.

El programa Impulso se propuso dar esta consciencia y forma orgánica a una serie de medidas dispersas de administración, necesarias para mejorar el clima de negocios y fortalecer las oportunidades de emprender, en particular impulsando la pequeña y mediana empresa, su vinculación a la exportación y el encadenamiento productivo con las transnacionales que han invertido en el país. La creación, desarrollo, capacitación e internacionalización de los pequeños y medianos empresarios resulta crucial para el éxito del nuevo modelo de desarrollo, no solo en lo que se refiere al aumento de la eficiencia general del sistema económico, la transmisión e interiorización de conocimientos y destrezas, el estímulo a la innovación, creatividad e imitación, y la inserción internacional sobre la base del progreso técnico, sino también en cuanto promueve una adecuada distribución de la riqueza.
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Mejorar el clima general de negocios y respaldar fuertemente a la pequeña y mediana empresa, con el fin de elevar la competitividad en la atracción de inversión directa, facilitar la creación de empleos y propiciar los enlaces productivos y académicos que permitan al país obtener el máximo beneficio de esa inversión, es tarea difícil. Implica acciones puntuales en temas que no suelen encajar en las grandes líneas sectoriales en las que forzosamente se divide toda acción de Gobierno y que, por ello mismo, muchas veces no reciben la atención que merecen por parte de quienes toman las decisiones. Se trata de remover una multitud de pequeños obstáculos cuyo efecto acumulativo es un ambiente en el que se hace difícil crear nuevas empresas, se generan incentivos negativos para la visión de largo plazo, el ahorro y la inversión, hay múltiples obstáculos para que las empresas de alta tecnología desarrollen redes de proveedores locales y se provoca que grandes regiones y numerosas personas carezcan de opciones claras para desarrollarse y prosperar.

Para superar esas carencias, el programa Impulso contempló cinco grandes áreas de trabajo: la simplificación de trámites, los encadenamientos productivos, el estímulo a la pequeña y mediana empresa, el desarrollo tecnológico y la generación de empleo en las zonas de menor desarrollo relativo. Y para asegurar que la ejecución de las soluciones recibiría la prioridad política necesaria, se decidió que la Presidencia de la República lideraría y supervisaría directamente el programa.

La regulación se mejoró con la simplificación de los permisos de construcción, de salud y de importación; la elaboración de Manuales del Inversionista, del Exportador y de Acceso a Mercados, que por primera vez ordenaron los trámites y requisitos en esas áreas; la realización electrónica de trámites aduaneros para las empresas ubicadas en
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Zonas Francas de exportación; y la optimización de los trámites para la evaluación de impacto ambiental, que previamente constituía uno de los más serios cuellos de botella para invertir.

Uno de los mayores éxitos lo constituyó el módulo de estímulo a la Pequeña y Mediana Empresa (PYMEs), en la comercialización, tanto para el encadenamiento con empresas locales e internacionales, como con el proyecto "Creando Exportadores"; la capacitación y asistencia técnica, que incluyó gestión empresarial; el acceso y utilización de las tecnologías en línea; la creación de un sistema de información empresarial; y, en particular, la apertura de líneas de crédito especiales, que se adaptan a las particularidades de las PYMEs, por parte de los dos principales bancos del país, así como de un programa para financiar a los importadores de productos costarricenses en los países con los que hemos suscrito tratados de libre comercio.

Aquí lo fundamental fue la magnitud del apoyo. En efecto, todos los países, todas las administraciones y muchas organizaciones internacionales y no gubernamentales impulsan programas para apoyar a la pequeña y mediana empresa. No obstante, muchos de esos programas han tenido alcance limitado y recursos relativamente escasos. Han sido como gotas de agua para un gran sembradío, en tanto que Impulso puso un gran caudal al servicio de las PYMEs. Mientras en el pasado se habían diseñado pequeñas instituciones que carecían de los recursos para atender a la gran cantidad de pequeñas y medianas empresas, ahora los programas estaban a cargo de las mayores instituciones del país. Un caso muy claro fue el programa BN-Desarrollo, emprendido por el Banco Nacional, el más importante del país, y que triplicó el monto total de crédito brindado por el banco a las PYMEs entre 1999 y 2001, a la vez que el número de operaciones se multiplicó dos veces y media de 2000 a 2001. Cambios de gran magnitud se die-
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ron también en el apoyo brindado por las restantes entidades, creando nuevos programas o ampliando los existentes.

Para generar empleo en las zonas de menor desarrollo relativo se fijaron tarifas eléctricas preferenciales para las industrias que se instalen ahí, se creó una red de centros regionales de capacitación en alta tecnología, se desarrolló un proyecto especial de señalización para las mayores rutas turísticas y se apoyó a los Gobiernos locales para aumentar su capacidad de contribuir a captar inversión directa en esas zonas.

Impulso fue, en su conjunto y en sus diversos componentes, uno de los casos más exitosos en los programas desarrollados por el Gobierno, por lo que recibió múltiples reconocimientos de las organizaciones empresariales y académicas.

La solidez intelectual de su formulación y su notable ejecución fueron, sin duda, factores claves para lograr sus objetivos, pero lo realmente crucial fue su carácter de acción masiva y concertada. Esto es imprescindible, por cuanto la puesta en práctica de un nuevo modelo de desarrollo, en su dimensión económica, es más factible entre más sectores productivos logren incorporarse a la dinámica de elevar la competitividad nacional, a partir de la experiencia, conocimientos, creatividad y capacidad de trabajo de alta calidad del capital humano que constituye nuestra principal ventaja competitiva.

De ahí la trascendencia de que gracias al empuje y visión empresarial, a los programas universales de creación de capacidades y también al programa Impulso, Francisco León García firmara en mi presencia el contrato que encadenó su empresa, Compañía Leogar, como proveedora de la multinacional Conair; hoy el 60% de los exportadores costarricenses esté constituido por PYMEs; y nuestro sector de
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producción de programas informáticos sea el más pujante e importante de toda Latinoamérica.
Con su nuevo modelo de desarrollo, Costa Rica avanza a paso firme en su vinculación, cada vez más profunda, con la economía del conocimiento, al punto que la alta tecnología es hoy el primer rubro de nuestras exportaciones.

2. Reforma política

La profunda revaloración de lo humano que es propia de la nueva época, al poner el acento en el conocimiento, la innovación, la creatividad, características intrínsecas de la persona libre, ha impactado también la dimensión política del modelo de desarrollo. Los ciudadanos reclaman su papel en el diseño y gestión de los asuntos públicos y no se limitan a transferirlo a las organizaciones político-partidistas, como antes. Una primera consecuencia de esa transición es la inconformidad con el sistema, pues al haber mayor espíritu crítico, participación y pragmatismo, más exigencia de calidad en los servicios cotidianos y menor fe ciega en ideologías cerradas y completas se genera mayor escepticismo e inconformidad.

Claro es, además, que estos cambios del sistema político y de su percepción por los ciudadanos tienen que ver con la vorágine de las trasformaciones del sistema productivo que se refleja en la volatilidad de los flujos de capital, el avance tecnológico y la mayor flexibilidad de las relaciones laborales, entre otros aspectos. Y también hay un poco de contradicción profundamente humana, en el hecho de que los mayores conocimientos y pragmatismo conlleven una menor capacidad de convivir con los nunca deseables frutos de la ignorancia y la debilidad moral de las personas.
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Es irónico —y ciertamente nadie lo preveía cuando cayó el Muro de Berlín— que precisamente cuando cobija a más pueblos que nunca, el sistema democrático sea puesto en cuestión por sus propios beneficiarios.

Cuando se cree erróneamente que la adopción de la democracia asegura la solución de los problemas, se olvida que el cambio del sistema político es la modificación del mecanismo de toma de decisiones y no una solución en sí.

Pero, en sus aspectos más positivos ese efecto también es consecuencia de la capacidad de la democracia para adaptarse a las nuevas necesidades sociales, mediante avances paulatinos. Porque saben que el sistema democrático puede y debe ser mejorado, los pueblos en todo el planeta demandan transformaciones que permitan a las instituciones democráticas responder de mejor manera a las necesidades actuales.

Dos son, sin lugar a dudas, las principales demandas que se plantean para enriquecer y profundizar la democracia: mayor participación de la ciudadanía y sus organizaciones voluntarias en el análisis y toma de decisiones, por una parte; una mayor efectividad de las instituciones para responder a las necesidades cotidianas de las personas y de las familias, es decir a los retos de cotidianeidad, por otra.

Como expresé en una oportunidad, ante distinguidos líderes de Latinoamérica y Europa, "los crecientes anhelos de mayor participación ciudadana en los diversos procesos de toma de decisiones esenciales para la vida en sociedad, cualesquiera que éstos sean, y la cada vez mayor fortaleza de los organismos del voluntariado, han transformado para siempre, por otra parte, a la política misma, tanto si se la entiende en su más alta acepción como si se examina lo relativo a sus mecanismos",9 por lo
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que resultan imperativas las transformaciones institucionales para que el sistema democrático responda adecuadamente a esa nueva realidad.

La sociedad civil hoy día necesita, demanda y obtiene más y mejores mecanismos de participación ciudadana, a fin de plasmar ese proyecto de futuro compartido que representa toda sociedad para sus integrantes.

Ello indudablemente contribuye a enriquecer y profundizar el sistema democrático, pues a medida que los indispensables mecanismos de representación van siendo complementados con los de participación, la sociedad tiene mayor capacidad de convertirse en un proyecto incluyente, que brinde respuestas apropiadas a los legítimos anhelos y necesidades de todos los grupos sociales. Claro que esto no es una receta mágica ni puede reemplazar los mecanismos de construcción de soluciones de la democracia representativa. Es necesario recordar siempre las limitaciones que nos imponen la ignorancia y la escasez, y tener presente que la experiencia y la especialización también constituyen ventajas en el área de las acciones públicas. Además, es imprescindible dejar espacios amplios abiertos a la discusión, el debate y la construcción de acuerdos.

De una parte, no cabe duda que cuando las personas en la sociedad pueden expresarse más intensamente y compartir más directamente aumenta la posibilidad de utilizar el conocimiento difuso e inarticulado que es parte muy importante del conocimiento humano. Por otra, no debemos caer en la candidez de olvidar las posibilidades de los grupos de presión de organizarse para manipular las formaciones más espontáneas y primarias de la opinión pública, lo cual deman-
9. Discurso ante la Organización Demócrata Cristiana de América, Santiago de Chile. 9 de octubre de 2000.
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da sistemas que den responsabilidad y trasparencia a las participaciones públicas. Se trata, pues, de mantener un delicado equilibrio entre representación y participación.

La segunda gran demanda de transformación del sistema democrático proviene de la necesidad de asegurar que éste proporcione soluciones efectivas para la cotidianeidad de las personas. La democracia no es un fin en sí misma, sino que debe estar al servicio del bien común. Las personas, las familias, la sociedad como un todo, requieren que la acción pública sea capaz de llevar a la adopción de medidas que contribuyan a elevar sus niveles de vida y les brinden mayor bienestar. La demanda política de la ciudadanía se centra hoy en los pragmatismos de la vida diaria y ha dejado atrás las ideologías con aspiraciones de cubrir, en forma cerrada y definitiva, la totalidad de las aspiraciones de la vida social.

Y para ser capaces de responder adecuadamente a las legítimas expectativas y esperanzas de las personas, creando tanto un horizonte de esperanza como una cotidianeidad mejor, es necesario enfocar la acción pública de tal modo que la consideración de la persona y el bien común sean siempre el leit motiv de las decisiones que se adopten.

Esto no significa, por supuesto, que sea posible atender, y menos aún resolver, los requerimientos específicos de todas y cada una de las personas, como —en ejercicio del "realismo mágico" en la política— pretenden las visiones populistas sobre las cuales recae la terrible responsabilidad de haber sumido en la pobreza a millones de latinoamericanos, a los que hoy día podrían volver a engolosinar; pero sí significa que la acción política debe guiarse por una ética de la libertad y su correlato la responsabilidad y estar siempre susten-
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tada en la consideración del bien común y en la búsqueda constante y consciente de la equidad, aún cuando esto sea tan difícil de especificar y, más aún, de ejecutar.
Y esa búsqueda de la equidad tampoco debe ser excusa para conculcar la libertad y tratar de imponer a los demás nuestra propia, y arbitraria, visión. Al contrario, debe ser la búsqueda de la equidad un compromiso personal de fomentar la solidaridad y la fraternidad, en un marco de ejercicio responsable de la libertad, mediante la promoción de cambios institucionales que permitan a todos beneficiarse de las oportunidades creadas.

***

En su capacidad para conjugar esas dos transformaciones fundamentales —participación y efectividad— en el sistema democrático que hoy demandan los pueblos, radica precisamente la importancia y el éxito del Triángulo de Solidaridad, una estrategia que pusimos en práctica para impulsar una nueva forma de gobernar. Y que, como la educación o la salud, no se puede apoyar o abandonar por casos aislados de admiración o crítica.

El Triángulo de Solidaridad se basó en la activa participación democrática de toda la sociedad, pues vinculó al Gobierno central, a los Gobiernos locales y a la comunidad y sus organizaciones voluntarias, y contribuyó a elevar la capacidad de las instituciones para satisfacer las necesidades de las comunidades.

La idea surgió y maduró en la campaña electoral y su ejecución evolucionó gradual y firmemente en el cuatrienio. El Triángulo de Solidaridad privilegió en su filosofía y mecanismos de operación la participación de todas y todos los ciudadanos, sin distingo alguno, tanto
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en el análisis de las necesidades, como en la identificación y puesta en práctica de soluciones y en el ejercicio de mecanismos de control sobre la ejecución de éstas. Se generó así una profunda descentralización. Todos esos factores, a su vez, potenciaron su capacidad de brindar soluciones efectivas a las necesidades locales, a partir de la cooperación entre el Gobierno Central, el Gobierno local y la comunidad, e introdujeron elevados niveles de eficiencia y eficacia en su tarea de responder a las demandas de la cotidianeidad.

Así, el Triángulo de Solidaridad comportó tanto un profundo cambio en los métodos de gobernar, como una efectiva estrategia para impulsar el desarrollo humano.

Los 3000 habitantes de la isla de Chira son vívido testimonio del modo en que el Triángulo de Solidaridad transformó y mejoró la vida de decenas de comunidades y miles de familias. Pese a incontables peticiones y promesas, la más poblada de nuestras islas no contó por décadas con agua potable. Cuando esa estrategia de desarrollo llegó a su comunidad, los isleños priorizaron esa necesidad y mediante un intenso trabajo conjunto entre los vecinos y las entidades públicas, que implicó tender 2,5 kilómetros de tubería submarina, el 22 de diciembre de 2001, entre muchas otras obras, sentí la profunda emoción de participar en la inauguración del acueducto, que tuvo un costo cercano al millón y medio de dólares. Por fin, algo tan usual en nuestras vidas que ni pensamos en ello, como abrir el tubo y que salga agua suficiente y potable, era un sueño hecho realidad para los habitantes de Chira, tras décadas de paciente y vana espera. Y ellos habían contribuido profundamente a concretarlo.

Hubo muchas Chiras a lo largo y ancho del territorio nacional, de acuerdo con las especificidades de cada comunidad, pues el Trián-
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gulo de Solidaridad logró cubrir las tres cuartas partes de la geografía nacional y beneficiar a más del cuarenta por ciento de la población, con más de dos mil proyectos desarrollados en las áreas de la educación, salud, infraestructura, vivienda y proyectos productivos que beneficiaron principalmente a las personas y zonas ubicadas en los primeros deciles de pobreza.

Con semejantes frutos, que acallaron rotundamente el escepticismo si se quiere natural con que era percibido al principio, el Triángulo de Solidaridad logró calar profundamente en la sociedad costarricense, con independencia de temporales dificultades, propias de toda acción humana. Las comunidades además de luchar fervientemente por integrarse dentro de esta estrategia de desarrollo también demandaron su institucionalización, de forma que se convirtiera en una política de Estado. Con ese nombre o con otro, estoy seguro que resurgirá, cual Ave Fénix, renovado y pujante al servicio de las comunidades más pobres.

No es extraño, tampoco, que lograra trascender al ámbito internacional, al punto que países vecinos iniciasen —con nuestro apoyo— la puesta en práctica de una estrategia similar; que se esté utilizando para impulsar la cooperación entre zonas fronterizas, que fuese seleccionado por el Grupo Consultivo del BID para ser desarrollado como un programa regional, que diese lugar al impulso de programas similares en otros países en desarrollo en Suramérica, el Caribe e incluso África y que recibiese el apoyo de entidades como el Centro Kobe de Investigación, en Japón, la Organización Panamericana de la Salud (OPS), el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) y el PNUD.

***
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Adicionalmente a ese proceso, se alcanzaron notables logros en medidas legislativas para fortalecer los gobiernos municipales y descentralizar la administración pública.

Durante el fructífero período de cambio de Gobierno después de las elecciones de 1998, como Presidente Electo respaldé la trasformación de las llamadas partidas específicas para transferir de los diputados a los gobiernos locales la determinación de las obras públicas que se deberían llevar a cabo en cada municipio con fondos del Gobierno central, y para establecer criterios objetivos basados en población, tamaño e índices de pobreza para repartir los recursos disponibles entre las diversas comunidades. Con esto se afectaba el poder político de los diputados de mi partido, cuyo apoyo necesitaría, pero lo hicimos con claro sentido de la necesidad de transferir a las comunidades poderes de decisión respecto a sus propias prioridades.

Con nuestro apoyo una reforma constitucional, al artículo 170, asignó a las Municipalidades, progresivamente y de acuerdo con el traslado de competencias, hasta un diez por ciento del Presupuesto Ordinario de la República, fortaleciendo su capacidad de satisfacer las necesidades comunales y asignando las correlativas responsabilidades, con lo cual inició la reversión de un proceso de centralización del poder que se prolongó desde las últimas décadas del siglo XIX. Otra modificación a la Carta Magna, en su artículo 172, continuó esos esfuerzos al permitir la creación de consejos municipales de distrito, nuestra unidad territorial básica.

Por su parte, la Ley de Desconcentración Hospitalaria, emitida por nuestra iniciativa en los albores del Gobierno, inició un profundo proceso para desconcentrar la operación en el campo de la salud de la más grande institución pública, la Caja Costarricense de Segu-
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ro Social, y al mismo tiempo una de las más sensibles para el bienestar de la población.

Esto permitió integrar juntas de salud tripartitas, integradas por representantes electos de trabajadores, patronos y empleados de la propia entidad, para velar por la adecuada conducción de cada uno de los centros de salud, a los cuales se les brindó el diseño y ejecución de su propio presupuesto, ligándolo a compromisos de gestión que contemplaban metas cuantitativas y cualitativas de atención negociadas previamente con las autoridades centrales de la CCSS y contemplando incentivos positivos y negativos en caso de excederlas o de incumplirlas, respectivamente.

De este modo, los centros de salud no solo recibieron una libertad de acción que mejoró su capacidad de respuesta, sino que además se vieron orientados a una sana competencia entre sí, a fin de obtener más recursos, que —como veremos en la tercera sección del capítulo VI— se reflejó en una mejoría de la calidad de la atención brindada a los pacientes.

***

Una sociedad que exige más capacidad de respuesta de las entidades públicas a las necesidades de la cotidianeidad y demanda a la vez mayor participación en la toma de decisiones, supone un cambio radical frente al pasado. Ello ha generado condiciones de desarrollo político muy diferentes a las que se vivían algunos años y, no se diga ya, décadas atrás.

Frente a estas nuevas condiciones, que por sí solas harían indispensable el ajuste y modernización de las instituciones, nuestro sistema político no solo no ha logrado evolucionar, sino que más bien se
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ha ido deslizando hacia una especie de inmovilismo político, que le resta capacidad de adoptar decisiones ágiles y oportunas, y de parálisis administrativa, que entorpece el accionar institucional.

El modelo presidencialista recogido en la Constitución Política de 1949, funcionó bien bajo las condiciones prevalecientes durante la mayor parte del último medio siglo, logrando una vigencia efectiva de los derechos fundamentales y un importante grado de desarrollo humano, pero como resultado del inmovilismo político y la parálisis administrativa citados y de los cambios en la sociedad y en la naturaleza de la política, el modelo ha ido perdiendo la aprobación generalizada que tuvo en el pasado, generando lo que podríamos llamar insuficiente gobernabilidad democrática.

Los estudiosos y diferentes gobernantes se han preocupado por el problema, pero sin desembocar en acciones concretas para solventarlo. Por ello lo convertí en el eje central de mi Informe a la Nación del 10 de mayo de 2001, al señalar con toda claridad las falencias del sistema y proponer una profunda reforma política que corrigiese la tendencia al inmovilismo político.

Plantearlo ante el Congreso no fue casualidad. La principal causa de ese inmovilismo es atribuible a la excesiva dificultad de la Asamblea Legislativa para conocer y resolver con razonable prontitud los proyectos de ley atinentes a los grandes temas de interés nacional. Esto se debe a que usualmente se ejerce una oposición incapaz de distinguir entre lo accesorio y lo sustantivo para el progreso del país, lo cual se acentúa por no tener costo político; así como a un reglamento interior que virtualmente institucionaliza la dictadura de las minorías, al ir más allá del lógico resguardo de sus derechos legítimos y concederles la potestad de impedir que se voten los asuntos o postergarlos para las calendas griegas.
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De ahí que, como señalé ante los diputados y diputadas en esa ocasión, sea imperativo emprender reformas políticas que permitan alcanzar mayor gobernabilidad democrática, a partir de mecanismos para que el Poder Ejecutivo pueda actuar pero al mismo tiempo sea responsable frente al Parlamento y el Poder Legislativo sea —a su vez— responsable frente a la sociedad.

Como corolario del compromiso asumido en ese mensaje, al día siguiente conformé una Comisión Especial para que en el plazo de cuatro meses analizara la propuesta y redactara el respectivo proyecto de reforma constitucional, a fin de someterlo a discusión nacional e impulsar los cambios en que hubiera consenso.

El valioso aporte de los distinguidos juristas que la integraron, y que desarrollaron un amplio proceso de consultas con universidades públicas y privadas, formadores de opinión, profesionales del derecho y foros públicos de discusión, permitió que se presentara a la corriente legislativa, bajo el expediente 14 588, el más ambicioso y trascendente proyecto de reforma política del último medio siglo en el país.

Ambiciosa, sí, pero equilibrada también, porque no se trata de proclamar la bancarrota del sistema prevaleciente, cuyos evidentes logros son ampliamente reconocidos nacional e internacionalmente, sino de mejorar y potenciar su funcionamiento, a fin de asegurar que pueda hacer frente a las nuevas necesidades.

Así, conciliando equilibrio con transformación, la propuesta contempló incorporar elementos de democracia directa, pero sin renunciar a la democracia representativa. Por ello acuerpó la adopción del referendo —que como diputado había planteado en otros proyectos y que mi Administración siempre promovió en la Asamblea Legislativa—para permitir al pueblo el ejercicio de la democracia directa en rela-
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ción con leyes vigentes, con proyectos de ley o con contratos del Estado. Pero para impedir su ejercicio abusivo se señaló que deben exigirse mínimos para su convocatoria, así como una participación superior al cincuenta por ciento para que el resultado sea vinculante. Eso evitaría sustituir los indispensables mecanismos de democracia representativa, en la Asamblea Legislativa y en el Poder Ejecutivo, por decisiones que no cuentan con la participación popular necesaria para representar efectivamente la voluntad de la sociedad.

También se propuso ajustar la conformación legislativa para elevar la calidad, representatividad, responsabilidad y operatividad de nuestra Asamblea Legislativa, pues sin ello difícilmente se avanzará en el camino de la gobernabilidad democrática, recogiendo así una propuesta que, siendo aspirante a la candidatura, había promovido y que diputados amigos acogieron y presentaron desde 1987.

Para elevar la calidad se planteó incorporar un grupo de diputados por lista nacional, que no responderían a una zona electoral, y permitir a los electores escoger entre los candidatos de las listas propuestas en sus pequeñas jurisdicciones. En la representatividad nacional incidiría la lista citada, al dar más oportunidad a los partidos emergentes de obtener diputados, y en la territorial sería clave la adopción de distritos electorales legislativos dentro de las provincias, pero sin que se constituyan distritos uninominales para no afectar la representatividad proporcional de los distintos partidos políticos. Además, las disposiciones relativas a los plazos para votar los proyectos de ley, al quórum, a la carrera parlamentaria y a la posibilidad de elecciones anticipadas, garantizarían que el mayor número de diputados no afectara la gobernabilidad democrática.
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La responsabilidad legislativa se impulsaría posibilitando la carrera parlamentaria —dado que hoy no se permite la reelección consecutiva— y las elecciones anticipadas, de manera que se evite el ejercicio irresponsable de la censura política o la inactividad legislativa, sin las contrapartidas democráticas necesarias. Ambos mecanismos y la potestad de censura al Gabinete, por su parte, evitarían que el Legislativo se sienta desligado de la responsabilidad o irresponsabilidad del Gobierno. El referendo, además, ayudaría a garantizar esa función, porque permite al pueblo refrenar los excesos legislativos, o del Ejecutivo, y compensar su eventual inactividad.

En cuanto a la operatividad se impulsó el establecimiento de un plazo para votar determinados proyectos de ley y la reducción del quórum legislativo. Ambos mecanismos se dirigían a disminuir los efectos de la obstrucción deliberada del Congreso, que lleva a impedir que los proyectos se voten en plazo razonable, mediante el uso y abuso del reglamento legislativo; pero sin impedir el ejercicio responsable de la oposición y garantizando a las fracciones minoritarias su participación en la decisión.

La reforma propuso ajustar y preservar el modelo presidencialista, adoptando elementos del sistema parlamentario. De éste se tomaron aspectos como la censura vinculante de Ministros, individual y colectiva; la interpelación al Gobierno, por medio del Ministro de la Presidencia, que sería Ministro coordinador pero nombrado y removido por el Presidente; y, eventualmente, las elecciones anticipadas del Parlamento, en caso de censura al Gabinete en pleno. Pero no se renunciaba al sistema presidencialista: el Presidente de la República, seguiría siendo Jefe de Estado y de Gobierno, con la concurrencia del Ministro competente para conformar el Poder Ejecutivo, de acuerdo a las
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reglas vigentes; y además seguiría nombrando y removiendo discrecionalmente a los ministros, aunque estaría obligado a destituirles si se diera la censura legislativa.

Consecuencia lógica de lo anterior es la incorporación de mecanismos de responsabilidad del Ejecutivo frente al Legislativo, como la ya mencionada figura de la censura vinculante de los Ministros y jerarcas en particular y del Gobierno o del gabinete en general. La figura del Presidente quedaría al margen de la censura, como corresponde a un régimen presidencialista o semipresidencialista, pero al censurarles a sus ministros o jerarcas se le limitaría en el ejercicio de sus funciones, cuando se haya excedido en éste a juicio de una mayoría calificada del Parlamento. En caso de censura general del Gabinete, el Presidente tendría dos opciones: nombrar nuevos ministros que previsiblemente no vayan a ser censurados por la Asamblea Legislativa, es decir aceptables para la mayoría legislativa; o llamar a elecciones anticipadas, excepto que no haya transcurrido un año desde la última elección o falte menos de un año para la elección general ordinaria, y después de éstas el Gabinete a nombrar sería previsiblemente compatible con la mayoría legislativa resultante, para evitar una nueva censura.

Para conservar el equilibrio, también se propusieron mecanismos de responsabilidad de la Asamblea Legislativa frente a la sociedad. A ese objetivo estarían dirigidos el referendo y la posibilidad de elecciones anticipadas de la Asamblea Legislativa, como contrapartida necesaria a la censura general del gabinete o al rechazo de proyectos legislativos esenciales del Ejecutivo. Allí donde el ejercicio de la censura política se ha establecido sin su contrapartida política natural —posibilidad de elecciones anticipadas— la censura legislativa se ha convertido en fuente de ingobernabilidad o de irresponsabilidad legislativa. La posibilidad de las elecciones anticipadas y la eventual pérdida de su curul, ac-
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túa como mecanismo de responsabilidad de los diputados en el ejercicio de sus funciones, ayuda a conformar mayorías legislativas más estables y a rendir cuentas respecto de sus actuaciones y del curso del Gobierno. Al mismo tiempo, evita gobiernos impopulares y los consecuentes períodos de ingobernabilidad. La propuesta contempló que tales cambios rigiesen a partir del año 2006 y también señaló que, en caso de elecciones anticipadas, el Parlamento y el Gabinete seguirían funcionando hasta su efectiva sustitución y que los diputados serían electos por el resto del período legislativo, para no modificar los tiempos ordinarios de elección presidencial y legislativa.

La interacción y complementariedad entre las reformas que se propusieron permitían minimizar los riesgos de ingobernabilidad, como resultado de los plazos y los mecanismos señalados para el ejercicio de las competencias de censura legislativa, elecciones anticipadas, votación de proyectos de ley, referéndum, quórum, discusión de los proyectos de censura de ministros o del gabinete y sustitución de autoridades.

Al mismo tiempo, permitían prever mayor gobernabilidad democrática. Un Presidente con apoyo popular podría impulsar una tarea de gobierno y una legislación que introduzcan los cambios necesarios. Su liderazgo se ejercitaría en llevar adelante sus proyectos y no se desgastaría en lograr la mera operación del sistema. Un Presidente sin apoyo popular encontraría más límites para el ejercicio de sus funciones, pero en eso consiste también la democracia. Se evitaría, además, la judicialización del debate político, como lamentablemente ha sucedido en los últimos años en nuestro país, y se trasladaría a su seno natural: la Asamblea Legislativa. Y ésta ganaría potestades pero también asumiría nuevas responsabilidades ante los ciudadanos.
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La democracia supone la existencia y operación efectiva de los mecanismos de defensa de las minorías, pero también, concomitantemente, de los mecanismos que le permitan gobernar a la mayoría y a sus representantes electos: el Presidente de la República y la mayoría legislativa. El equilibrio no debe perderse nunca. La profunda reforma política que planteamos para romper la tendencia al inmovilismo político, conservaba ese equilibrio.

Con el nuevo esquema, la mayoría podría, en efecto, gobernar: impulsar sus compromisos con los ciudadanos y llevarlos adelante en un plazo razonable. Al mismo tiempo, las minorías ganarían espacios para el ejercicio responsable de la oposición y el control políticos. Para ello contarían, además, con los mecanismos vigentes en nuestro sistema y que les otorgan tantas garantías como cualquier otro conocido: la Sala Constitucional para garantizar sus derechos y los de todos, la Defensoría de los Habitantes para levantar la voz en defensa de esos derechos, la Contraloría General de la República para garantizar la legalidad presupuestaria y contractual del Estado, el Servicio Civil y las reglas del servicio público para garantizar la estabilidad de los funcionarios, los tribunales de justicia para reprimir los excesos y enmendar los entuertos.

Una reforma política de gran calado, como la propuesta, es clave para fortalecer la gobernabilidad democrática y responder a las necesidades sociales. La justificada prioridad dada a la reforma fiscal llevó a la Asamblea Legislativa 2002-2006 a postergar la consideración profunda que demandan estas materias, pero debe acometerse esta tarea pendiente a fin de culminar la actualización de las instituciones nacionales a los nuevos tiempos.

***
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Dinamizar la acción de las entidades públicas constituyó otro foco de nuestros esfuerzos en lo tocante a la dimensión política del nuevo modelo de desarrollo nacional.

Los intentos de garantizar transparencia y controlar el uso de los fondos públicos y la actividad contractual del Estado, con el paso de los años han conformado una maraña reglamentaria que merma la capacidad de respuesta a las necesidades sociales, básicamente porque en muchas ocasiones los criterios de legalidad, propios de los órganos de control, se han confundido con los criterios de conveniencia, que son propios de los entes de la administración activa. La indeseada consecuencia de esta confusión entre esferas de acción de naturaleza distinta, ha sido el innecesario entrabamiento de la acción pública, sin que necesariamente ello redunde en un mejor control del correcto uso de los fondos públicos, a lo cual se ha sumado la creación de entidades sin corresponder a una visión orgánica del accionar estatal.

Racionalizar las entidades públicas y agilizar su accionar, fortaleciendo a la vez los mecanismos de control, constituyó, pues, el triple objetivo de las propuestas que impulsamos aquí.

El proyecto de Ley Orgánica de la Administración Pública planteó la racionalización del sector público, mediante una reestructuración integral, partiendo de que toda su organización debe estar al servicio de la ciudadanía, orientada por modernas herramientas de gestión que le permitan actuar eficiente y coordinadamente, y que en esta área también se deben fortalecer los mecanismos de control parlamentario.

A esto se aunó la reforma constitucional para establecer que la Contraloría General de la República (CGR) ejerce un control de legalidad, mas no de oportunidad o conveniencia, sobre la actuación


UN NUEVO MODELO DE DESARROLLO




 91

administrativa, y los proyectos de Ley General de Control Interno y de reforma a la Ley Orgánica de la CGR, ambos para fortalecer sus atribuciones en el control de legalidad, así como el de reforma a la Ley de Contratación Administrativa, a fin de actualizar sus disposiciones y límites.

Un área de creciente interés ciudadano es la relativa a la rendición de cuentas por parte de las entidades y los funcionarios públicos, lo cual es fundamental para garantizar que sus acciones realmente respondan a prioridades, objetivos y metas claras.

Dado nuestro interés y compromiso de impulsar una Administración Pública más eficiente y eficaz en el logro de sus cometidos fundamentales, desde la campaña electoral planteamos que desarrollar un sistema integral para rendir cuentas sería una de nuestras prioridades e inicié su concreción personalmente, realizando periódicamente informes a la ciudadanía sobre los principales aspectos de mi gestión.

Paralelamente, priorizamos la aprobación de una reforma al artículo 11 de la Constitución Política, que entró en vigencia a mediados del año 2000 y estableció que la Administración Pública estaría sometida a procedimientos de evaluación de resultados y rendición de cuentas estrechamente vinculados a la responsabilidad personal de los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes; así como la promulgación de la Ley de Administración Financiera de la República y de Presupuestos Públicos, de octubre de 2001, que estableció la obligación de todas las entidades públicas de elaborar presupuestos con objetivos y metas claras y cuantificables, presentar informes periódicos y finales de evaluación financiera, así como de gestión y de resultados en relación con los objetivos y metas del presupuesto; lo cual modificó totalmente el sistema de presupuestación, ejecución y liquidación hasta entonces prevaleciente.
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Asimismo, se fortaleció el Sistema Nacional de Evaluación (SINE), creado en la administración anterior, y se le confirió auténtica relevancia política, tanto porque las instituciones fijaron formal y públicamente sus objetivos y metas, mediante un instrumento denominado Compromiso de Resultados, suscrito por el jerarca, el rector del sector y el Presidente de la República; como porque tuvieron que rendir informes trimestrales de avance que se usaron para impulsar correcciones y además se divulgó ampliamente la evaluación anual de los resultados alcanzados y la calificación final obtenida por la entidad.

No ignorábamos que esta mejora en la calidad de la gestión pública, tendría importantes costos políticos. Hacer públicos los objetivos de la acción institucional, en términos medibles y relacionados con la cantidad y costo de los servicios rendidos a la ciudadanía, muy previsiblemente generaría críticas de los medios y los sectores políticos sobre los incumplimientos, sin mayor reconocimiento a los logros. Y así fue.

Pero, la cobertura de este método de rendición permanente de cuentas se multiplicó dos veces y media, pues mientras que 1997 dieciocho instituciones habían suscrito esos compromisos, para 2001 los firmaron cuarenta y tres entidades, incluyendo todos los ministerios y las instituciones públicas con mayores recursos. Además, las entidades no se habían fijado a sí mismas los objetivos y metas, sino que habían tenido que pasar por un proceso de negociación y aprobación por parte del SINE, a fin de garantizar que implicasen avance sustancial en el campo respectivo.

Mediante la descentralización, la desconcentración, la propuesta para una reforma profunda del sistema político, las iniciativas de ra-
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cionalización, agilización y fortalecimiento del control del accionar público y el establecimiento de un sistema permanente de rendición de cuentas; mi Gobierno impulsó frontal, decidida e integralmente la dimensión política del nuevo modelo de desarrollo, tanto para responder a las demandas de participación ciudadana como para mejorar la capacidad de respuesta del sector público a la cotidianeidad de las personas y las familias.

3. La mano solidaria

La tercera dimensión del nuevo modelo se encuentra en lo social. La primacía del conocimiento en el nuevo paradigma, brinda aún mayor relevancia al desarrollo de programas universales de creación de capacidades, como la educación y la salud (Ver apartado 1 del Capítulo IV), pero es claro que importantes sectores de la población, por razones ajenas a ellos, necesitan de programas específicos de apoyo para superar su condición de pobreza y, entonces sí, aprovechar aquellos programas universales.

Tal es el papel fundamental de los programas de solidaridad social: brindar un apoyo que permita a los beneficiarios superar los factores objetivos de marginalidad, aprovechar los programas universales de creación de capacidades y participar con éxito en los procesos productivos, de modo que puedan velar por sí mismos y por sus familias; con la única excepción de casos muy calificados en que esto puede resultar objetivamente imposible y que, por ello mismo, requieren de apoyo permanente.

Natural consecuencia de esto es que los programas de solidaridad social estén dirigidos a las personas o familias que objetivamente
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los necesitan y deban estar diseñados para incentivarlos a superar su situación, evitando que se vuelvan dependientes de la ayuda, es decir que deben superar el mero asistencialismo y representar una transición necesaria hacia el desarrollo de capacidades.

Como expresión de solidaridad social y para potenciar su alcance y eficiencia, también es necesario incentivar en dichos programas la participación de las organizaciones del voluntariado, porque su compromiso ayuda a superar las limitaciones propias de las entidades burocráticas, cuyo interés no necesariamente coincide con el de las personas en condición de pobreza.

Costa Rica tradicionalmente ha destinado altas sumas en proporción a su producción para los programas de solidaridad, pero el uso ineficiente o francamente inadecuado de los recursos no ha permitido obtener resultados acordes con ese alto nivel de inversión.

Así, al asumir nuestra gestión, encontramos que el Fondo de Asignaciones Familiares (FODESAF) había sufrido un desfalco multimillonario, por la ausencia de controles adecuados, y que las políticas y programas en curso no aseguraban la atención a los grupos más pobres e incluso, debido al clientelismo político, se beneficiaban personas que no requerían apoyo. Un caso típico fue lo acontecido con el régimen no contributivo de pensiones para las personas mayores, pues más de la mitad de quienes percibían el beneficio no calificaban para éste, en tanto que miles de ancianos realmente pobres no percibían la ayuda.

Además, se presentaba una duplicidad en las funciones de las instituciones de acción social, no existía coordinación en la ejecución de los programas, no había correspondencia entre la oferta de ayudas y las necesidades de la población objetivo, se carecía de sistemas efec-
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tivos para evaluar el impacto y la eficiencia de la inversión, y un alto porcentaje de los recursos se consumía en gastos administrativos.

Para solventar esos problemas, creamos el Plan de Solidaridad que se propuso garantizar apoyo a las personas que realmente lo necesitan, para lo cual se estableció un sistema objetivo de selección y seguimiento de los beneficiarios, denominado SIPO, a partir de una encuesta estandarizada llamada Ficha de Información Social, en cuyo diseño y aplicación se contó con la colaboración de las universidades públicas; especializar y coordinar la acción de las entidades públicas para eliminar duplicidades y asignar los recursos en función de las metas y brindar soluciones integrales; aumentar la participación del voluntariado y la comunidad a través del Triángulo de Solidaridad y organizaciones no gubernamentales; y evaluar el cumplimiento y controlar el uso de los recursos, para lo cual se establecieron controles financieros adecuados y se efectuaron auditorías de calidad del servicio para fortalecer los programas de buen desempeño y corregir aquellos donde había problemas, en lo cual participaron incluso órganos externos, como el PNUD.

Bajo esos principios y un sostenido aumento del presupuesto de FODESAF, que creció más de una cuarta parte (26,11%) en términos reales en el cuatrienio, al pasar de 61 761 millones en 1997 a 77 891 millones en el 2001, medidos en colones constantes de este último año; el Plan de Solidaridad integró las acciones en las áreas de vivienda de interés social, pensiones del régimen no contributivo, atención a la infancia y adolescencia, equidad de la mujer, acceso a la educación, capacitación para el empleo y desarrollo rural.

Los frutos del Plan de Solidaridad fueron evidentes en cada una de esas áreas. Por ejemplo, un 94% de las viviendas de interés social
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se asignó a las familias ubicadas en los deciles I y II de pobreza, casi tres cuartas partes (71%) se construyeron en las zonas rurales y el 39% fue para mujeres jefas de hogar, porque los estudios han determinado que sufren las peores condiciones de pobreza, sin contar con que se amplió el área de las viviendas en una sexta parte y se mejoró la calidad constructiva. En las pensiones del régimen no contributivo se elevó el monto de la pensión y el número de beneficiarios, se garantizó que las nuevas pensiones fuesen para personas mayores realmente pobres y se reasignaron beneficios que habían sido mal concedidos, además de que en la Ley de Protección al Trabajador se crearon fuentes de recursos adicionales para posibilitar la universalización de esas pensiones.

Para atender la infancia y la adolescencia no solo se mejoró lo relativo a las ayudas tradicionales, sino que también se pusieron en práctica iniciativas de creación de capacidades, como el programa De La Mano, enfocado a la estimulación temprana de los niños y niñas de O a 5 años, y el programa Construyendo Oportunidades, que —integrando la acción de varias instituciones bajo el liderazgo de la Primera Dama—brindó a las madres adolescentes apoyo psicológico, subsidios para la adecuada atención de sus niños, apoyo para culminar sus estudios y capacitación para el trabajo. Un último ejemplo, para no agobiar al lector, se encuentra en las medidas para mejorar las condiciones de los asentamientos campesinos, mediante la construcción de centros educativos, viviendas de interés social, infraestructura vial, apoyo para la reconversión productiva y la construcción y equipamiento de Equipos Básicos de Atención Integral en Salud (EBAIS), superando así, en una acción integral, todas las carencias que les habían condenado a una precaria subsistencia.
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Esos logros fueron la consecuencia de la nueva conceptualización y de la reestructuración integral de los programas de solidaridad social, así como del establecimiento de estrictos mecanismos de seguimiento y evaluación de carácter público. En efecto, cada año se fijaron públicamente las metas por alcanzar en cada campo, todos los meses se desarrollaron reuniones de seguimiento de los jerarcas involucrados con el Presidente de la República y todos los años se realizó una evaluación pública del cumplimiento de las metas, a fin de rendir cuentas sobre los resultados. Es claro que ninguna de estas acciones por sí sola, ni todas en conjunto, pueden garantizar que no se den casos aislados de corrupción, compadrazgo y abuso por personas que traicionen sus obligaciones. Pero también es cierto que con estas medidas y con los avances en la legislación e instituciones a favor de la ética en la función pública y en contra de la impunidad que logramos aprobar, las acciones indebidas serán cada vez menores y más fácilmente detectables y punibles.

***

Con la Agenda Nacional para la Niñez y la Adolescencia, nos propusimos poner en marcha un esfuerzo nacional de largo aliento para brindar prioridad a las necesidades, derechos y oportunidades de las niñas, niños y adolescentes, que estuviese por encima de las circunstancias político-electorales, en la cual aportasen todos los sectores sociales y que articulase en una sola visión los esfuerzos desarrollados por éstos. El cambio de paradigma que ha venido adoptando la humanidad a favor de una visión de respeto y promoción de los derechos de niños y niñas hacía necesario este esfuerzo.

Para lograrlo, dicha Agenda, impulsada por el Gobierno, se diseñó con la participación y el compromiso de contribuir a su cumpli-
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miento de empresas, organizaciones comunitarias y del voluntariado, Juntas de Protección a la Niñez y la Adolescencia, iglesias, gobiernos locales, entidades educativas, colegios profesionales, cooperativas, sindicatos, asociaciones solidaristas, partidos políticos, la Asamblea Legislativa, el Poder Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones, además de las entidades públicas competentes y la UNICEF.

Suscrita en la conmemoración del Día de los Niños y las Niñas, en setiembre de 2000, justamente para simbolizar el decidido compromiso en pro de su bienestar por parte de los firmantes, la Agenda Nacional para la Niñez y la Adolescencia se concentró en cinco objetivos fundamentales: oportunidades para la educación, derecho a una familia, salud, restitución de derechos a las niñas, niños y adolescentes que los ven conculcados y promover la cultura, los valores, el juego y la recreación; y se fijó una década como plazo para impulsar programas y acciones claves a fin de lograr sus ambiciosas metas en cada una de esas áreas.

A fin de garantizar que se diese un trabajo permanente y sostenido para alcanzar los objetivos fijados, la Agenda también fue fruto de evaluaciones anuales, en conjunto con quienes la suscribieron y pusieron en práctica, lo cual garantizó la retroalimentación necesaria para desarrollar un proceso permanente de corrección y fortalecimiento de las acciones.

Programas como De la Mano y Construyendo Oportunidades, ya citados; la atención integral y adecuada nutrición brindada a decenas de miles de niños en los Hogares Comunitarios, de Medio Tiempo y los CEN-CINAI mientras sus progenitores estudiaban, se capacitaban o trabajaban; los programas piloto de erradicación del trabajo infantil y reinserción de esos jóvenes al sistema educativo desarrollados en varias regiones del país, como Turrialba y el Golfo de Nicoya; así como
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los extraordinarios logros en educación y salud (Ver Capítulos IV y VI); son parte de los frutos de la Agenda Nacional para la Niñez y la Adolescencia. Particular emoción me causó inaugurar el 1° de marzo de 2002 la guardería para las hijas e hijos de vendedores ambulantes, pues ese programa para evitar el trabajo infantil, asegurar la adecuada atención de los niños y hacer posible que sus padres y madres se ganen la vida, surgió como iniciativa del sindicato que agrupa a esos trabajadores y una central sindical, y contó con el firme respaldo de otras organizaciones sociales y del Gobierno, lo cual expresa muy bien el espíritu de la Agenda y sus diversos programas.

***

Por centrarse en la restitución de derechos que les estaban siendo conculcados, dos de ellos merecen una consideración especial. Se trata del Plan Nacional de Lucha contra la Explotación Sexual Comercial de Menores y la Ley de Paternidad Responsable.
La explotación sexual de menores es una lacra que sufren muchos países en todo el mundo y que, desgraciadamente, también afecta a Costa Rica. Es un fenómeno ancestral pero cuyo proceso de concienciación social es bastante reciente; con causas muy complejas, en el que influyen otros problemas sociales, como la violencia intrafamiliar; y que presenta múltiples facetas. Para empezar, es necesario distinguir entre las víctimas de la explotación —menores que ven brutalmente cercenados sus derechos más elementales— y los explotadores, lo cual no siempre está claro para todos y debe llevar a abordar de modos diferentes los diferentes aspectos de esta problemática.

Muy temprano se iniciaron las acciones contra el problema, pues ya en el primer año creamos la primera unidad policial especializada en el combate de la explotación sexual de menores en el Ministerio de
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Seguridad Pública, en enero de 1999 también se creó una sección equivalente en el Organismo de Investigación Judicial, así como una Fiscalía especializada en los juicios penales por esa materia en el Ministerio Público, o Fiscalía General, órganos ambos dependientes de la Corte Suprema de Justicia.

Ninguno de esos cuerpos especializados en combatir la explotación sexual de menores había existido antes y tampoco legislación específica contra esta lacra social, por lo que también debimos impulsar normas penales modernas para tipificar y sancionar con fuertes penas de cárcel esas conductas, lo cual se logró mediante la Ley contra la explotación sexual de personas menores de edad, N° 7899, aprobada en agosto de 1999, y se complementó con la ratificación de la Convención Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores. Todos estos esfuerzos eran los de mayor magnitud hasta entonces desarrollados y sus resultados en el combate, aprehensión, enjuiciamiento y condenatoria de explotadores, eran tales que en dos años se habían superado con mucho los alcanzados en los diez años anteriores.

Sin embargo, a causa del carácter multifacético del problema que conllevaba la participación de múltiples entes públicos, no existía aún la articulación entre las acciones de todas las entidades que permitiese llevar a su máximo nivel de eficacia el combate contra esa lacra y, en particular, era necesario fortalecer el apoyo a las víctimas de la explotación sexual.

Por todo ello, encargué al Ministro de la Presidencia la elaboración de una propuesta para potenciar ese combate, realizada con la participación de todos los entes involucrados en esa lucha y de la cual surgió el Plan Nacional de Lucha contra la Explotación Sexual Comercial de Menores.
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Para ejecutarlo designé a una persona de probado liderazgo y experiencia en materia de voluntariado y que a lo largo de muchos años había trabajado por el bienestar de niños marginados, aún cuando no solo no era simpatizante de nuestro Partido, sino un importante dirigente —y ahora diputado— de un partido emergente, con el rango de asesor presidencial en la materia.

En materia de prevención se integró el tema como parte del programa de formación policial, se trabajó con empresas ligadas a la actividad turística a fin de lograr mayores niveles de comprensión del problema y sus efectos e incrementar la cooperación con las autoridades, y se desarrollaron actividades específicas con estudiantes, educadores y padres de familia para informar, concienciar e identificar características del problema.

Cero tolerancia, fue la política desarrollada hacia los explotadores. Por ello, se impulsó la intervención de las telecomunicaciones en los casos de investigaciones por explotación sexual, lo cual se aprobó mediante la Ley N° 8200, votada por los diputados en diciembre de 2001; se trabajó —con la colaboración de las autoridades estadounidenses— para fortalecer la capacidad de nuestros cuerpos policiales para combatir la explotación sexual de menores, incluyendo la promovida por Internet; y se impulsaron acciones para hacer aún más fuerte nuestra legislación para sancionar a los explotadores, incluyendo los decretos que promulgué para impedir el ingreso al país a los extranjeros vinculados a esa actividad y para cancelar totalmente los incentivos a cualquier empresa turística que se involucrase en la explotación.

Además, suscribimos y logramos la ratificación legislativa del Protocolo Facultativo a la Convención de los Derechos de la Niñez re-
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ferente a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, así como el Protocolo relativo a la participación de niños y niñas en conflictos armados.

***

La Ley de Paternidad Responsable representó, en mi opinión, la de mayor proyección para el tejido social promulgada en mi gestión porque representó restituir a miles de niñas y niños su derecho a contar con un padre, tras décadas de serles negado en la práctica.

Por muchos años, la sociedad costarricense contempló impasible como un alto porcentaje de los niños que nacían no contaba con un padre declarado y, en consecuencia, no recibía el apoyo de su progenitor para su sustento y adecuado desarrollo, ni —menos aún— su cariño, lo cual a su vez limitaba sus oportunidades de superación personal y acrecentaba los problemas de pobreza, al punto que en el quintil más pobre de los hogares era donde se concentraba el mayor porcentaje de mujeres encargadas, sin ayuda, de la manutención.

En ausencia de acciones correctivas, el problema se agravaba año con año. Así, mientras en 1990 dos décimos de los nacimientos eran de padre no declarado, una década después la tasa era de tres décimos de los nacimientos, es decir un incremento del cincuenta por ciento en la tasa en solo una década. Y los procedimientos para el reconocimiento de paternidad eran engorrosos, lentos y caros, lo cual generaba pocas denuncias aunque casi la totalidad de las presentadas eran declaradas con lugar (98% en 1999). Esto privaba del apoyo para su sustento a la gran mayoría de los niños, en particular cuando las madres eran de escasos recursos económicos.
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Por mis convicciones personales sobre la importancia fundamental de la familia para la sociedad, este problema constituyó por años una de mis principales preocupaciones. Lo planteé desde mi primera participación en busca de un puesto electivo, a pesar de que —según los consejos de amigos— era un tema muy espinoso que asustaba a los votantes masculinos, a quienes no se les debía predicar ni exigir responsabilidades en esta materia; y en la campaña para las elecciones presidenciales de 1998 presenté una propuesta de ley para garantizar a las niñas y niños su derecho a la pensión alimentaria, pese a que esto no era algo sobre lo que hubiese una conciencia generalizada ni siquiera entre las mujeres.

Ese proyecto no logró apoyo legislativo, pero Lorena, mi esposa, contempló ese problema como parte de las prioridades del trabajo que desarrolló como Primera Dama, así que volvimos nuevamente a la carga, creando una comisión especial para analizar el problema y proponer una solución, con el apoyo de diversas entidades, universidades públicas, organizaciones del voluntariado y especialistas en la materia. Esa comisión interinstitucional, tras varios meses de consulta y análisis logró formular una propuesta muy superior a la que había planteado en campaña, y el 3 de agosto de 2000 enviamos a la Asamblea Legislativa el proyecto de Ley de Paternidad Responsable, que entró en vigencia en mayo del año siguiente.

La Ley estableció un sistema sencillo pero altamente efectivo para garantizar el derecho de las niñas y niños a saber quién es su padre y a contar con su apoyo y protección en su proceso de desarrollo. Así, la madre de una niña o niño nacido fuera de matrimonio y que no es voluntariamente reconocido por su padre, tiene la potestad de indicar administrativamente quién es el presunto padre, al cual se le notifica esa declaración y se le brindan diez días hábiles para aceptar-
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la o rechazarla. Si la acepta, se inscribe al bebé con los apellidos de ambos progenitores y el padre queda obligado a contribuir a su manutención. Si la rechaza, el presunto progenitor debe someterse a una prueba de marcadores genéticos —ADN—, que determinará si es o no es el padre. En caso de resultado positivo o si el presunto padre se niega a realizarse la prueba, se inscribe a la criatura con el apellido del padre y de la madre, y aquel queda obligado a pagar la pensión alimentaria, así como parte de los gastos de la madre durante el embarazo, la maternidad y la alimentación del bebé durante el primer año de vida. Los exámenes respectivos son gratuitos y cubiertos por el Estado, y el padre que no haya utilizado los mecanismos probatorios que se le ofrecieron en este procedimiento administrativo puede recurrir a los Tribunales de Justicia, pero en el ínterin deberá contribuir a la manutención de la niña o el niño. De este modo se trasforma el sistema de presunciones del derecho de familia —que vienen desde la antigüedad romana— y se traslada la carga de la prueba, favoreciendo los derechos de los bebés y las madres.
Los efectos positivos de la Ley para garantizar el apoyo de los padres a sus hijos e hijas, tardaron muy poco en notarse, pues en el año 2001 se quintuplicaron las solicitudes de investigación de paternidad, como resultado de la confianza en la capacidad resolutiva aportada por la nueva Ley, y más de ocho de cada diez padres (84,6% de los casos notificados) aceptaron sin más trámites la declaración de paternidad y, en consecuencia, quedaron obligados a ayudar en la manutención.

En el corto plazo, como resultado de la Ley de Paternidad Responsable, todos los niños y niñas nacidos en Costa Rica verán satisfecho su derecho a saber quién es su padre y a recibir el apoyo económico de ambos progenitores a fin de garantizar su desarrollo y crecimiento
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integral, a la vez que se logrará disminuir sensiblemente la cantidad y duración de los procesos judiciales de investigación de paternidad, garantizando una efectiva protección de los derechos de la niñez.

Mas su consecuencia más importante se verá en el mediano plazo, puesto que la Ley inevitablemente generará un mayor sentido de responsabilidad de los hombres y de la sociedad en general en torno a la paternidad, tanto para tomar la decisión de si se tienen hijos o no, como para asumir plenamente la atención y crianza de los niños como una responsabilidad compartida entre hombres y mujeres. Esto redundará en un fortalecimiento de la familia como base esencial de la sociedad, creará una nueva cultura de responsabilidad por los actos propios e impactará favorablemente sobre múltiples aspectos de la vida en sociedad.

La nueva política de paternidad responsable adoptada como precepto esencial de la nueva ley nos permitirá avanzar en el reconocimiento efectivo de los derechos de niños, niñas y mujeres, a la vez que irá construyendo una cultura de la paternidad que lleve a promover en los hombres el disfrute del afecto, la cercanía y la ternura que nos depara la paternidad responsable y activamente ejercida.

Al fin y al cabo, propiciar un desarrollo humano integral es el objetivo primordial con que hemos impulsado el nuevo modelo de desarrollo nacional, en su dimensión económica, política y sociocultural.
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T
anto para superar los profundos rezagos cuantitativos y cualitativos que sufríamos en aspectos vitales (Ver apartado 2 del Capítulo 1), como para no perder el paso ante el vertiginoso avance del mundo en ámbitos tecnológicos claves, era evidente que la puesta en práctica del nuevo modelo de desarrollo y del plan económico y social "La Solución de Todos" demandaba cambios profundos en la definición de prioridades y en el diseño y accionar institucional hasta entonces prevaleciente en el país.


Por décadas, había adquirido patente de verdad política la percepción de que no se podía afrontar el conjunto de las principales necesidades nacionales; se pensaba que el Gobierno debía necesariamente escoger unas pocas en las cuales concentrar su acción y sacrificar el avance en todas las demás. Hasta tal punto esto era así, que un prominente dirigente nacional solía usar la frase "gober-
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nar es escoger", como argumento contra cualquier intento de avanzar simultáneamente en todas las áreas esenciales para el desarrollo.

Seguir tal estrategia había generado avances en los dos o tres campos seleccionados por el Gobierno de turno, pero estancamiento o retrocesos en todos los restantes, con el indeseado resultado neto de la pérdida de competitividad del país. Era algo similar a limitarse a pintar un automóvil o cambiarle alguna pieza cuando éste en realidad necesita una reparación general de su motor: puede verse mejor, pero no funciona bien.

Casos claros de los elevados costos, en términos sociales y productivos, de ese tipo de falsa priorización de las necesidades, eran lo acontecido con la educación —en particular la cobertura de secundaria—, la salud y la infraestructura, por citar solo tres campos vitales para el desarrollo en los que el país se estancó o retrocedió en las dos décadas anteriores.

Nadie osaría argumentar que es válido descuidar cualquiera de esos tres campos y a la vez aspirar a mejorar la competitividad de un país, pero lo cierto es que ninguno de ellos había estado incluido dentro de las escasas dos o tres prioridades que se habían fijado los Gobiernos. Así que, por omisión, habían sido incluidos dentro de los aspectos no prioritarios. Por los enormes costos humanos y materiales que implicaba para las familias y para la nación, ese modo de "escoger" no parecía una forma recomendable de gobernar.

En cuanto al diseño y accionar institucional, —tal y como señalé en el Capítulo anterior— también era menester introducir profundas transformaciones, puesto que los métodos y mecanismos hasta entonces prevalecientes no habían sido capaces de asegurar un uso adecuado, eficaz y eficiente, de los recursos públicos.
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Incluso cuando a determinada área se le había asignado la prioridad política antes comentada, los resultados alcanzados eran insuficientes en relación con los medios empleados y los objetivos planteados.

Un caso clásico, pero no exclusivo, era lo sucedido con el combate a la pobreza —como vimos en el apartado 3 del Capítulo III(, pues diversos y sucesivos Gobiernos asignaron a este objetivo sumas muy elevadas en relación con la producción, pero solo una parte de los recursos se dirigía a los programas de apoyo, pues altos porcentajes se destinaban a costos burocráticos; y una parte aún menor llegaba a las personas con necesidades, ya que el clientelismo político y la ineficiente gestión hacían que se beneficiasen personas que realmente no calificaban para ser ayudadas.

Así, los magros resultados obtenidos no correspondían ni a los elevados costos ni a las necesidades reales de la sociedad. Y una situación similar se presentaba en múltiples áreas del accionar estatal, lo cual obligaba a impulsar profundas revisiones en las esferas de acción, los métodos y los mecanismos de la gestión pública, a fin de propiciar mayores niveles de desarrollo humano.

Cambios profundos en el sistema de fijación de prioridades y en el diseño y accionar de las instituciones, resultaban así factores esenciales para consolidar el nuevo modelo de desarrollo, basado en la economía del conocimiento y nuestro valioso capital humano; a la vez que su introducción explica justamente algunos de los más relevantes y trascendentes logros de nuestra gestión. Como ya se empezaba a apuntar en el debate sobre el desarrollo de Latinoamérica, la aplicación de las recetas del Consenso de Washington no estaba produciendo el nivel de crecimiento necesario para disminuir la pobreza, por lo que
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se imponía promover trasformaciones institucionales y sistemas de incentivos en los entes públicos para generar mayores servicios, con más oportunidad y eficiencia y con menores costos.

La nueva economía del conocimiento demandaba mercados más libres sí, pero también una regulación estatal de mayor calidad y mayores y más eficientes inversiones en capital humano e infraestructura, lo que a su vez requería de un gobierno más fuerte, ágil y eficiente.

· "La Solución de Todos"

· Ley de Protección al Trabajador (LPT)

· Monopolios de telecomunicaciones, electricidad y seguros

· Corolarios para el cambio

1. "La Solución de Todos"

Ante la acelerada evolución de la economía del conocimiento en todo el globo, era indispensable que el país avanzara rápida y simultáneamente en los aspectos cruciales del desarrollo; de ese modo, podría superar sus rezagos y evitar una brecha insalvable en la incorporación de los cambios tecnológicos que influían en la productividad, la competitividad y el crecimiento.

La antigua escogencia de unos pocos campos de acción ya no sería solo irresponsable, sino también absolutamente incompatible con cualquier esfuerzo de poner en práctica el nuevo modelo de desarrollo: para esto requeríamos avanzar significativamente en toda la línea y no realizar solamente unos cuantos movimientos aislados. Alcanzar
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el desarrollo y disminuir la pobreza requiere esfuerzos sistemáticos, prolongados y con un marcado carácter incluyente.

De ahí que en enero de 1999 articulamos en un solo programa económico y social, que llamamos "La Solución de Todos", medidas concretas en campos tan diversos como la estabilidad macroeconómica, la promoción de la competencia —incluyendo simplificación de trámites y eliminación de impuestos—, la educación, la salud y la infraestructura; los servicios públicos, como telecomunicaciones, electricidad y seguros; el apoyo a las microempresas, las pensiones, la cesantía y los programas de asistencia social, que englobaban aspectos como vivienda de interés social, atención a la niñez, equidad para la mujer y desarrollo rural entre otros (Ver lo relativo al Plan de Solidaridad, en el apartado 3 del Capítulo III).

Por primera vez en décadas, se consideraban prioritarios todos esos campos y se impulsaba una visión integrada, complementaria y armónica entre rubros de la acción gubernamental, que hasta entonces habían sido vistos de modo aislado, divergente y hasta excluyente entre sí.

Ese viraje en la estrategia se complementó con la puesta en práctica de programas de vasto alcance en cada una de esas áreas y el impulso de importantes transformaciones en la gestión que no requerían nueva legislación, como repasaremos seguidamente.

Ya he planteado (apartado 2, Capítulo I) el deterioro sufrido por la educación nacional, reflejado dramáticamente en la cobertura de secundaria, a raíz de la crisis de 19801982 y su lentísima recuperación, al punto que al asumir nuestra gestión, casi dos décadas después, aún no se había vuelto al nivel previo a dicha crisis.
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No es posible sustentar en una tasa de cobertura de secundaria de 59,4%, como la que se registró en 1997, un nuevo modelo de desarrollo basado en el capital humano y la alta tecnología, ya que lo relevante para insertarse en ese modelo no es solo tener un puñado de profesionales, por capacitados que estén; sino contar además con una población promedio altamente calificada, que es lo verdaderamente distintivo y la llave del éxito en un modelo de esa naturaleza.
Para elevar significativamente ese indicador fundamental nos planteamos desde la campaña electoral lo que consideré entonces una meta muy difícil de alcanzar.

En el proceso de la revisión del Programa de Gobierno "Soluciones para el Futuro", uno de mis más cercanos asistentes observó que el texto planteaba una mejoría de esa tasa pero no señalaba una meta concreta, lo cual chocaba con mi decisión de no incluir en el programa promesas vagas, sino compromisos específicos, mensurables y alcanzables. Sugirió que nos fijáramos la meta de llegar a un 75% de cobertura para el final del cuatrienio, lo que implicaba un crecimiento de la cuarta parte. Le hice ver que tal variación era, en mi opinión, virtualmente imposible de alcanzar en tan solo cuatro años y me negaba a asumir un compromiso que creía irrealizable. Pero ante su insistencia en que solo una meta ambiciosa y difícil generaría suficiente presión para lograr un cambio significativo en ese rubro esencial, accedí a que la meta fuese del 72%.

Siempre creí que nos resultaría casi imposible lograr ese aumento del 20%, pero resulté demasiado pesimista.

En efecto, ya en el 2001 logramos superar esa meta, pues la tasa de cobertura bruta de secundaria alcanzó un 73,6% —sin incluir los jóvenes atendidos en educación abierta, educación a distancia y forma-
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ción profesional, que otros países sí incluyen—, para un aumento de casi la cuarta parte que le dio a millares de jóvenes la oportunidad de cursar la secundaria que de otro modo se les habría negado.

¿Cómo se logró un cambio tan significativo?

El primer acierto fue seleccionar y atacar al más grave de todos los problemas del sistema educativo —la cobertura de secundaria—como eje central de acción, pues los avances en éste tuvieron una influencia benéfica sobre todo el sistema, así como elevar de modo muy importante los recursos, que se multiplicaron 2,5 veces entre los años 1997 y 2002 —cuyo presupuesto dejamos aprobado y en ejecución— para un incremento del 51% en términos reales, medidos en colones constantes del 2001.

Esto se complementó con acciones de alcance masivo para solventar, a la vez, los principales problemas que afectaban la asistencia a clases, tales como las dificultades de acceso por limitaciones económicas, por razones geográficas o por las carencias de la infraestructura educativa; mediante el desarrollo de programas específicos como el bono gratuito y las becas, el transporte estudiantil en zonas rurales y la construcción de aulas y nuevos centros educativos —como veremos en detalle en el Capítulo VI.

Pero ni la adecuada selección de los principales rubros de acción, ni los mayores recursos o el vasto alcance de los programas, habrían sido suficientes para alcanzar un éxito tan rotundo en un lapso tan corto, si no se hubiesen modificado también aspectos esenciales de los mecanismos usuales de gestión de los programas, con medidas administrativas muy puntuales y efectivas.

Así, el éxito del programa de becas y del bono educativo radicó tanto en la participación de los directores de los centros educativos en
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la recomendación de los beneficiarios —por ser quienes mejor conocen a los estudiantes que necesitan apoyo— como en la aplicación de métodos objetivos de evaluación para determinar si éstos realmente calificaban, a fin de prevenir distorsiones; y en la constante evaluación y mejoramiento de los procedimientos del sistema, que se sometió a una rendición anual de cuentas.
Otro programa sumamente exitoso, como la construcción de aulas y nuevos centros educativos, que permitió erradicar el déficit de 5.200 salones de clases que habíamos recibido, se sustentó en la participación comunal para transformar totalmente los métodos y los resultados.

En el sistema precedente, el Estado se encargaba de financiar y construir o contratar la construcción de las aulas, lo cual hacía a un ritmo inferior al crecimiento vegetativo de las necesidades, por lo que el déficit se incrementaba año con año. Con la colaboración del Triángulo de Solidaridad, pusimos en práctica un nuevo sistema de colaboración entre el Gobierno y la comunidad que agilizó y abarató la construcción de las aulas y centros educativos. Los recursos se transfirieron hacia las juntas locales de educación, las cuales se encargaban de contratar la construcción y supervisar su avance, además de aportar materiales o mano de obra, reduciendo el costo por unidad.

Tal descentralización permitió multiplicar la construcción de aulas, puesto que la capacidad de ejecución de múltiples juntas locales de educación era muy superior a la de una sola oficina ministerial; introdujo mayor competencia entre los constructores, permitiendo incluso la participación de pequeñas empresas locales, con la consecuente reducción de costos y aumento en la transparencia; generó mayor eficiencia y eficacia en la construcción y, lo más importante, per-
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mitió responder adecuada y oportunamente a las necesidades de las comunidades; todo lo cual se reflejó en que bastaron cuatro años para erradicar el déficit acumulado por décadas.

***

Muchas personas se extrañaron al ingresar a mi oficina porque en una de las principales y más visibles fotografías, aparecía con un recién nacido sostenido por su mamá y una enfermera, e incluso me preguntaban si se trataba de alguno de mis nietos. No lo era. En realidad se trataba de uno de los centenares de niños que hoy viven gracias al programa de reducción de la mortalidad infantil. Ese programa y el de combate contra el cáncer cérvico-uterino, son la mejor prueba del gran poder que tienen transformaciones relativamente pequeñas en la gestión, para generar grandes resultados en la atención de la salud.

Tras haberlas reducido sensiblemente en los sesentas y setentas, Costa Rica disfrutó durante años de bajas tasas de mortalidad infantil, que la colocaban muy adelante entre las naciones en desarrollo. Pero como es más difícil reducir significativamente una tasa de mortalidad de por sí baja, que lograr lo mismo cuando la tasa es alta, —básicamente porque cuando ya es baja las causas de muerte son mucho más complejas—, en los años previos la reducción de la mortalidad infantil había sido muy leve, casi insignificante, y en el año 1997 más bien había subido bastante. En honor a la verdad, esto tampoco era una causa extendida de preocupación como para generar presión en la búsqueda de soluciones.

De ahí que cuando lanzamos el Plan Nacional para reducir la mortalidad infantil no recibimos excesiva atención. El plan, además,
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carecía de medidas espectaculares, noticiosas al uso de hoy, y los héroes eran anónimos en su mayoría, pues la misión estaría a cargo de los cientos de personas de los Comités Locales de Análisis de la Mortalidad Infantil (COLAMIS) creados en cada centro de salud.

Pero los cambios eran profundos. Por primera vez se construyeron Unidades de Neonatología fuera del Gran Área Metropolitana; se decretó que toda mujer embarazada sería atendida en los centros de salud aunque no estuviese asegurada o fuese una extranjera indocumentada; se dio seguimiento de los embarazos en cada localidad del país mediante los COLAMIS, que también analizaban cada muerte infantil para poner en práctica soluciones para casos similares; se estandarizaron procedimientos médicos preventivos y se garantizó atención a todo niño menor de 1 año, con independencia de si sus padres contribuían o no a la seguridad social.

Dado que la tasa de mortalidad infantil en 1997 fue de 14,2 por mil, nos fijamos la meta de reducirla en una cuarta parte, a 10,6 por mil, para fines del 2002. Para diciembre del año 2000 la mortalidad infantil fue de 10,2 por mil y en diciembre 2001 de 10,8 por mil. Los frutos del plan eran claros.

Lo sucedido en el combate contra el cáncer cérvico-uterino es un caso clásico de cómo el tesón de una persona puede mejorar la vida de miles de familias. Ese mal es totalmente tratable cuando se detecta a tiempo, pero estaba llevando a la tumba a cientos de mujeres a causa de diagnósticos tardíos. Lorena, mi esposa, se empeñó a capa y espada en impulsar un vasto programa para impulsar la realización de citologías en todo el territorio nacional y contar con un sistema ágil de evaluación de las muestras, con el apoyo de entidades públicas, empresas y organizaciones femeninas.
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Para 1997 la cobertura de citologías era del 23% del total de mujeres que debían realizársela. Cuatro años después, para finales de 2001, la cobertura había ascendido a un 94% de las mujeres, siendo particularmente notables los resultados alcanzados en áreas rurales, para lo cual incluso se destinaron unidades móviles que permitieran llegar hasta los lugares más recónditos. Un estudio realizado en el 2002 reveló que debido a la detección oportuna, se había reducido en 27,1% la proporción de cáncer invasor, de difícil cura, y aumentado en una cuarta parte la de cáncer in situ, que puede ser tratado con éxito. Cientos de mujeres veían salvada su vida gracias a la pequeña gran diferencia que había creado Lorena al transformar los procedimientos hasta entonces seguidos por las propias entidades de salud y convertir en usual una prueba que, pese a su sencillez e importancia, hasta entonces había sido la excepción.

***

En la infraestructura, las transformaciones abarcaron la naturaleza de quien presta el servicio o construye la obra, en el caso del Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, los puertos del Pacífico y de las concesiones de obra pública, con todas las dificultades que implicaba introducir estas nuevas formas de gestión; como nuevos mecanismos de prestación del servicio, en el caso del mantenimiento de las vías nacionales.

Al trasladar la gestión del Juan Santamaría del sector público a un operador privado altamente calificado, el país se aseguró una inversión de 140 millones de dólares en los tres primeros años —y un gran total de US$212 millones en 20 años— para expandir y mejorar la capacidad y servicios de esa terminal, que el Gobierno no estaba en capacidad de realizar, y la capacidad de brindar un servicio realmente
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apropiado para el turismo. Y además, se liberaron recursos públicos para invertir en el mejoramiento de los demás aeródromos, en particular el aeropuerto de Liberia, y se generó un proceso de transferencia de conocimiento que permitirá elevar los estándares de gestión aeroportuaria del país, tal como también sucederá en materia portuaria con la gestión interesada que adjudicamos de los muelles y actividades conexas en Puntarenas.

Las concesiones de obra pública adjudicadas para la construcción de la carretera San José-Caldera y de la cárcel de máxima seguridad en Pococí; el avanzado proceso relativo a las carreteras General Cañas y Bernardo Soto, que conforman la principal arteria vial del país, y el vinculado a un nuevo poliducto que cubra las necesidades del país en trasiego de combustibles en los próximos 25 años; además de promover la participación privada en campos hasta entonces vedados, también conciliaron dos necesidades contrapuestas: impulsar obras vitales para el progreso nacional y respetar la restricción en el gasto público que resulta del faltante fiscal y la elevada deuda interna.

A fin de consolidar la tarea de rescate de las vías nacionales se optó por un mecanismo de contratación de servicios privados, que se fue perfeccionando con el uso. El modelo existente se caracterizaba por plazos cortos, rutas variables y reparaciones de emergencia a vías en mal estado ejecutadas directamente por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Al inicio del Gobierno, dada la carencia de programas de mantenimiento preparados para contratar con privados, así como la novedad del proceso para los funcionarios ministeriales y las empresas constructoras, se tuvo que recurrir a contrataciones de corto plazo, lo cual no propiciaba la inversión en equipos y tecnologías modernas por parte de las compañías constructoras al carecer de certeza sobre sus flujos futuros de trabajo y de caja, con las conse-
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cuentes debilidades constructivas. El nuevo modelo se fundamentó en contrataciones por tres años plazo, en zonas definidas y con énfasis en prevenir el deterioro, dando constante mantenimiento, lo cual aumenta la vida útil de las carreteras nacionales y estimula el fortalecimiento técnico y tecnológico del sector de la construcción de carreteras, que ahora sí puede diluir sus inversiones en el tiempo y en amplios volúmenes de trabajo.

***

Claro es que prioridades como la educación, la salud, la infraestructura y los programas sociales, entre otras contenidas en La Solución de Todos, así como la seguridad ciudadana, demandaban una fuerte inversión de recursos, mientras que el citado plan también se proponía reducir el déficit fiscal. Teníamos, así, la doble dificultad de incrementar la inversión en esos sectores, pero a la vez reducir el faltante del erario público.

Por ello pusimos en práctica una estricta contención del gasto en los restantes Ministerios y entidades, a fin de reorientar esos recursos hacia los sectores prioritarios, con notables resultados: mientras al iniciar nuestra gestión la educación, salud, seguridad ciudadana, programas sociales e infraestructura representaban el 45% del gasto presupuestado, excluyendo el servicio de la deuda, para el año 20011a inversión en esos rubros explicaba el 55% del gasto presupuestado.

Las transformaciones en la educación, la salud y la infraestructura, muestran lo que puede hacerse por la competitividad de un país con base en las competencias de que dispone el Gobierno, sin necesidad de cambios legales. Pero otros aspectos esenciales contemplados en La Solución de Todos sí requerían de nueva legislación, como vere-
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mos en los dos siguientes apartados, en relación con los casos del régimen de previsión social y de los servicios públicos.

2. Ley de Protección al Trabajador

Transformar radicalmente el régimen de previsión social, tanto en lo relativo al régimen de pensiones, en particular para asegurar la cobertura universal; como en lo concerniente al pago de la cesantía, a fin de asegurar que todo trabajador la percibiese al cesar la relación laboral con independencia de la causa de tal finalización, fueron (como expliqué en el Capítulo II) planteamientos centrales de mi campaña y del Programa de Gobierno Soluciones para el Futuro, que fueron analizados y lograron consenso en el Proceso de Concertación Nacional.

Al inicio de mi Administración, Costa Rica contaba con un régimen general de pensiones, el de Invalidez, Vejez y Muerte, que se complementaba con un régimen no contributivo por monto básico para los adultos mayores en condición de pobreza que careciesen de ese tipo de beneficio, y que administraba la CCSS; así como los regímenes especiales disfrutados por ciertos grupos de trabajadores, como los del Magisterio Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio de Hacienda, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, y Correos y Telégrafos; y los regímenes voluntarios complementarios que se habían creado pocos años antes y se encontraban en una condición muy incipiente.

Basados en un esquema de reparto y con beneficios garantizados, a excepción de los complementarios, esos regímenes de pensiones arrastraban desde hacía décadas serios problemas que ponían en riesgo su sostenibilidad futura y además creaban un creciente proble-
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ma social por la exclusión de cientos de miles de trabajadores de cualquier beneficio de esa índole.

Su financiamiento generaba restricciones importantes en los recursos económicos disponibles para otros programas de desarrollo socioeconómico, y su multiplicidad, con costos, fuentes de financiamiento, espectros de beneficios y requisitos diferenciados, dificultaba lograr la coherencia interna del modelo y su adecuado nivel de coordinación, además de ser fuente de injusticias y discriminación hacia el grueso de los trabajadores.

Los ajustes en la edad de retiro, aplicados en años previos, no habían sido suficientes para cubrir los beneficios prometidos en los distintos sistemas; en muchos casos el monto del beneficio no era proporcional a las cotizaciones y existían diversos problemas asociados a la morosidad, la tasa de reemplazo, el salario de referencia por incapacidad, la evasión y la subdeclaración por parte de algunos patronos.

El peor de los problemas era que alrededor de un 25% de la población de más de 65 años no estaba cubierta por ningún beneficio y el 45% de la población no cotizaba para ningún régimen de pensiones, por lo que la cantidad de personas desprotegidas tendería a crecer con el tiempo; esto con el agravante de que el grueso de quienes no cotizaban eran a su vez personas de los estratos menos favorecidos de la población, por lo que difícilmente contarían con fondos propios suficientes para su vejez.

Todo esto indudablemente llevaría a presiones insostenibles tanto social como financieramente, a menos que se actuase con previsión y se desactivara a tiempo esa "bomba" social, asegurando la universalización de pensiones, como había anticipado con gran visión, tres décadas atrás, mi amigo Fernando Trejos Escalante, sin lo-
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grar que se le pusiese la debida atención. Influido en este punto por su pensamiento, ahora podía yo impulsar las reformas necesarias y evitar ese trago amargo al país.

A partir de la realidad que afrontaban los regímenes de pensiones existentes, definimos los objetivos esenciales de la reforma que presentaríamos a consideración del Proceso de Concertación Nacional y, luego, de la Asamblea Legislativa: asegurar el financiamiento a largo plazo, ampliar su cobertura, ligar los beneficios a los aportes de cada cual, mejorar la supervisión para fortalecer la seguridad del sistema, proteger los recursos frente a futuras necesidades y carencias fiscales, y promover un manejo que maximizara el beneficio de este ahorro para la economía nacional.

Los problemas del régimen de cesantía se centraban en que —como ya vimos en el Capítulo II— la legislación contemplaba despidos con pago y otros sin pago del beneficio, lo cual originaba una tan alta como indebida litigiosidad judicial; su tope de ocho años era un incentivo negativo para los trabajadores más productivos y no había real garantía de pago cuando las empresas quebraban, por lo que en ocasiones el trabajador perdía su empleo y también el beneficio llamado a apoyarlo en esa eventualidad.

En este campo los objetivos centrales de la reforma, que también conocerían la Concertación Nacional y luego el Congreso, eran convertir la cesantía en un beneficio que se percibiese sin importar la razón por la cual finalizaba la relación laboral, garantizar que el trabajador percibiría la ayuda con independencia de los avatares de su patrono y lograr una ruptura del tope. Pero todo eso, a su vez, no debía convertir a la cesantía en una carga inmanejable para los patronos, que restase competitividad a nuestra producción y por esa
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vía terminase siendo, a la larga, fuente de perjuicio antes que de beneficio para los trabajadores.

Sobre ambas reformas alcanzaron consenso los actores sociales y económicos representados en la comisión respectiva de la Concertación Nacional, adicionando como principio esencial en la reforma de pensiones la necesidad de incluir mecanismos para mejorar la gestión y rendimientos financieros de los fondos del régimen general —Invalidez, Vejez y Muerte— manejado por la CCSS. Esos mismos sectores participaron activamente en el proceso de plasmar esos acuerdos generales en una propuesta específica de legislación, pues en el proceso surgió la decisión de vincular ambas reformas.

Estos dos aspectos se revelaron después como vitales para facilitar su aprobación legislativa. El primero, porque la participación conjunta en la elaboración de la propuesta, permitió la identificación de los sectores con el conjunto de ésta, aunque no necesariamente compartiesen cada una de sus partes. El segundo, porque equilibró los intereses en juego entre los sectores empresariales y los sociales, pues si bien cada uno de ellos consideraba más importante un determinado aspecto de la reforma, aceptaba el otro como precio por lograr un objetivo que estimaba superior: en apretada síntesis, puede decirse que los patronos consideraban más relevante el saneamiento del régimen de pensiones, porque eran conscientes de los elevados costos para la economía nacional de no hacerlo, y los trabajadores daban más importancia al tema de la cesantía porque implicaba un beneficio más inmediato para ellos. Así, cada cual aceptaba el tema del otro a cambio de que éste a su vez aceptara el propio y en ese delicado equilibrio de objetivos, esa trascendente reforma consiguió apoyo de tirios y troyanos.
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Lo cierto es que el proceso legislativo fue inusualmente expedito para una ley de esta magnitud, considerando los cánones usuales en el país, y el 24 de enero de 2000 se aprobó la Ley de Protección al Trabajador, que sancioné el 16 de febrero de ese mismo año y se publicó dos días después, con el número 7983, en el Diario Oficial La Gaceta.

Con esa Ley se configuró un sistema previsional multipilar, a partir del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte como pilar básico obligatorio que incluye a todos los asalariados y debe incorporar paulatinamente a los trabajadores independientes. Para fortalecer este pilar esencial del sistema, se modificaron normas a fin de aumentar la eficiencia operativa de la Caja Costarricense de Seguro Social como su administradora, ampliar sus atribuciones en materia de control contributivo e inspección y agilizar los procesos de cobro administrativo y judicial para combatir la evasión y morosidad patronal; así como para supervisar las inversiones para que tengan rendimientos de mercado y se incluyó una disposición para que las entidades públicas contribuyan al sostenimiento de este pilar con un 15% de sus utilidades.

A ese fortalecido pilar básico, se le adicionó un segundo pilar conformado por el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, definido como un sistema de capitalización individual. Pese a ser obligatorio, este nuevo régimen no implicó erogación adicional alguna para los trabajadores, ya que se financió con una redistribución de los aportes que ya realizaban. Su financiamiento equivale al 4,25% de los salarios de los trabajadores, desglosado así: 1 punto del aporte obrero al Banco Popular, la mitad del 0,5% (esto es 0,25%) del aporte patronal a ese mismo banco, el aporte de los patronos del 1,5% al Instituto Nacional de Aprendizaje y la mitad de los aportes del 3% (es decir, 1,5%) al Fondo de Capitalización Laboral. Al constituirse este segundo pilar mediante cuentas individualizadas a nombre del respecti-
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vo trabajador y en la operadora de pensiones de su libre elección, los recursos no pueden dejar de ser pagados por el Gobierno cuando corresponden a uno de sus empleados, ni ser utilizados por el fisco por urgentes que sean sus necesidades fiscales, con lo cual se garantiza que conformen un verdadero sistema de capitalización y no se conviertan, por abusos del erario, en un sistema de reparto.

Como tercer pilar se estableció el ahorro voluntario administrado por operadoras de pensiones autorizadas, brindando incentivos fiscales razonables para quienes se acogen a este régimen.

El cuarto y último pilar universaliza el régimen de pensiones no contributivas, financiándolo con recursos de la Lotería Nacional Electrónica que se creó para tal propósito; un aporte del Estado en caso de no resultar suficiente lo recaudado a través de ésta y los depósitos judiciales por juicios abandonados por más de cuatro años, así como sus intereses. Además, prevé el uso de los recursos que otras leyes han definido para estos efectos, tales como los fondos que traslada Asignaciones Familiares y una parte de las utilidades de las empresas públicas.

Modificando las reglas de la cesantía, se estableció con parte de ésta, —un 3% del salario, que deberá aportar el patrono mensualmente— un Fondo de Capitalización Laboral con cuentas individualizadas. Anualmente, la mitad de los aportes y rendimientos acumulados se trasladan a la cuenta de pensiones complementarias que está a nombre del trabajador y el resto se acumula para que éste pueda retirarlo al concluir la relación laboral, por cualquier motivo. La otra parte de la cesantía, un 5,33% del salario, sigue rigiéndose por las reglas anteriores, es decir que tiene un tope de ocho años y el trabajador la recibe solo si es despedido sin justa causa para ello.
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Para garantizar el adecuado funcionamiento y la transparencia del sistema, se creó una Superintendencia de Pensiones con potestades para vigilar y controlar todos sus componentes, incluyendo los regímenes básicos de reparto, los beneficios y todos los agentes participantes.

Un elemento trascendental de la Ley de Protección al Trabajador fue que implicó la apertura a las operadoras privadas de pensiones, funcionando paralelamente a las públicas, dándole al trabajador libre escogencia entre todas las operadoras para los pilares segundo y tercero; a la vez que articuló la existencia de cuentas personales que vinculan los beneficios percibidos al aporte de cada cual, con el mantenimiento y fortalecimiento de un fondo estatal de reparto cuyos beneficios se basan en la solidaridad social, en estricto apego a la tradición costarricense.

Por otra parte, la solución brindada a la transformación del sistema de cesantía hizo que su costo fuese manejable para los empleadores, lo cual se cimentó con una gradualidad de tres años para alcanzar el aporte del 3% de los salarios, a la vez que la asignación de la mitad de esos recursos al fortalecimiento del sistema multipilar de pensiones, brindó mayor racionalidad económica al cambio puesto en práctica.

En efecto, por un lado, esto es una forma de evitar, con una contribución relativamente baja en el presente, los elevados costos futuros de un eventual desfinanciamiento de ese régimen y, por el otro, genera —junto con el resto de fondos para pensiones— recursos de largo plazo que contribuirán a elevar el crédito disponible, reducir su costo, dinamizar la economía nacional y generar más empleos, lo cual beneficia tanto a empresarios como a trabajadores. A
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su vez, la participación de operadoras privadas de pensiones garantiza una actividad competitiva y diferenciada en la inversión de los recursos de los fondos de pensiones y de capitalización laboral, con lo cual se busca un uso más eficiente para favorecer el crecimiento de la economía costarricense.

Precisamente por articular de modo extraordinario la solución previsora de importantes problemas sociales con la potenciación de la economía nacional, al solventar la carencia que existía de recursos masivos de largo plazo, la Ley de Protección al Trabajador merece ampliamente el calificativo de "reforma social de nuestro tiempo" con el que se le ha denominado.

Se trata, como evidencia la breve síntesis anterior, de una reforma de gran calado que modificó armoniosamente, y para bien, las relaciones obrero-patronales y anticipó evoluciones futuras de la solidaridad social costarricense. Es, en puridad, un ejemplo de la capacidad previsora que ha caracterizado la evolución histórica nacional y de los extraordinarios beneficios que el país obtiene cuando los distintos actores sociales, económicos y políticos logran alcanzar acuerdos básicos y estratégicos sobre temas de interés común.

Gracias a los profundos avances introducidos por la Ley de Protección al Trabajador tan solo quedan pendientes en este campo pequeños ajustes en la edad de retiro y en las contribuciones al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, para lo cual dejamos presentados al nuevo gobierno los estudios esenciales para su aprobación por parte de la Junta Directiva de esa institución, a fin de garantizar la solvencia y solidez de nuestro sistema de seguridad social para el siglo XXI.
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3. Monopolios de telecomunicaciones, electricidad y seguros
Distinta fue la suerte de otras iniciativas para mejorar la competitividad nacional que también habíamos enunciado con toda claridad en la campaña —pese a lo cual no suscitaron la discusión que habría cabido esperar— y que requerían aprobación legislativa, para abrir a la competencia los monopolios de telecomunicaciones, electricidad y seguros. Los objetivos estaban claramente definidos: propiciar que la ciudadanía y las empresas recibiesen mejores servicios a precios más competitivos, estimular la variedad e innovación técnica y tecnológica, atraer más inversión directa y captar recursos que permitiesen disminuir la elevada deuda interna; y, al reducirse la presión de ésta, bajar sensiblemente el déficit fiscal, sin afectar la inversión pública en otras áreas fundamentales como educación, salud, seguridad ciudadana y programas de bienestar social.

Ahora bien, no se trataba de que Costa Rica, en ninguno de esos campos, enfrentase una situación desesperada porque hubiese fallado totalmente la prestación del servicio. Si hubiese sido así, probablemente habría sido bastante sencillo abrir esos monopolios a la competencia. La densidad telefónica era una de las más altas de Latinoamérica, el 93,9% de la población contaba con servicio eléctrico y las pólizas eran satisfechas.

El problema era que por razones fiscales, institucionales y legales no se podía invertir en telecomunicaciones al ritmo necesario para mantenerse al día en las nuevas tecnologías necesarias para participar con éxito en la economía del conocimiento y ser competitivos en esa área frente a otros países, como Irlanda, Chile o Singapur, con los cuales se compite para atraer inversión en alta tecnología. El rápido cre-
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cimiento del consumo eléctrico obligaba a elevar la capacidad de generación a una velocidad que bordeaba lo inmanejable —por las limitaciones fiscales, operativas y legales ya señaladas— para el ICE. A su vez, en materia de seguros existía una variedad limitada de éstos, que no siempre se ajustaban en servicio y costos a las necesidades de una economía competitiva y a los parámetros internacionales más elevados; a la vez que, como resultado de esas ineficiencias, operaba un sistema ilegal de seguros contratados en el extranjero, sin la debida supervisión en defensa de sus compradores y sin que los recursos de capital beneficiasen a la economía costarricense. Y, en todos los casos, existía la seria limitación, en términos de eficiencia, costo e innovación, resultante de la falta de competencia que obligara a poner en primer término el interés de los usuarios mediante un proceso continuo de mejoramiento de los servicios.

No se trataba, pues, de que el modelo de gestión pública monopólica de esos servicios hubiese fracasado, ya que por décadas había funcionado bien, a diferencia de otros países; sino que ya no podía garantizar similares resultados satisfactorios hacia el futuro, lo cual hacía necesario transformarlo para que no se convirtiera en un grave obstáculo para la competitividad y el progreso del país. Además, y esta era razón de mucho peso en pro de la apertura, el proceso generaría recursos sustanciales para disminuir la deuda pública interna y, en consecuencia, reducir el gasto público destinado a atenderla, lo cual permitiría dar solidez financiera a nuestra economía sin aumentar los impuestos, fortalecer otros servicios públicos y la construcción de infraestructura para facilitar el crecimiento de la producción y disminuir aún más la inflación. Pero es claro que resulta más difícil realizar una reforma profunda porque algo
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que ha funcionado razonablemente debe ser mejorado, que cuando se impulsa para solucionar un rotundo fracaso.

La propuesta para vender los activos del INS y abrir el mercado de seguros a la competencia, bajo el control de una Superintendencia de Seguros, no recibió resolución legislativa, y para la campaña política al final de mi período los principales candidatos a la Presidencia de la República y al Congreso se manifestaron en contra de toda privatización, por lo cual no parece viable en los años inmediatos.

Considero que esa sigue siendo una importante y oportuna medida para acrecentar el mercado de capitales y estimular la economía con fondos de largo plazo; para disminuir la deuda pública interna y reducir el gasto del Gobierno en intereses; para ofrecer competencia y diversidad a los asegurados; y para radicar en el país las inversiones en los seguros que hoy se venden en forma ilegal y no ofrecen seguridad a sus compradores. Pero, dadas las circunstancias señaladas, en lo que sigue me concentraré en el examen de lo relativo a telecomunicaciones y electricidad.

Nadie discute hoy que el acceso generalizado a telecomunicaciones de punta es vital para la competitividad de un país, tanto por su efecto sobre la productividad como por su creciente importancia en el proceso de formación de capital humano. En la educación facilita notablemente la obtención y difusión masiva de los más recientes avances del conocimiento, y en la salud permite multiplicar la acción de los médicos altamente especializados al salvar, mediante tecnología de avanzada, las barreras espaciotemporales para desarrollar diagnósticos, intervenciones y tratamientos complejos.

De modo que resultaba imprescindible efectuar altas inversiones de infraestructura en telecomunicaciones para alcanzar estánda-
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res de competitividad internacional, pues si bien la densidad de telefonía fija de Costa Rica seguía siendo una de las más altas de Latinoamérica, no solo existía una gran demanda insatisfecha, sino que la tasa de 20,5 líneas fijas por cada 100 habitantes, que encontramos al asumir funciones, era claramente insuficiente frente a países como Irlanda, Nueva Zelanda, Singapur, Suecia y Taiwán, con los cuales se competía por la atracción de inversiones y que tenían un promedio de 38,5 líneas por cada 100 habitantes, es decir, casi el doble. Ello sin contar con que anualmente tenían una inversión per cápita en ese rubro tres veces superior a la nuestra, con lo cual la brecha tendía a aumentar, en lugar de disminuir. Además, teníamos una tasa de 1,9 líneas celulares por cada 100 habitantes y el costo promedio de las llamadas internacionales era de US$0,82 por minuto pleno. Para darse una idea del problema, baste señalar que países competidores como Singapur y Taiwán tienen tasas de telefonía celular superiores al 60 y el 70%, respectivamente, y se estima que nuestro país debe llegar a una cobertura celular del 50% —es decir 25 veces la que tenía en 1997— para situarse dentro de la media.

Nada de lo anterior respondía a las necesidades de competitividad y era urgente transformarlo, pero a la vez era claro, como ya señalé, que la institución pública que prestaba en monopolio ese servicio afrontaba serias limitaciones financieras, institucionales y legales para efectuar las inversiones imprescindibles, y se debía, además, tomar en cuenta la situación de las finanzas públicas, que no permitía ampliar el déficit, con nuevas inversiones, sin que ello a su vez acelerara la inflación y debilitara la solidez internacional de la economía costarricense.

Con base en todos esos elementos, el Gobierno de la República propuso una apertura gradual del mercado de las telecomunicaciones,
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que nunca contempló la privatización del ICE, sino más bien su apertura a la competencia, subastando en concesión partes del espectro electromagnético, para que otras empresas pudieran invertir, introducir nuevas tecnologías y vender servicios en esa área, junto al ICE, al que a su vez se le eliminarían las limitaciones que lo afectaban.

Tal era el propósito del Gobierno: contar con un ICE fortalecido y competitivo, coexistiendo con inversión de otras empresas, para que la articulación de esfuerzos del sector público y del sector privado permitiera contar con servicios de telecomunicaciones de calidad mundial, elevando así la competitividad del país en concordancia con el nuevo modelo de desarrollo.

La existencia de un monopolio en el campo de las telecomunicaciones, justificada en décadas pasadas como monopolio natural, se ha hecho insostenible en los días de la revolución tele-comunicacional. En efecto, antes la transmisión telefónica solo podía efectuarse a través del alambre de cobre, lo cual determinaba la existencia de economía de escala que impedía la entrada de un nuevo operador al mercado una vez que el primero estaba brindando sus servicios. En otros términos, las limitaciones tecnológicas fortalecían la presencia monopólica en el sector. Pero tal circunstancia ha cambiado radicalmente. Hoy, además de alambres de cobre, contamos con comunicaciones inalámbricas —cuya utilización se incrementa por la tendencia a su progresivo abaratamiento— y con el uso del cableado de electricidad y televisión, para la transmisión de la voz, datos e imágenes, lo que permite y hasta estimula que varios operadores brinden servicios de telecomunicaciones, compitiendo entre sí, sin que una estructura de costos decrecientes lleve a la concentración del mercado en uno solo de ellos.
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Si a lo anterior se agrega la convergencia en un punto alto del desarrollo mundial de cuatro ramas de la revolución científica y tecnológica, a saber, la construcción de ordenadores, la industria del software, las telecomunicaciones y la Internet, se comprende rápidamente su profundo impacto en los servicios de telecomunicación. En términos un tanto marxistas puede decirse que el cambio tecnológico —en los instrumentos de producción— ha forzado, a escala planetaria, una transformación sustantiva del marco institucional de esos instrumentos. La economía del conocimiento propicia la participación de muchos oferentes distintos en los procesos de telecomunicación e información. Esto es notorio, por ejemplo, en el caso de los servicios de Internet donde los oferentes, a escala mundial, son múltiples. Es sabido, además, que el costo financiero de movilizar información y de tener acceso a ella se reduce con el tiempo, lo cual impacta positivamente en las expectativas de crecimiento económico, educación, salud y solidaridad social. Hoy, las nuevas tecnologías de la información permiten accesar bienes culturales, educativos y de salud con rapidez extraordinaria. ¿Por qué impedirle a un agente económico y social brindar servicios? ¿Por qué temerle a la competencia en un mundo donde ésta no es más que el resultado lógico e inevitable del desarrollo tecnológico y científico?

Para la sociedad costarricense era y es fundamental invertir en telecomunicaciones y fortalecer distintas iniciativas tendientes a mejorar esos servicios a través de todas las posibilidades técnicas existentes. Esto no puede hacerse desde la perspectiva de un único oferente, sino que se debe generar un sistema mixto donde coexistan y compitan oferentes, públicos y privados.

Por lo que compete a la generación, transmisión y distribución de electricidad, este mercado no se encontraba en una posición estric-
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tamente monopólica y mostraba una mixtura de mecanismos, puesto que desde 1990 se autorizó la generación privada de electricidad. Aunque sujeta a límites por cantidad de generación y participación de mercado, una pequeña cantidad de empresas de reducido tamaño participaba en la generación, algunas —de carácter comunal, municipal o cooperativo— generaban y distribuían en ciertas zonas del país y la transmisión sí era monopolizada por el ICE.

Pero el ICE y su subsidiaria, la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, tenían un fuerte peso en la generación y distribución eléctricas, lo que, aunado al límite a la generación privada y la veda total a la inversión empresarial en la transmisión y distribución, generaba un mercado cuasimonopólico y cuya expansión estaba inextricablemente ligada a la inversión pública; justo cuando ésta sufría las limitaciones que hemos señalado y el fuerte crecimiento en la demanda eléctrica hacía necesario invertir, en poco más de una década, cerca de US$3300 millones y construir cada año una planta equivalente a la mayor en el país, Angostura, cuyo levantamiento había demorado 7 años, precisamente a causa de los problemas existentes.

De modo que en lo relativo al mercado eléctrico, y a fin de generar servicios de alta calidad y a precios competitivos internacionalmente, también era necesario impulsar la apertura a la inversión privada, coexistiendo con la de carácter público y contando con un sistema de estricta supervisión, que asegurase una competencia equitativa entre todos los oferentes y protegiese los intereses de los consumidores, tal y como también se planteó para el caso de las telecomunicaciones.

Cabe recordar, en este contexto, que la administración del Expresidente Figueres Olsen planteó, en agosto de 1996, tres proyectos
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de ley que se proponían reformar —aunque de modo muy conservador y limitado en la apertura— los sectores de telecomunicaciones y electricidad, así como las regulaciones que pesaban sobre el ICE. Tales propuestas —que la Asamblea saliente no logró ni siquiera dictaminar—proporcionaban, con las limitaciones dichas, una base que debía mejorarse, a fin de garantizar la apertura efectiva de los monopolios y el ingreso fiscal para fortalecer la hacienda pública.

Dado que el sector de energía eléctrica no era estrictamente monopólico y su reforma, por tanto, implicaba tan solo una profundización de la apertura que ya se había dado en lo concerniente a la generación desde 1990, decidimos que esa propuesta de reforma se siguiera conociendo en el seno de la Asamblea Legislativa.

La apertura eléctrica se sustentaba en la gradualidad, pues el proyecto contemplaba un proceso de transición de cinco años para eliminar los topes de generación por tipo de inversionista, cantidad de generación y participación de mercado. Además, permitiría a los generadores vender directamente a los grandes consumidores, al mercado centroamericano o al Centro Nacional de Planificación y Operación de Electricidad (CENPO) —que se creaba, adscrito al ICE, como un órgano técnico de máxima desconcentración—, que fungiría como comprador principal en ese período, a fin de repartir la electricidad hacia los distribuidores y coordinar las operaciones de exportación e importación de energía eléctrica.

Finalizada esa transición quinquenal, los generadores también podrían vender directamente a los distribuidores, pagando al ICE un peaje por el uso de las líneas de transmisión que conservaría en monopolio, generando así precios más competitivos, mayor garantía de abastecimiento y un mercado nacional completamente com-
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patible con el mercado eléctrico centroamericano cuya operación se estaba impulsando; de ese modo, productores y consumidores del resto de Centroamérica y Panamá podrían participar en el mercado eléctrico costarricense y viceversa, tal y como es la tendencia que se observa en el mundo.

A diferencia de lo decidido con respecto al proyecto de apertura del mercado eléctrico, estimamos que la reforma en telecomunicaciones, que implicaba abrir a la competencia un mercado monopolizado; y la propuesta de modernización del ICE, que cambiaba totalmente su organización, regulaciones y atribuciones; comportaban transformaciones de una magnitud tal que debían ser sometidas a conocimiento del Proceso de Concertación Nacional, a fin de que los representantes de los distintos organismos de la sociedad procurasen encontrar una visión compartida en los aspectos esenciales que debían regir en adelante estas materias.

La comisión respectiva de la Concertación Nacional alcanzó un acuerdo de mayoría para impulsar una apertura gradual del sector de telecomunicaciones, el cual fue suscrito por los representantes del Gobierno, el sector privado y el sector sindical, en tanto que Fuerza Democrática —de tendencia marxista— y el PLN no lo firmaron.

El sistema de apertura acordado se desarrollaría en varias etapas progresivas a lo largo de más de cuatro años y estableció, como requisito esencial para su inicio, la aprobación previa de una ley de telecomunicaciones que contemplara la creación de un ente regulador despolitizado.

Plasmar ese acuerdo de mayoría en un articulado de Ley no fue tarea que realizara, ni se esperaba que realizase, la comisión de telecomunicaciones de la Concertación, como tampoco lo hizo en esa
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etapa ninguna otra comisión. De modo que la redacción de esa propuesta, a efectos de someterla al trámite legislativo, se encargó a un grupo de especialistas en la materia, designados por el ICE y por el Gobierno. Esto se hizo atendiendo a la complejidad de la materia y a la necesidad de armonizar sus disposiciones con las contempladas en la propuesta de reforma al ICE y del mercado eléctrico. Pero esta solución, que a primera vista pareció lógica, habría de mostrarse posteriormente como un grave error, puesto que al surgir presión o disconformidad en sus bases por algunos de los cambios acordados, los dirigentes sindicales aprovecharon su falta de participación en la redacción del proyecto para alegar la supuesta desnaturalización de los acuerdos y desdecirse de lo que habían aceptado originalmente, como veremos en este mismo Capítulo.

En todo caso, el proyecto contemplaba que, una vez aprobada la ley, entraría en vigor un plazo de doce meses para constituir el ente regulador. Solo después de esa constitución y la emisión de la reglamentación pertinente, se daría la primera etapa del proceso de apertura, permitiendo la libre competencia de todos los servicios de valor agregado, de radiofusión y servicios complementarios, a la vez que se asignaban al ICE tres bandas PCS. La primera (banda B) era para transferir a ella a todos sus abonados de la banda celular A, a fin de dejar ésta libre y poder darla en concesión en el futuro, y las otras dos (bandas E y F) para solucionar la demanda insatisfecha de redes inalámbricas locales.

En la segunda etapa se podrían dar en concesión servicios de telecomunicación móvil, para lo cual debían abrirse concursos públicos sujetos a toda la compleja normativa nacional en la materia, que absorbe muchos meses en el proceso de licitación, recepción de ofertas y adjudicación, dados los amplios espacios de apelación pre-
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vistos a lo largo de todo ese proceso para garantizar la transparencia de esos concursos.

La propuesta exigía, como tercera etapa del proceso de apertura, la evaluación del funcionamiento de esas primeras concesiones y de "la viabilidad y conveniencia de abrir los servicios públicos de telecomunicaciones de acuerdo con criterios técnicos sobre la evolución del mercado, de la industria, impacto en los usuarios y en el país"10, como un requisito previo para poder licitar la participación privada en la prestación de servicios de telefonía internacional.

En la cuarta etapa, prevista para ejecutarse treinta meses después de cumplidas las etapas anteriores, se permitiría la competencia en las telecomunicaciones de la red alámbrica local. Esto se acompañaría con una revisión total de tarifas, para eliminar los subsidios cruzados existentes, y solo se permitirían las subvenciones claramente establecidas como tales y financiadas con los recursos del Fondo Universal para los Servicios de Telecomunicaciones (FOSUTEL), que la Ley creaba precisamente para asegurar que se prestasen esos servicios aun en zonas que por su dificultad de acceso o escasa población no fuese rentable atenderlas por parte de los operadores privados.

Como se ve, la propuesta le brindaba al ICE períodos sumamente amplios para prepararse de cara a la eventual competencia, a la vez que se actuaba para fortalecer su capacidad empresarial.

En efecto, partiendo del principio de que la competencia actuaría como un mecanismo natural de control que —junto a la regulación técnica— podía sustituir los mecanismos legales que son indispensa-
10. Proyecto de Ley para el Mejoramiento de los Servicios Públicos de Electricidad y Telecomunicaciones y de la Participación del Estado, Transitorio X, Expediente N° 13.873.
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bles en un marco monopólico, el proyecto respectivo exoneraba al ICE de las trabas burocráticas y los límites en la ejecución financiera establecidas en varias normas, tales como la Ley para el Equilibrio Financiero del Sector Público, la Ley de Administración Financiera de la República, la Ley de Planificación Nacional, la Ley General de Administración Pública y la Ley de Creación de la Autoridad Presupuestaria.

Como resultado de las nuevas disposiciones, el ICE habría visto elevada su capacidad de apalancamiento hasta un cincuenta por ciento de sus activos para desarrollar nuevos proyectos sin necesidad de autorización del Banco Central, y no habría estado sujeto a límites de gasto ni a invertir en bonos públicos, todo lo cual le liberaría recursos y le permitiría actuar ágilmente para hacer frente a las necesidades de inversión y expansión. A esto también contribuía la autorización explícita para realizar alianzas estratégicas y desarrollar proyectos en conjunto con empresas privadas, siempre que tuviese al menos el cincuenta y uno por ciento de las acciones en esos proyectos.

Esto se complementaba con la reducción de la injerencia del Poder Ejecutivo en el nombramiento de sus directivos, pues todos éstos debían pertenecer a la sociedad civil y no se aceptaba la designación de miembros de los Supremos Poderes o funcionarios públicos, además de que estarían sometidos a la ratificación o rechazo del Poder Legislativo. Adicionalmente, mientras que la apertura a la competencia era gradual, los cambios para fortalecer el accionar de la entidad entraban a regir de inmediato, lo cual le daba un importante margen para reforzar aún más sus ventajas frente a la competencia.

Tras semanas de arduos esfuerzos para redactar y armonizar entre sí los complejos articulados requeridos para plasmar los acuerdos generales alcanzados en la Concertación Nacional, en octubre y di-
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ciembre de 1998, respectivamente, enviamos al Congreso los textos de los proyectos de Ley de Modernización y Fortalecimiento del ICE y de Ley General de Telecomunicaciones.

El via crucis había iniciado.

Dividido en varias facciones a causa de luchas electorales internas, el principal partido de oposición, el PLN, sufría también de fuertes divisiones en torno a la apertura de los mercados de telecomunicaciones y de electricidad a la competencia, pero en todo caso, entre los dos principales grupos internos nadie la impulsaba con firmeza, sino que a lo sumo se le daba un apoyo timorato y cambiante al menor soplo. En rigor, y a pesar de gestos aislados aquí y allá, puede decirse que ese partido se oponía a tal apertura, como lo evidenció al negarse, junto con Fuerza Democrática, el pequeño partido de izquierda, a firmar el acuerdo de mayoría alcanzado en la comisión de telecomunicaciones de la Concertación Nacional.

Tal actitud negativa se hacía aún más grave dado que los múltiples mecanismos de obstaculización permitidos por nuestro anacrónico reglamento legislativo hacían imposible avanzar en la tramitación de esos proyectos sin contar, al menos, con la anuencia, ya que no el apoyo, del PLN.

Nuestra carencia de mayoría parlamentaria nos obligaba a recabar el apoyo del PLN para tramitar los proyectos. Por ello, el 23 de diciembre de 1998 me reuní en mi oficina con el Presidente de la Asamblea Legislativa, Luis Fishman, el Ministro de la Presidencia, Roberto Tovar, el jefe y subjefe de fracción del PUSC, Ovidio Pacheco y Jorge Eduardo Sánchez, y el jefe y la subjefa de fracción del PLN, Ricardo Sancho y Alicia Fournier, y acordamos establecer un cronograma de votación de los tres proyectos, a fin de que se votase
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el de electricidad en febrero y los otros dos estuviesen aprobados para el mes de abril de 1999 y poder iniciar, así, los largos procesos de transición hacia la apertura.

Este acuerdo, como tantos otros después, fue palmariamente incumplido por la fracción del PLN, que a guisa de justificación empezó a exigir como condición sine qua non la aprobación previa de una reforma constitucional sobre los servicios públicos, con el alegato de que era la única manera de garantizar la irreversibilidad del proceso de fortalecimiento del ICE y en el entendido de que ésta sería elaborada y aprobada en conjunto, para luego aprobar los proyectos de ley en cuestión.

Este era un proceso tortuoso, porque las reformas constitucionales deben ser aprobadas en dos años legislativos distintos y además requieren de una mayoría de dos tercios de los congresistas, y el Gobierno entendía que tal reforma no era necesaria en absoluto para lograr ninguno de los fines —reales o simplemente alegados— que el PLN esgrimía, pero no teníamos opción: si no se aceptaba la condición puesta por la oposición, los proyectos no tenían ninguna posibilidad real de convertirse en ley.

De modo que se preparó e impulsó dicha reforma, pero tras meses de intenso trabajo conjunto, en uno de sus súbitos bandazos, el PLN se desdijo de su respaldo a una propuesta de reforma constitucional que ellos mismos habían exigido, pues diputados de esa fracción, así como de partidos minoritarios, recurrieron a presentar tal cantidad de mociones que impidieron su aprobación en los plazos previstos en nuestro ordenamiento. El 23 de abril de 1999 ese otro camino para la apertura quedó cerrado, y mientras nuestros competidores seguían avanzado, el principal partido de oposición tiró por la borda cuatro valiosos meses de trabajo.
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Los requerimientos de la competitividad del país no nos permitían darnos simplemente por vencidos y tras intensas gestiones logramos que el PLN accediera a brindar otra oportunidad al proceso, para lo cual ellos pusieron como condición unir los tres proyectos en uno solo, denominado "Proyecto de Ley para el Mejoramiento de los Servicios Públicos de Electricidad y Telecomunicaciones y de la Participación del Estado", que se empezó a conocer el 10 de diciembre de 1999.

En primer término, y ante las evidentes dificultades de lograr una posición consistente del PLN en este campo, aceptar su exigencia parecía lo mejor, puesto que permitía lograr todos los objetivos de reforma mediante un solo proceso de votación y no mediante tres tramitaciones y votaciones distintas; pero a la postre esta decisión resultó fatal para todo el proceso.

Un primer efecto de tal fusión fue articular en un solo frente a todos los grupos sociales que se oponían a aspectos puntuales de cada uno de los proyectos específicos. Mientras los proyectos estuvieron separados, estos grupos no mantuvieron mayor conexión entre sí y sus planteamientos, críticas y dudas pudieron manejarse razonablemente bien, al punto que fue la indefinición del PLN, no la presión social, lo que impidió aprobarlos. Pero el proyecto único generó un frente variopinto y abigarrado, pero también único, de oposición al proyecto, al estimular el acercamiento y la constitución de lazos orgánicos entre dichos grupos. Las razones por las que cada cual se oponía al proyecto no tenían mucho o nada que ver con las del otro, y podían ser más o menos significativas o fundadas, pero ahora todos tenían algo en común: oponerse a algún aspecto de la propuesta, cualquiera fuese.
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Dicha fusión también volvió sumamente compleja la propuesta, lo cual dificultó tanto su negociación legislativa como, en particular, su explicación a la ciudadanía, ya que no solo involucraba complejos aspectos técnicos en cada campo, sino que ahora, además, mezclaba tres aspectos principales distintos, es decir: telecomunicaciones, electricidad y regulaciones institucionales, cada uno con sus respectivos subtemas y ramificaciones. Esto obligaba a seguir con sumo cuidado los avatares y detalles del proyecto para estar realmente bien enterado sobre su contenido e implicaciones. Ahora bien, esto era algo totalmente opuesto a lo que está sucediendo en la formación de opinión pública —como ya vimos en el apartado 2 del Capítulo I— por lo que, como era de esperar, no sucedió.

Esta complejidad para la explicación y comprensión del proyecto único, facilitó la labor de zapa ante la opinión pública emprendida por sus opositores de los partidos políticos y los grupos sociales, que a unas pocas dudas legítimas aunó la deliberada y sistemática descalificación y tergiversación del proyecto y sus contenidos emprendida por grupos de interés o por rescoldos nostálgicos del marxismo-leninismo. A tal efecto, no repararon en recurrir a mendacidades, falacias e infamias, que por supuesto no se limitaron al proyecto, sino que también tuvieron como propósito la descalificación moral de quienes lo impulsábamos o lo apoyaban.

En ese contexto, los dirigentes sindicales que habían firmado el acuerdo de concertación para la apertura gradual de las telecomunicaciones y el fortalecimiento inmediato del ICE, vieron en entredicho su influencia entre las bases de sus organizaciones y, ante el temor de perder sus posiciones, se retractaron de su firma con el argumento de que se habían variado los términos del acuerdo, para lo cual les resultó
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muy conveniente no haber participado en la redacción del proyecto, cosa que —como señalé anteriormente— fue un grave error nuestro.

Naturalmente, estas retractaciones, por injustificadas que fuesen, enrarecieron aún más el ambiente de opinión pública. Para contrarrestar este tipo de situaciones, se había previsto la realización de una campaña de explicación masiva de los principales beneficios del proyecto, pero en virtud de las restricciones legales y de la poca agilidad y capacidad de respuesta que se encontró en esta área dentro del ICE, la campaña inició con un retraso de más de un mes y no alcanzó la frecuencia necesaria. Por su parte, los medios de comunicación no ejercieron mayor cuestionamiento sobre la evidente tergiversación del contenido del proyecto ni sobre las mentiras flagrantes que propalaban algunos grupos, incluso a través de las informaciones periodísticas, lo cual pudo deberse al temor de que, si las señalaban, les acusasen de estar a favor del proyecto en el marco de la estrategia generalizada de descalificación que estaba en boga.

De este modo, se volvió una "verdad" común decir que el proyecto implicaba la privatización del ICE o sus subsidiarias, pese a que éste señalaba explícitamente que "las empresas citadas en este artículo (RACSA, CRICRSA, CNFL, ICELEC e ICETEL) no podrán ser cedidas ni vendidas; su capital accionario, tampoco podrá ser traspasado, total ni parcialmente”11, y en el supuesto de que el ICE participara en otras empresas nuevas, el Artículo 1 del proyecto señalaba claramente que en ese caso debería ser el propietario del 51% de las acciones.

Otros decían que se obligaba al ICE a enfrentar virtualmente inerme la competencia, pese al hecho incontrovertible de que las me-
11. Proyecto de Ley para el Mejoramiento de los Servicios Públicos de Electricidad y Telecomunicaciones y de la Participación del Estado, Artículo 26. Expediente N° 13.873.
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didas para fortalecerlo regían de inmediato, quitándole trabas para actuar y fortaleciendo su capacidad de invertir y expandirse, en tanto que la competencia solo llegaría gradualmente, además de que al inicio del proceso tendría la enorme ventaja de contar con la totalidad del mercado de telecomunicaciones y el 86% de la generación y el 81,8% de la distribución eléctrica del país.

Un argumento constante era el supuesto perjuicio al ambiente que traería la apertura en electricidad, pese a que, entre otras disposiciones, el proyecto establecía —Artículo 21— la realización de estudios de impacto ambiental como requisito ineludible para toda concesión de generación; fijaba "el deber de utilizar en forma racional los recursos naturales para la producción de electricidad, donde los impactos ambientales para su uso se hayan mitigado, y la consolidación de un sistema financieramente viable y protector del medio ambiente"12; y, para asegurar este último objetivo, se creaba un cargo del uno por ciento sobre los ingresos brutos de todos los proyectos de generación eléctrica, del cual se destinaba un 80% al pago de los servicios ambientales y la quinta parte restante para financiar proyectos de desarrollo comunal en las localidades donde aquellos estuviesen instalados.

Ninguno de los argumentos centrales de los opositores de la reforma se apegaba a la realidad. Ninguno soportaba una confrontación con el texto del proyecto ni con los hechos. Pero ello no importó: eran repetidos por doquier y los medios de comunicación los reproducían una y otra vez, sin hacer el menor señalamiento sobre el espúreo carácter de las afirmaciones, lo cual hizo que fuesen calando como la "verdad" sobre el proyecto entre la ciudadanía.

12. Ídem, Artículo 26.
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La batalla legislativa no era menos ardua. El obsoleto reglamento legislativo propiciaba el entrabamiento deliberado, es decir, no por discusiones de fondo sino por mero afán inmovilizador, y también se debía hacer frente a los frecuentes y abruptos cambios de opinión que se registraban, un día sí y otro también, por parte de la fracción del PLN, como resultado de los juegos preelectorales de liderazgos externos que eran timoratos, en el mejor de los casos, o decididamente opuestos al cambio —aunque procurasen disimularlo— en el peor.

A su vez, la necesidad de negociar con el PLN, hacía que gradualmente el texto se desplazara de los acuerdos de concertación, aún cuando el espíritu y grandes líneas de éstos siempre se conservaron. Eso debilitó el argumento de que los cambios habían sido concertados, que era una línea de defensa muy relevante, y fortaleció los argumentos de Fuerza Democrática y los segmentos sindicales de que se había variado lo acordado, cosa que afectaba la credibilidad de quienes impulsábamos la reforma. Otro actor legislativo, el Movimiento Libertario, se sumaba al coro de críticas, pero por el motivo contrario a los grupos de izquierda: juzgaba que la apertura propuesta era insuficiente y los poderes dados al ICE muy amplios.

Realmente es sorprendente que, en un ambiente tal, se lograse aprobar el proyecto en primer debate, como sucedió el 20 de marzo de 2000, con el voto favorable de 45 de los 57 integrantes de la Asamblea Legislativa.

Tras 18 meses de dilaciones injustificadas, el Congreso por fin tomaba una decisión y ésta era favorable a la reforma. Sentí una gran alegría, pues ello hacía vislumbrar una intensa, profunda y radical modernización de Costa Rica que nos permitiría alcanzar crecimiento acelerado y, en pocos años, abatir la pobreza y fortalecer a
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la clase media... pero ya era demasiado tarde, pues en ese lapso, quienes se oponían a la reforma habían logrado crear un clima social contrario a ésta.

Cuatro días antes un grupo de productores agrícolas había bloqueado el paso entre las ciudades de San José y Cartago, tanto en la vía principal —en El Alto de Ochomogo— como en las rutas secundarias, en procura de reivindicaciones ligadas a su sector. Seguían así el ejemplo que les habían dado, cuatro meses antes, importantes empresarios que habían fomentado, financiado y organizado un bloqueo en el Puerto de Caldera en procura de impedir una importación de arroz hecha con estricto apego a las normas.

Mas algo era distinto en el bloqueo de Ochomogo: buena parte de los manifestantes eran grupos de sindicalistas y universitarios, que, en ejecución de un plan muy bien concebido, organizado y ejecutado, en realidad estaban ahí en procura de generar efervescencia social que diese pie a un movimiento contra las reformas en telecomunicaciones y electricidad.

Así que cuando, transcurridos dos días, el bloqueo de los productores fue levantado, esos grupos organizaron otro bloqueo en el mismo sitio, al cual se sumaron acciones similares en muchos lugares más en los días sucesivos. Muchas de estas acciones eran de grupos relativamente pequeños, aunque otras fueron de mayor envergadura. Lo que importó es que, al interrumpir el tránsito por horas y generar noticias sobre problemas en distintos lados del país, fueron alimentando un sentimiento de protesta generalizada y operaron como una especie de profecía que se realiza a sí misma.

Desde el lunes 20 de marzo hasta el martes 4 de abril de 2000 se prolongaron las protestas. Fueron 15 días eternos, porque a cada mi-
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nuto temía recibir la noticia de que había sucedido una desgracia irreparable. Cada llamada de las personas vinculadas al tema me hacía pensar en la terrible posibilidad de que un acto de imprudencia, en medio de un caldeado ambiente, podía costar una vida. Esto se agravaba porque los organizadores habían convertido a grupos de adolescentes de secundaria en el núcleo principal de cada bloqueo. La medida fue muy inteligente, pues dada nuestra idiosincrasia, ello prácticamente imposibilitaba toda acción policial para levantar los bloqueos, aunque también fue muy irresponsable arriesgar de ese modo a esos jóvenes, casi unos niños.

Cada día pedía a Dios que no hubiese una desgracia que lamentar. Y esto que hacía siempre en privado, se volvió público al día siguiente del hecho de mayor magnitud de estas jornadas, la marcha hacia Casa Presidencial realizada el 23 de marzo. Ante el riesgo de que eventualmente los manifestantes perdiesen el control, se había dado libre a la mayoría del personal de la Presidencia —muchos de los cuales lo rechazaron argumentando que si estaba bien que su jefe trabajara ese día ellos también podían hacerlo— y estaba en reserva un pequeño contingente de policías antimotines como medida básica de precaución. Los visité para agradecerles personalmente por los riesgos que estaban corriendo por mí y pedirles no olvidar, ni un momento, que quienes protestaban eran personas iguales a nosotros y eran mucho más importantes las cosas que nos unían a ellas que las ideas concretas que temporalmente nos separaban. Espontáneamente empezamos a orar para pedirle al Creador que todo transcurriera con normalidad. Era un momento privado, entre nosotros, pero un fotógrafo de La Nación logró captarlo, para sorpresa, supongo, de los lectores.

La verdad era que no había motivo para sorprenderse. Estaba haciendo todo lo posible para que las reformas siguiesen adelante, pe-
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ro no a cualquier precio y de ningún modo estaba dispuesto a que costasen una sola vida humana.

Precisamente porque el ambiente estaba cada vez más caldeado, la situación se volvía más difícil de manejar sin violencia extrema y era necesario recuperar la tranquilidad del país, decidimos participar el martes 4 de abril en una jornada de negociación con los opositores a la reforma.

El contexto de la reunión era muy difícil, pues el 28 de marzo, en una carta que me envió, el PLN se había retractado del apoyo que había dado al proyecto en la votación de primer debate. Esto hacía inviable el proceso legislativo, puesto que se requerían 38 votos —mayoría calificada— para aprobar el proyecto y el PUSC ni siquiera tenía mayoría relativa, al contar solo con 27 votos en el Parlamento. Además, el sector empresarial había echado atrás en su respaldo y los medios de comunicación tampoco apoyaron la reforma, lo cual dejó al Gobierno como único soporte de la modernización.

Dadas esas circunstancias y para evitar que la tensa situación desembocase en alguna situación de violencia extrema, aceptamos en esa reunión que se enviase el proyecto a conocimiento de una comisión legislativa mixta, integrada por diputados de diversas fracciones y representantes del Gobierno, de los huelguistas, la Iglesia y el sector privado.

Poco después, el 18 de abril de 2000, la Sala Constitucional le propinó el golpe de gracia al proyecto al declarar inconstitucional el trámite seguido para su aprobación en primer debate, lo cual obligaba a reiniciar todo el proceso, algo totalmente imposible en esas circunstancias.
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Tras dos años de lucha denodada y diaria por nuestra parte, la propuesta de apertura de los mercados de telecomunicaciones y electricidad había llegado a su fin. Tal era el dictado de la realidad, el dictado de los costarricenses. Así lo aceptamos y lo respetamos.

Lo paradójico es que, con desmemoria rayana en el cinismo, hubo sectores que, además de darnos la espalda en los momentos álgidos del proceso, después tuvieron el tupé de acusar al Gobierno de "abandonar" la reforma y no haber luchado lo suficiente por ella.

***

Pero más allá de la manifiesta mezquindad de unos pocos, lo importante es que este difícil proceso representó una reafirmación, por enésima vez, de la incontrastable superioridad ética y política del sistema democrático.

En tanto representa una respuesta a la pregunta sobre cómo ordenar el poder político, y no una respuesta a la pregunta sobre cómo alcanzar determinadas finalidades sociales, la democracia implica balance y límites al poder como garantía de los derechos ciudadanos y barrera para la tiranía.

Un gobernante, en democracia, siempre debe tener presentes tales límites y la necesidad de convertirse en un balance entre las distintas fuerzas e impulsos sociales. Muchos años atrás, como investigador y profesor universitario, había plasmado en Al Progreso por la Libertad mis ideas sobre cómo diferían las actuaciones de las personas según las funciones que desempeñaban en un momento dado y cómo debía actuar un gobernante dentro de un régimen democrático.

Decía ahí que al pensador, al humanista, al intelectual, al político, le corresponde abrir opciones, señalar ideales, y explicar cambios
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posibles a sus contemporáneos, para una mejor realización en sociedad de las aspiraciones de sus conciudadanos. Asimismo, convencerlos sobre los beneficios de las nuevas instituciones e indicar las modificaciones al orden en el que se desenvuelven los procesos económicos, políticos, sociales y culturales que permitan mejores realizaciones individuales y familiares. En fin, a ellos corresponde interpretar los hechos sociales, para que avance la sociedad en la ruta permanente de la búsqueda de perfección individual y comunitaria.

El gobernante, en cambio, está llamado a un mayor conservadurismo. La introducción de las modificaciones debe corresponder a movimientos de opinión pública que las respalden; su ejecución debe conciliarse con el resto del orden cultural y jurídico, que no se está cambiando. Los valores de la sociedad deben ser respetados por los cambios, ya que el orden mismo de una sociedad depende de la preservación de valores que a menudo no entendemos cómo producen sus resultados. La misión del gobernante consiste en moderar inclinaciones y opiniones personales, y encarnar los movimientos que las sociedades van desarrollando. Desde luego que esta función es también educativa en cuando que ha de señalar posibilidades, comparar resultados y predicar el respeto a los valores, pero no con la libertad del pensador y del político, "para empujar hacia el cambio". Al gobernante le compete conciliar cambio y tradición. Las metas, y los medios para alcanzarlas, que el político señala, el gobernante debe hacerlas compatibles con los valores de la sociedad y con las restantes instituciones y costumbres. Cuando el gobernante deja de estar limitado por los valores de los ciudadanos y por las restricciones de respeto a las esferas individuales e indeterminadas de libre acción de las personas, se convierte de servidor en soberano.13
13. Ver Al Progreso por la Libertad, óp. cit., p. 24.
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A partir de esas reflexiones, en los difíciles momentos de marzo-abril del año 2000, tenía muy clara la trascendencia de la modernización de los sectores de telecomunicaciones y energía, dentro del nuevo modelo de desarrollo que estábamos impulsando, pero también tenía muy presente la necesidad de respetar los límites establecidos por la sociedad.

Esa experiencia me recuerda un pasaje del libro Ética para Amador, en el que Savater plantea la metáfora de un barco que lleva una importante carga para ilustrar la necesidad de diferenciar entre lo esencial y lo accesorio: "A medio del trayecto le sorprende una tremenda tempestad. Parece que la única forma de salvar el barco y la tripulación es arrojar por la borda el cargamento, que además de importante es pesado. El capitán del navío se plantea el problema siguiente: “¿Debo tirar la mercancía o arriesgarme a capear el temporal con ella en la bodega, esperando que el tiempo mejore o que la nave resista?”. Desde luego, si arroja el cargamento lo hará porque prefiere hacer eso a afrontar el riesgo, pero sería injusto decir sin más que quiere tirarlo. Lo que de veras quiere es llegar a puerto con su barco, su tripulación y su mercancía: eso es lo que más le conviene. Sin embargo, dadas las borrascosas circunstancias, prefiere salvar su vida y la de su tripulación a la de salvar la carga, por preciosa que sea".14
Diferenciando entre lo esencial y lo accesorio, mi Gobierno decidió respetar la voluntad mayoritaria y retirar un proyecto política y socialmente inviable. Y esa muestra de humildad democrática convirtió uno de los momentos más complejos que ha afrontado nuestro país en los años recientes en un elemento más para fortalecer nuestra democracia, tal y como señaló la organización que representa a los más

14. SAVATER, Fernando, Ética para Amador, Editorial Ariel, Barcelona, 34a ed., 1999, p. 38.
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prestigiosos analistas políticos de Latinoamérica al conferirme por estas actuaciones el premio ALACOP, el 28 de junio de 2001.

***

Pero esa decisión de abandonar un proyecto inviable en ese momento no significó cejar en el reto de mejorar los servicios de telecomunicaciones y electricidad, pues, en vez de cruzarnos de brazos, alegando que ya habíamos presentado la mejor solución, buscamos la mejor alternativa entre las que quedaron abiertas y logramos introducir profundas mejorías en ambos campos.

Así, logramos incrementar la cantidad de líneas telefónicas fijas en un 45%, al pasar de 718 869 a 1 043 761 líneas, lo cual elevó la densidad de 20,5 a 26,1 líneas por cada 100 habitantes, para una variación de 27%. En el campo de la telefonía celular, la cantidad de líneas instaladas aumentó 7,4 veces, al pasar de 65 929 a 488 137, haciendo que la densidad se multiplicase por seis, desde 1,9 hasta 11,5 líneas por cada 100 habitantes. Además, dejamos totalmente finiquitado el proceso para la instalación de 400 mil líneas adicionales, mediante la tecnología GSM, lo cual implica una densidad de 20,9 líneas por cada 100 habitantes, es decir 11 veces la encontrada.

Debe aunarse a esto que el costo de las llamadas internacionales bajó un 45%, al pasar de US$0,82 a US$0,45 el precio promedio por minuto pleno, la capacidad instalada de cables submarinos pasó de 10 a 954 Mbps, con la instalación de los cables submarinos Maya 1 y Arcos; las conexiones a Internet se multiplicaron por seis y se amplió el ancho de banda de Internet internacional, aunque en este campo deben introducirse mayores expansiones para estar a la altura de los países con que competimos para atraer inversiones.
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Mención especial merece el proyecto de Red Internet Avanzada que el Gobierno perfiló y luego propuso al ICE, el cual permite aprovechar los cableados tradicionales de cobre, junto al cableado de fibra óptica y tecnologías como las DSL (línea digital del suscriptor, por sus siglas en inglés), para crear una muy rápida red de banda ancha a escala nacional y así convertir a Costa Rica en el quinto país más interconectado del mundo, por detrás solo de Corea, Singapur, Hong Kong y Canadá. Este proyecto proporciona, a la vez, bajos costos de conexión, seguridad y confiabilidad, compatibilidad con las actuales tecnologías y una arquitectura de red diseñada para migrar hacia futuras tecnologías. Pusimos en ejecución el proyecto piloto de esta red de banda ancha, con excelentes resultados, y dejamos abiertos los procesos licitatorios para la compra de los equipos necesarios, además de que se impulsó la conexión a Internet 2 y el proyecto PLC (por las siglas de Power Line Communication) para utilizar la red de distribución eléctrica a fin de brindar servicios de telecomunicaciones.

Por su parte, la capacidad de generación eléctrica nacional se incrementó 23%, al pasar de 1392 a 1709 MW, con la entrada en operación por parte del ICE de los proyectos Geotérmico de Miravalles II y III, Hidroeléctrico Angostura y Eólico de Tejona, y la cobertura eléctrica nacional pasó de 93,9 a 97%, de acuerdo con el Censo de Hogares. Además, se dejó en curso la construcción de los Proyectos Hidroeléctricos de Peñas Blancas y Pirrís, y el Geotérmico de Miravalles V, para un total de 182 MW adicionales y que equivalen a 13% de la capacidad instalada que existía en 1998.

En definitiva, la sociedad costarricense experimentó, mediante la adecuada utilización del marco legal e institucional vigente, un notable avance en los sectores de telecomunicaciones y energía, a pesar de la inviabilidad política y social de una reforma más de fondo.
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Cuando en los próximos años se planteen nuevas iniciativas de reforma, confío en que la experiencia generada durante mi Gobierno, con la Ley de Protección al Trabajador y las propuestas relativas al ICE, será de suma importancia en la elección de la mejor vía para el cambio.

4. Corolarios para el cambio

Al impulsar cambios profundos en los sistemas de pensiones y de cesantía y en los mercados de telecomunicaciones y energía, aún cuando lo hubiésemos planteado cristalinamente en el Programa de Gobierno, de algún modo actuamos en sentido contrario a lo que es usual en estas reformas de gran calado.

En este sentido, la propia Directora-Gerente Alterna del FMI, Anne Krueger, ha planteado que "en todos los casos, por supuesto, las reformas han sido realizadas bajo circunstancias en las cuales las condiciones económicas estaban deteriorándose (...) La existencia de una condición de estancamiento económico (y el reconocimiento de que tal situación continuará) o el deterioro continuo es evidentemente un requisito de las reformas".15

Ni en las pensiones o la cesantía enfrentaba el país una situación crítica, ni tampoco en energía y telecomunicaciones ya que —como señalé al inicio del apartado anterior— las tasas del país en esos dos rubros eran de las más altas de Latinoamérica y la población tenía importantes niveles de satisfacción con el servicio. En ese contexto, las reformas que impulsamos no eran acciones para apagar un incendio,

15. BATES, Robert H. & Anne O. KRUEGER, eds.; Political and Economic Interactions in Economic Policy Reform: Evidence from Eight Countries, Oxford: Basil Blackwell, 1993, p. 454.
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que nadie cuestiona y más bien hasta se acogen con alivio. Representaban actos de previsión para anticipar soluciones a problemas futuros o para crear oportunidades de desarrollo humano en el contexto de la nueva economía. En ambos casos, eran situaciones aun imperceptibles para la gran mayoría de las personas y, en consecuencia, las propuestas estaban sujetas a discusión y controversia.

Muchos podrían preguntarse si no corrimos, entonces, un riesgo demasiado grande o incluso innecesario, que expuso nuestra gestión al peligro gratuito, en términos políticos, de afrontar la incomprensión ciudadana por impulsar unas reformas sin esperar a que una crisis profunda y sostenida las hiciera más viables y aun irresistibles.

Es más, quienes siguiesen esa línea de pensamiento podrían plantearse también si no fue un error haber ayudado en 1995 a evitar la crisis durante la administración Figueres Olsen, en vez de dejarla estallar para llegar al Gobierno con mayores posibilidades de aprobar las reformas necesarias.

Puede ser que tuviesen razón y ese tipo de métodos resultasen eficaces, pero no es así como concibo la política. Ese tipo de respuestas sacrifica el principio ético que pone a la persona, y su bienestar, por encima de otros intereses. Además, ante tesis como las expuestas, cabría contrapreguntar: ¿qué hacer cuando no se encuentran las condiciones ideales para impulsar reformas?, ¿era válido no hacer nada y permitir que en el curso de unos años se produjera una profunda crisis en las pensiones y la cesantía, con el terrible costo humano y económico que habría tenido?, ¿debí dejar que las debilidades en energía y telecomunicaciones siguiesen minando la competitividad del país en el largo plazo?
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Creo que al gobernar, el interés nacional debe primar sobre cualquier otra consideración. Y, por tanto, mi deber primordial como gobernante era impulsar la adopción de medidas previsoras que potenciaran el desarrollo presente y, sobre todo, futuro de los costarricenses, y no sacrificar éstas en aras de la comodidad personal de no correr riesgos y evitar problemas que afectaran la popularidad de mi gestión.

Las reformas iban en consonancia con el más profundo interés nacional, así que era imperativo luchar para concretarlas. En todo caso, si bien no logramos la apertura del mercado en telecomunicaciones y energía, y debimos recurrir a las medidas alternativas reseñadas supra para frenar el deterioro en esas áreas y reimpulsarlas, es lo cierto que en pensiones y cesantía tuvimos un éxito resonante y de gran trascendencia para las futuras condiciones de vida de los costarricenses, a pesar de lo que correctamente señalan Krueger y Bates.

Además, la guerra de largo plazo por el avance humano y la derrota de la pobreza implica batallas que se pierden, pero que son antecedentes esenciales para futuras victorias. Las luchas que no se libran son débitos en las cuentas de la historia, que posteriormente debemos pagar multiplicados, con aun mayores rezagos en la adopción de las medidas apropiadas.

Tanto por lo que resultó exitoso como por lo que falló, nuestra experiencia permite extraer conclusiones muy importantes para el impulso de reformas trascendentes en campos socialmente sensitivos, especialmente cuando —como en nuestro caso— no se dan las circunstancias ideales para el cambio a las que se refieren dichos autores.

Tales corolarios para el cambio pueden concentrarse, para su examen, en cinco grandes áreas que están ligadas inextricablemente:

LAS LECCIONES DEL CAMBIO



             157

solidez técnica, credibilidad, creación de un clima favorable, decidido apoyo político y recursos suficientes para impulsar la reforma.16

La solidez técnica es una condición necesaria, aunque no suficiente, para lograr la aprobación de cualquier reforma, como prueba la distinta suerte de la LPT y del Proyecto de Ley de Mejoramiento de los Servicios Públicos de Electricidad y Telecomunicaciones y de la Participación del Estado, a pesar de contar con sustentos técnicos igualmente sólidos.

Esa solidez requiere de un diagnóstico estrictamente técnico, en el cual resulta esencial considerar los costos de la ausencia de reformas, con especial énfasis en lo que puede suceder si no se aprueba, máxime cuando los enemigos del cambio suelen resaltar y exagerar sus eventuales costos. Pero es clave adicionarle también un diagnóstico de carácter político, que muchas veces se omite, a fin de considerar adecuadamente la interacción entre ambas variables.

Precisamente por esa interacción, en la búsqueda de solidez técnica es necesario contar con una visión global de la reforma, pero también tener siempre presente que no se puede realizar la reforma total. Los modelos de equilibrio general, completos e integrales que son posibles y deseables —como modelos mentales abstractos— en el nivel técnico o el mundo académico; son esquivados por la realidad social que es —siempre— más compleja, que experimenta trasformaciones dinámicas por variables exógenas al modelo general y que no acepta simplificarse para ser equivalente al modelo de laboratorio.

16. En la elaboración de estos aspectos han sido de mucha utilidad las ideas de Ronulfo Jiménez Rodríguez, mi asesor, colega y amigo, y los análisis que hemos tenido oportunidad de compartir sobre el particular.
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Además, a la hora de concretar los cambios estos casi siempre resultan diferentes a los originalmente planteados, pues al ser sometidos a las cribas del Congreso y la opinión pública se ven afectados por la influencia de diversos sectores políticos, económicos y sociales, lo cual hace necesario estar dispuesto a dejar en el camino partes no esenciales de la reforma, a fin de no impedir su aprobación. Esto es difícil, porque esas partes si bien no son esenciales, sí son deseables y uno quisiera que también se incluyan, pero la realidad política obliga a hacer esos sacrificios a fin de avanzar.

Nada de esto significa desechar los modelos globales, que tienen una función vital como referencia, pero sí tener claro que no se debe sacrificar un avance real y sustantivo, en aras de una idealidad imposible de concretar. Este imperativo resulta de la imperfección humana, que obliga a recurrir al método de la prueba y el error y avanzar mediante cambios parciales y graduales. La visión global es relevante como punto de referencia y para garantizarnos no dejar de lado alguna variable de gran influencia que dé al traste con los resultados buscados por los cambios. Pero es necesario recordar que, en última instancia, toda trasformación humana es parcial, marginal y experimental.

Credibilidad es palabra clave a la hora de impulsar reformas y, al contrastar la LPT con la reforma del ICE, es claro que para construirla debe adicionarse, a la solidez técnica de la propuesta, una estrecha participación de los sectores interesados en el análisis, redacción y concreción de las propuestas.

Esta fue una constante en todo el proceso relativo a la LPT que le brindó una extraordinaria solidez al granjearle el apoyo de diferentes segmentos sociales. En cambio, la carencia de un proceso conti-
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nuado de esta índole probablemente fue, como ya señalé, la mayor debilidad de la reforma en energía y telecomunicaciones, pues los detractores de ésta pudieron alegar, de modo creíble para amplios sectores de la población, que se habían desnaturalizado los acuerdos alcanzados en la Concertación Nacional. Si todos los grupos hubiesen participado en la redacción del texto, como en la LPT, tal argumentación hubiese sido imposible y no se habría visto socavada la credibilidad natural que la concertación confería a la reforma. Así, la presentación del texto respectivo se habría atrasado unas semanas, incluso meses, pero la reforma hubiese conservado toda su credibilidad.

Conviene que ese proceso se conciba en varias etapas complementarias, para ir resolviendo paso a paso las objeciones y mejorando las propuestas a la luz de nuevas y diferentes visiones. La idea es que esto obliga a concretar las objeciones, en lugar de verlas en términos generales o abstractos, de modo que cada punto resuelto represente un paso firme y evite ulteriores revisiones, para que el proceso avance sólidamente, aunque en las etapas iniciales ese método parezca más lento.

Dada la importancia de conservar la credibilidad de la reforma propuesta, solo deben considerarse juntos temas que puedan tratarse por aparte cuando esto implique ventajas indiscutibles para la credibilidad y avance del proceso, en particular cuando amplíen el universo de apoyo a la reforma. Tal fue el caso de lo sucedido en la Ley de Protección al Trabajador al unirse en el proceso de redacción del proyecto el tema de la cesantía con el tema de pensiones. Esto no solo facilitó las transacciones entre los diversos sectores involucrados y que las soluciones en cada uno de esos campos fortalecieran a su vez las brindadas en el otro, sino que también concretó una
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posibilidad que esos sectores ya habían considerado, aunque no en forma definitiva, en el curso de la Concertación.

Esa fusión de temas, que tan útil resultó en la LPT, tuvo efectos muy negativos en la reforma del ICE, pues el agregado no amplió los niveles de apoyo a ninguna de las facetas de la reforma. Al contrario, esta vio afectada su credibilidad y debilitada su viabilidad, ya que —como vimos— la mezcla de materias unió en un solo haz de voluntades los hasta entonces dispersos grupos de oposición a cada aspecto de la reforma y además hizo aún más difícil su explicación y comprensión, lo cual facilitó el ataque al proyecto por parte de los defensores del statu quo. En esto influyó, y no poco, el hecho de que el tema de energía nunca fue objeto de la Concertación, —por las razones explicadas en el Capítulo II— por lo que al incluirse en un solo texto con las disposiciones en materia de telecomunicaciones y fortalecimiento institucional del ICE, terminó debilitando aún más la credibilidad de las propuestas en esos dos aspectos, que ya afrontaban críticas. Y los posteriores cambios en los textos, necesarios para atender las demandas de la oposición en el Parlamento, profundizaron aún más ese problema de credibilidad.

De ahí se desprende la necesidad de rechazar cualquier cambio que desnaturalice la credibilidad de la reforma, aun bajo riesgo de que entonces no se apruebe. En esa terrible disyuntiva es necesario optar por la credibilidad. En efecto, si ésta se conserva los impulsores de la reforma siempre podrán volver a plantearla en un momento más propicio. Pero si la credibilidad de la reforma se pierde, es casi seguro que ésta igualmente no se aprobará, pero tampoco podrá volver a plantearse en un plazo relativamente razonable.
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Crear un clima favorable para la reforma demanda una adecuada prospección de la opinión pública, que permita evacuar las inquietudes de la población sobre la reforma y hacer énfasis en los aspectos que favorece de ésta. Con ese objetivo es necesario identificar con claridad los posibles intercambios entre los principales actores a fin de ganar su apoyo hacia la reforma, pues en caso contrario el proyecto no se podrá concretar, incluso en la hipótesis de que inicialmente tuviese apoyo legislativo, al afectarse directamente los intereses de importantes grupos de presión.

También es indispensable en esa tarea un adecuado manejo de la comunicación, tanto para lograr conocimiento como apoyo para la reforma, a partir de una estrategia comunicativa que ha de procurar la emisión de un mensaje lo más sencillo posible sobre temas técnicamente complejos. En este sentido, el mensaje es más efectivo si se logra segmentar adecuadamente a los distintos niveles de conocimiento, interés y preocupación de los diversos públicos.

En el caso de la LPT esto se logró con mayor claridad que en el caso de la reforma del ICE, en lo cual influyó el hecho de que los resultados de la primera tenían un efecto beneficioso más tangible, atractivo y personalizado para la mayoría de la población que los de la segunda. Además, el desarrollo y ejecución de la campaña informativa y publicitaria sobre la LPT sí se pudo realizar en la forma, tiempo e intensidad que se había previsto, mientras que eso no sucedió en el caso de la reforma del ICE, como ya señalé.

Un decidido apoyo político es, naturalmente, una condición indispensable para impulsar reformas, dado que éstas suelen concitar la oposición de importantes grupos, enfrentar la incomprensión o indiferencia de amplios sectores de la población y demandar absoluta
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prioridad en la agenda legislativa, todo lo cual no puede concretarse si no existe una clara voluntad política en favor de la propuesta.

En sistemas parlamentaristas de ello depende la vida misma del Gobierno, pues carecer de respaldo para sus reformas básicas implicaría su caída, pero a la vez es relativamente más sencillo de lograr porque el Gobierno tiene, por definición, la mayoría en el Parlamento. En los sistemas presidencialistas la existencia del Gobierno no está en juego, pero a cambio es más difícil generar la mayoría parlamentaria requerida para aprobar reformas de fondo. En efecto, cada vez es más frecuente que, en ese tipo de Gobiernos, el Poder Ejecutivo no cuente con mayoría legislativa, lo cual obliga a contar con una fuerte alianza política que respalde cambios profundos.

En la LPT se logró fuerte apoyo por parte del Gobierno y de la fracción legislativa del PUSC, así como la colaboración de los diputados del PLN y de Fuerza Democrática, lo cual facilitó la tramitación del proyecto. En cambio, la reforma del ICE enfrentó la frontal oposición de esa última fracción y del diputado del Movimiento Libertario, junto con la resistencia larvada de importantes sectores de la fracción liberacionista, por lo que el proyecto solo contó con el apoyo irrestricto de los diputados del PUSC —que no eran mayoría legislativa— y del Gobierno, todo lo cual tuvo como consecuencia la prolongada y accidentada tramitación del proyecto a la que hice mención en la sección previa.

Paradójicamente, si se quiere, una de las mayores dificultades consiste en contar con los recursos suficientes para impulsar los procesos de reforma. Contrario a lo que puede pensarse, éstos suelen ser muy escasos en pequeños países en desarrollo, con limitaciones fiscales importantes y sistemas presupuestarios muy específicos, como fue
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nuestro caso. Esta escasez de recursos dificulta la conformación de los equipos de personas con las capacidades técnicas y políticas que se requieren para impulsar las reformas. También afecta el desarrollo de las actividades de medición de la opinión pública y de adecuada comunicación de la reforma en todos los ámbitos y segmentos de la opinión pública, que suelen tener costos muy elevados.

En la preparación y tramitación de la Ley de Protección al Trabajador se logró contar con los recursos indispensables para el desarrollo integral del proceso, en gran medida por la colaboración de organismos multilaterales, entidades públicas y aun empresas privadas que comprendieron la trascendencia de esa transformación. No sucedió lo mismo en el caso del proyecto de reformas del ICE, en el cual no se logró contar con la masa crítica de recursos para ejecutar las acciones necesarias. En buena parte esto se debió a que se dependía de los recursos y acciones de la misma institución, que no se canalizaron en los volúmenes ni momentos claves para apoyar de modo significativo su tramitación: la oposición interna a la apertura del monopolio de la institución, dificultaba a los jerarcas la ejecución de esas acciones.

Tal diferencia, así como las que se presentaron en las restantes áreas claves que hemos examinado, fueron las que una a una, detalle a detalle, marcaron la diferencia entre una reforma exitosa y una fallida. Y aquí surge una pregunta, ¿qué hacer cuando la reforma no se aprueba?, que lleva al más importante de los corolarios de nuestros esfuerzos en esa área.

Claro es que una reforma se plantea porque se considera una opción tan superior a las demás, que bien vale la pena pasar por el arduo, difícil y desgastante proceso que su tramitación implica para cualquier Gobierno, máxime si, como en nuestro caso, no la hace inevitable una
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situación de crisis en la materia a reformar. Pero si esa reforma claramente superior es rechazada, el gobernante no debe olvidar que su compromiso con el progreso de su país obliga a buscar e impulsar, entonces, la mejor opción entre las que quedaron abiertas.

En otros términos, el gobernante no puede limitarse a señalar que ya impulsó la mejor opción y ésta fue rechazada, por lo cual queda salvada su responsabilidad histórica —aunque esto es cierto—, sino que también tiene la obligación de poner en práctica las mejores acciones disponibles para acercarse lo más posible al objetivo originalmente perseguido. Eso fue exactamente lo que hicimos en energía y telecomunicaciones, al rechazarse la reforma del ICE, lo cual nos permitió elevar la capacidad de generación eléctrica en casi una cuarta parte, aumentar en casi la mitad la cantidad de líneas telefónicas fijas, multiplicar por seis la densidad de telefonía celular e iniciar el proceso para convertirnos en uno de los países más interconectados del mundo, todo ello en solo cuatro años, como expliqué en detalle al final del apartado anterior.

Persevera y vencerás, reza una vieja máxima que parece ser obligado estandarte de todo el que impulse reformas para mejorar la competitividad y elevar los niveles de desarrollo humano. Perseverancia, previsión, paciencia, patriotismo. Las cuatro "p" de la concertación son necesarias para impulsar las reformas.
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uizás por su fuerza incontrastable, el proceso de mundialización, o globalización, suele generar, en amplios sectores, aprensiones sobre sus eventuales efectos negativos, económicos y socioculturales, en particular sobre los países más pequeños, como Costa Rica, que no tienen forma de influir en el curso general del proceso ni de oponerle una resistencia efectiva.

Claro es que resulta válido y aun necesario, analizar críticamente los actuales efectos de ese proceso, que ciertamente plantea retos de gran envergadura a los países pequeños y subdesarrollados, aunque tampoco deben verse de modo desproporcionado ni olvidar (como suelen hacer los defensores a ultranza del statu quo( que, junto a los retos, también proporciona notables oportunidades para el progreso de las naciones que sepan interpretar, adaptarse y aprovechar el impulso de la corriente mundializadora.
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Al fin y al cabo el fenómeno no es nada nuevo, por más que ahora sus efectos sean mucho más perceptibles para todos.

Los grandes imperios antiguos entendían que su misión era conquistar lo conocido. A pesar de su aparente amplitud, este punto de partida tenía intrínseco un pesado lastre, pues "lo conocido" estaba limitado por las tecnologías de comunicación y transportes entonces disponibles. Con el cristianismo surge la primera percepción realmente universal, al proponer una Iglesia única e imponer una visión del hombre, del universo y de Dios, trascendiendo así los límites materiales previos. Y en la Alta Edad Media la expansión del comercio entre el Mediterráneo, el Atlántico y el norte europeos inició un proceso de acercamiento de los feudos hasta entonces separados. Pero físicamente "lo conocido" seguía siendo muy estrecho, lo cual solo se superó siglos después, gracias a Colón y los que siguieron su estela. Y en lo tocante al espíritu, fue el Renacimiento y su humanismo los que abrieron nuevos senderos para acelerar la globalización, con su visión sustentada en el hombre y su valía.

A partir de esa base, la revolución política liberal, la revolución industrial, el libre comercio y los sucesivos avances tecnológicos en transportes y telecomunicaciones, desde entonces han ido eliminando barreras y acercando a las naciones, primero, y a los seres humanos, ahora.

Pensamientos, vivencias, deportes, cocina, entretenimientos, historia, tradiciones, de cualquier confín de la Tierra se conocen ahora con facilidad, prontitud y poco costo en cualquier otro lugar del planeta. Al igual que las ideas y costumbres, los bienes y servicios y las personas también pueden movilizarse a bajo costo y en escaso tiempo. Todo esto no solo acerca a los seres humanos como personas,
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unos a otros, sino que también cambia la concepción, influida por el Renacimiento, de las naciones-estado.

Como resultado, ahora las naciones ceden parte de su soberanía, en dos direcciones. En un primer sentido, la ceden a agrupaciones de naciones, a instituciones mundiales y a corporaciones y asociaciones multinacionales, mientras que en una segunda línea la traspasan hacia las regiones internas con mayor cohesión de tradiciones, lengua y familia. Así, los Estados y las sociedades nacionales transfieren soberanía hacia unidades más grandes y también hacia unidades más pequeñas, como municipios, departamentos o regiones.

Para un país pequeño y con una identidad nacional bastante homogénea, como Costa Rica, ese proceso no implica mayores debilitamientos a causa de cesiones hacia unidades menores. Pero dado nuestro excesivo centralismo, por influencia del modelo francés del siglo XIX, sí nos da ocasión para impulsar la descentralización territorial, fortaleciendo los Gobiernos municipales y la participación ciudadana en los procesos de toma de decisiones.

De ahí que —tal y como se detalló en el Capítulo III( impulsamos y logramos la aprobación de una reforma constitucional para transferir, gradualmente, mayores responsabilidades, competencias y recursos, del orden del 10% del Presupuesto Nacional, a las Municipalidades. Y las bases de una nueva cultura de efectiva participación ciudadana para solventar las necesidades que plantea la cotidianeidad de cada comunidad, fueron sentadas por el Triángulo de Solidaridad, una estrategia de desarrollo que aunó los esfuerzos de las organizaciones comunales, Municipalidades y Gobierno. Mediante el Triángulo de Solidaridad, la ciudadanía tuvo una participación decisiva para priorizar las necesidades de cada comunidad, escoger las soluciones, ejecutar-
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las y velar por el cumplimiento de los objetivos y el adecuado uso de los recursos públicos, a la vez que disminuyó el costo de las obras, todo lo cual llevó a que varios países solicitaran la cooperación costarricense para desarrollar programas similares.

El mayor acercamiento entre las naciones también nos da la oportunidad de tener acceso a mercados más grandes y revivir así, con una estructura productiva muy diversificada, la exitosa experiencia del café en las primeras décadas del siglo XIX. Pero de previo será necesario terminar de superar una carlanca que entonces no existía y que empezó a surgir en Latinoamérica y en el país un siglo después: el proteccionismo.

En efecto, a raíz de la drástica reducción de los flujos de comercio internacional que se produjo con la Gran Depresión, primero, y la Segunda Guerra Mundial, después, la industria de la región dirigida a los mercados internos tuvo un impulso notable y sus beneficiarios contaron entonces con poder económico y político para defender sus intereses gremiales, en detrimento de los intereses generales. Así, cuando después de 1945 se inició el restablecimiento de las corrientes de comercio mundial y esto puso en peligro su dominio de los mercados nacionales, recurrieron a medidas de privilegio, y no de estímulo de su competitividad, para preservarlo.

Costa Rica y sus vecinos, por la excesiva pequeñez de sus mercados, no pudieron aprovechar la recesión y la guerra para desarrollar sus industrias para el mercado local. Pero encontraron en el Mercado Común Centroamericano, una oportunidad para la industrialización y el crecimiento económico, que sirvió también para crear intereses particulares que se volvieron cada vez más fuertes y comprometidos con la causa de una minoría promotora del proteccionismo.
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Fue época en la que se soltó al Estado y se amarró a la persona. La maraña de regulaciones resultantes, y el hecho de que el resultado de cada acción individual o empresarial dependiese de las intervenciones cambiantes del Gobierno, atrofiaron la creatividad individual y desviaron los esfuerzos hacia la búsqueda del favor estatal, en lugar de ser usados en la lucha permanente por el progreso.

De esta forma, se introdujeron en la sociedad costarricense esquemas institucionales muy distintos, incongruentes con nuestra trayectoria, pues se centralizó la toma de decisiones y se impusieron serias limitaciones a las libertades de los ciudadanos para realizar sus transacciones económicas. Y pasamos así de una sociedad previsora en un marco de libertad, a una sociedad intervenida por excesivas regulaciones y por el proteccionismo de intereses.

Esto es congruente con la tesis presentada hace un par de décadas por Mancur Olson, 17 donde describe el proceso mediante el cual, en un país estable y democrático, poco a poco van surgiendo estos grupos de interés, que buscan crear y preservar rentas a costa del resto de la sociedad. Con el transcurrir del tiempo van a existir muchos de estos grupos, lo cual puede llevar a una serie de políticas proteccionistas, paternalistas, gremialistas, que terminan bloqueando el progreso económico en un país. Por encontrarnos en esa encrucijada es preciso que el país se termine de sobreponer a las tendencias proteccionistas, opte por reforzar su competitividad y aproveche las oportunidades de intercambio que plantea el proceso de mundialización.

Al mencionar someramente alguna de sus implicaciones, he querido ilustrar que, ciertamente, son múltiples los retos que entra-
17. Ver. OLSON, Mancur. The Rise and Decline of Nations, New Haven, Yale University Press, 1982. Capítulo 111.
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ña el proceso de mundialización y que una tarea de esa magnitud requiere de la acción decidida de las naciones para impulsar, tanto nacional como internacionalmente, las acciones que permitan potenciar y maximizar los aspectos positivos, así como minimizar y revertir aquellos que sean o pudieren ser negativos, a fin de lograr que el proceso como un todo contribuya a elevar los niveles de desarrollo humano de los pueblos.

Los factores claves para alcanzar ese propósito no admiten mayor discusión.

En lo económico, es crucial garantizar que no se obstaculice con barreras arancelarias o no arancelarias, como las que existen hoy día, el acceso a los mercados de los países desarrollados por parte de los productos de los países en desarrollo.

En lo político, debemos asegurarnos que la democracia, el estado de derecho, los derechos humanos y la solidaridad efectiva entre los pueblos se conviertan en estándares vigentes en todos y cada uno de los países del mundo.

En lo ambiental, es vital lograr que el incremento en los niveles de vida en los países en desarrollo, y que los ya alcanzados en los países desarrollados, no impliquen un mayor deterioro del ambiente, sino que más bien se revierta el ya causado. Para esto es indispensable crear mercados y mecanismos institucionales según los cuales pague quien contamina, y gane quien mitiga la contaminación y preserva el ambiente, porque está en juego la calidad de vida y aun la supervivencia de nuestra especie.

Si la mundialización es un proceso irreversible, ¿cómo puede un pequeño país como el nuestro contribuir a convertirlo en un elemento que favorezca y no que perjudique el desarrollo humano? Encon-
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tramos la respuesta a esta pregunta, justamente en uno de los aspectos que más críticas genera a la mundialización: su tendencia a la homogenización cultural y las dificultades que suelen afrontar las manifestaciones de la cultura nacional y local para sobrevivir a ese embate y no ser sentidas como anacrónicas por las nuevas generaciones.

La respuesta inmediata de algunos a esa preocupación es el equivalente cultural de levantar un muro para evitar esa homogenización y "proteger" la cultura nacional; pero es claro que ésta no es una verdadera solución al problema, sino, cuando mucho, un intento de escape a ninguna parte, dada la fuerza del fenómeno globalizador.

Resulta indiscutible la necesidad de preservar y promover la diversidad cultural, en el ámbito nacional y mundial, ya que esto tiene profundas implicaciones para la identidad de los pueblos y la riqueza y creatividad de la humanidad. Mas para ello no puede recurrirse a cerrar la puerta a nuevas manifestaciones culturales, pues esto representaría una forma de inmovilización y fosilización que es ajena al natural proceso de enriquecimiento de la cultura y opuesta a la fraternidad universal. Se necesitan mejores respuestas que la simple evasión. Al fin y al cabo, las formas de cultura que lograron persistir frente a otras distintas o convivir con ellas, en un proceso de selección, acumulación y sincretismo, todo a la vez, son las que hoy constituyen el sentido de identidad de cada nación o pueblo.

Frente al reto que la mundialización plantea a la identidad nacional, la respuesta probablemente descansa en aquellos aspectos que realmente están enraizados en lo más profundo del alma de cada pueblo. Como el peñón que afronta una marejada y que aún está ahí, firme y erguido, cuando aquella se retira, sin importar que se lleve consigo algunos arbustos y elementos sueltos; aquello que realmente está
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arraigado en la forma de ser de una nación, de un pueblo, logrará perdurar en medio de los embates de la mundialización o de cualquier otro fenómeno. Y esta fe y confianza en la fortaleza de los principios y valores que nos identifican y nos distinguen, que constituyen lo más valioso de nuestra nacionalidad, debe inspirar y fundamentar todas y cada una de las actuaciones del país en el concierto de las naciones.

De ahí que hayan sido los más arraigados valores y principios de la identidad costarricense los que constituyeron las líneas maestras seguidas por nuestra política exterior, a fin de que el país lograra una inserción de calidad en la mundialización.

Promoción de los derechos humanos, defensa permanente de la democracia, lucha contra el armamentismo, el narcotráfico y el extremismo terrorista, solidaridad entre los pueblos, activa participación en el comercio internacional y compromiso activo con la protección ambiental, constituyen los principios indelebles de la nacionalidad costarricense y, por tanto, han sido, son y deberán ser siempre los que guíen nuestra política exterior, pues en este punto Costa Rica, más que una política de Gobierno, sigue una política de Estado desde los albores mismos de nuestra nacionalidad.

· La modernidad de la tradición costarricense

· Mundialización en las dos vías

· Un mercado para el ambiente
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1. La modernidad

de la tradición costarricense

De 1811 a 1813 una voz resonó, incansable, firme y elocuentemente, en los salones que albergaban a las Cortes de Cádiz, en defensa de los derechos de toda la población indígena y negra de América.

Era una voz de "extraordinaria fuerza persuasiva y de elegante sobriedad",18 que por su denodada defensa de los derechos humanos de esas dos poblaciones, cuya participación activa en la administración y Gobierno de las colonias promueve con ahínco, logra que se decrete la abolición de las mitas o encomiendas, se eliminen los servicios personales brindados a sacerdotes y otros funcionarios públicos, se disponga la distribución de tierras comunales y se destine la cuarta parte de las becas en los colegios conciliares de América en beneficio de los indígenas; así como la disposición para que los negros sean admitidos en las Universidades, seminarios, comunidades y órdenes religiosas.

Esa voz que tanto contribuyó a forjar el nacimiento de una conciencia y un derecho americanos basados en la igualdad de derechos de los seres humanos, sin distingos de ninguna índole, era la voz del representante costarricense, el presbítero Florencio del Castillo, quien por sus notables cualidades llegó incluso a ser Presidente y Secretario de esas Cortes pese a representar a la que era, posiblemente, la más atrasada de las provincias del Imperio español.

Desde entonces, una década antes de nuestra Independencia, la defensa, respeto y promoción de los derechos humanos ha sido piedra fundamental de la tradición costarricense de política exterior, que hoy


18. BONILLA, Abelardo, Historia y Antología de la Literatura Costarricense, San José, Publicaciones Universidad de Costa Rica, 1957, p. 65.
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encuentra renovado vigor en el creciente compromiso con la vigencia efectiva de los derechos humanos que se registra en todo el mundo.
Para garantizar el respeto irrestricto de los derechos humanos, es fundamental una tarea de promoción, educación y divulgación en todos y cada uno de los países, pero también asegurar el eficaz funcionamiento en el nivel internacional de sistemas objetivos de seguimiento, apoyo y tutela de esos derechos, así como de sanción para asegurar que su violación no quede impune, en particular cuando se da por parte de quienes ejercen poder.

Tal es la razón por la cual promovimos en nuestra gestión el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, la entrada en vigencia de la Corte Penal Internacional, la elaboración y aprobación del Protocolo de la Convención Internacional contra la Tortura, y la creación en el marco de las Naciones Unidas de un Informe Global sobre Derechos Humanos —así como existe un Informe sobre Desarrollo Humano— que permita evaluar objetivamente el estado y evolución, o involución, del respeto a los derechos humanos en cada país.

Suscrita hace ya tres décadas en nuestra capital, razón por la cual también se le conoce como el Pacto de San José, la Convención Americana de los Derechos Humanos, ha contribuido de modo decisivo a extender y arraigar la observancia de esos derechos en el continente americano, que hoy registra en ese campo una situación muy distinta a la de entonces. Con todo, su aplicación y evolución ha demostrado que es necesario hacerle algunos ajustes al sistema interamericano de los derechos humanos que lo adapten a las nuevas circunstancias y fortalezcan su funcionamiento. Con ese propósito, iniciamos un movimiento que recibió importante apoyo de los Cancilleres del Hemis-
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ferio, del Secretario General, de la Corte, la Comisión y el Instituto Interamericano de los Derechos Humanos, y de la Comisión Jurídica de la OEA, a partir de la celebración en 1999, en nuestra capital, del XXX aniversario de la Convención, del XX aniversario de la Corte y del XIX aniversario de la fundación del Instituto por acuerdo entre la Corte y el Gobierno de Costa Rica.

Todo ese proceso culminó en la XXXI Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (OEA), celebrada en nuestro país en junio de 2001. Con ese fin se impulsaron las reformas necesarias para fortalecer el sistema interamericano de derechos humanos en cuatro aspectos centrales: otorgar a las víctimas, y no solo a los Estados, participación directa en todas las etapas de un proceso ante la Corte; garantizar un adecuado control del cumplimiento de las sentencias; asegurar un mínimo de recursos a la Corte y a la Comisión para que funcionen de modo permanente, y no en períodos limitados, propiciando así mayor y más efectiva protección a los derechos de todos; y, por último, universalizar el sistema mediante la ratificación por parte de los Estados que aún no lo han hecho de la Convención Americana y sus instrumentos conexos, así como la aceptación generalizada de la jurisdicción contenciosa de la Corte. En los dos últimos puntos queda una larga tarea por cumplir, pero ya se dio un avance significativo al crearse conciencia y aceptación política de su importancia y al asignarse mayores recursos a los órganos del sistema.

En los últimos años, hemos visto con estupor e impotencia las guerras civiles y conflictos de diverso tipo que llevaron a masacrar a pueblos enteros en diversos continentes y a terribles violaciones masivas de todos los derechos humanos, patrocinadas, instigadas o ejecutadas desde posiciones de poder. Por décadas, Costa Rica señaló que para evitar la impunidad en estos casos, el principio de no inter-
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vención debe ceder ante la defensa de los derechos humanos, concebidos como universales sin excepción.

Ya en 1923, don Alejandro Aguilar Quirós había propuesto en Santiago de Chile instaurar un tribunal de justicia internacional en América. Dicha idea fue respaldada en 1945 por un ex Presidente costarricense que ejercía el cargo de Canciller en esa época, don Julio Acosta, en respuesta a una nota del Ministro de Relaciones Exteriores de Uruguay, Rodríguez Larreta.19 En consonancia con esa tradición histórica, promovimos decididamente en la Organización de las Naciones Unidas (ONU) la creación de la Corte Penal Internacional y su ratificación por parte de los Estados, a fin de establecer la prioridad de la defensa de los derechos humanos sobre el principio de las soberanías nacionales. Tuvimos en ello la fortuna y el honor de coincidir con la posición que en este sentido ha impulsado el Secretario General de la ONU y Premio Nobel de la Paz, Kofi Annan.

Venturosamente el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional entró en vigencia en abril de 2002, casi un año después de ser ratificado y depositado por nuestro país en concordancia con su tradición histórica de contribuir a fortalecer la observancia de los derechos humanos en el planeta.

Un éxito extraordinario fue la aprobación del Protocolo contra la Tortura. He dicho en varias ocasiones que los avances en materia de derechos humanos requieren altas dosis de paciencia y persistencia,20 y éste fue otro caso para confirmar esa regla.

19. LÓPEZ JIMÉNEZ, Ramón, El principio de no intervención en América y la nota uruguaya, De Palma, Buenos Aires, 1947.

20. Por ejemplo, en 1964 Costa Rica propuso crear el Alto Comisionado de los Derechos Humanos. Requirió 30 años de lucha permanente que la propuesta cristalizara en 1994.
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Fortalecer los mecanismos de la Convención Internacional contra la Tortura era una necesidad de larga data, ya que la tortura y los tratos crueles, inhumanos o degradantes son, lamentablemente, la más frecuente y generalizada de las violaciones de derechos humanos. De modo que desde 1980, Costa Rica, Suiza y Suecia habían propuesto apuntalar esa Convención con un Protocolo que ayudase a prevenir el problema y diez años después la habían reiterado los dos primeros países. En 1999 las tres naciones volvimos a la carga y Costa Rica asumió la responsabilidad de presidir el Grupo de Trabajo de la Comisión de Derechos Humanos encargada de proponer la redacción del texto.

Centrado en la prevención, el Protocolo combina mecanismos nacionales e internacionales de monitoreo periódico, confidencial e imparcial, de los distintos centros de detención, para determinar si las condiciones en las que se encuentran las personas privadas de libertad constituyen casos de torturas o de tratos o tratamientos crueles, inhumanos o degradantes. Esto llevará a que los países pongan mucha atención a esas condiciones de detención y los incentivará a mejorarlas. El objetivo primordial no es hacer denuncias ni condenar gobiernos —aunque en casos extremos esto pueda ser necesario—, sino cooperar con todas las naciones para mejorar el respeto a los derechos humanos en esta área.

Tales características le permitieron al Protocolo superar las inevitables resistencias que genera un instrumento de esa índole y obtener un amplio apoyo, primero en el Consejo Económico y Social de la ONU y, luego, en su Asamblea General. Al mismo tiempo, por ser el primer instrumento jurídico internacional con las características señaladas, fijó un precedente muy valioso para futuros instrumentos de protección de derechos humanos.
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Siguiendo esa misma línea de acción, basada en monitoreo periódico e imparcial que genere incentivos positivos para fortalecer el respeto a los derechos humanos, propusimos una transformación fundamental en el trabajo de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU. Estimamos esencial que ésta cuente con un sistema objetivo de evaluación de la situación en cada país, así como su evolución favorable o desfavorable, en sustitución de los métodos muy politizados hasta ahora vigentes en su seno; esto con el fin de incentivar y promover una mejoría en cada país y globalmente, de modo similar a lo que sucede actualmente con el Informe sobre Desarrollo Humano. Esta es una propuesta que Costa Rica, en su carácter de Secretaría Pro-Témpore expuso por vez primera, en febrero de 2002, ante el Grupo de Río y, pocas semanas después, planteó oficialmente ante dicha Comisión, en Ginebra.

Nuestra idea es diseñar y producir, en un mediano plazo, un Informe Global sobre Derechos Humanos basado en un grupo de variables y un sistema de indicadores de análisis y medición, que permita efectuar una ponderación comparada de los niveles de verificación y protección de los derechos humanos en todo el planeta, aún cuando eventualmente pueda iniciar como un plan piloto en el que los países participen voluntariamente. Esto se complementaría con el establecimiento de un Expediente Unificado por País, para sistematizar toda la información existente. Tiene esto particular importancia porque en la Comisión de Derechos Humanos se eliminó desde hace dos décadas el sistema de reportes nacionales que en el pasado dio alguna continuidad y universalidad al sistema.

Un sistema de evaluación con esas características de objetividad y comparabilidad permitiría introducir criterios más racionales, científicos y sistemáticos en el análisis, creación de incentivos posi-
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tivos e impulso efectivo de la protección de los derechos humanos en la comunidad internacional.

***

Veintiocho días después de declarada, el 13 de octubre de 1821 llegó a Costa Rica la noticia de la Independencia. Doce días después, una reunión de legados de los ayuntamientos llega a la conclusión de que no pueden designar un gobierno provisional, porque no han sido electos por el pueblo sino tan solo nombrados por los gobiernos locales. De modo que la semana siguiente inician la elección popular y el 12 de noviembre, al amparo de las disposiciones de la Constitución de Cádiz, se reúne por vez primera la "Junta de Legados de los Pueblos".

El 1° de diciembre de 1821 los legados de los pueblos dictan el Pacto Social Fundamental Interino de la Provincia de Costa Rica, una obra de previsión, que tal y como señalé en Al Progreso por la Libertad, sentó las bases de nuestro Estado de Derecho al elaborar todo un sistema de garantías constitucionales y judiciales para limitar el poder de Gobierno, a pesar de que éste prácticamente no existía y el brazo de la corona española apenas si se había sentido en esta recóndita provincia.21

Bastó un mes, pese a las deficientes condiciones de comunicación de la época, para que los pueblos costarricenses eligieran a sus representantes y éstos se reunieran, deliberaran y promulgaran la primera Constitución de la vida independiente del país, que no por casualidad fue más conocida desde entonces como Pacto de Concordia.

Desde sus primeros días como nación independiente, Costa Rica evidenciaba que la democracia guiaría sus pasos hacia el progreso

21. RODRÍGUEZ, Miguel Ángel, Al Progreso por la Libertad, óp. cit., pp. 5253.
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y desde entonces ha constituido una forma de vida de la ciudadanía y un elemento esencial de nuestra política exterior.

Esto se expresó en la decidida lucha que brindó el país en defensa de la democracia en Perú, primero cuando fuimos la única nación que rechazó abiertamente su irrespeto a las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y luego tras el fraude perpetrado por Fujimori, lo cual finalmente se reflejó en la adopción de acciones efectivas por parte de la OEA que coadyuvaron al restablecimiento de la institucionalidad democrática, que culminó con la elección libre y transparente del presidente Alejandro Toledo.

Justamente porque la defensa de la democracia en Latinoamérica no puede ser un ejercicio retórico, es que debe expresarse en mecanismos concretos y eficaces para asegurar su prevalencia. Esto debe incluir no solo los casos de ruptura abierta, sino también aquellos en los cuales quienes violan la institucionalidad recurren a diversos mecanismos para disfrazar ese hecho.

Con ese objetivo promovimos, junto con Canadá, Perú y otros países, la aprobación de la llamada cláusula democrática en la Tercera Cumbre de las Américas, realizada en Quebec en abril de 2001, según la cual se excluirá de esas Cumbres y de los procesos vinculados a ellas —el principal de los cuales es, como se sabe, la creación del Área de Libre Comercio de las Américas—, al gobierno de un Estado donde se haya alterado o roto el orden democrático. Así, seguíamos a nivel hemisférico los antecedentes que había establecido la Unión Europea para limitar el acceso a nuevos miembros, y que en Mercosur habían servido para defender la democracia en Paraguay.
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Tal decisión estableció un importante costo, político, económico y comercial, para quienes transgredan la institucionalidad democrática, con los lógicos efectos disuasivos que esto implica.

Para fortalecer aún más la protección a la democracia, también impulsamos, como sede de la XXI Asamblea General de la OEA, realizada en junio de 2001, la adopción de la Carta Democrática, cuyos principios y mecanismos se aprobaron en la llamada Resolución de San José, para ampliar el ámbito de las situaciones en las cuales la OEA podrá intervenir para proteger la democracia. En dicha resolución, se adoptó plenamente la conceptualización hecha en la cláusula democrática y se fijó plazo para la aprobación del texto definitivo de la Carta, lo cual se materializó en la Asamblea General Extraordinaria de la OEA celebrada en Lima, en setiembre de 2001.

***

La solidaridad entre los pueblos ha sido también parte de la tradición de la política exterior costarricense, pues se remonta hasta la ayuda brindada, por iniciativa popular y con apoyo del Gobierno, al pueblo salvadoreño con motivo del terremoto que destruyó la capital de ese país, San Salvador, el 16 de abril de 1855,22 y que ha caracterizado continuamente el accionar de nuestro país hasta el presente.

De ahí que sorprendiese a pocos la respuesta que dimos cuando en noviembre de 1998 el huracán Mitch se estacionó durante tres días consecutivos frente a las costas caribeñas de Centroamérica y su furia provocó el mayor desastre natural en la historia de la región, cobran-
22. SÁENZ CARBONELL, Jorge, Historia Diplomática de Costa Rica (18211910), Juricentro, San José, pp. 184185.
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do al menos diez mil vidas y causando daños por varios miles de millones de dólares en la infraestructura y la producción.

Ante los devastadores efectos de esa tragedia, no solo era indispensable la ayuda humanitaria para la búsqueda, rescate, alimentación y alojamiento provisional para los afectados que dimos de inmediato, sino también brindar mecanismos que procurasen alivio duradero a las necesidades de decenas de miles de familias que lo habían perdido todo y un respiro inmediato a las golpeadas economías de los países de la región, mientras se recababa la ayuda internacional para la reconstrucción.

En la búsqueda de recursos internacionales y oportunidades para el desarrollo futuro participamos activamente en todas las reuniones del Grupo Consultivo creado por el BID y apoyado por muchos gobiernos, pero en especial por los de Estados Unidos, Suecia y España, como sedes de sucesivas reuniones; pero antes, como respuesta inmediata al drama humano, social y económico causado por el huracán, creamos por decreto ejecutivo una amnistía migratoria para todos los centroamericanos que se encontraban ilegalmente en Costa Rica.

Denominada "Régimen de Excepción", esa amnistía les brindó la posibilidad de legalizar su situación con solo acreditar que habían ingresado o permanecido en el país antes del 9 de noviembre de 1998, para lo cual se les aceptaba cualquier documento de viaje oficial, todo tipo de documentos de entidades públicas e incluso comprobantes bancarios o financieros de envíos de dinero al extranjero.

Se acogieron al proceso de amnistía 155 316 personas de la región, de las cuales un 97,4% eran nicaragüenses. De ese total culminaron exitosamente, con la obtención de la residencia permanente, 144 952 solicitudes, es decir casi el 95% de todas las presentadas.
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Para entender la amplitud y generosidad del régimen de excepción que acordamos, además de la simplicidad en los trámites sería necesario tener en cuenta que los beneficiarios ascendieron a un 4% de la población costarricense en un proceso realizado en un solo año, 1999. Esto equivale a que los Estados Unidos de América legalizaran a 11,5 millones de inmigrantes ilegales o que la Unión Europea brindara igual trato a 15 millones de personas, en un año, otorgándoles plena igualdad de derechos laborales, educativos, acceso a vivienda popular y atención universalizada en salud, tal y como Costa Rica hizo.

Una vez más la tradición costarricense de solidaridad emergió con palpitante actualidad en esa hora de dolor para la región, dando una demostración contundente de hermandad e integración con Centroamérica.

2. Mundialización en las dos vías

El 24 de diciembre de 1843 una goleta zarpó de Puntarenas, en el Pacífico. En el "Monarch" viajaban las esperanzas de un futuro mejor de todo el país. Su capitán, William Le Lacheur, había logrado convencer a nuestros caficultores que le diesen su grano para venderlo en Inglaterra y confiasen que volvería con el importe de la venta; lo cual daría continuidad y volumen a la primera exportación de café a Inglaterra que se había realizado a través de Chile en 1832.

Le Lacheur regresó un año después, con lo cual no solo hizo honor a su palabra y a la confianza de nuestros tatarabuelos, sino que también marcó el nacimiento de una época de auge y crecimiento nunca antes vistos y que se extendió por un siglo.


INSERCIÓN DE CALIDAD EN LA MUNDIALIZACIÓN



             185

La vinculación del país con el comercio internacional es, pues, tan antigua como fructífera, aun cuando tuvo un serio retroceso con el modelo intervencionista o de sustitución de importaciones (Ver el tercer apartado del Capítulo 1), y enfrenta ahora la oposición de grupos proteccionistas, como señalé al inicio de este Capítulo.

El continuo fortalecimiento de esa tradición de libre intercambio, se refleja en un sector productivo cada vez más diversificado; así, los dos principales rubros históricos de nuestra economía, café y banano, ocupan hoy el cuarto y quinto lugar, y han sido sustituidos en esa posición por los bienes de alta tecnología y el turismo. Esto coloca en un primer plano la necesidad de abrir nuevos mercados para nuestra producción y combatir las barreras y distorsiones comerciales que establecen los países desarrollados, a fin de garantizar que el proceso de mundialización opere en las dos vías y beneficie a todos los países.

Podría parecer que existe algún tipo de contradicción entre este señalamiento y mi afirmación al inicio del Capítulo de que la mundialización acerca inexorablemente a las naciones y además es intrínsecamente ventajosa para los países en desarrollo. Podría parecer, pero no hay tal contradicción.

Que la mundialización represente una tendencia incontrastable a promover el intercambio de bienes y servicios, de ideas, culturas y tradiciones, y, en consecuencia, acercar a las personas y naciones no significa, en modo alguno, que no haya obstáculos objetivos para esos flujos, como sucede con la persistencia de distancias que toma relativamente mucho tiempo recorrer; sino que la capacidad de esos obstáculos para impedir o dificultar significativamente el intercambio tiende a decrecer, tal y como se achicará, más pronto que tarde, el tiempo
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necesario para salvar esas distancias a causa de los avances en comunicaciones y transpone.

Por el hecho de que la globalización sea un proceso técnico iniciado con el desarrollo del comercio a través de Europa en la alta Edad Media, continuado con los descubrimientos geográficos posteriores y el Renacimiento, acelerado luego por la Revolución Industrial y la apertura comercial, y recientemente por los avances en la tecnología de la información y la comunicación; por ese hecho, reitero, no deja de ser también un fenómeno social de convivencia humana y, como tal, demanda políticas públicas para maximizar sus beneficios y minimizar sus costos.

Su inexorabilidad tampoco implica que no haya quienes se empeñen en mantener, fortalecer o extender los obstáculos objetivos que persisten, como hacen innumerables grupos de presión ante los Gobiernos y Congresos y también muestra el tragicómico caso de José Boyé y sus adláteres que, sarcasmo de sarcasmos, precisamente han alcanzado fama mundial por gastar miles y miles de dólares y euros organizando algaradas en las principales ciudades del globo para oponerse a la mundialización.

Superar los obstáculos objetivos y combatir las pretensiones de dificultar el intercambio comercial es, pues, un imperativo de acción gubernamental y representa, además, una necesidad vital para un país que, como Costa Rica, tiene un mercado interno de tan solo cuatro millones de personas de ingreso relativamente bajo, por lo que necesita abrir nuevos mercados y mejorar el acceso a los ya existentes para lograr los niveles altos de crecimiento requeridos para materializar su objetivo de alcanzar el desarrollo.
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Para 1998, Costa Rica solo tenía tratados de libre comercio con Centroamérica, Panamá y México, y este último era el único acordado bajo disciplinas modernas, pues los dos primeros eran de los años sesentas y setentas.

Además, la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC) brindaba acceso preferencial al mercado norteamericano, pero estaba limitado a ciertos productos y la ventaja relativa que implicaba se había visto seriamente deteriorada por las mejores condiciones obtenidas por México en el marco del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCN), lo cual no solo mermó la capacidad de penetración de nuestros productos sino que también provocó la fuga de inversión hacia tierras aztecas, con la consecuente pérdida de empleos.

De ahí que incluso antes de asumir la Presidencia, inicié un intenso esfuerzo para lograr un mejoramiento de las normas de la ICC, de modo que al menos se obtuviesen condiciones de acceso similares a las mexicanas, a fin de que la capacidad de atracción de inversión hacia uno u otro lugar estuviese determinada por variables de competitividad y no por los aranceles o cuotas que determinasen las diversas capacidades de acceso a los Estados Unidos.

Esto no era tarea sencilla, porque implicaba lograr la aprobación de legislación específica por parte del Congreso estadounidense justo cuando, por las circunstancias geopolíticas, los países beneficiarios de la ICC, esto es Centroamérica y algunas naciones del Caribe, no éramos una prioridad para la Administración, y además se enfrentaba la oposición de poderosos grupos empresariales y sindicales.

De modo que, aun cuando nuestros esfuerzos eran bien vistos y de ningún modo serían obstruidos, básicamente corría por nuestra cuenta realizar el imprescindible trabajo de "lobby" ante la Cá-
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mara de Representantes y el Senado para que se aprobara esa legislación, tal y como con toda claridad y transparencia lo expresó el Presidente Clinton cuando tuvo el inusual gesto de recibirme siendo yo Presidente electo.

La magnitud de la tarea era tal que, tras proponerla a los mandatos de Centroamérica en mi primera visita como Presidente electo, en la que también les plantee las bases para el fortalecimiento de la unión económica de nuestros países, requirió siete viajes específicos a Washington. El proceso supuso articular un grupo de trabajo conjunto de todos los países beneficiarios; que todos los Presidentes del área y de República Dominicana, y el Primer Ministro de Trinidad y Tobago —como representante en ese momento del CARICOM— hiciesen cabildeo directo ante el Congreso de los Estados Unidos; recabar el decidido apoyo del BCIE y del BID, en particular luego del desastre causado por "Mitch"; realizar varias reuniones mías y de todos los presidentes centroamericanos con el Presidente Clinton e innumerables reuniones con representantes y senadores; para que en mayo de 2000 se aprobara la ampliación de los beneficios de la ICC, bajo el nombre Ley de Comercio y Desarrollo del 2000, que entró en vigencia el 1° de octubre de ese mismo año.

Naturalmente, todo ese esfuerzo habría sido en vano, de no haber sido por la solidez del planteamiento y por la estrategia legislativa que se siguió. Nuestro caso se centró en demostrar que los países de la ICC éramos un socio comercial más importante para los Estados Unidos que China o Francia, por poner dos ejemplos; que la ICC no solo había incrementado los flujos comerciales sino que éstos también eran positivos para Estados Unidos; y que solo mayores niveles de crecimiento nos permitirían recobrarnos de los efectos de los hu-
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racanes "Mitch" y "Georges" —este último, para el caso de República Dominicana— y evitar, a largo plazo, un aumento de la migración ilegal hacia los Estados Unidos. En cuanto a la estrategia, fruto de la primera reunión que sostuvimos con el representante Charles Rangel, de gran peso en los bloques legislativos hispanos y afroamericanos, las normas relativas al fortalecimiento de la ICC se unieron a legislación que también beneficiaba a países de África, lo que nos permitió lograr la coalición de propósitos necesaria para superar la resistencia de los grupos proteccionistas.

Tres años de trabajo para lograr el fortalecimiento de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe bien habían valido la pena, pues no solo se logró equiparar en la mayoría de los rubros las condiciones de México, especialmente en lo relativo a textiles, sino que también se logró extender el acceso a productos hasta entonces excluidos y de gran importancia para el país, como los elaborados con cuero y el atún.

***

Los esfuerzos que realizamos por nuestra cuenta para abrir nuevos mercados para nuestra producción, estuvieron marcados por el mismo nivel de éxito alcanzado en el trabajo conjunto que lideramos en cuanto a la ICC.

Se logró ampliar el Tratado de Libre Comercio con México, concretar nuevos Tratados con República Dominicana y Chile siendo el primer país centroamericano en acordar con esas naciones las reglas de desgravación, acceso y origen, culminar la negociación con Trinidad y Tobago y —de acuerdo con las reglas del CARICOM—elevarla para su aprobación por parte de éste, y dejar muy avanzado el proceso con Panamá.
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Un caso especial fue el TLC que alcanzamos con Canadá, ya que además de ser el primer acuerdo bilateral en el mundo que liga un país del G7 con una pequeña nación en desarrollo, sentó un precedente fundamental de cara al proceso para crear el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), por el tratamiento dado a los temas laborales y ambientales, para que éstos no se constituyan en obstáculos velados al comercio.

Nevaba copiosamente esa noche de febrero de 2000, pero la calidez humana del recibimiento que nos dieron tanto la gobernadora general Adrienne Clarkson como el primer ministro Jean Chrétien fue un feliz augurio para el propósito que nos había llevado a Ottawa: convencer a uno de los siete países más ricos del mundo de la conveniencia de alcanzar un acuerdo comercial con un país de tan solo cuatro millones de habitantes, pero que era una plataforma a Centroamérica, con 30 millones, y al Caribe, con 35 millones; a la vez que con ello se contribuía a consolidar convicciones comunes en torno a la promoción de la democracia, la protección de los derechos humanos y la apertura de mercados como herramienta para crear oportunidades para combatir la pobreza e impulsar el desarrollo humano. Esto era también una puerta para impulsar a los Estados Unidos a acelerar su negociación del ALCA.

El compromiso, identificación e interés mutuos permitieron avanzar con gran rapidez. Tras la firma de un memorándum de entendimiento, en esa primera visita, pronto se iniciaron las negociaciones, que fueron analizadas en otra reunión que sostuve con el primer ministro Chrétien en setiembre de ese mismo año —en la cumbre de Presidentes centroamericanos en Guatemala donde se acordó ampliar ese proceso a toda el área—, y en cuestión de un año fue concluida la negociación con Costa Rica, lo que nos permitió
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firmar el TLC en abril de 2001, justo el día después de culminar la III Cumbre de las Américas, en Québec, en la que —como vimos en la primera parte del Capítulo— logramos que se aprobara la cláusula democrática para el ALCA.

Amén del reconocimiento de la asimetría entre las economías de los dos países, que Canadá compensó con una desgravación asimétrica en nuestro favor, y de abrir perspectivas muy promisorias para nuestra producción, en particular la de carácter agropecuario, ese TLC fijó —como ya lo señalé— un novedoso antecedente en cuanto a la forma de afrontar los temas ambientales y laborales.

Las preocupaciones por la protección del ambiente y el cumplimiento de las normas para preservarlo en las diferentes áreas productivas, así como por el respeto a los derechos laborales más elementales, sea en la jornada laboral, el derecho de asociación, la no explotación de mano de obra infantil, y la disminución de los riesgos del trabajo y los accidentes laborales, entre otros, no solo son totalmente válidas, sino que también forman parte esencial de las políticas que Costa Rica, con independencia de los Gobiernos, impulsa tanto nacional como internacionalmente.

Pero es claro también que existen poderosos grupos de interés y de presión en los países desarrollados que se escudan en la fingida defensa de aspectos ambientales y laborales, para evitar la competencia por parte de productores más eficientes en los países en desarrollo y mantener elevados niveles de protección arancelaria y no arancelaria.

Estos lobos del proteccionismo y el subsidio procuran disfrazarse con la piel de oveja del ambiente y las condiciones laborales, pretendiendo fijar sus propias normas como las únicas válidas —incluso en casos en que son inferiores a las de otros países— y estable-
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ciendo procedimientos unilaterales para determinar infracciones y contemplando como respuesta la interrupción de los flujos comerciales. Su objetivo es bloquear las negociaciones y mantener sus posiciones de ventaja sin tener que someterse al ácido de la competencia, cerrando puertas al libre comercio que genera mayores oportunidades para impulsar las exportaciones y las inversiones en los países en desarrollo, con la consecuente creación de empleos, crecimiento económico y elevación de los niveles de vida, que son la única forma de disminuir la pobreza que azota a millones de personas en las naciones en desarrollo.

So pretexto de defender al ambiente y a los trabajadores de nuestros países, esos grupos de interés en las naciones industrializadas pretenden sumirnos para siempre en la miseria, con tal de conservar los niveles de protección frente a la competencia que les garantizan pingües beneficios a pesar de su ineficiencia productiva.

De modo que es necesario equilibrar la legítima preocupación por la protección ambiental y adecuadas condiciones laborales, con la necesidad de evitar que supuestos intentos de promover esos principios, sean en realidad obstáculos más o menos encubiertos al comercio.

Costa Rica y Canadá, dos países con políticas nacionales de profundo compromiso en ambos aspectos, encontraron ese difícil equilibrio al reconocer mutuamente que las normas de cada país eran acordes con ese compromiso y con las circunstancias de cada uno de ellos, al implementar mecanismos de evaluación, consulta y cooperación en esos rubros, y —en especial— al evitar mecanismos unilaterales de sanción que pudiesen interrumpir los flujos comerciales.
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Claro es que el TLC Costa Rica-Canadá se vio facilitado por la complementariedad entre las dos economías, pero de cara al ALCA, que hará de suyo muy compleja la negociación comercial entre 34 naciones, la solución que brindamos a los temas ambientales y laborales se vislumbra como un precedente muy valioso para finiquitar con éxito ese proceso.

Nuestros esfuerzos para abrir nuevos mercados a nuestra producción, fueron complementados con los dirigidos a profundizar y mejorar las reglas que rigen al Mercado Común Centroamericano (MERCOMUN), creado desde los años sesenta y que otorga libre comercio a más del 99% de nuestros productos, pero carente de mecanismos de solución de controversias comerciales que se ajustasen a criterios modernos. Esta carencia provocaba que el 90% de las dificultades reportadas para comerciar con el exterior se diesen en el ámbito centroamericano, pese a que este mercado representaba el 12% de nuestras exportaciones.

Por ello, se impulsó con los Presidentes de las naciones centroamericanas la adopción de un mecanismo moderno, ágil y efectivo para resolver esas dificultades, lográndose la aprobación de la reforma al Artículo 35 del Protocolo de Tegucigalpa sobre el proceso de integración regional, como antecedente obligado para lograr la adopción de un Tratado Centroamericano de Solución de Controversias Comerciales. Éste último entró en vigencia en 2002 al ser aprobado por tres de los cinco países miembros y debería generar un proceso de paulatina y permanente facilitación y crecimiento del comercio intrarregional.

Así, haciendo honor a nuestra tradición de intercambio comercial como fuente de crecimiento y oportunidades de superación, los intensos esfuerzos hechos en el cuatrienio para ampliar los beneficios de la ICC y el TLC con México, fortalecer el MERCOMÚN, iniciar la
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actualización del Tratado con Panamá y alcanzar Tratados de Libre Comercio con Canadá, Chile, República Dominicana y Trinidad y Tobago, lograron convertirnos en una economía de cuatro millones de personas que cuenta con acceso preferencial para vender sus productos a economías del hemisferio que reúnen a cerca de 450 millones de personas, más de la mitad de lo que será el ALCA.

***

La acción para resolver controversias comerciales en la región, fue solo parte de un programa comprehensivo para fortalecer la integración centroamericana. Lo plasmé en el documento "Plan de Acción Inmediata para la Reactivación de la Integración Centroamericana", que envié el 16 de noviembre de 2001 a los Presidentes de Centroamérica y al Primer Ministro de Belice, y comprendía tres ejes fundamentales: desarrollo humano y lucha contra la pobreza, revitalización del programa de integración económica y reforma a la institucionalidad.

Partiendo de que la integración es un medio para lograr el objetivo de mejorar la calidad de vida de los centroamericanos, el primer eje, esto es desarrollo humano y lucha contra la pobreza, planteaba elevar la inversión pública en educación y en salud, así como procurar líneas de cooperación internacional que permitiesen adquirir excedentes agrícolas en los países de la región para destinarlos a solventar las situaciones extremas de carestía de alimentos que se enfrentaban en varias naciones por razones climáticas.

Se proponía llevar la inversión pública en educación a un 6% del PIB en cada uno de los países23 con programas específicos para com-
23. En 1998, dicha inversión fue de 1,7% en Guatemala; 2,5% en El Salvador; 3,6% en
Honduras; 3,9% en Nicaragua; 5,0% en Belice; 5,1% en Panamá y 5,4% en Costa Rica.
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batir el analfabetismo —que afectaba a casi 6,5 millones de personas—, completar la escolaridad básica de jóvenes y adultos y fomentar la educación en materia científica y tecnológica; así como elevar la inversión pública en salud a un 5% del PIB;24 en ambos casos para el año 2006, a fin de que el incremento fuese anual, escalonado y proporcional a lo que cada país necesitase para llegar al nivel propuesto.

Para revitalizar la integración económica, reduciendo la vulnerabilidad a situaciones externas y aprovechando la posición de Centroamérica como corredor logístico; en el segundo eje del Plan se plantearon medidas concretas para fortalecer el comercio, con la aprobación del ya mencionado Tratado de solución de controversias y de otro sobre el Comercio de Servicios e Inversión; para estimular los sistemas financieros, aprobando un acuerdo para la supervisión financiera recíproca y homologando los mercados centroamericanos de deuda pública; y para ejecutar activamente el Plan Puebla-Panamá, impulsado por México y la región.

Reformar la institucionalidad del proceso de integración centroamericana era el tercer eje de la propuesta. Para ello se planteó conformar el Comité Ejecutivo previsto en el Protocolo de creación del Sistema de Integración Centroamericana (SICA) —pero que no había funcionado en la práctica— a fin de dar adecuado seguimiento a las decisiones de la Reunión de Presidentes; reformar el Tratado constitutivo del Parlamento Centroamericano, para definir mejor su función sistémica, de modo que pudiese coadyuvar a armonizar la legislación en los aspectos atinentes a la integración, y modificar su conformación para adecuarlo a las posibilidades financieras y políticas de nuestros

24. Para 1998 fue de 2,1% en Guatemala; 2,2% en Belice; 2,6% en El Salvador; 3,9% en Honduras; 4,9% en Panamá y 5,2% en Costa Rica.
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países; y, por último, reformar el Estatuto de la Corte Centroamericana de Justicia, para asegurar adecuados mecanismos de solución de las controversias, eliminar problemas de constitucionalidad con relación a varios países y establecer un funcionamiento más austero y vías alternativas de solución de conflictos.

Nos proponíamos, con ello, convertir al SICA en un mecanismo más efectivo, que extrajese mayores beneficios a los esfuerzos de integración, generando así las condiciones para que todos los países, y en particular Costa Rica, pudiesen avanzar hacia una cada vez mayor integración económica y política de la región, como muy bien hizo pocas semanas después el presidente Pacheco, mi sucesor, al adherirse a la unión aduanera, para lo cual habíamos preparado a nivel regional —por nuestra iniciativa— un cronograma efectivo y completo de pasos por seguir. Pero aún resta mucho por hacer para que el proceso de integración, como un todo, contribuya a elevar el nivel de vida de los centroamericanos y debemos seguir trabajando, incansablemente, en esa dirección.

Todos los esfuerzos para abrir nuevos mercados e impulsar una integración regional más efectiva, se vieron coronados con la decisión de la Administración Bush de acoger, en enero de 2002, las gestiones que varios meses atrás habíamos emprendido los Presidentes de la región para negociar un Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y los Estados Unidos.

Se trata, sin duda, del mayor punto de inflexión que se abrirá ante el área en muchas décadas, pues, como señalé en mi último Informe sobre el Estado de La Nación, para nuestros países ese TLC "representa la más importante oportunidad para impulsar las exportaciones, el
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crecimiento económico, la generación de buenos empleos y los mayores niveles de bienestar de nuestra historia".25
De similar magnitud son los retos que plantea, tanto para finiquitar el convenio en sí, por las sensibilidades que algunos temas plantean, particularmente en la protección al sector agropecuario, para ambos lados de la mesa, y en lo relativo a monopolios públicos, en el caso de Costa Rica; como para lograr que la región aproveche plenamente las posibilidades que le abra el Tratado, lo cual nos lleva de nuevo, tal y como se planteó párrafos atrás, a la necesidad de invertir más en educación y salud, crear reglas comerciales y financieras intrarregionales que sean armónicas y ajustar la institucionalidad del proceso de integración. También nos obliga, a los centroamericanos, a luchar unidos e inteligentemente para lograr que ese TLC incluya cláusulas de incentivos fiscales y ambientales a las empresas estadounidenses similares a las que obtuvieron España, Grecia y Portugal con su incorporación a la Unión Europea, o a las que los propios Estados Unidos han brindado a Puerto Rico. Con ello lograríamos generar las inversiones empresariales para aumentar el empleo y la producción, lo mismo que los recursos financieros para desarrollar la infraestructura y reducir los costos de transporte y de los servicios públicos.

Pero todo ese trabajo, abrir nuevos mercados y consolidar la integración, es tan solo una parte de la ecuación para potenciar los beneficios y minimizar los perjuicios del fenómeno de la mundialización.
***

25. Mensaje ante la Asamblea Legislativa, 1° de mayo de 2002, Imprenta Nacional, San José, p. 44.
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Combatir las barreras, arancelarias y no arancelarias, con las cuales los países desarrollados obstaculizan el acceso de nuestra producción a sus mercados, así como crear un mejor entramado de respuesta a las necesidades de los países pequeños y en desarrollo cuando se presentan crisis financieras internacionales, son importantes variables que también se deben despejar y que demandaron una acción permanente por nuestra parte.
Con cuotas de importación, aranceles desproporcionados, subsidios y otras medidas del arsenal con que protegen a sus productores ineficientes, los países desarrollados no solo causan un perjuicio a sus consumidores, sino que también niegan a los países en desarrollo el acceso a sus mercados indispensable para poder alcanzar mayores niveles de crecimiento económico y desarrollo humano, que son a su vez elementos esenciales para combatir la pobreza y reducir la migración hacia los propios países desarrollados. Asimismo, tales políticas incentivan la producción de excedentes que luego exportan subsidiados, con lo cual además de impedirnos vender en sus propios mercados, también nos destruyen los mercados de terceros.

Un caso muy claro de los perjuicios que causan las medidas proteccionistas es el de la Política Agrícola Común (PAC) de la Unión Europea y sus efectos sobre Latinoamérica, tal y como documentamos con un estudio del Banco Mundia126 que se realizó por solicitud nuestra.

Gran proporción de la oferta exportable de la región latinoamericana está constituida por los productos agrícolas. Pues bien, aproximadamente dos quintos de esos productos tienen problemas

26. MARTIN, Will & Emiko FUKASE; Some impacts of EU Agricultural Trade Distortions on Latin America, Development Research Group, The World Bank, Junio 17, 1999.
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para acceder al mercado europeo. Los aranceles, cuotas y subsidios de la PAC implican un costo de US$4223 millones en el bienestar anual de América Latina.

Ahora bien, nada de esto significa que el problema es exclusivo de la Unión Europea, pues también se da con otros países desarrollados, e incluso Estados Unidos recién elevó su proteccionismo a la agricultura y al acero, todo lo cual incrementa los costos económicos y sociales para nuestros países y, en especial, para los sectores más pobres de la población.

De ahí que en diversos foros internacionales, como la Cumbre de Latinoamérica, el Caribe y la Unión Europea, realizada en Río de Janeiro, Brasil, en junio de 1999, y en las Cumbres Iberoamericanas, así como ante las autoridades de la Unión Europea y los Gobiernos de Europa, Japón y Norteamérica, combatimos con vigor los perjuicios causados por las barreras arancelarias y no arancelarias de los países desarrollados.

También nos incorporamos al Grupo Cairns para luchar en el seno de la OMC en favor de la apertura agrícola y la necesidad de cumplir con el desmantelamiento del convenio multilateral de fibras, y pudimos con regocijo celebrar la convocatoria abierta a estos temas en la nueva ronda comercial lanzada en Doha. Esto abre una posibilidad para eliminar la discriminación que hoy día existe contra las exportaciones de los países más pobres, pues hoy las naciones con ingresos por habitante de un dólar o menos, pagan sobre sus exportaciones un arancel promedio del 13%, en agudo contraste con la tarifa aduanera promedio de tan solo 6% que enfrenta el resto de los países.

En la Cumbre de las Naciones Unidas sobre Financiamiento para el Desarrollo en Monterrey, en marzo del 2002, el Director General
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de la OMC nos recordó que los países en desarrollo obtendrían más de 150 mil millones de dólares anuales si aumentara la liberación del comercio. Por su parte, Patrick A. Messerlin en la revista Foreign Policy estimó que con solo reducir en un 40% los aranceles y subsidios señalados, los cuales, no por casualidad, son más altos en los campos en que los países en desarrollo tienen una ventaja comparativa —esto es, azúcar, arroz, carnes, frutas y vegetales—, la economía mundial recibiría una inyección de 60 billones de dólares al año, lo cual evidencia el enorme costo que se nos hace pagar a los países en desarrollo para mantener unas políticas que, además, según la misma publicación, benefician muy poco a los pequeños y medianos productores de los países desarrollados.27
El problema causado por los cambios en la política bananera que intentó introducir la Unión Europea en 1999, constituyó una de nuestras luchas más relevantes en este campo, tanto por lo que estaba en juego como por el éxito obtenido. La UE anunció que establecería un nuevo sistema de administración de las cuotas, que constituyen en sí mismas un perjuicio para nuestras exportaciones pero que empeoraban con los cambios.

Denominado "primer llegado, primer servido", el nuevo sistema no era más que un método para desviar las rentas del mercado bananero hacia unos pocos intermediarios en detrimento de los productores, en particular de quienes, como Costa Rica, producen siguiendo las
27. En 1996 los pequeños y medianos granjeros representaron el 83 por ciento pero recibieron solo la mitad de los recursos, para el caso de la Unión Europea, mientras que en los Estados Unidos esos pequeños y medianos productores representaron el 91 por ciento del total pero solo recibieron el 59 por ciento de los recursos, para el año 1997. Para profundizar en estos y otros aspectos de relevancia, ver MESSERLIN, Patrick A., Plowing Up Subsidies, Foreign Policy, Washington D.C., Noviembre-Diciembre, 2002, pp. 3031.
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normas ambientales y laborales que la propia Unión Europea promueve en muchos foros.

Este retroceso frente al esquema entonces vigente, basado en una cuota que responde a la capacidad de producción y a la participación histórica de cada país productor en el mercado europeo —lo cual no significa que este último sea adecuado ni ajustado al mercado, sino tan solo menos dañino—, implicaba tanto una merma en el volumen exportado como en el precio del fruto que se pagaría a los productores, causando doble perjuicio a las exportaciones.

Nuestros planteamientos en los foros multilaterales que tuvieron Latinoamérica y Europa, así como gestiones específicas ante la UE y Gobiernos europeos amigos, para hacer ver los daños económicos y sociales que ocasionaría el cambio de método a nuestros países —en 1999, el banano era nuestro cuarto rubro de exportaciones— sin ningún beneficio para los importadores o consumidores, sino tan solo para intermediarios, finalmente tuvieron éxito y el mecanismo de "primer llegado, primer servido" no fue puesto en práctica.

La arquitectura financiera internacional tiene un sesgo en contra de los países subdesarrollados con economías pequeñas, que es preciso corregir para disminuir los riesgos que implica la globalización de los flujos financieros. En este campo no es cierta la afirmación de que lo pequeño es hermoso.

Ninguna economía pequeña puede crear una crisis financiera que contagie a otros. Puede hundirse a sí misma, si es mal manejada, pero no arrastrar con ella a sus vecinos. Solo las economías de mediano o gran tamaño, desarrolladas o no, pueden tener ese efecto dominó sobre otras economías cuando tienen problemas graves. Así lo evidencian los casos de México, Brasil y Argentina, en Latinoamé-
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rica, y del sudeste asiático o Rusia, por citar solo algunos de los ocurridos en la última década.

Este hecho ha generado que las luces de emergencia del sistema financiero internacional solo se prendan cuando alguna de las economías importantes enfrenta una crisis, tratando de evitar que se transmita a todo el sistema y una falla local genere un problema global. Hasta aquí el enfoque es básicamente conecto, con independencia de que las acciones paliativas no siempre han sido adecuadas y han despenado algunas críticas severas.

La parte errónea de la respuesta de las instituciones financieras internacionales proviene de que las medidas de rescate y ayuda se concentran exclusivamente en la economía mediana o grande que, con sus propios fallos, ha generado la turbulencia para todo el sistema, y ni siquiera se suele considerar el apoyo para los países con economías pequeñas que resultan severamente afectados por esas crisis,28 aun cuando —y recalco este punto— hayan manejado con responsabilidad y corrección los agregados macroeconómicos.

Podría suponerse que una crisis financiera internacional afecta por igual a todos los países, sean de una determinada región o del planeta, en cuanto genera condiciones adversas comunes. Pero las economías desarrolladas cuentan con mejores instrumentos para superar el problema, a partir de la solidez y profundidad de su propio mercado. En cambio, para los países subdesarrollados, y en particular los que tienen economías pequeñas y abiertas, esos vendava-

28. Nuestra política en esta materia se desarrolló en estrecha colaboración con mi colega, amigo y Presidente del Banco Central, Eduardo Lizano, y para profundizar en el análisis lo mejor es ver su ponencia "Small countries in stormy weather", presentada en el seminario Adam Smith, The Oulook for Emerging Markets: Worlwide Challenges and Prospects, París, 3-5 de Febrero, 1999.
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les normalmente equivalen a un desastre, que genera dramáticas caídas en los niveles de vida y cuya recuperación puede tomar décadas, como sucedió en Latinoamérica con la crisis de la deuda externa en los ochentas.

No obstante esa notable diferencia en los efectos, los organismos financieros internacionales en la práctica no pueden dar apoyo para que esas pequeñas economías puedan sortear la turbulencia, a pesar de que no son causantes de ésta sino víctimas casuales de los errores de otras naciones. Claro que jurídica y aparentemente están disponibles los mismos mecanismos para todos los países, pero la realidad es que cuando hay crisis financieras los países pequeños no cuentan con la atención de los funcionarios de las instituciones financieras internacionales que están ocupados con los países grandes; ni con sus recursos, ya que en ese momento se están destinando a los países grandes y medianos afectados.

De modo que los programas de rescate se han constituido en una especie de premio para el que falla, pues le dan dinero para corregir sus errores, lo cual es necesario, pero implicando a su vez un castigo para el que no es responsable por ese error, pues lo dejan solo en la tarea de apechugar con las consecuencias.

Amén de los problemas de injusticia que esto genera, y que podría ser irrelevante para quienes tienen una visión cínica del accionar internacional, esa carencia de la arquitectura financiera global acaba elevando aún más los costos económicos y sociales para todos, puesto que el hundimiento de los niveles de vida en esos países pequeños implica crecimiento de la pobreza, menos capacidad de compra y de intercambio comercial, mayor migración hacia países con mayores niveles de desarrollo y enorme presión sobre los recursos ambientales a
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causa de la proliferación de prácticas rudimentarias de subsistencia agrícola, en un círculo vicioso que no beneficia a nadie.
Es claro que la creciente globalización potencia la transmisión de los efectos perjudiciales de esas crisis financieras y por ello mismo es necesario rellenar ese agujero del sistema financiero internacional para asegurar adecuados mecanismos de apoyo a las economías pequeñas cuando surgen esos problemas, por lo que dedicamos muchas de nuestras gestiones diplomáticas a ese propósito.

Crear esa red de seguridad, o fondo precautorio internacional, sería una especie de vacuna que permitiría aminorar las crisis internacionales y sus efectos económicos y sociales al asegurar que las economías pequeñas tendrían acceso a los recursos para solucionar problemas temporales de iliquidez en el nivel internacional y disminuir las posibilidades de fuga masiva de capitales, pues éstas casi siempre son producto de la pérdida de confianza en la moneda local.

Pero este acceso no sería un almuerzo gratis, sino que el auxilio estaría ligado a que el país haya estado desarrollando políticas económicas sanas y responsables, evitando así que la facilidad financiera se convierta en un incentivo perverso para el populismo, y convirtiéndola, por el contrario, en el "premio" brindado a un país que ha actuado correctamente, para evitar que una situación eminentemente temporal se convierta en una crisis financiera y, luego, en una crisis económica.

El mecanismo podría operar de modo dual. Por una parte, un sistema de préstamos automáticos de emergencia a naciones precalificadas por sus políticas económicas, permitiría solucionar los problemas derivados de los períodos de iliquidez en los mercados financieros internacionales, que tienen efectos negativos sobre el nivel de re-
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servas monetarias para afrontar las obligaciones externas y presionan al alza las tasas de interés internas. Por otra parte, un fondo de garantía, que incluiría contribuciones de los propios países beneficiarios y sistemas de garantía para sus emisiones de bonos, evitaría las crisis de confianza en las monedas locales, y la consecuente fuga de capitales, a la vez que disminuiría el margen para ataques especulativos, al brindar acceso rápido a recursos para apuntalar las reservas monetarias. Dado su carácter de medidas de emergencia, todos estos recursos estarían sujetos a reembolso en plazos relativamente cortos, una vez superada la crisis que les dio origen.
Queda todavía un largo camino por recorrer para lograr que se conforme esa red de seguridad para las economías pequeñas, pero el esfuerzo de estos años ha ido generando una creciente conciencia internacional sobre su necesidad y conveniencia, lo mismo en el nivel latinoamericano, con instituciones como el BID y la Corporación Andina de Fomento, como en el seno de las Naciones Unidas.

Aminorar las posibilidades de contagio de las crisis financieras hacia los países pequeños, al igual que la apertura de mercados y la erradicación de barreras comerciales, son pasos indispensables para asegurar que, verdaderamente, el proceso de mundialización funcione en las dos vías.

3. Un mercado para el ambiente

No existe expresión más acabada de la interconexión global que el ambiente. Todo lo que hacemos en su favor o en su contra en un determinado país repercute en los demás, como ha sido evidenciado por el fenómeno del cambio climático al probar con incontrastable
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claridad que, por encima de las convenciones territoriales que usemos los seres humanos, "la atmósfera no conoce fronteras",29 como tampoco las conoce, en general, la Naturaleza.

El reconocimiento de este hecho es, sin embargo, bastante reciente. Hasta hace muy pocos años, la humanidad en general se guiaba por un sentimiento inexpresado de que los recursos naturales, de alguna mágica manera, eran infinitos y se garantizaban a sí mismos.

Sobre esta percepción, y el uso irrefrenado e incluso la devastación de muchos recursos naturales irremplazables, en su tierra y allende los mares, construyeron su desarrollo los países ricos. Con igual inconsciencia procedieron igualmente los países pobres, aunque un uso menos intensivo, en virtud del menor nivel de desarrollo, les permitió conservar recursos proporcionalmente mayores.

Y ahí se encuentra una de las mayores paradojas del presente, porque en materia ambiental se invierte la situación existente en materia económica. Como reflejados en un espejo, los países desarrollados económicamente tienen riquezas naturales relativamente escasas, y los países en desarrollo tenemos niveles de riqueza natural muy superiores. Baste señalar, a título de ilustración, que en tan solo 51 mil kilómetros cuadrados de territorio, Costa Rica alberga cerca del 5% de la biodiversidad mundial y cuenta con más especies de aves que Estados Unidos y Canadá juntos.

Ante la evidencia de que los recursos naturales del planeta están bajo intensa presión, conservarlos es hoy un imperativo de supervivencia para todos, que demanda una respuesta perentoria. Y elusiva.

29. Discurso ante la Conferencia de Cambio Climático, La Haya, 24 de noviembre de 2000.
INSERCIÓN DE CALIDAD EN LA MUNDIALIZACIÓN




207
En primer término, porque los países industrializados son, a su vez, los mayores contaminadores —esto es en términos generales, porque unos cuantos países en desarrollo también pertenecen a ese club—, y es lógico que no deseen disminuir los niveles de vida de su población en aras de la conservación ambiental. En segundo lugar, porque los países en desarrollo procuran elevar sus propios niveles de vida y no desean, también lógicamente, que el logro de tal objetivo se vea constreñido por una limitación en el uso de los abundantes recursos naturales que poseen, en términos generales.

De ahí que resulte difícil articular y poner realmente en práctica políticas mundiales que sean capaces de incidir de modo decisivo en la conservación del ambiente, como ha sido evidenciado en las sucesivas cumbres sobre la materia desde la Declaración de Río de 1992. No se debe ni se pueden desconocer los indudables avances en esta materia, pero tampoco debemos cegarnos al hecho de que los pasos efectivamente dados son muy tímidos y que se han sufrido retrocesos.

La principal carencia en la tarea de impulsar el uso sostenible de los recursos naturales, radica en que no se han puesto en práctica mecanismos que incentiven a escala planetaria la conservación, y que a los ojos de los actores económicos la hagan más atractiva que el uso abusivo de los recursos.

Nuestra experiencia en muy diversos campos demuestra que los seres humanos tendemos a preocuparnos más y actuar en concordancia con nuestros intereses inmediatos, presentes aquí y ahora; que motivados por el cuidadoso análisis de una larga cadena de causas y efectos, cuyos resultados finales no son fácilmente apreciables. Y cuando no podemos preveer que nos sería posible apropiarnos de los resultados favorables, tenemos aun menor motivación para actuar. Es por es-
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ta razón que, para ponerlo en términos muy simples, los hatos ganaderos tienden a crecer, dado que su protección va en el interés de cada uno de sus dueños, mientras que las poblaciones balleneras, que teóricamente son de todos, son cada día más escasas.

La conclusión es clara: debemos lograr que contaminar o usar abusivamente los recursos naturales sea menos rentable que conservarlos y usarlos de un modo sostenible. No basta la mera emisión de normas contra la devastación de los recursos naturales, se requieren mecanismos acordes con la naturaleza humana para asegurar su preservación; y para lograrlo descentralizadamente, por efecto de la voluntad de cada una de las personas, comunidades, compañías o países, que encuentre en esta forma de actuar su propio beneficio.

Hasta ahora ese no ha sido el camino seguido, en términos generales, ni local ni internacionalmente. El peso de los esfuerzos por el uso racional de los recursos naturales ha recaído sobre los Gobiernos, Organizaciones No Gubernamentales (ONG) y algunas empresas visionarias. Por supuesto, tales esfuerzos han logrado éxitos impresionantes, pero en una escala relativamente reducida que no tiene la capacidad de impacto global que requieren las amenazas ambientales que hoy penden sobre el planeta.

Uno de los más valiosos activos locales e internacionales que ha construido Costa Rica es su larga trayectoria de trabajo, teórico y concreto, como política de Estado, en pro de la preservación ambiental, que le ha llevado en muchas ocasiones a ser pionera o líder mundial en este campo.

El país cuenta hoy con un 28% de su territorio bajo diversas modalidades de protección ambiental, tanto en áreas públicas como en terrenos privados. Su amplísima biodiversidad y belleza escénica le lle-
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vó a crear el ecoturismo, como una modalidad de desarrollo sostenible, que hoy muchas otras naciones están poniendo en práctica, lo cual también está sucediendo con los Certificados de Sostenibilidad Turística que creamos en el cuatrienio. El 98% de la electricidad es generada con proyectos hidroeléctricos, geotérmicos o eólicos, algunos de los cuales incluso son financiados en el marco de los mecanismos de desarrollo limpio y existe un importante programa de pago de servicios ambientales a los propietarios de bosques que asumieron el compromiso legal de conservarlos y explotarlos de manera amigable, preservándolos así para las futuras generaciones, tal y como el granjero ordeña su vaca pero al tiempo la cuida y preserva para disfrutar en el futuro de esa fuente de riqueza.

Todas las décadas de esfuerzo en esta materia han valido la pena, al punto que en los últimos diez años Costa Rica elevó su cobertura forestal de 38 a 45,4% —sin incluir plantaciones forestales ni manglares, pues de hacerlo sería 46,3%— según mediciones del Centro Científico Tropical y la Universidad de Alberta, 30 y le han merecido al país amplio reconocimiento internacional. Pero también han mostrado los límites, internos y externos, que tiene un esfuerzo sustentado exclusivamente en mecanismos de apoyo por parte del Estado, las ONG y un puñado de empresas.

En el ámbito interno, el importante sacrificio fiscal que representa para un país pobre, mantener un 28% de su territorio como áreas silvestres protegidas y pagar servicios ambientales a miles de propietarios de bosques, limita la capacidad de universalizar esos pagos, extendiéndolos a otros dueños de tierras.

30. Laboratorio de Sistemas de Observación Terrestre, Departamento de Ciencias de la Tierra y de la Atmósfera, Universidad de Alberta, y Centro Científico Tropical; Estudio de Cobertura Forestal de Costa Rica, marzo 2002.
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Para solventar esa limitación, elaboramos una propuesta, acogida ampliamente en el Proceso de Concertación Nacional (Ver segundo apartado del Capítulo II) y en trámite legislativo, para incluir en las tarifas de los servicios públicos un rubro destinado exclusivamente al pago de los servicios ambientales a los propietarios de los bosques que, al conservarlos, posibilitan la producción de agua potable y energía hidroeléctrica; logramos el pago de servicios ambientales por parte de empresas privadas que reconocen la importancia de éstos para sus respectivas actividades productivas, y creamos los Certificados de Sostenibilidad Turística como un instrumento empresarial para quienes desarrollan ese negocio en armonía con el ambiente.

Por otro lado, en lo externo, es evidentemente injusto que nuestros esfuerzos de conservación de bosques y consecuente fijación de monóxido de carbono (CO), beneficien a los países más ricos, al compensar parte de sus emisiones excesivas de gases del "efecto invernadero", pero sean financiados primordialmente por un país económicamente en desarrollo.

Únicamente la creación de un mercado global para el ambiente, en el cual quien contamine pague y quien preserve gane, puede dar respuesta a las necesidades nacionales y mundiales de conservación de los recursos naturales, por lo que éste fue un tema vital de nuestra acción.

Crear un mercado para el ambiente, no solo generaría el fuerte impacto mundial en conservación que se requiere para disminuir las amenazas ambientales que enfrentamos, sino que también sacaría el tema de la discusión puramente normativa y de atribución de culpas en que se ha empantanado, al generar un poderoso incentivo para que cada país, cada empresa y cada persona, al perseguir sus propios inte-
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reses y propósitos, contribuya el bien común de la humanidad, generando así una situación de ganar-ganar.

La base de un sistema descentralizado de control de las emisiones radica en el establecimiento de límites nacionales, como los contemplados en el Protocolo de Kioto o los que se establezcan en las negociaciones que se realicen para restablecer condiciones que permitan la participación de todos o prácticamente todos los Estados, sin excluir ninguno de los mayores usuarios de energía. Esto estuvo a punto de alcanzarse en la reunión de las partes de la Conferencia de Cambio Climático, en La Haya, en noviembre de 2000, pero los celos entre los países desarrollados lo impidieron. Ahora, para recuperar el terreno perdido, posiblemente habrá que ser más osados e incluir límites a los países en desarrollo, pero de forma tal que les permita enfrentar su crecimiento demográfico y la necesidad de un mayor uso de energía por habitante para elevar sus niveles de ingreso.

Si un país industrializado que tuviese emisiones superiores a las fijadas en esos límites, no desease reducirlas por temor a que esto afecte sus niveles de desarrollo, tendría la posibilidad de no hacerlo y, a cambio, compensar ese exceso comprando las toneladas que necesitase a cualquier país excedentario en la fijación de esas emisiones. Gana el país industrializado, al poder continuar con sus prácticas productivas. Gana el país en desarrollo, al recibir recursos por su contribución al ambiente. Y gana el planeta, al limpiarse lo contaminado. Por supuesto, si un país rico con emisiones excesivas, quisiese reducirlas al límite prefijado, sería libre de hacerlo y esto también beneficiaría el ambiente global.

Un mecanismo tal tendría la virtud de que no solo permitiría compensar las emisiones de los países ricos, sino también incentivar a
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los países en desarrollo para que conserven sus recursos naturales, eliminando así uno de los mayores riesgos que se ciernen sobre nuestro futuro, que es el deseo de los países pobres por superar su condición incluso si es a costa del ambiente, cosa que los países ricos no tienen autoridad moral para condenar, aunque lo hagan, pues décadas o siglos atrás no tuvieron empacho en hacer lo mismo.

Por otra parte, la existencia de límites a la contaminación y de un mercado que permita individualizar costos y beneficios, estimulará la investigación para descubrir métodos de producción menos contaminantes, lo cual sería de la mayor relevancia en este esfuerzo.

No son las condenas morales las que prevendrán la explotación de algunos de los más vastos bosques del planeta. No puede pedirse a un agricultor que muera de hambre mientras está rodeado por un tesoro natural por cuya conservación no se le paga nada. Si no tiene otras alternativas mejores, irremediablemente cortará los árboles para tener más terreno de labranza, construir un techo, combatir el frío o producir energía con otros fines.

Es un grave error creer que la conservación se logrará con solo prohibir la explotación de determinados recursos naturales. A esas restricciones hay que agregar un incentivo en pro de la conducta ambientalmente correcta. Si al agricultor que posee un bosque, se le paga por conservarlo una suma que le asegura mayor beneficio personal que talarlo, seguramente preferirá mantener el bosque en pie. Del mismo modo, si las naciones en desarrollo perciben recursos por conservar el ambiente, no solo no sentirán que la preservación limita su capacidad de crecer, sino que verán en ella una promisoria oportunidad para elevar sus niveles de desarrollo.
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Tal situación tendría la ventaja adicional, y para nada despreciable en lo relativo al orden internacional, de eliminar en las naciones pobres el sentimiento de injusticia que les produce el hecho de que muchas naciones desarrolladas les demanden, sin compensación alguna, una conducta conservacionista que ellas mismas no practicaron y cuya inobservancia fue clave para su progreso.

Así, crear un mercado para el ambiente armonizaría los intereses de los países ricos y de los países pobres, con las necesidades globales de prevención del cambio climático, en particular, y de preservación del ambiente y la biodiversidad, en general.

Como se colige de lo expuesto, el producto a transar es básicamente la generación de oxígeno por parte de los bosques, que compensa la contaminación al fijar CO2, o el ahorro de contaminación que se alcance con formas de producir energía que sean eficientes y amigables con el ambiente. Determinar los niveles de producción no ofrece excesiva dificultad técnica, pues en esencia lo que hace un árbol al crecer es tomar CO2 del ambiente y emitir oxígeno, y es posible hacer una correlación entre su nivel de crecimiento y la cantidad de oxígeno producido en ese proceso. De igual manera, es posible hoy día medir la cantidad de contaminantes que produce un país o una industria y evaluar su exceso o margen respecto a los límites.

A este efecto, nada importa si el árbol es de un bosque primario, es decir no plantado por el hombre, o secundario, es decir producto de una plantación, aunque existe aquí una discusión entre grupos ecologistas, que se antoja bizantina. Nadie discute que el bosque primario contribuye más a la biodiversidad, pero esto no implica que reforestar, con independencia de si se hace o no con propósitos comerciales, no sea beneficioso.
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Sin desmedro de las investigaciones científicas pertinentes o deseables, el punto primordial es que técnicamente es factible determinar cuánta contaminación emite un país, cuánto oxígeno producen sus forestas y si su saldo es negativo o positivo, en relación con los límites establecidos para cada nación, así como los niveles máximos de gases para evitar un agravamiento del efecto invernadero y sus consecuentes agujeros en la capa de ozono y excesivo derretimiento de los casquetes polares.

Todo esto proporciona los elementos básicos para crear un mercado para el ambiente, que a su vez determinaría un precio, producto de los beneficios obtenidos por el uso de energías diversas, los costos de disminuir la contaminación mediante diversas tecnologías y los costos de mantener capa vegetal. En las etapas iniciales del proceso, para que sea gradual la tarea de asumir los elevados costos que tendría para los países que más contaminan, sería razonable establecer ese precio por tonelada de oxígeno mediante una negociación, lo cual, en esencia, implicaría un subsidio parcial de los países pobres hacia los países desarrollados. Pero aún así, esto sería mejor que el esquema actual en que el subsidio es total y el incentivo para conservar es muy cercano a cero.

No sorprenderé a nadie señalando que esta posición, que impulsamos denodadamente, encontró seria resistencia. La de los países desarrollados es de esperar —aunque no por ello más aceptable—, pues al fin y al cabo, de ponerse en práctica, tendrían que pagar por unos servicios ambientales que ahora están recibiendo gratis. Tampoco extraña la de algunos países en desarrollo que tienen altos niveles de contaminación. La más inesperada es la de algunos países en desarrollo que tienen grandes recursos naturales y, por tanto, derivarían muchos
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beneficios de la propuesta, y cuya posición se debe básicamente a que perciben un mercado tal como una intromisión en su soberanía.

Pese a las dificultades, la creciente conciencia ambiental y el inexorable crecimiento de las amenazas ambientales, con sus potenciales efectos sobre algunos de los países desarrollados, han ido perfilando, poco a poco, un ambiente más receptivo para el pago de los servicios ambientales, según muestra la experiencia nacional.

Costa Rica y Noruega fueron, por ejemplo, los primeros países en el mundo en concretar una transacción de oxígeno por fijación de CO2. Luego, el Banco Mundial nos dio un préstamo de 32 millones de dólares para pagar esos servicios y su Fondo Mundial para el Ambiente (GEF, por sus siglas en inglés) nos donó ocho millones de dólares en el marco de la misma operación, y Holanda aprobó el financiamiento de un proyecto eólico como parte de los mecanismos de desarrollo limpio y está considerando otros proyectos por más de 1,8 millones de toneladas de oxígeno. Además, Alemania aprobó ocho millones de dólares, Francia accedió a canjear una pequeña parte de nuestra deuda externa por naturaleza, a fin de apoyar la Isla del Coco, que es Patrimonio Natural de la Humanidad; y Estados Unidos está considerando un mecanismo de canje de deuda por conservación.

***

Como todo producto humano, la globalización es imperfecta, pero perfectible. Y con la misma inexorabilidad con que avanza ese proceso de mundialización, debemos trabajar todos los pueblos para limar sus efectos negativos y potenciar los efectos positivos. Eso ha hecho Costa Rica, este pequeño país centroamericano, al promover incansablemente el respeto a los derechos humanos, defender la demo-
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cracia y practicar la solidaridad entre los pueblos, al abrir nuevos mercados y combatir las barreras comerciales de los países desarrollados, y al impulsar la creación de un mercado para el ambiente que haga posible el desarrollo sostenible que requiere la humanidad.
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urante los años noventa se hizo evidente que lo alcanzado hasta entonces por Costa Rica no era suficiente ante los cambios propios de la dinámica de la globalización. Frente a las trasformaciones mundializadoras, nuestras realidades debían ser modernizadas.
Ciertamente Costa Rica era parte del grupo de países con un índice alto de desarrollo humano, de acuerdo con las mediciones del PNUD, pero no era posible seguir elevando los niveles de vida si se continuaban aplicando los mismos esquemas en áreas claves para el desarrollo.
Dichos esquemas ya habían rendido todo su potencial. La alternativa era renovarlos y modernizar el país, o sumirse en el estancamiento y aun en el retroceso. Esto último no solo impediría sentar las condiciones esenciales para reducir la pobreza que afectaba a la quinta parte de la pobla-
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ción, sino que incluso llevaría a un incremento progresivo de ésta, a medida que se profundizara el deterioro.
Dado que esto no es ni moral ni políticamente aceptable, el país estaba, y está, obligado a modernizarse para poder proporcionar a sus gentes oportunidades de crear su propia superación, lo cual era aún más urgente debido a la disminución en la escolaridad durante los ochenta, que privó a una quinta parte de personas de los estudios de secundaria.

Teníamos la ventaja de que las fortalezas construidas históricamente por Costa Rica engarzaban perfectamente con los requerimientos de la nueva economía que surgía, —como vimos en el Capítulo

Ello hacía que no fuese necesario un cambio total de rumbo, que no solo es de suma responsabilidad, sino que muy costoso y de frutos que tardan mucho en verse, como es el dilema que enfrentan otras naciones en desarrollo. En cambio, el país lo que necesitaba era revitalizar los elementos claves para la generación de capital humano, fortalecer el capital físico que se había descuidado en las últimas dos décadas, hacer más eficientes y mejor dirigidos sus programas sociales para reducir la pobreza y promover que los servicios gubernamentales se prestasen oportunamente, con calidad y costos del siglo XXI. Y, por supuesto, debíamos hacer todo eso en el marco de la estabilidad económica indispensable para propiciar un crecimiento sostenido.

No significa esto que se tratase de una tarea fácil, todo lo contrario, pero sí de un reto asequible dadas las ventajas que disfruta nuestro país en comparación con otras naciones que enfrentan similares retos.

Los retos esenciales se centraban en propiciar mayor estabilidad económica, recuperar la infraestructura del marcado deterioro
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en que había caído, retomar la educación y la salud como prioridades nacionales, rescatar la seguridad ciudadana y fortalecer los mecanismos de solidaridad social, a partir de la generación de la energía motivadora de una clara visión nacional, sin miedo a emprender la ruta de la modernización y el cambio.

Dado que los seres humanos y las sociedades somos multidimensionales, había muchas otras tareas importantes que acometer, y no fueron excluidas en modo alguno. Sin embargo, esos cinco elementos tenían en común no solo el hecho de ser condiciones sine qua non para que todas las demás áreas de la vida humana puedan prosperar, sino también que de un modo u otro eran aspectos en los que existían profundos rezagos que ponían en riesgo la capacidad futura de nuestra sociedad para progresar y para alcanzar niveles adecuados de justicia y bienestar general.

Era necesario, a la vez, engarzar esas trasformaciones con el hilo conductor de una visión compartida de futuro, que fortaleciese nuestra democracia, pues los frutos que este sistema rinde son resultado de muchas décadas consecutivas de perseverante progreso, al contrario de lo que suelen creer muchos pueblos que sienten cansancio de ella cuando en realidad apenas empiezan a ensayarla. Esa visión compartida solo era alcanzable si se cambiaba la forma de hacer las cosas. Con mayor concertación, con mayor seriedad, con clara rendición de cuentas, sin buscar el halago fácil para el gobernante y sin rehuir la vital tarea de enfrentar los problemas en el diálogo con los ciudadanos. Y como lo he venido describiendo y comentando a lo largo de estas páginas, ese fue el estilo que traté de imprimir a mi Gobierno.
UNA SOCIEDAD EN TRANSFORMACIÓN
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Corregir los rezagos del accionar costarricense frente a las realidades de la época y relanzar el avance nacional modernizando esos campos fundamentales, era una tarea clave para que el país pudiese lograr simultáneamente dos objetivos esenciales. Colocarse a la altura de las exigencias planteadas por las circunstancias nacionales y mundiales, era el primero. Propiciar que su desarrollo futuro se fundamentase en los valores de libertad, igualdad, equidad, honestidad y justicia social que han sido aspiraciones consustanciales a la sociedad costarricense a lo largo de dos siglos, era el segundo objetivo.

Acometer esas áreas representaba un reto muy difícil, dada la magnitud de sus carencias, e implicaba profundas transformaciones en todos los ámbitos, muchas de las cuales generarían resistencias de diversos sectores. Pero también era una tarea inaplazable en virtud de su trascendencia para el bienestar nacional. Así que "ponernos al día con el mañana", como en algún momento lo denominé, fue el eje central de nuestros esfuerzos de Gobierno desde el primero hasta el último día de la gestión. Se trataba, ni más ni menos, de la tarea de modernizar a Costa Rica y prepararla para el siglo XXI.

· En el ojo del huracán

· Infraestructura recuperada

· Más sanos y educados

· Hacia el rescate de la seguridad

· Solidaridad efectiva
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1. En el ojo del huracán

Nuestra economía no había logrado niveles sostenidos de crecimiento alto, que permitiesen reducir la pobreza, cuya tasa del 20% era muy alta, aún cuando fuese relativamente baja comparada con las de Latinoamérica. Y la base fundamental de este problema radicaba en la carencia de estabilidad que había caracterizado nuestra economía por casi tres décadas, luego del Gobierno presidido entre 1966 y 1970 por don José Joaquín Trejos Fernández, en el que tuve el honor de participar.

Desde entonces, el déficit fiscal y las altas tasas de inflación habían caracterizado el comportamiento de nuestra economía, y en los últimos años se había alcanzado una estabilidad que podríamos llamar difícil y precaria, es decir sometida a fluctuaciones importantes, —con períodos de mayor y menor tranquilidad— y con riesgo de perderse al menor descuido, lo que brindaba un marco poco propicio para la producción. El desequilibrio en las cargas públicas obligaba al Banco Central a emplear con frecuencia —como debió hacer a mediados de la década de los noventa— políticas monetarias restrictivas que disminuían la demanda y la inversión y limitaban las posibilidades del consumo para sostener esa relativa estabilidad; la cual, además, en los años anteriores a nuestra administración, se había deteriorado con una aceleración de la inflación, respecto a los niveles bajos alcanzados al final del gobierno de Rafael Ángel Calderón Fournier.

Lograr consolidar la estabilidad macroeconómica era, por tanto, un objetivo de gran relevancia a fin de generar condiciones objetivas para alcanzar niveles mayores y sostenidos de crecimiento económico. Esto era y es especialmente importante por las condiciones financieras de Latinoamérica en los últimos años, con los países expuestos a
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grandes y desestabilizadores movimientos de capital financiero, que magnifican las crisis nacionales.

Afuera rugían las tormentas. A lo largo del cuatrienio no había terminado de solventarse una crisis importante en el nivel internacional, cuando surgía otra similar o mayor.

A la recesión de Japón siguió la turbulencia financiera en Asia, que pronto se extendió a Rusia y luego a importantes economías latinoamericanas, como Brasil. Poco después inició el desaceleramiento y recesión de la economía de nuestro principal socio comercial, los Estados Unidos, que se profundizó con el atentado terrorista del 11 de setiembre, y a esto siguió la crisis argentina.

Paralelamente, se dispararon los precios del petróleo entre 1998 y 2000, cayeron estrepitosamente los precios del café, se enfrentaron los problemas de mercado del banano y se afectaron —primero por la crisis asiática y luego por la caída de las punto com— las exportaciones de microprocesadores por parte de Intel, todo lo cual deterioró significativamente nuestros términos de intercambio comercial, al encarecer nuestras importaciones y afectar las exportaciones, como detallé en el Capítulo I.

Al turbulento contexto internacional, se sumaron los adversos vientos internos. El rechazo de las reformas en telecomunicaciones, electricidad, seguros y banca, nos privó de centenares de millones de dólares para disminuir la deuda interna y bajar los intereses. También nos hizo perder otros cientos de millones de dólares de inversión extranjera directa que la competencia habría atraído. ¡Cuánto se hubiese estimulado la generación de empleos, el crecimiento y la disminución de la pobreza! Este era un aspecto fundamental de nuestras previsiones para lograr la estabilización, tal y como habíamos expuesto en
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el Programa de Gobierno "Soluciones para el Futuro", y no se concretó a pesar de la lucha que dimos en su favor.

Con la adversa evolución del panorama internacional y nacional, a nadie habría sorprendido que el país sufriera una severa crisis, tal y como sucedió la última vez que se dio algo similar, aunque no igual, en 198182.

Pero no fue así y la nave costarricense logró superar los huracanados vientos que enfrentó. A pesar de los múltiples y graves problemas, logramos retomar la senda de la estabilidad y avances muy importantes en su consolidación, combinando cuidadosamente la política fiscal y la política monetaria, reduciendo significativamente la inflación y aumentando las reservas monetarias internacionales.

Dada nuestra decisión, expresada en la campaña, de no recurrir al usual aumento impositivo al inicio de cada Administración, porque confiábamos en nuestra propuesta de aperturas y privatizaciones, los esfuerzos fiscales se concentraron en procurar mayor recaudación a partir de un mejor cobro y la simplificación de los tributos existentes; en controlar cuidadosamente el gasto pese a todas las críticas que ello genera, y en reorientarlo hacia las prioridades nacionales.

Los mecanismos de cobro se mejoraron con la Ley de Normas y Procedimientos Tributarios, que incluso restituyó la pena de cárcel para los evasores, y con mejoras en los sistemas de información tributaria y aduanera, cuyos frutos seguirán incrementándose en los próximos años al permitir el control cruzado de la información de diferentes contribuyentes. También se erradicaron abusos en las exoneraciones, como las que se daban con el Artículo 11 en lo relativo a incentivos turísticos, y se persiguieron incansable y eficazmente los fraudes que se daban con los Certificados de Abono Tributario, lo cual gene-
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ró el encarcelamiento y condena de muchos defraudadores, y le ahorró al Estado miles de millones por esos fraudes.

Asimismo se logró promulgar, tras insistir reiteradamente, la Ley de Simplificación Tributaria, que permitió racionalizar la estructura tributaria y eliminar los impuestos de consumo que pesaban sobre miles de productos de uso diaño de los hogares, sin afectar la recaudación fiscal. Esta más bien se incrementó, con la ventaja adicional, y muy importante para la estabilidad, de que no quedó expuesta, como estaba antes, a los vaivenes de los mercados internacionales de los combustibles, que a veces beneficiaban excesivamente al fisco en perjuicio del consumidor pero que en otras ocasiones tenían un grave costo fiscal. Con el nuevo mecanismo que se estableció, el ingreso fiscal quedó asegurado a la vez que se benefició a los consumidores.

Para quien gobierna, no hay labor más importante ni que genere mayor incomprensión que controlar el gasto. Es tarea que casi nadie agradece, en la que muy pocos ayudan —incluso del propio Gobierno— y que no rinde frutos visibles, pues todo lo que hace es evitar un daño en el futuro, cosa que nadie percibe en el aquí y ahora del presente. Y, por el contrario, sobran las razones para gastar y muchas de ellas son muy atractivas, pues pueden generar aplausos, solventan compromisos políticos o son causas muy loables. Además, desde un punto de vista de economía política, los pocos que se benefician con un gasto lo agradecen mucho porque para cada uno de ellos es significativo, mientras que son contados los reclamos que hacen los muchos que a fin de cuentas pagan ese gasto, porque para cada uno de ellos es lejano, indirecto y pequeño.

Esto genera que, normalmente, el gobernante y su Ministro de Hacienda estén solos contra el mundo, y muchas veces quien está so-
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lo es este último, si el gobernante cede a los cantos de sirena. De ahí que sea tan importante seguir el ejemplo de Ulises de amarrarse al mástil para no estrellar el barco.

No es que los diversos programas y causas no merezcan apoyo y no sean importantes, aun cuando esto siempre deba revisarse. Se trata, simplemente, que hay límites en el dinero que se puede gastar sin crear o agravar dificultades fiscales, y que las necesidades siempre son mayores que los recursos disponibles. Y cuando esto se olvida, cuando la tentación de las sirenas puede más que la previsión y la voluntad de Ulises, la inexorable factura siempre es pagada —con mayores niveles de inflación y pobreza— por los sectores más vulnerables de la población.

Además, el control del gasto no consiste en una sola decisión, en un gesto heroico, si se quiere, pero único del gobernante. Eso sería más fácil de hacer. Lo difícil de controlar el gasto es que debe hacerse a cada momento, en pequeñas y grandes decisiones, pues todas juntas van construyendo o destruyendo la disciplina fiscal de un Gobierno. Lo difícil es que hay que hacerlo cada día... y todos los días. Y no es grato para nadie rechazar constantemente las peticiones o propuestas de otros, máxime cuando existe cercanía o los proyectos son atractivos o necesarios, por lo que es difícil para un gobernante mantener esa disciplina.

Durante muchos años yo había liderado en el país un intento de reforma constitucional para introducir garantías económicas que actuasen con procedimientos de piloto automático para proteger a la economía, y en especial a los pobres, de esa inclinación "natural" al aumento de los gastos. Ante cada paquete tributario, como llamamos en Costa Rica los periódicos intentos de dinamizar los ingresos fisca-
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les, había indicado mi insatisfacción con el control del gasto. Había lamentado públicamente que, forzado por la necesidad de mantener funcionando el Gobierno, como diputado voté a favor de los presupuestos a pesar de que daban escaso margen para hacer disminuir el gasto. Y como Presidente de la Asamblea Legislativa había establecido, después de 42 años de desobediencia parlamentaria a la Constitución, una Comisión Legislativa de Control del Gasto Público para cumplir, por primera vez, con el mandato de examinar las cuentas y la liquidación de los presupuestos. Recordaba la preocupación y ocupación personal del expresidente Trejos en el control de los egresos públicos y consideraba que era necesario mejorar el instrumental y los procedimientos para evaluar los programas y sus costos unitarios.
Durante mi Gobierno, el Banco Central y los organismos internacionales revelaron que por varios años se había subestimado considerablemente el tamaño de la producción nacional, tal y como ya había anticipado una tesis de graduación universitaria en la que participó uno de mis colaboradores. La nueva medición aumentó el Producto Interno Bruto en el orden de un 30%. Con este nuevo denominador, la magnitud del gasto gubernamental con relación al tamaño de la economía nacional bajó en una cuarta parte, y de poseer una alta magnitud de gasto, comparados con países con similar ingreso por habitante, pasamos a tener un indicador bajo. Esto explicaba claramente, desde el punto de vista de los recursos disponibles, no de su gestión, la incapacidad de Costa Rica, después de la crisis de la deuda externa de 1982, de mantener adecuadamente la infraestructura y hacerla crecer de acuerdo con los volúmenes de producción y comercio; de mejorar la escolaridad en educación secundaria que más bien —repito—disminuyó lastimosamente; de aumentar y profesionalizar su policía;
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y de atender las necesidades crecientes de sus tribunales y del sistema penitenciario, entre otras carencias básicas.

En nuestro planteamiento esto no significaba que era innecesario controlar el gasto. Todo lo contrario, en vista de las deficiencias apuntadas en los servicios públicos. Significaba que se debía redireccionar el gasto para poder cubrir esas necesidades básicas insatisfechas, mientras la competencia en electricidad y telecomunicaciones atraía inversión privada y la privatización de seguros, licores y banca, y las concesiones del espectro electromagnético, generaban recursos para disminuir la deuda pública y el gasto gubernamental en intereses. De esa manera, se podía disminuir el déficit fiscal sin impuestos nuevos, a la vez que se cumplía a cabalidad con la inversión y los servicios públicos requeridos para el progreso de la nación.

Necesitábamos destinar más recursos a los sectores prioritarios, pero al mismo tiempo debíamos mejorar la disciplina fiscal, lo cual, por supuesto, hacía más difícil el panorama. Por eso, teníamos planeado obtener los recursos adicionales para educación, salud, infraestructura, seguridad ciudadana y solidaridad social, en los primeros años —mientras se aprobaban los proyectos de apertura y privatización— mediante la redirección del gasto ya existente; lo cual implicaba aún mayores restricciones en otras áreas, que no tenían una prioridad tan marcada pero seguían siendo importantes.

Por fortuna, todos mis colaboradores entendieron la importancia de mantener esa orientación y ello hizo posible redistribuir el gasto de tal modo que los recursos destinados a esos sectores prioritarios pasaron de representar el 45% del gasto presupuestado al inicio de nuestra gestión, excluyendo el servicio de la deuda, al 55% para el 2001, con un déficit del sector público consolidado del 2,9% en ese mismo año.
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Una medida adicional que nos permitió aliviar la presión fiscal fue la Ley que presentamos y logramos que se aprobara para convertir deuda interna por deuda externa, reduciendo el costo de atención de la deuda, sin incrementar la deuda total, pues las nuevas colocaciones tan solo compensaban los montos amortizados al atender la deuda externa, como ha hecho puntualmente nuestro país por muchos años. La legislación aprobada no solo benefició a nuestra Administración, sino que incluyó una previsión para la actual, que en este año, 2003, colocará 450 millones de dólares con el mismo propósito.

Pero es necesario reducir el déficit fiscal a niveles más adecuados en los próximos años, si se quiere hacer plena realidad el potencial de crecimiento de Costa Rica. Al mismo tiempo se necesita mantener la dinámica de la inversión pública, de la formación de capital humano, de la cobertura y calidad de los sistemas de protección a las personas y a la propiedad, y de la asistencia a las personas en pobreza. Por esa razón, cuando no logramos aprobar nuestra propuesta de apertura y privatización, y eso alteró el balance fiscal que habíamos previsto originalmente, pedimos el apoyo de distinguidos Exministros de Hacienda y, como fruto de su trabajo, presentamos a la Asamblea Legislativa una propuesta para aminorar la brecha fiscal. Una vez más —igual que vimos en el Capítulo IV respecto a lo actuado en electricidad y telecomunicaciones— frente al rechazo de la vía propuesta y anunciada en campaña, buscamos con humildad otro camino para lograr esa meta, lo cual consolida la vigencia y seriedad del sistema democrático.

La provisionalidad de los tributos recientemente aprobados por el Congreso, puesto que solo regirán un año, debe servir como acicate, no como rémora, para desarrollar una reforma tributaria a fondo, como la planteada en esa propuesta, que apoyamos decididamente
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sin parar mientes en pagar el costo político de impulsar unos impuestos que ya no podríamos utilizar.

En este sentido, debemos mirar los casos de naciones queridas y admiradas, como Argentina, que fue hace un siglo una de las sociedades más ricas del planeta y hoy sufre el crecimiento de la pobreza, la caída de la clase media y el hambre de muchas familias. Frente a la volatilidad y magnitud de los actuales movimientos de capital, debemos manejar el fisco de modo que se atiendan las necesidades de infraestructura, capital humano y servicios públicos que posibiliten un elevado crecimiento de la producción, pero a la vez que se mantenga muy sólida la hacienda pública, lo cual significa, para Costa Rica, un superávit o cuando mucho un déficit financiero no mayor al uno por ciento.

Por eso, es un espejismo creer que la situación fiscal del país se arregla tan solo con disminuir gastos. Los gastos se deben controlar todos los días, para eliminar los superfluos, hacerlos más eficientes y redirigirlos. Pero las necesidades insatisfechas aún son muchas y es indispensable gastar para satisfacerlas y poder asegurar un crecimiento acelerado. Por ello, si no se quiere aceptar la inversión privada en la prestación de algunos servicios que hoy son monopolios públicos, ni la venta de algunos activos para bajar la deuda pública y su consiguiente carga de intereses, solo queda el camino de aumentar los impuestos. Y estos deben recaer sobre las clases media alta y alta, aún cuando no podemos ignorar que ello disminuirá los incentivos para invertir y emprender. No obstante, actuar de otra manera, excluida la vía de la apertura y la venta de activos públicos, sería peor: o no se contaría con la infraestructura, capital humano y servicios gubernamentales imprescindibles para lograr un crecimiento alto y sostenido del ingreso por habitante; o se castigaría con enorme injusticia a los
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costarricenses más pobres, ya sea con mayor inflación o con la aprobación de impuestos que los afecten más.

Por todo lo anterior, el objetivo nacional, trascendiendo los intereses partidarios, debería consistir en lograr la supresión del déficit fiscal en el mediano plazo, de forma gradual pero certera. Para ello, en las condiciones actuales, es necesario controlar y redirigir el crecimiento del gasto y generar ingresos fiscales adicionales y permanentes. Con ello se lograría evitar impactos que afecten los niveles de vida de los más pobres, a la vez que se establecerían condiciones apropiadas para el crecimiento de la producción, la atracción de inversiones, la generación de empleo y la reducción de la pobreza de modo sostenido. Esa es la oportunidad histórica que tienen ante sí los miembros de la comisión especial que está discutiendo esa materia y todos confiamos en que la comisión y los partidos con representación legislativa sabrán aprovecharla; dando aprobación a una legislación tributaria a partir de la base brindada por la reforma que propusieron los señores exministros de Hacienda y que dejamos en conocimiento de la Asamblea Legislativa.

Los esfuerzos que realizamos en el ámbito fiscal tuvieron una clara expresión en el éxito logrado en la reducción de la inflación. La tasa de inflación acumulada durante nuestra gestión no solo fue la más baja de los últimos siete Gobiernos, es decir prácticamente de las últimas tres décadas; sino que también disminuyó en casi la mitad respecto a cada uno de los cuatro períodos anteriores —durante los cuales hubo poca variación en promedio—, con el claro beneficio que eso implica para las familias más pobres.

Al culminar el período logramos que la tasa de inflación anualizada fuese de un dígito y tendiese a la disminución. Sin embargo,
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no logramos el propósito que originalmente nos habíamos fijado de reducirla a un 5% para el 2002, es decir niveles más cercanos a los internacionales, precisamente porque al no lograrse la aprobación de la apertura de monopolios públicos y la venta de algunos activos, no se contó, como ya señalé, con los recursos necesarios para reducir más el déficit fiscal, disminuir significativamente la deuda interna y bajar la presión inflacionaria.

En relación con la política monetaria, que se orientó a mantener el tipo de cambio real, fortalecimos efectivamente la autonomía del Banco Central en cuanto a la toma de decisiones y a las posibilidades reales de ejecutarlas, al asumir el pago de las deudas que, en razón de las pérdidas causadas por operaciones cuasifiscales, tenía el Gobierno con el ente emisor.

Dichas deudas se habían acumulado por años y a pocos días de terminar sus funciones, la Administración saliente las había documentado, pero con un esquema de pagos a muy largo plazo y con amortizaciones anuales muy pequeñas como para fortalecer efectivamente la capacidad del Banco Central para desarrollar sus operaciones.

Por la relevancia que tenía fortalecer esa capacidad, pagamos todo ese monto en nuestra Administración, y además impulsamos la aprobación de una ley para hacer pagos adicionales por 180 mil millones de colones, aprovechando el Acuerdo de Cooperación Energética que firmamos con Venezuela. Para complementar esos esfuerzos, presentamos un proyecto de ley que profundizaba la autonomía del ente emisor, incluyendo que el nombramiento de su Presidente no coincida con los períodos gubernamentales, para evitar cualquier intento de politización de la política monetaria. Ese proyecto, junto con otras previsiones para fortalecer el sistema financiero nacional, está pendiente de resolución legislativa.
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La excelente política monetaria desarrollada por el Central, que incluyó una importante reducción de los encajes bancarios, al 5% —lo cual facilitó el acceso al crédito— permitió que la Administración cerrara su gestión con las reservas monetarias internacionales más altas de nuestra historia.

Así, a pesar de las dificultades causadas por las crisis financieras internacionales, la recesión estadounidense, el deterioro en los términos de intercambio de nuestra producción y el rechazo a la apertura de los monopolios públicos y venta de activos, con la consecuente imposibilidad de reducir la deuda interna en el monto que hubiésemos querido y la merma en la atracción de inversiones prevista que eso implicó, se logró mantener la estabilidad de nuestra economía y avanzar en su consolidación.

El costo de las medidas que no nos aprobaron y del desfavorable entorno externo que afrontamos, lo pagamos con no haber alcanzado las tasas de crecimiento económico que nos habíamos propuesto. A pesar de que nuestra tasa de crecimiento de 1997 a 2001 fue alta, en comparación con Latinoamérica, no fue la que requeríamos para reducir significativamente la pobreza en un plazo corto.

Mucho avanzamos en eliminar escollos al crecimiento, pero no logramos establecer una pauta de 6% anual, como era nuestra meta. Con todos los costos y problemas que me tocó vivir, a fin de avanzar a paso sólido hacia la disminución de la pobreza —si me tocara empezar de nuevo la tarea del 8 de mayo de 1998—, volvería a la lucha con aun mayor vigor y decisión en favor de la apertura de los monopolios estatales y la disminución de la deuda pública.
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2. Infraestructura recuperada

Tras dos décadas de descuido, nuestra infraestructura vial, portuaria y aeroportuaria en lugar de ser un apoyo constituía un obstáculo para el desarrollo y un martirio para la ciudadanía.

Las destrozadas vías nacionales eran la expresión más evidente del problema, pero igualmente graves eran los problemas en el Aeropuerto Juan Santamaría, que había perdido la categoría 1 para vuelos internacionales; y la saturación y los elevados costos en los puertos del Atlántico y el Pacífico encarecían y dificultaban el intercambio comercial. El tren, nuestra gran construcción del siglo XIX, había dejado de circular totalmente.

Además de elevar los costos de transporte privado y público y de los bienes de consumo de las familias, esta situación afectaba al turismo, encarecía los costos de producción, no compaginaba con la vocación exportadora del país y aminoraba sus posibilidades de desarrollo, todo lo cual hacía urgente dar la más alta prioridad a la recuperación de la infraestructura.

Se habían dado ya pasos iniciales en ese proceso. Durante el período de transición, posterior a mi elección, el Gobierno saliente, en colaboración con congresistas de mi partido, había impulsado la aprobación de legislación que aseguraba recursos adicionales para atender el problema vial, a la vez que administrativamente había iniciado el proceso para ampliar y modernizar el Aeropuerto Juan Santamaría con inversión privada, mediante una modalidad de concesión denominada "gestión interesada de servicio público".

Tales decisiones daban una base para emprender el largo camino de recuperación de la infraestructura, pero todavía eran procesos muy incipientes, que había que instrumentar y poner en práctica, en un
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país que, además de tener un complejo y lento sistema de contratación, en dos décadas de descuido había debilitado profundamente su capacidad de respuesta a esas necesidades, tanto en el Ministerio encargado de la materia como en el sector privado. Y en lo que respecta a los puertos, todo estaba por hacer.

Con nuestras rutas viales en estado comatoso y el inicio de nuestra fuerte época lluviosa coincidiendo con el inicio del Gobierno, la prioridad inmediata fue darles a las principales carreteras un tratamiento de emergencia que permitiese superar ese invierno en condiciones transitables. Al mismo tiempo, se iba preparando una transformación de fondo en todo el proceso, que incluía desde estructurar el nuevo órgano encargado de la materia, el Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI), hasta preparar los diseños y las licitaciones necesarias para poder hacer las contrataciones respectivas.

Esta medida no fue comprendida plenamente y algunos críticos han dicho que en esas primeras etapas del proceso se malgastó el dinero tapando huecos o haciendo arreglos superficiales que no corregían todos los problemas que tenían esas calles. Lo que no se detienen a reflexionar quienes hacen esas críticas es que en ese momento lo que urgía era salvar al paciente, esto es, garantizar que los vehículos de pasajeros y de carga pudieran circular de un modo razonable, y no curarle todas las enfermedades, es decir corregir todos los problemas de las vías. El otro aspecto que no han considerado es que el país tiene una red vial muy extensa en relación con nuestro pequeño territorio, y que virtualmente, toda estaba en mal estado. Esto hacía materialmente imposible atender todas las vías, corrigiendo todos sus defectos, tanto porque demandaría recursos imposibles de conseguir como por el escaso tiempo disponible para hacerlo. Nunca ha sido tan cierto el dicho popular de que "lo perfecto es enemigo de lo bueno".
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El erróneo enfoque de los críticos continuó durante todo mi Gobierno, pues pretendían que los recursos se emplearan para construir obras perfectas, cuando lo urgente era poner en muy buenas condiciones de circulación toda la red nacional de carreteras. Haber procedido de otra manera, dados los tiempos de diseño requeridos y los recursos disponibles, solo nos habría permitido terminar unas pocas decenas de kilómetros en lugar de arreglar miles. De modo que no había más alternativa que ir corrigiendo sobre la marcha los problemas más urgentes, y paralelamente preparar una transformación total del proceso, tal y como comprendió la gran mayoría de la población al señalar esas acciones entre las más destacadas del Gobierno.

Las etapas iniciales, además de brindar el respiro vial que el país necesitaba, se complementaron con la transferencia a empresas privadas de las tareas de mantenimiento que venía ejecutando directa y poco eficientemente el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, lo cual llevó a transformar los sistemas de contratación. Los que encontramos eran instrumentos orientados únicamente a reparar los sitios dañados, sin trabajo preventivo. Era como esperar a que haya un incendio, para luego ir a apagarlo, en lugar de revisar y mantener en buenas condiciones el cableado para prevenir problemas.

Fue preciso mejorar las posibilidades de acción inmediata y directa del Ministerio mientras se hacían las primeras contrataciones de mantenimiento, y luego hacer contrataciones anuales por áreas del país; pero era claro que esto no permitía a las compañías invertir en equipo moderno y apropiado para esos trabajos, al no contar con la seguridad de un flujo de caja de largo plazo que les permitiera hacer frente a las fuertes inversiones necesarias. De ahí que introdujimos un esquema de contrataciones de mantenimiento permanente a un total de 4192 kilómetros de vías, divididas en zonas y por tres años plazo,
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que sí les permitía realizar inversiones importantes y garantizaba un mejor estado de la vía al actuar en ella antes de que los problemas fuesen muy significativos, tal y como se está ejecutando actualmente. Y así, aunque algunas compañías no han dado la talla y están quedando fuera de competencia como resultado del proceso, lo cual es muy sano y elevará aún más el nivel de calidad constructiva, otras compañías han incrementado sensiblemente su capacidad de respuesta.

Ahora, dado que esos contratos de mantenimiento están en ejecución, las autoridades sí cuentan con un plazo largo en el que no les urge contratar nuevos servicios de mantenimiento y pueden dirigir los esfuerzos a mejorar la técnica de contratación, los mecanismos de supervisión y los diseños.

Los resultados globales del proceso de reconstruir lo dañado son muy evidentes. A pesar de dos décadas de descuido, bastaron cuatro años para recuperar las condiciones esenciales de circulación en toda la red vial nacional, por la reparación, mantenimiento y recarpeteo que se logró dar a más de 7500 kilómetros de vías asfaltadas en todo el país, gracias a una inversión que, en términos reales, fue dos veces y media superior a la realizada en los dos cuatrienios previos a nuestra gestión.

Pero el proceso fue mucho más amplio, porque también implicó el impulso, desarrollo y ejecución de nuevos proyectos de gran magnitud que el país había esperado, en vano, por muchos años. Así, con la cooperación del Gobierno de la República de China en Taiwán se construyó el puente sobre el río Tempisque, uno de los dos más grandes de Centroamérica, para acortar notablemente la distancia que deben recorrer los productos agropecuarios para llegar a los mercados así como los turistas para arribar a algunos de los lugares más
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visitados del país, y reconstruimos por nuestra cuenta la carretera Limonal-Tempisque que da acceso a dicho puente. Emprendimos también la construcción de la carretera Bribrí-Sixaola, para superar uno de los principales problemas de comunicación de la región atlántica y que nos vinculará más a Panamá. Y tras más de veinte años de inacción y promesas fallidas, iniciamos la carretera Castro Madriz, construyendo los cinco grandes puentes que comprende el recorrido y la trocha por la cual pasará la vía definitiva, lo cual disminuirá los costos de transporte hacia y desde el Pacífico al unir, en una ruta más corta, la capital con Puerto Caldera.

Esta última se hará por concesión de obra pública, que dejamos adjudicada; atrayendo inversión privada que no solo permite ampliar la red vial nacional, impulsar el crecimiento y generar empleos, sino que además libera recursos públicos para el desarrollo del programa de mantenimiento constante que garantice un excelente estado en las carreteras ya existentes.

Desarrollar el programa de concesión de obra pública representó un reto particularmente difícil. Encontramos el primer proceso, para reconstruir y ampliar la carretera Bernardo Soto, es decir entre el Aeropuerto Juan Santamaría y San Ramón, en el noroeste del país, virtualmente definido y aquejado de serios problemas. Tratamos de rescatarlo pero no fue posible, por fallos de la empresa constructora Marhnos, que nos llevaron a rescindir el contrato y a asumir directamente el mantenimiento de la obra, pues se encontraba en muy mal estado, mientras se volvía a licitar la contratación.

Ya es bastante difícil introducir estos mecanismos de participación privada en el financiamiento, construcción y manejo de una obra pública en un país donde esto tradicionalmente lo hace el Estado, co-
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mo para que además, falle el primer proceso. Se quiera o no, éste constituye a los ojos de la opinión pública una prueba sobre si el nuevo método funciona bien. De modo que el fiasco de esta primera concesión exacerbó las dificultades para introducir esta segunda transformación en los mecanismos relativos a la construcción, mantenimiento y manejo de la infraestructura nacional.

No obstante, ante la necesidad de destinar todos los recursos públicos disponibles a la recuperación de las vías ya existentes, la concesión de obra pública representaba la única alternativa para construir las grandes obras que el país requiere, por lo que seguimos adelante con el proceso, introduciendo los cambios necesarios para evitar, en lo posible —porque toda obra importante está sujeta a imprevistos— que se repitiera el problema.

Fue así como logramos dejar adjudicada la concesión de la carretera Castro Madriz, como ya señalé, a la vez que dejamos convocada la licitación para dar en concesión la reconstrucción de las autopistas General Cañas y Bernardo Soto, así como la construcción de un viaducto en San José. Paralelamente, culminamos el diseño, obtuvimos el financiamiento —incluida una donación de 15 millones de dólares—del Gobierno taiwanés y firmamos la contratación para construir la carretera Naranjo-Florencia, haciendo más expedito el acceso a las llanuras del norte del país, una zona rica en productos agropecuarios de consumo nacional y de exportación. También realizamos los estudios para concluir la Autopista Florencio del Castillo, eliminando un tapón que afecta la comunicación entre San José y Cartago, la antigua capital colonial; quedaron en etapas muy avanzadas los estudios de diseño, tráfico y financieros de la Radial a Heredia, así como los necesarios para duplicar y hacer más seguro el acceso al Atlántico, donde es-
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tán nuestros principales puertos, mediante concesión de las carreteras Braulio Carrillo y José Joaquín Trejos.

Esto último —que ejemplifica algunas de las múltiples obras que se dejaron en diversos estadios del proceso constructivo— es de suma importancia para el desarrollo a corto y mediano plazo de las vías nacionales. Al asumir funciones nos encontramos con que muchas obras de las cuales se habló durante años, no contaban siquiera con los estudios o elementos más básicos para concretarlas. La necesidad de realizar todo ese proceso implicó una inevitable posposición de esas obras. Si detrás de todos los compromisos, aspiraciones y deseos políticos o de la opinión pública, no hay un ingente y silencioso trabajo para contar con los estudios, diseños, planos y otros aspectos claves en toda obra, la realidad es que nunca se podrá pasar de las palabras a los hechos sin perder un tiempo muy valioso. Claro que se trata de una tarea poco llamativa, pues no genera titulares informativos ni puntos en las mediciones de opinión pública, pero es absolutamente indispensable para el progreso nacional.

De modo que todo el proceso preparatorio que dejamos listo en obras de gran importancia, sin perjuicio de los ajustes que se estime convenientes, facilitará el rápido desarrollo de esas nuevas obras por parte de la Administración Pacheco, como está sucediendo actualmente. En las décadas anteriores a la crisis de la deuda externa de América Latina y a la consiguiente caída en la inversión en infraestructura en Costa Rica, el país se había visto favorecido por la extraordinaria tarea de previsión y diseño vial realizada por el ingeniero Espíritu Salas durante el gobierno de don Maño Echandi, de 1958 a 1962. Espero que nuestros avances y la continuación en los estudios le sirvan de igual manera a las futuras administraciones.
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Un sistema de participación privada en la construcción, modernización y manejo de obras públicas, en una modalidad específica denominada "gestión interesada", que culminamos exitosamente y está en plena operación es el registrado en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, lo cual incluyó la construcción de la nueva terminal y la exitosa recuperación de la Categoría 1 de vuelos internacionales. Este mecanismo ha representado una continua modernización en ese aeropuerto, que se extenderá por varios años, y liberó recursos públicos para mejorar la infraestructura de otros aeropuertos.

Así desarrollamos la ampliación en un sesenta por ciento de la pista del Aeropuerto Tobías Bolaños, que es ahora más seguro y, al poder acoger mayor cantidad de naves ligeras, libera espacio adicional en el Juan Santamaría; y también realizamos obras esenciales para asegurar el carácter internacional del Aeropuerto de Liberia, lo cual no solo permite al país contar con un segundo aeropuerto internacional para naves grandes en plenas condiciones de uso, sino estimular aún más el arribo de turismo directamente a Guanacaste, como ya está sucediendo. De ese modo el imán turístico que representa esa provincia norteña no solo se vio fortalecido con el puente sobre el río Tempisque, sino también con el fortalecimiento del Aeropuerto de Liberia, que es vital continuar a corto y mediano plazo con los recursos públicos liberados a raíz de la gestión interesada del Juan Santamaría.

La infraestructura portuaria que combinaba problemas de altas tarifas y una capacidad de respuesta a punto de agotarse, también demandaba urgente atención. En los puertos del Atlántico la inversión que realizamos superó en un 60% la que se había hecho en los tres cuatrienios anteriores juntos, dirigida principalmente a la construcción de una terminal de cruceros y de buques "roll on roll off', para evitar que los cruceros turísticos perjudicasen la labor de carga y des-
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carga de mercaderías o, viceversa, que ésta afectase al turismo; así como de una terminal multipropósito para agregar 250 metros de muelle, a comprar equipo moderno para agilizar la carga y descarga ya ampliar la capacidad de almacenamiento.

En los puertos del Pacífico una de las primeras medidas fue reducir las tarifas, para hacerlas más competitivas y abaratar el costo de los bienes; realizar, con carácter de urgencia, los dragados del puerto de Caldera y del estero de Puntarenas, que aún cuando eran una tarea elemental no se habían hecho en muchos años; y, lo más importante, desarrollar un mecanismo para introducir la participación privada en la operación, expansión y desarrollo de nueva infraestructura.

Dicho mecanismo representa una transformación total respecto a la manera en que se había concebido hasta ese momento el manejo portuario en el país, y por ello mismo requirió una ardua tarea de convencimiento de los sindicatos portuarios, que finalmente accedieron y firmaron conmigo un compromiso para no entorpecer la participación privada en el manejo de esos puertos, a cambio de recibir garantías de que el proceso tendría en cuenta sus legítimos intereses y se les daría, con los recursos procedentes de la concesión, una indemnización proporcional a los años laborados por cada trabajador. En este caso dejamos adjudicadas las concesiones para la futura operación e inversión en los puertos del Pacífico y garantizada la paz laboral para el proceso de modernización, gracias a la inteligencia y apertura de los dirigentes sindicales.

Así, durante el cuatrienio no solo asumimos exitosamente la tarea de recuperar la infraestructura nacional que se encontraba al borde del colapso, tras veinte años de abandono, y proyectamos ese trabajo hacia el futuro; sino que también introdujimos una profun-
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da modificación al permitir la participación en la construcción, financiamiento y gestión del sector privado en campos que, como la materia vial, los puertos y aeropuertos, hasta entonces habían sido monopolios públicos.

De igual manera quisimos proceder en el campo ferroviario, pero los resultados fueron mucho más limitados.

Logramos en pocos meses que los trenes volviesen a circular en ambas costas del país, mediante contratos con compañías importadoras y exportadoras que nos garantizaban que esa operación no implicase pérdidas para el erario público. Preparamos y publicamos luego una licitación para concesionar los ferrocarriles, pero desdichadamente no obtuvimos el interés internacional que durante la preparación del cartel respectivo creímos que íbamos a provocar. Este es un campo en el cual deberemos los costarricenses ser imaginativos y continuar insistiendo para poder fortalecer el sistema de transporte terrestre de bienes y personas. Para ello serán de gran utilidad los significativos avances que logramos en la modernización, en la coordinación entre sus múltiples operadores y en la simplificación del sistema público de autobuses; así como el plan de desarrollo urbano que dejamos preparado.

Todas las transformaciones en la manera de hacer las cosas en este vasto sector se reflejaron en el desarrollo de nuevas obras e inversiones privadas; liberaron recursos adicionales para atender necesidades perentorias de la infraestructura nacional; y permitieron desarrollar más obras en menos tiempo, para responder con eficacia al fundado sentido de urgencia con que el país percibía este campo al asumir nuestras funciones.
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3. Más sanos y educados

Del mismo modo que en lo relativo al capital físico, también recurrimos a profundas transformaciones para fortalecer el capital humano que ha sido históricamente la principal fortaleza de Costa Rica y responder a los retos que afrontaban la salud y la educación.

Más de sesenta años atrás, el doctor Rafael Ángel Calderón Guardia —durante el primer Gobierno socialcristiano de Latinoamérica— tomó una decisión fundamental para consolidar definitivamente los esfuerzos que había venido haciendo el país en materia de salud, mediante la creación de un sistema público de atención en salud financiado tripartitamente —Estado, patronos y trabajadores—, que se plasmó en la Caja Costarricense de Seguro Social.

Con la ejecución a cargo de la CCSS y la rectoría del Ministerio respectivo esa solución costarricense ha funcionado exitosamente, al punto que en su reporte del año 2000 la Organización Mundial de la Salud colocó al país entre aquellos que tienen un sistema de atención más eficiente en el mundo. 31
Pero el éxito también puede generar problemas. El notable crecimiento de nuestro sistema de salud y de su cobertura poblacional, que es universal, la expectativa de la población en su capacidad de respuesta, el hecho de que su mismo éxito ha generado que las enfermedades tengan un perfil mucho más complejo y el crecimiento mismo de la entidad, que es la más grande del país, fueron creando una serie de dificultades que era perentorio subsanar.
31. ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD; El Reporte Mundial de la Salud 2000, Sistemas de Salud: mejorando el desempeño, Ginebra.
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La gran demanda de atención y la insuficiente inversión en equipos modernos, clínicas y hospitales —el último se había inaugurado en 1969—, habían congestionado la consulta externa, la atención por especialistas y las cirugías. El trabajo abrumador, a su vez, produjo cierta deshumanización en la atención, en tanto que el crecimiento de la institución la había llevado a una excesiva centralización que le impedía responder ágilmente a esos retos.

De ahí que una de nuestras primeras medidas fue impulsar un profundo proceso de descentralización, presentando y logrando la aprobación de la llamada Ley de Desconcentración Hospitalaria, 32 la cual creó juntas de salud en cada hospital y clínica, integradas por tres representantes de los patronos, dos de los asegurados y dos de las asociaciones vinculadas a los centros de salud, todos elegidos en la respectiva zona de atención.

Se les asignó a las juntas participación en los procesos presupuestarios, en la definición de los compromisos de gestión y de las prioridades y políticas generales en materia de inversión, contratación administrativa, promoción e incentivos para los trabajadores de la salud, y en la selección de los directores.

Paralelamente, se fortalecieron las competencias de los centros de salud, garantizándoles un presupuesto propio y posibilidades de contratar por sí mismos, sin recurrir al sistema centralizado, hasta ciertos montos, a fin de agilizar sus procedimientos. Pero ese presupuesto se vinculó a compromisos de gestión que cada centro debía preparar en coordinación con las juntas de salud y someter a apro-

32. Ley de Desconcentración de los Hospitales y las Clínicas de la Caja Costarricense de Seguro Social, N° 7852 de 30 noviembre de 1998, publicada en La Gaceta N° 250 del 24 de diciembre de 1998.
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bación de las autoridades de la CCSS, a fin de asegurar una mejoría de los indicadores, tanto de cada centro como nacionales. A fin de incentivar la sana competencia entre los centros de salud por cumplir las metas, se contemplaron incrementos presupuestarios en el siguiente período si los compromisos de gestión se cumplían y reducciones en caso contrario.

También se culminó otra transformación, esta vez en el modelo mismo de atención, para introducir niveles primarios, denominados EBAIS, por las siglas de Equipos Básicos de Atención Integral en Salud, que mejorasen la prevención y descongestionasen los siguientes niveles, es decir las clínicas y hospitales. Esta reforma es prueba irrefutable de la importancia de contar con políticas de Estado, que trasciendan la política partidaria, en los temas centrales para el desarrollo humano, pues se desarrolló a lo largo de tres Gobiernos, incluido el nuestro. Conceptualizada e iniciada con los primeros EBAIS en el Gobierno del presidente Calderón Fournier, continuó y creció en la administración Figueres Olsen, y floreció durante nuestro período con la descentralización hospitalaria, la construcción masiva de facilidades, el equipamiento y la puesta en marcha de los nuevos procedimientos.

El nuevo modelo de atención permitió unir las actividades de prevención, que en el pasado habían estado a cargo del Ministerio de Salud, con las de curación de la CCSS, y compatibilizarlas con la nueva visión de promoción de la salud. De esta manera se acercaban a los ciudadanos los servicios, brindados de una manera más personalizada, eficiente y amistosa.

Para ello debimos establecer prácticamente la misma cantidad de EBAIS que se habían levantado en los dos Gobiernos previos, 1990-1994 y 1994-1998, para alcanzar la meta de 810 en todo el
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territorio nacional, y equipar y dotar de instalaciones adecuadas a casi la totalidad.

Esto fue posible, a su vez, debido a un cambio de gran magnitud en la inversión realizada en la compra de equipo médico moderno y en la construcción y renovación de infraestructura médica, a fin de superar la obsolescencia generalizada de equipos y las limitaciones infraestructurales que perjudicaban la atención a los asegurados.

Durante el período invertimos en esos rubros más recursos que en los doce años previos, lo cual permitió construir nuevos hospitales, como el de Liberia, que fue el primero después de 30 años sin construirse ninguno; edificios para áreas especializadas, como el Centro de Especialidades Médicas y el Centro de Prevención de las Discapacidades —ambos en el Hospital de Niños—, la Clínica Nacional de Oftalmología y servicios de radioterapia en los hospitales México y San Juan de Dios; nuevas clínicas en todas las provincias y los EBAIS ya citados; así como miles de modernos equipos médicos para los EBAIS, clínicas y hospitales de todo el país.

Adicionalmente, dejamos en construcción el nuevo Hospital de Alajuela, proyecto que —tras muchos años de no concretarse— encontramos a punto de perder su financiamiento, y logramos rescatar éste, preparar planos, hacer las licitaciones, superar las apelaciones y trabas e iniciar su construcción; y también quedó avanzada la construcción de la torre del servicio de emergencias del Hospital Calderón Guardia y la reconstrucción del edificio del servicio de medicina interna del Hospital San Juan de Dios, entre muchas obras más.

Esas transformaciones de orden general, se complementaron con cambios de gran relevancia en dos áreas específicas, la mortalidad infantil y el combate contra el cáncer cérvico-uterino.
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Tras su gran éxito en reducir la mortalidad infantil a cifras muy bajas para un país en desarrollo, especialmente a partir de la década de los sesentas, Costa Rica se encontró con que, tras varios años de no bajar de modo relevante, en 1997 esa tasa subió al 14,2 por cada mil. Esto era la consecuencia de la dificultad inherente de seguir disminuyendo una tasa que ya se ha reducido significativamente, pues al eliminarse las enfermedades que se pueden prevenir con medidas de corte universal y de coste bajo, como la vacunación o mejores normas de higiene, la mortalidad remanente se debe a enfermedades más complejas, que exigen niveles técnicos muy elevados y difundidos geográficamente y que son más caras de tratar.

Pero explicarse una situación no significa aceptarla sin más, máxime cuando está de por medio un tema de tanta relevancia familiar y humana. De ahí que nos propusimos retomar el sendero de la disminución en ese importante indicador, para llevarlo a un 10,6 por mil en el año 2002, con base en un plan preparado por especialistas muy reconocidos, el Ministerio de Salud y la CCSS.

El plan combinó el estudio minucioso de las causas de mortalidad en cada localidad y en el nivel nacional, a fin de atacar los factores específicos; con acciones de carácter generalizado, como la fijación de estándares obligatorios de atención y la decisión de que se atendiera a toda mujer embarazada, aun cuando no estuviese asegurada o fuese una extranjera en condición migratoria ilegal. También contempló la decisión de extender los sistemas especializados de atención neonatal hacia otros hospitales metropolitanos y hacia las áreas rurales, como sucedió con la construcción, equipamiento y designación de especialistas en el Servicio de Neonatología en el Hospital de Guápiles, para atender los recién nacidos de la Zona Atlántica
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que tenían problemas y ganar así las valiosas horas que hacen la diferencia vital en esos casos.

Los frutos de esos esfuerzos y de la fuerte inversión realizada se plasmaron en una reducción de casi la cuarta parte (23,94%) en la tasa de mortalidad infantil, al pasar del 14,2 por mil al 10,8 por mil entre diciembre 1997 y diciembre 2001. Y lo más importante, gracias a ese plan y al abnegado trabajo del personal de salud encargado de ejecutarlo, un total de 884 niños están hoy junto a sus familias.

Igualmente extraordinarios fueron los resultados del programa de combate al cáncer cérvico-uterino. Ese cáncer constituía una importante causa de mortalidad femenina, pese a que es curable cuando se detecta a tiempo y la citología que permite esa detección es un procedimiento relativamente sencillo. Sin embargo, nuestro sistema de salud no le había dado prioridad al tema y, en consecuencia, en 1997 tan solo se practicaron ese examen el 23% de las mujeres en edad para hacerlo. Era un contrasentido humano y desde el punto de vista de salud pública que estuviesen muriendo personas por una causa totalmente prevenible.

Despertando la atención del sector salud, generando conciencia en las mujeres y recabando el apoyo decidido de la empresa privada, la Primera Dama puso en marcha un cambio radical en esa área de la salud pública.

Como el proceso de análisis de las citologías y de comunicación de sus resultados era muy lento y de baja efectividad, se estableció un moderno Laboratorio Nacional de Citologías y se incrementó el personal capacitado para procesar las muestras, así como mecanismos que agilizaron la comunicación y tratamiento de los casos que revelaban dolencias. Para facilitar la detección se llevaron unidades móvi-
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les hasta las zonas más recónditas, y a fin de vencer la desinformación y las barreras entre la población se recurrió al voluntariado y a la colaboración de los medios de comunicación masiva.

Así, ese programa logró concienciar a decenas de miles de mujeres sobre sus derechos en salud y que vencieran los prejuicios en contra de los exámenes; incentivar a médicos y personal de salud a hacer los exámenes gracias al ejemplo de algunas profesionales muy comprometidas con esa causa; y poner a operar un sistema eficiente y humano.

Como resultado, para diciembre 2001 se habían realizado más de un millón trescientas cincuenta mil citologías y la cobertura se había cuadriplicado, llegando a cubrir a un 94% de las mujeres en edad de practicarse el examen. Esto permitió detectar un 98,12% de los casos a tiempo de ser tratados y se redujeron los casos de cáncer invasor en casi la mitad, salvando la vida de centenares de mujeres y preservando la tranquilidad de sus familias.

Este programa, la reducción de la mortalidad infantil, la construcción de infraestructura adecuada y la dotación de equipos modernos, la atención primaria, la mayor autonomía y capacidad de resolución de los centros de salud, el apoyo y supervisión de las juntas de salud, y los recursos adicionales que acompañaron a mayores niveles de exigencia, dinamizaron nuestro sistema de salud pública y contribuyeron a que, al finalizar nuestra gestión, Costa Rica alcanzara una esperanza de vida al nacer de 77,48 años, un nivel propio de países ricos y no de un país en desarrollo como el nuestro.
***
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Mayores eran aún los retos planteados por el sistema educativo. La primigenia y más importante prioridad nacional, que nos ubicó en los puestos de vanguardia educativa del hemisferio desde fines del siglo XIX, fue también la principal víctima de la grave crisis de 19811982, particularmente en la cobertura bruta de la educación secundaria.

Esta experimentó una grave caída, la cual incluso continuó muchos años después de que la crisis económica se había superado. Así, para 1980 la cobertura bruta de secundaria alcanzaba una tasa del 60,9%. Sucesivas caídas anuales la redujeron a 48,4% en 1988.

No se puede perder la quinta parte de la cobertura de educación secundaria, en tan solo ocho años, sin pagar el terrible costo social de tener mayores niveles de pobreza (Ver el apartado 5 de este Capítulo) y sin perjudicar la competitividad económica de un país.

Además, la velocidad de la caída contrastó notablemente con la lentitud en la recuperación de esa cobertura, al punto que para 1997, con un 59,4%, aún no se había recuperado el nivel de 1980, por lo que el país había perdido casi dos décadas de avance en este campo.

La educación es el principal generador de oportunidades de superación personal y familiar, es decir de movilidad social ascendente. Además es el factor competitivo clave de un país en la economía del conocimiento, pero no solamente en términos del nivel alcanzado por los más escolarizados, que son siempre minoría; sino en función del promedio logrado por la generalidad de la población, lo cual es especialmente cierto para países en etapa intermedia de desarrollo. Solo así se hace posible que el impacto del conocimiento se extienda a toda la actividad económica, permita la competitividad en actividades intensivas en mano de obra calificada con mayores salarios que las ac-
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tividades basadas en mano de obra no calificada, e influya ampliamente en el nivel nacional de desarrollo humano.

De ahí que la más importante medida que requería el país para impulsar los niveles de desarrollo humano, tanto en sus aspectos sociales como económicos, radicaba en elevar la cobertura bruta de secundaria. Pero esto, a su vez, estaba indisolublemente ligado, por una parte, a la superación de las barreras que dificultaban el acceso a la educación de las personas de menores recursos, y, por la otra, a la creación nuevamente, en el seno de las familias, de una conciencia sobre la importancia de la educación formal para alcanzar elevados niveles de bienestar.

Esto último era importante porque las posibilidades de empleo que se habían desarrollado eran atractivas para los adolescentes, que se ilusionaban con unos ingresos que resultan altos cuando se es tan joven y no se tienen responsabilidades familiares propias, pero que posteriormente son insuficientes para hacer frente a otro tipo de responsabilidades y alcanzar niveles medios de satisfacción de necesidades. De ahí que por ganarse en el presente unos ingresos que se les antojaban altos para su edad, y con los cuales podían comprar las "tennis" y "blue jeans" de marca que estaban de moda y ayudar a sus familias, los jóvenes de ambos sexos estaban sacrificando sus estudios de secundaria y, con ellos, sus posibilidades de tener ingresos mucho mayores en el futuro. Cuando no se tiene plena conciencia sobre el gran impacto de la educación en los niveles de ingreso, es difícil para los jóvenes y sus familias medir en el presente, el valor de los ingresos futuros que pueden obtener si estudian.

Dichas oportunidades de trabajo fueron creadas por el crecimiento de nuevas actividades productivas, vinculadas a follajes, flo-
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res y vestimenta, que se ubicaron en la Meseta Central, nuestro centro cultural, donde radica la mayor parte de la población, en la que es menor la proporción de familias pobres y quedan más cercanas las instalaciones de enseñanza secundaria. A pesar de estas ventajas, por la razón señalada, la escolaridad de secundaria era también muy baja en esta zona del país.

Era preciso, por tanto, crear conciencia en los jóvenes y sus padres sobre la crucial importancia de la educación secundaria, para que estuviesen dispuestos a posponer ingresos presentes por mayores salarios en el futuro, y pudiésemos así facilitar a sus familias las condiciones para vencer la pobreza. Esta situación me recordaba, en otra dimensión, la sorpresa que había experimentado cuando, tras decidir que cursaría simultáneamente las carreras de economía y derecho en la Universidad de Costa Rica, mi madre me dijo que para qué iba a estudiar tanto, pues bastaba con una profesión, y que trabajara para que contara con mayores recursos en mi juventud.

De ahí que el tema educativo y, en particular, la necesidad de los estudios de secundaria, fuese el motivo central de la mayor cantidad de mis actos y discursos públicos, y los resultados demostraron la conveniencia de ese actuar.

Pero la creación de esa conciencia debía combinarse con medidas efectivas para atacar las barreras de acceso a la educación. La limitación de recursos que inhibía a muchas familias pobres de enviar a sus hijos e hijas a clases, tanto por los gastos que esto genera aun cuando —en nuestro caso— la educación sea gratuita, como por la necesidad de incrementar el ingreso familiar, era probablemente la más importante de esas barreras. Pero también había que solventar el grave déficit de aulas que encontramos y los obstáculos que la dispersión
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geográfica y los difíciles caminos hacia los colegios de secundaria generan en muchas zonas rurales alejadas de la Meseta Central.

Para que los estudiantes de escasos recursos tuviesen oportunidad de cursar la primaria establecimos la entrega de cien mil bonos escolares por año, para facilitar a las familias pobres la compra de uniformes, zapatos y útiles escolares, lo cual cubría casi el 20% del total de estudiantes y ubicaba ese apoyo en el mismo nivel porcentual que la pobreza. Tanto para primaria como para secundaria, se cuadruplicó el número de becas estudiantiles al mismo tiempo que se triplicó el monto promedio de cada una, y se amplió en más de un 40% la cantidad de estudiantes con servicio de transporte gratuito a sus centros de estudio.

El faltante de aulas era simplemente abrumador, tras varios años en que la construcción fue menor que el crecimiento de la demanda. Cuando asumimos nuestras funciones hacían falta 5200 aulas, sin contar el crecimiento anual de la población o la lógica obsolescencia de alguna infraestructura. Esto afectaba tanto la cobertura —pues algunos centros debían rechazar estudiantes por carecer de espacio— como la calidad de la educación, ya que en el esfuerzo por acoger la mayor cantidad posible de estudiantes se sobrecargaban los grupos o se creaban varios turnos educativos —de menos horas lectivas— en cada centro.

La incapacidad de construir los salones de clases indispensables derivaba tanto de la poca prioridad que se le había dado al tema, asignándole pocos recursos, como de un sistema excesivamente centralizado, con la consecuente lentitud y rigidez en los procesos de construcción. Así, además de incrementar los recursos destinados a ese rubro, transformamos el proceso para descentralizar
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lo, con el invaluable apoyo del Triángulo de Solidaridad —como vimos en el Capítulo III—, dándole una activa participación en el proceso de contratación y supervisión a las juntas ciudadanas que están a cargo de los centros educativos.

Como fruto de la prioridad brindada al tema y la reducción en los costos de construcción, el uso más eficiente de los recursos y la mayor capacidad de respuesta alcanzados a raíz de los cambios introducidos, en el cuatrienio logramos construir 6048 aulas y, de ese modo, eliminar el déficit que se había acumulado y cubrir el crecimiento de la población escolar, además de dejar un programa exitoso para continuar mejorando la infraestructura educativa en los siguientes años.

Las medidas de apoyo a los estudiantes y familias de menos recursos y la construcción de nueva infraestructura, así como la entrega de 160 mil nuevos pupitres en el cuatrienio y la expansión del programa de telesecundaria en zonas rurales poco pobladas y de difícil acceso, fortalecían el acceso a los programas de educación brindados regularmente en las escuelas y colegios. Pero también era necesario encontrar aproximaciones no tradicionales; que el sistema buscase a las personas —y no a la inversa— y les brindara alternativas, para asegurar que esa fuente de oportunidades llamada educación llegara también a jóvenes que enfrentaban complejas circunstancias de vida.

Por ello se creó el programa de Nuevas Oportunidades Educativas, diseñado para facilitar la conclusión de la secundaria a personas que por diversas razones no habían ingresado a las aulas o las habían abandonado años atrás y cuyos compromisos familiares o laborales, no les permitían cursar los estudios en los horarios regulares de los centros educativos.
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Desarrollado con la activa colaboración de educadores con particular vocación para afrontar el difícil reto de reinsertar esa población al sistema educativo, el programa logró que retornaran a las aulas 19 000 jóvenes entre 15 y 18 años, ampliándoles así sus oportunidades de superación.

En 1997, con una tasa de cobertura bruta de secundaria del 59,4%, nos habíamos comprometido a elevarla al 72%, un incremento real de la quinta parte, para el año 2002. La conjunción de las medidas para apoyar a los estudiantes y familias de escasos recursos, para superar las graves carencias de infraestructura y mobiliario básico y para crear nuevas oportunidades educativas, permitió que para el 2001 ya hubiésemos alcanzado una tasa del 73,6% y superado con un año de antelación la ambiciosa meta que nos fijamos." Al mismo tiempo alcanzamos un notable incremento, de casi la tercera parte (30,7%), en la cantidad de niños y niñas en la educación preescolar, a la cual agregamos un año adicional de clases, para que el ciclo fuese de dos años y no solo de uno, tal y como ampliaré al referirme al Programa De La Mano en el último apartado de este Capítulo.

Así, en todo el sistema educativo, en comparación con 1997, casi 155 mil estudiantes adicionales —un alza del 18,8%— estaban

33. Para el año 2002 los resultados preliminares de matrícula en la educación media, según el Departamento de Estadística de la División de Planeamiento y Desarrollo Educativo del Ministerio de Educación Pública, fueron:

MODALIDAD
N° ESTUDIANTES
COBERTURA

Educación Abierta
279 318
69,50%

Nuevas Oportunidades
18 693
4,60%

IPECCINDEA
12 443
3,10%

Educ. Abierta Oficial
12 044
3,00%

INA Prog. Aprendizaje
9 315
2,30%

Taller Prevoc. y Vocacional
3 093
0,80%

TOTAL
334 906
83,30%
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haciendo futuro en el año 2001 y esto se pone en su justa perspectiva al recordar que en ese mismo lapso la población nacional creció alrededor del 10%.

Además de mayor, es necesario brindar mejor educación, para maximizar su efecto sobre el desarrollo humano y la competitividad del país. Es por ello que junto a los esfuerzos por incrementar la cobertura educativa, también se impulsaron medidas para mejorar la calidad de la educación.

Aumentar a 200 días efectivos el curso lectivo fue una batalla épica, pues cada uno de los cuatro años fue necesario afrontar la denodada oposición de la poderosa dirigencia magisterial, que incomprensiblemente siempre se ha opuesto a una medida indispensable para el futuro de nuestra niñez y juventud, y de la sociedad costarricense como un todo.

En un mundo globalizado los trabajadores costarricenses del mañana, esos niños, niñas y jóvenes que hoy asisten a la escuela y el colegio, deberán competir no solo con nuestros vecinos centroamericanos y latinoamericanos, sino también con los trabajadores europeos, taiwaneses o japoneses, que cursan más horas lectivas por año. Dado que la principal arma competitiva será el conocimiento, no se puede pretender que los trabajadores costarricenses del mañana —esa niñez y juventud de hoy— tengan oportunidades reales de éxito, si el conocimiento que han acumulado en su educación primaria y secundaria es sensiblemente menor, por haber recibido menos horas de clases por año, que el de aquellos norteamericanos, europeos o asiáticos con quienes tendrán que competir.

Desde hacía muchos años el curso lectivo era de 174 días, a los cuales había que restar los días lectivos que se perdían en aras de que
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los diferentes sindicatos gremiales realizasen sus congresos anuales. En sus postrimerías, la Administración previa había firmado un acuerdo con los dirigentes gremiales para elevar el curso a 200 días, a cambio de un incentivo del 168% sobre su salario mensual. Era un incentivo claramente desproporcionado, pues se agregaba básicamente un mes de labores pero con un costo adicional de más de mes y medio, lo cual hacía aún más pesado su multimillonario costo. Pero, además de ser más oneroso de lo necesario, el acuerdo no fue puesto en práctica por esa Administración, que le heredó a la nuestra tanto el costo fiscal como el eventual costo político.

Sin temer a ninguno de esos costos, por nuestro convencimiento de que se debía ampliar el total de horas lectivas por año para que nuestra niñez y juventud tuviesen una mejor educación, nos abocamos a la tarea de poner en práctica los 200 días efectivos de clases y asumimos su fuerte costo fiscal, luego de que un arbitraje rechazara nuestra petición de que el incentivo fuese estrictamente proporcional a la cantidad de días laborales adicionales.

Días efectivos de clases fue el concepto clave en todo el proceso. Cada año los dirigentes gremiales nos amenazaron con ir a huelga, porque nos empeñamos en que los 200 días fuesen de carácter lectivo. Ellos insistían en que los cerca de 10 días destinados a congresos de los diversos sindicatos se contabilizasen como parte del curso lectivo, en tanto que el Gobierno señaló siempre que esas actividades eran importantes desde el punto de vista gremial pero de ningún modo podían considerarse propias del curso lectivo, por lo que debían realizarse en días que no hubiese lecciones o, caso contrario, ser objeto de reposición.
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Las amenazas de huelga y sus implicaciones políticas no eran un asunto para tomar a broma. Históricamente el movimiento magisterial ha sido el más cohesionado y el que goza de mayor capacidad de movilización y protesta. Pero en todos los años hicimos valer el criterio de que debían ser 200 días efectivos de clases y superar la fiera resistencia de los dirigentes magisteriales, sin que hubiese huelga, debido a que las educadoras y los educadores comprendieron que la posición de los líderes sindicales no era válida, tenían claro que el pago del incentivo estaba ligado a que fuesen a dar clases y el Ministro del ramo realizó un extraordinario trabajo de explicación y convencimiento de la opinión pública en torno a esta materia.

La firmeza en la posición, el tacto en el manejo, la validez del argumento y la claridad en la explicación, lograron que se instauraran los 200 días efectivos de clases, sin costo político y dando un importante paso para dar a nuestra niñez y juventud una educación de mayor calidad.

Esto tuvo, por supuesto, un importante costo fiscal, que asumimos plenamente, aun con los aspectos inapropiados que ya señalé, por la elevada rentabilidad económica, social y nacional de esta inversión. Para cubrir esos costos, así como los derivados de incrementar en más de 7400 la cantidad de educadores, elevar la cantidad de docentes titulados de 81,7 a 87,9% y de otros programas vinculados al fortalecimiento de la cobertura y la calidad educativa, elevamos en más de un 51%, en términos reales, el presupuesto para educación entre 1997 y 2002. Ya he señalado que recurrimos a redireccionar el gasto para hacer posible este fuerte incremento en términos reales en el presupuesto educativo, en un contexto de austeridad fiscal.
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Precisamente es el costo fiscal lo que a finales del 2002 y principios del 2003 volvió a poner en el candelero el tema de los 200 días lectivos. La estrechez fiscal obliga al Gobierno a buscar alternativas para reducir el gasto y el pago del incentivo a los educadores por laborar 200 días efectivos es muy pesado, pero reducir el curso lectivo a 174 días sería una medida con un excesivo costo nacional de mediano y largo plazo, tanto económica como socialmente, el cual pagarían —con niveles de vida más bajos— los estudiantes de menores recursos. Por ello es necesario encontrar medidas alternativas, que permitan al Gobierno evitar las consecuencias fiscales que le preocupan, pero de modo que los estudiantes sigan recibiendo los 200 días efectivos de clases que son necesarios para continuar la mejoría de la calidad de nuestra educación pública y para brindar a los trabajadores costarricenses del mañana la competitividad clave para alcanzar mayores niveles de desarrollo humano.

***

Otra área fundamental para mejorar la calidad y pertinencia de nuestra educación es la informática educativa. Este visionario programa inició en 1988; se desarrolla conjuntamente entre el Ministerio de Educación y la Fundación Omar Dengo, con el invaluable apoyo —crucial en las etapas iniciales— del Dr. Seymour Papert del Grupo de Aprendizaje y Epistemología del MIT (por las siglas en inglés del Instituto Tecnológico de Massachussets); y ha logrado alfabetizar tecnológicamente a cientos de miles de estudiantes de primaria y secundaria.

Esta fue una de las más inteligentes opciones de Costa Rica en las últimas décadas. En vez de reaccionar al empuje de la informática en los ochenta —como hicieron la mayoría de las naciones— buscando
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computadoras para la secundaria para que los jóvenes aprendiesen a operarlas, más bien se concentró en la primaria para que desde la infancia, los niños y niñas pudiesen aprender a investigar y a trabajar en las computadoras, con el apoyo de educadores muy bien capacitados y con programación especialmente diseñada. Esto no solo genera un conocimiento superior a la mera capacitación en el uso de un programa específico, sino que además creó una amplia y sólida alfabetización nacional en la materia. Y progresivamente, a partir de esa base, el país ha extendido la informática educativa a la secundaria.

Para 1997 el programa de informática educativa benefició a 148 mil estudiantes. Para el final de nuestra Administración, mediante un notable esfuerzo del Ministerio, apoyado por la Fundación, y aprovechando un programa de compra de computadoras dejado por la Administración previa, habíamos logrado casi triplicar la cobertura de centros educativos del programa, a la vez que se inició la enseñanza de robótica.

Y paralelamente enriquecimos el programa introduciendo el acceso a Internet al 60% de los laboratorios de informática educativa, para que los estudiantes tengan pleno dominio de ese instrumento, vean fortalecida su capacidad de investigación y puedan acceder a la más reciente información en iguales condiciones que sus pares de países desarrollados. Cuando esté en plena operación el programa de Red Avanzada de Internet —al que me referí en la tercera sección del Capítulo IV— prácticamente todos los centros educativos del país con laboratorios de informática estarán conectados a Internet.

No pretendo, claro, referirme a todos los aspectos de nuestra vasta actuación en el campo de la educación pública. Pero no puedo dejar de mencionar que el programa de formación en valores "Siempre
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podemos ser Mejores", la reincorporación de la educación cívica en el currículo escolar y la formulación de un programa de educación en sexualidad y familia, incluyendo el establecimiento de un Departamento ministerial a cargo de esa materia y la capacitación en este tema de maestros y profesoras, fueron todos elementos de enorme importancia para mejorar la pertinencia y calidad de la educación. En el tema de educación en sexualidad y familia debo una vez más resaltar el valor de mi esposa Lorena, que logró salir victoriosa de esta lucha en la cual tantos gobiernos anteriores habían naufragado.

Con las medidas para mejorar la calidad, eliminar el déficit de aulas, ampliar la cobertura bruta de secundaria, expandir la educación preescolar, mejorar el nivel académico del Magisterio y facilitar el acceso a la educación de las personas de menores recursos; el sistema de educación pública retomó su condición de primera prioridad nacional, experimentó una profunda transformación y avanzó en todos los ámbitos claves para consolidar nuestra más importante ventaja competitiva, el capital humano.

4. Hacia el rescate de la seguridad

El crecimiento de la población, el paso de una sociedad eminentemente agrícola hacia una sociedad urbanizada y el surgimiento de nuevas actividades delictivas, más tecnificadas y con mayor tendencia al uso de la violencia, incluyendo el reto del terrorismo; habían dejados rezagados los esquemas hasta entonces seguidos en el campo de la seguridad ciudadana y el Estado fallaba, así, en su misión fundamental, proteger la vida, la libertad, la propiedad, —en suma, la tranquilidad— de la ciudadanía.
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Había profundas carencias en todos los aspectos, en lo policial, en lo penitenciario, en el marco legal, que reflejaban la falta de una decidida política de Estado en la materia y generaban una creciente sensación de impotencia y frustración en la sociedad. Era preciso actuar en todos esos aspectos para rescatar la seguridad ciudadana, aunando los esfuerzos gubernamentales con la participación ciudadana, a lo interno, y con otros Estados, en aquellos delitos de carácter transnacional, como el narcotráfico, la explotación sexual comercial de menores y el terrorismo.

Contar con más y mejores policías fue el primero de los objetivos que nos fijamos. Pero esto entrañaba superar múltiples dificultades, la menor de las cuales —siendo muy importante— era la presupuestaria.

En el último cuarto de siglo la población se había duplicado, pero la cantidad de policías no había variado, generando un trabajo abrumador. Como consecuencia, en parte, de las reservas con que un pueblo que ha abolido el ejército percibe el fortalecimiento de los cuerpos de seguridad, y también, por otra parte, porque resultaba conveniente para dar trabajo a los simpatizantes partidarios —por más que esos viejos modos de hacer política causasen un grave perjuicio social—, no existía carrera policial profesional. Pero en abierta contradicción con la vocación civilista costarricense y en un claro resabio militar, la policía se encontraba acuartelada, en lugar de patrullar las calles, barrios y ciudades. Esto hacía sumamente ineficiente el uso de los ya escasos recursos policiales, puesto que muchos de ellos se encontraban cumpliendo funciones propias de los cuarteles, como la cocina, la barbería y servicios similares, en lugar de contribuir a la vigilancia. Además la inestabilidad que generaba la falta de carrera policial, además de desperdiciar los recursos utilizados en capacitar
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—así fuese someramente— a personal que después era despedido, había llevado a una desvaloración social del trabajo policial, lo cual dificultaba atraer mejor personal. Además, la policía no contaba con los equipos adecuados para cumplir su trabajo, al punto que se vestía con los trajes militares desechados por algunos ejércitos. Con ese conjunto de contrasentidos a nadie puede sorprender que estuviese naufragando la seguridad ciudadana.

Preocupado con este estado de cosas, cuando fui Presidente de la Asamblea Legislativa impulsé una comisión técnica para tratar de profesionalizar la policía. El problema era cómo establecer una policía permanente en un país entonces básicamente bipartidista, sin dar la oportunidad de que el partido gobernante en ese momento introdujera solo a sus seguidores en los cuerpos permanentes de policía, politizando éstos. La solución que propuso la comisión fue que cuatro gobiernos consecutivos contratasen, con requisitos indispensables de educación y formación, un veinticinco por ciento de la fuerza policial cada uno. Traté en vano que esa reforma, incluida en la Ley de Estatuto Policial que presenté al Congreso, fuese aprobada de modo que se pudiera poner en práctica de inmediato. Al perder las elecciones presidenciales de 1994, pedí a mis copartidarios en la nueva Asamblea Legislativa que la aprobaran para el Gobierno del Presidente Figueres Olsen. Y como gobernante puse todo mi empeño en ponerla en plena vigencia.

Esto significaba exigir a los copartidarios de la campaña de 1998 un mínimo de nueve años de educación formal para ingresar a la fuerza pública. Recuerdo que un amigo me dijo, indignado, que cuando le había pedido que me ayudara en esa campaña no le había preguntado cuantos años de educación tenía. Desde la óptica de la cultura política a la que estaba acostumbrada nuestra sociedad, mi amigo lle-
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vaba razón. Pero asumí el costo político de explicar a mis amigos y amigas que, así como no podía nombrarse en un puesto del sector salud a quien no tuviese el grado correspondiente, tampoco se podía nombrar en un puesto del sector seguridad a quien no tuviese la educación básica que le permitiese adquirir los conocimientos requeridos.

Asumimos, pues, el decidido compromiso de hacer realidad la carrera policial profesional. En adelante todo aspirante a policía debió aprobar, previamente, un curso básico, de contenido totalmente civilista, impartido por la Academia Nacional de Policía, y se establecieron importantes incentivos salariales para los policías graduados de esos cursos. Esto cumplía la doble función de atraer el interés de oferentes realmente calificados, pero también de estimular que los policías ya contratados se interesasen por mejorar su nivel de capacitación con tal de acceder a una mayor remuneración. Asimismo, con la Ley de Fortalecimiento de la Policía Civilista que impulsamos y el Congreso aprobó, se extendió la profesionalización a los oficiales, se eliminaron los grados de corte militar y se instituyeron grados totalmente civilistas y se estableció un uniforme obligatorio de carácter civil, del cual se proveyó eficientemente a la policía, para que ya no tuviera que vestirse con ropa militar inapropiada y ajena.

Paralelamente a este proceso, en el que se contó con la invaluable cooperación del Gobierno y la policía de España, se eliminó la costumbre del acuartelamiento y se estableció la policía de proximidad, mejorando así la eficiencia en el uso de ese recurso humano y la vigilancia en las calles y barrios, que es un elemento disuasivo para reducir la criminalidad. Para hacer más efectivo este proceso, se recurrió a una estrategia que facilitase la comunicación y la movilidad policial, con la compra de bicicletas, motocicletas y radiopatrullas, de acuerdo con las características de cada lugar.
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Como resultado de esos esfuerzos y de una prioridad que se reflejó en un incremento presupuestario en el cuatrienio del 34% en términos reales, por primera vez en un cuarto de siglo se elevó la cantidad de policías, al crear 1500 plazas, para un 17% de incremento sobre los 8397 puestos de policía que encontramos al asumir. Pero además de tener más policías, estos se encontraban mejor capacitados, pues 2795 eran policías profesionales, cinco veces más que los 520 que había en mayo de 1998. Diez años atrás yo había ofrecido al Ministro de Seguridad Pública, trabajar con mis compañeros en el Congreso para aumentar los recursos y contratar más policías. Me contestó, con toda honestidad, que las plazas sobraban, porque no había tantas ofertas de interesados; lo cual evidenciaba la falta de valoración social hacia ese trabajo. Ahora, por el contrario, faltan plazas ante el aumento en las solicitudes de empleo. Esto es reflejo del modo en que se dignificó la profesión policial y se constituyó una nueva generación de policías que ha dado sobradas muestras de su mística, capacidad y adecuada formación, y en la que ya es frecuente encontrar profesionales universitarios que ven en su trabajo una fuente de desarrollo personal y servicio social. Y tienen sobrada razón porque gracias al trabajo de esa nueva generación de policías, en el 2001 se logró reducir la cantidad de homicidios en un 7,14% respecto al año previo y que las muertes de mujeres como resultado de la violencia doméstica —para tratar la cual, recibieron todos los graduados capacitación especial— disminuyeran un 57,7%.

A raíz de esta experiencia, y de las profundas ventajas económicas y sociales que nos ha generado haber abolido el ejército hace ya más de 50 años, Costa Rica propuso en foros internacionales la creación de un fondo para promover la eliminación de los ejércitos en toda Centroamérica —como ya hizo Panamá—, y formar en cam-
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bio policías civilistas, profesionalizadas y muy eficaces. Ese Fondo para la Desmilitarización de Centroamérica, como lo llamamos, se conformaría con los ingentes recursos así ahorrados, más un aporte equivalente por parte de países desarrollados y organismos internacionales interesados en apoyar la creación de la primera región libre de ejércitos del planeta. Esta es una medida que permitiría combatir efectivamente la delincuencia a la vez que liberaría recursos para destinarlos a programas de educación, salud o vivienda, por citar solo tres aspectos esenciales para impulsar mayores niveles de desarrollo humano en la región.

Como ya dije, parte fundamental de nuestra estrategia era articular el accionar policial con la colaboración ciudadana. Esto permitía multiplicar el aprovechamiento de los recursos disponibles, a partir de la comprensión de que es imposible para la policía estar en todos los lugares donde se puede cometer un delito, pero es totalmente factible que dé una respuesta inmediata cuando es alertada por los ciudadanos.

De modo que el segundo objetivo fue el establecimiento de una sólida red de policía comunitaria, en la que los vecinos se organizaran para desarrollar tareas de vigilancia básica, apoyo mutuo y alerta temprana a la policía cuando detectasen algo sospechoso. Esta iniciativa había dado un primer e incipiente paso en la Administración previa con la creación de un comité en la comunidad de Hatillo. Institucionalizando un proceso de coordinación, capacitación y apoyo a las comunidades, nos propusimos multiplicar esa iniciativa pero, a decir verdad, nunca imaginamos el éxito que íbamos a tener, gracias al ansioso interés de las comunidades ante el nuevo concepto, a la cálida acogida que dieron los policías a esa participación ciudadana y a la mística de las personas a cargo de ejecutar el plan.
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Así, en mayo 2000 asumimos el compromiso de contar con 1000 comités de policía comunitaria funcionando para mayo 2001. Y al cumplir esa meta nos propusimos, muy ambiciosamente, duplicar la cantidad para el siguiente año. Esta era una forma, por supuesto, de generar presión para que los encargados mantuvieran el dedo en el renglón y no se relajaran como consecuencia del gran éxito que ya habían tenido. El 5 de mayo del 2002 participé en la graduación del último grupo de comunidades que se estaban capacitando y alcanzamos la cantidad de 2000 comités de policía comunitaria.

El mismo espíritu de concertación de esfuerzos que nos permitió pasar en tan solo cuatro años de tan solo uno a dos mil comités de policía comunitaria, nos permitió actuar en el nivel centroamericano contra las bandas de robo de automóviles; así como desarrollar con aprobación legislativa un convenio —pionero en Latinoamérica— de patrullaje marítimo conjunto con los Estados Unidos, el cual fortaleció notablemente el Servicio de Guardacostas que establecimos por primera vez, condujo a los mayores decomisos de contrabandos de droga en la historia y ha sido el modelo para el desarrollo —bajo el auspicio de los Países Bajos y Costa Rica— de un nuevo convenio internacional para patrullar todo el Caribe con la colaboración de todos los países que tenemos costas en ese mar.

***

Una de las quejas más amargas y sentidas de parte de la policía y de los comités de policía comunitaria, era la futilidad de sus esfuerzos por prevenir y sancionar la delincuencia, debido a que en muchas ocasiones se tardaba más en la captura de un antisocial que éste en ser liberado, solo para que al día siguiente volviese a cometer el mismo tipo de delito y se repitiese la historia. Los fiscales y los jueces, por su
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parte, se defendían de las críticas asegurando que legalmente no tenían alternativa. Esto reflejaba los agujeros y carencias que tenía nuestra legislación penal, en parte por mera falta de actualización, pero que en la mayoría de los casos se debían al predominio de una política criminal que había roto el delicado equilibrado que debe existir entre los derechos de las personas acusadas de cometer delitos y los derechos de las víctimas y de la sociedad.

Para restaurar ese equilibrio y subsanar las carencias de la legislación, nuestro tercer objetivo consistía en impulsar una amplia gama de medidas que modernizasen nuestra legislación penal y la adaptaran a las necesidades sociales y a los requerimientos que planteaba el combate de ciertos crímenes, como la explotación sexual infantil, el narcotráfico, el lavado de dinero, los delitos informáticos y la corrupción pública.

Por mucho, la lucha más difícil fue lograr la aprobación de la ley que transformó ciertas contravenciones en delitos, para evitar la impunidad generalizada que se estaba presentando en ciertas conductas. El caso arquetípico era el de los delincuentes que todos los días robaban carteras o cadenas en la Avenida Central de San José. Eran capturados y el mismo día los liberaban, porque las sumas que robaban hacían que tal conducta no se considerase delito, sino una simple contravención, sancionada con una multa que tampoco pagaban, pues al estar prohibida la prisión por deudas no era posible encarcelarlos por no pagar la multa. Era la impunidad más perfecta y acabada, que estimulaba a los delincuentes a seguir reincidiendo y hacía que las víctimas y la policía se sintiesen absolutamente desamparadas.

Nuestra propuesta era sancionar escalonadamente las conductas reincidentes, en ese tipo de conducta y en otras que también se consi-
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deraban contravenciones. De esa forma, el castigo se agravaría gradualmente y realmente debería ser cumplido por el infractor, hasta llegar a un punto en que obligatoriamente la pena sería de cárcel. Esto generó una fuerte oposición por parte de quienes promueven una política criminal muy laxa, que insistían en los costos económicos que esto tendría para la administración de justicia y para el sistema carcelario. Por supuesto, existía un costo económico, pero el Estado, so pretexto de los costos, no puede renunciar a su obligación de velar por la seguridad de los ciudadanos y, además, ellos obviaban incorrectamente la valoración del costo económico y social de permitir la proliferación de conductas delictivas impunes.

De todos modos, y a pesar del amplio apoyo social, la oposición fue de tal magnitud que la propuesta solo se logró aprobar en los últimos días de mi Administración. El camino legislativo fue más sencillo con la Ley que por primera vez creó el delito de explotación sexual infantil y con la que autorizó la intervención de comunicaciones telefónicas para investigar ese tipo de delitos; con la fijación de penas más fuertes para el secuestro extorsivo; con el establecimiento de los delitos informáticos; las ya citadas leyes para fortalecer la policía civilista y el patrullaje conjunto de nuestros mares; y con las reformas a la Ley de Psicotrópicos, que nos permitieron fortalecer el combate contra el narcotráfico y el lavado de dinero —cumpliendo en este último caso con la normativa del Grupo de Acción Financiera Internacional—, y que también serán de gran utilidad para cooperar en la lucha internacional contra el terrorismo.

La defensa del derecho a la propiedad requiere de sistemas de registro adecuados para evitar los fraudes contra la propiedad mueble e inmueble, y de reglas claras, que se cumplan, para proteger la propie-
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dad intelectual. Demanda que sea el Estado el primero en no atentar contra la propiedad de las personas físicas y jurídicas. Por eso dedicamos abundantes recursos intelectuales, políticos y financieros a resolver los casos pendientes por expropiaciones estatales hechas —sin pago alguno— en el pasado, a modernizar el registro de propiedad y a diseñar y financiar totalmente un programa de coordinación de los catastros municipales con los programas de catastro nacional y registro de propiedad para asegurar la tranquilidad de los propietarios. También logramos la aprobación legislativa de las más modernas normas de protección de la propiedad intelectual, con lo cual logramos cumplir compromisos de Costa Rica con la OMC y pasar de ser un país con muy bajas calificaciones en este campo a situarnos en lugar de privilegio en la comparación internacional.

***

Pero en este caso, como en los de educación y salud, no bastaba con acciones de extensión de la actividad gubernamental en los campos de su más esencial competencia. También era necesario profundizarla.

Una de las causas de mayor desánimo con la democracia proviene de las acciones de corrupción que golpean las ilusiones y esperanzas de la ciudadanía.

Por supuesto hay una base real para ello: la corrupción. Pero también es cierto que la democracia y el estado de derecho hacen pública esa corrupción. Que una prensa libre la da a conocer, no porque antes no existiera, sino porque no se difundía. Que ahora son evidentes las acciones contra el patrimonio público, no necesariamente porque sean nuevas, sino porque ahora están claramente diferenciados los patrimonios personales y patrimonios públicos, mientras que antes es
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taban mezclados y por eso la conciencia ciudadana no clamaba contra esas acciones. Toda esa transparencia de curio relativamente nuevo, es necesaria y bienvenida, porque cumple una función de prevención muy relevante. Pero no basta: es necesario eliminar la impunidad. La impunidad en los delitos contra las arcas públicas es lo que más golpea, y con razón, la conciencia de ciudadanos y ciudadanas.

En el tema de la ética pública actuamos con seriedad y con resultados. Apenas iniciando la acción gubernamental, aprobamos un conjunto de normas de ética para los funcionarios de libre nombramiento y remoción del Poder Ejecutivo, limitando a sumas simbólicas el valor de los regalos que podían recibir, evitando toda forma de tráfico de influencias, estableciendo mesura y parsimonia en el uso de recursos públicos.

Pero esto no era suficiente, como tampoco lo es simplemente denunciar ante la opinión pública. Para acabar con la impunidad, se necesita acusar, procesar, abatir en juicio y condenar a los culpables de corrupción. Como ya he señalado, por primera vez en la historia, nuestra administración estableció mecanismos de coordinación con el Ministerio Público del Poder Judicial y le facilitó personal de hacienda y de inteligencia para poder investigar, acusar y encarcelar a poderosos empresarios que habían abusado de los incentivos a la exportación. Este extraordinario avance se complementó con normas para mejorar integralmente el combate a la corrupción.

En efecto, para que los corruptos realmente vayan a la cárcel, no bastan las buenas intenciones. Investigar, acusar, enjuiciar y condenar requieren, como dije, mucho más que buena voluntad. Son imprescindibles normas sustantivas que tipifiquen los delitos adecuadamente, mecanismos de acusación capacitados y confiables, y jueces con
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preparación, tiempo y vocación para este tipo de procesos, pues muchos de ellos envuelven materias muy complejas que demandan altos grados de especialización. Por eso, en el proceso de concertación, presentamos sendos proyectos de ley para establecer un código de ética en la función pública, establecer una vía jurisdiccional para este tipo de delitos, especializar un órgano acusador en el Ministerio Público y constituir en la Procuraduría General de la República una sección dedicada a esta materia. A esta última se le dio la competencia para incoar acusaciones ante los tribunales en delitos de corrupción, fiscales o que atenten contra la hacienda pública, con lo cual se facilitó la persecución de estos delitos de cuello blanco y se amplió la potestad acusatoria, que en nuestro país era hasta entonces y en todos los casos monopolio del Ministerio Público del Poder Judicial.

Tras mucho insistir a lo largo del período en esta legislación, finalmente logramos que fuese aprobada en los últimos meses de nuestra gestión y dejamos enviado el presupuesto público para otorgarle los recursos que las nuevas funciones demandarían de la Procuraduría General de la República.

Evidentemente la prensa libre cumple un papel de enorme importancia en la defensa de la actuación ética de los funcionarios públicos y los políticos. Por eso, en nuestro conjunto de medidas contra la corrupción también incluimos proyectos para eliminar el delito de desacato, que fue aprobado por la Asamblea Legislativa; para evitar que se atribuya a la prensa responsabilidad objetiva por la publicación de opinión ajena y para eliminar que se catalogue como delito la publicación de noticias falsas sobre gobernantes o figuras públicas, si no es producto de mala intención o evidente violación de las reglas de conducta profesional por parte del periodista o del medio. El Congreso aún está discutiendo las dos últimas propuestas.
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***

Aumentar la capacidad de nuestras cárceles fue el cuarto y último de los objetivos que nos planteamos para recuperar de modo integral la seguridad ciudadana. Tras más de 20 años de no ampliarse la capacidad carcelaria, en 1997 solo existían 3029 cupos, pero la población penal institucional era de 4967 personas, generando una sobrepoblación del 64%. Esto no solo afectaba los derechos humanos de los presos, sino que planteaba graves riesgos de seguridad.

Dimos una alta prioridad a la construcción de nuevas cárceles y a la ampliación y remodelación de las existentes, al punto de que el natural incremento en las condenas y detenciones, resultado del mejor accionar policial y normas penales más estrictas, no solo no se reflejó en un incremento de la sobrepoblación carcelaria, sino que ésta disminuyó en un 90% en el período.

Esto fue posible porque en el cuatrienio se duplicó la capacidad carcelaria, agregando más de tres mil nuevos cupos, además de remodelar y humanizar centenares más. Los centros de San Sebastián, El Buen Pastor, doctor Gerardo Rodríguez Echeverría, Cartago, San Ramón, Liberia, Pérez Zeledón, Limón y Puntarenas, son solo algunos ejemplos de la transformación en la capacidad penitenciaria realizada en todo el territorio nacional. Y para profundizar ese cambio dejamos adjudicada en firme la construcción y manejo por concesión de obra pública de una cárcel de máxima seguridad en Pococí.

Dejando firmemente asentada una policía profesional, civilista, dignificada y con renovadas capacidades de operación; un masivo programa de policía comunitaria, una legislación penal moderna y ajustada a los nuevos requerimientos del combate a la delincuencia local e internacional y un sistema penitenciario muy fortalecido, el cuatrie-
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nio representó un paso trascendental en la recuperación de la seguridad ciudadana, que sin duda seguirá consolidándose con la natural evolución de todos esos programas.

5. Solidaridad efectiva

Creados a imagen de Dios, con libertad y dignidad, los seres humanos estamos llamados a la tarea de la creación. Debemos crear porque vivimos en la imperfección y somos perfectibles. En la carrera en pos de la perfección no todos alcanzamos al mismo tiempo iguales recursos, pues la igualdad de dignidad y libertad se refleja en diversidad de realizaciones. Y como herederos de una cultura común y como creaciones de un mismo Dios, estamos llamados a la solidaridad con quienes, en esta ruta de progreso y cambio, tienen menos y sufren privaciones. En Latinoamérica ese llamado a la solidaridad es un llamado a luchar para abatir la pobreza, esa triste compañera que hemos tenido a lo largo de nuestro devenir histórico y que en los últimos años ha aumentado.

Las políticas generalizadas que permiten a todas y a cada una de las personas, y a sus familias, aprovechar las oportunidades para crear su propio progreso, como la educación, la salud y la construcción y desarrollo de los órdenes de derecho, de competencia, de estabilidad económica y tranquilidad, son los principales instrumentos para romper el ciclo reproductor de la pobreza y disminuirla de modo efectivo y permanente.

Pero también es claro que no basta con esas políticas generales en los casos en que, por circunstancias objetivas, las personas necesitan un soporte temporal de la sociedad a fin de superar las graves di-
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ficultades que enfrentan; o necesitan de instituciones que les permitan una vida digna y acorde con la riqueza que la sociedad ha alcanzado, cuando las situaciones que viven son irreductibles. Por ello es necesario desarrollar programas específicos y focalizados que tiendan una mano solidaria hacia quienes están experimentando esos problemas.

Este es un principio que está profundamente arraigado en la forma de ser costarricense. En consecuencia, el país dedicaba y dedica muchos recursos a programas de solidaridad social en proporción con su economía, pero esto se hacía de modo ineficiente. Había una pléyade de pequeños programas de escaso impacto, se carecía de elementos objetivos en la asignación de las ayudas, los costos administrativos eran muy altos y no había criterios de eficiencia y eficacia en el uso de los recursos. El clientelismo político y el cortoplacismo afectaban a estos programas, que sufrían el embate de las clases medias que trataban de depredar en su propio beneficio los programas que debían llegar a los más pobres. El PNUD, en su Informe sobre Desarrollo Humano, había señalado a Costa Rica como ejemplo de un problema: una proporción alta de los frutos de la producción se destinaban al sector público, una proporción muy elevada de los recursos del sector público iba a los programas sociales, pero solo una porción baja de éstos llegaba a las familias pobres. A estos problemas históricos, se sumó el multimillonario fraude perpetrado en la Administración saliente contra los recursos del Fondo de Asignaciones Familiares.

Todo ello nos llevó a transformar totalmente la concepción y mecanismos de operación de FODESAF (Ver detalles sobre este tema y sobre los problemas citados en el apartado 3 del Capítulo III), lo cual a su vez nos permitió desarrollar programas de vasto alcance y de significativo impacto en los niveles de bienestar de las personas de escasos recursos.
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***

Uno de los avances más significativos fue la capacidad que se tuvo en muchos casos para superar la aparente dicotomía entre programas de creación de capacidades y programas de asistencia social, al diseñar estos últimos de forma tal que tuviesen una incidencia directa sobre los primeros, tal y como sucedió en programas como De La Mano, el bono escolar, las becas estudiantiles y Construyendo Oportunidades.

Es conocida la importancia de la estimulación temprana para promover el desarrollo integral de los niños y por ello millones de padres en todo el mundo utilizan las técnicas diseñadas a tal efecto. Pero este conocimiento no se ha extendido a las capas de menos recursos de la población, lo cual tiende a agravar la brecha entre los niños provenientes de familias pobres y los que no lo son. Para evitar que se presentara esa brecha y más bien tender un puente, establecimos el programa De La Mano que brindó a las familias de escasos recursos la información, capacitación y materiales necesarios para la estimulación temprana de sus criaturas.

Se trataba de un campo en el cual no había habido una política pública de conjunto en la actuación costarricense. Para subsanar esa omisión, se diseñaron campañas directas y masivas de capacitación para los hogares pobres sobre las fáciles técnicas de estímulo temprano, aumentamos la cobertura de los centros de atención de niños de 5 o menos años, creamos un segundo año en preescolar —el materno infantil— para atender a las niñas y niños de 4 a 5 años y aumentamos un 30% la escolaridad en el año que ya existía en ese ciclo.

Para las familias pobres el inicio del curso lectivo representa emociones encontradas. De un lado está el deseo de que hijas e hi-
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jos estudien y puedan así labrarse una vida mejor, y del otro están las congojas que genera cubrir los gastos generados por la compra de uniformes, zapatos y útiles escolares. Como diputado a la Asamblea Legislativa en el período 1990-1994 impulsé la creación de un bono escolar para asegurar que la falta de recursos no conllevase la pérdida de oportunidades educativas, y la Administración Calderón Fournier puso en práctica esa idea.

El bono consistía en una orden de pago que se podía utilizar en los comercios establecidos, solo para la compra de los bienes señalados. Esto sustituía el centralizado e ineficiente sistema previo en que el Gobierno compraba los uniformes, útiles y zapatos y luego los distribuía, que obviamente generaba una serie de problemas por la imposibilidad de saber con exactitud cuáles eran las necesidades específicas de cada persona beneficiaria, así como en la transparencia de las adquisiciones y el reparto. No obstante las ventajas del bono como sistema descentralizado, transparente y que automáticamente se ajustaba a las necesidades de cada cual, la Administración Figueres Olsen lo abolió y volvió a la práctica previa, que amén de los inconvenientes señalados beneficiaba a menos personas.

Por esas razones la restitución del bono escolar fue una de las primeras medidas que adoptamos en los programas de solidaridad social, destinando en cada año los recursos necesarios para beneficiar a 100 mil estudiantes de primaria, lo cual representaba casi el 20% del total, cifra equivalente al número de familias pobres, a las cuales va dirigido. En la escogencia de los beneficiarios tuvieron una activa participación las direcciones de los centros educativos, por conocer las circunstancias de cada familia; pero además, cada caso fue evaluado de acuerdo a los parámetros objetivos de evaluación que se pusieron en práctica —con apoyo de universidades públicas— en todos los progra-
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mas sociales a fin de garantizar que las ayudas efectivamente se dirigieran a las familias de escasos recursos.

Un mecanismo similar, que incluyó la participación de trabajadores sociales, se siguió en lo relativo al programa de becas estudiantiles. Aunque la educación pública sea gratuita, y el bono escolar solventase el problema de la entrada a clases, persistía la dificultad de cubrir los lógicos gastos que genera la asistencia a clases. El efecto de esto era más marcado en el sétimo grado cuando se da el tránsito de la educación primaria, de mayor historial y difusión, a la secundaria, así como en el décimo, cuando se cambia del ciclo básico de secundaria al diversificado, que eran los años de mayor deserción estudiantil.

Para atender esto, históricamente había existido un programa de becas estudiantiles, pero tenía severas debilidades. No existía un método objetivo de asignación de las becas, de modo que por compadrazgos o clientelismos políticos, en muchas ocasiones se daban a quienes no la necesitaban realmente y se les negaban a familias para las cuales sí eran esenciales. Por otro lado, el proceso era tan lento que las ayudas se empezaban a dar muy avanzado el curso lectivo, con un costoso y burocrático proceso para el retiro de los recursos. Asimismo, el monto asignado era muy bajo y esto hacía que la beca no fuese capaz de marcar una diferencia que contribuyese a elevar las posibilidades de acceso a la educación de los estudiantes de escasos recursos. Por ejemplo, en 1997 se financiaron 1768 becas, frente a una población estudiantil de 820 mil estudiantes, cubriendo solo el 1,4% del total. Y la inversión total fue de 252 millones, para un monto promedio anual de 21 419 colones por beca.

Además de introducir los elementos objetivos en la selección de beneficiarios a los que ya hice referencia, decidimos elevar tanto el nú-
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mero de becas asignadas anualmente como el monto promedio de cada una, y perfeccionar el proceso para que el giro de los recursos coincidiese con el período lectivo, a fin de asegurar que las becas realmente fuesen un factor de peso en la decisión de las familias sobre la asistencia de sus hijos al curso lectivo.

De este modo, en el año 2002 el programa benefició a 47 663 estudiantes, un 4,9% del total, con un monto promedio anual de 69 488 colones, para una inversión total de 3312 millones de colones, y su entrega no solo coincidió con el inicio del curso lectivo, sino que se hizo mediante un sistema descentralizado y desburocratizado, pues cada beneficiario podía retirar el monto mensual en cualquiera de los cajeros electrónicos existentes en todo el territorio nacional.

Esa transformación total del sistema de becas permitió cuadruplicar la cantidad de beneficiarios, a la vez que el monto promedio anual de las ayudas subió más del triple, debido a que la inversión se multiplicó por más de 12 veces. Resulta indudable que esto, junto al bono escolar, tuvo un papel decisivo en el incremento de la cobertura educativa, especialmente en secundaria, a la que ya me referí en el apartado 3 de este Capítulo, con lo cual esos programas de asistencia social se articularon perfectamente con los programas generales de creación de capacidades.

Esto reviste particular importancia de cara a la necesidad de reducir en los años venideros la pobreza que aún afecta a la quinta parte de nuestras familias y que no pudimos disminuir en el cuatrienio. Claro que esto se debió en parte al insuficiente crecimiento económico, que tuvo sus causas en las turbulentas condiciones del entorno económico mundial y en el rechazo a las medidas de apertura de monopolios públicos y de privatización de algunos ac-
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tivos, que propusimos para reducir la deuda interna, disminuir aún más los intereses para la producción y atraer mayor inversión extranjera, con el consecuente estímulo para el crecimiento y la generación de empleos. Pero la parte más importante del problema tiene una causa mucho más profunda y que aún no ha sido claramente percibida: la dramática caída de la cobertura bruta de educación secundaria en la década de los ochenta.

Dicha cobertura, como ya dije, cayó del 60,9 al 48,4% entre 1980 y 1988. En otros términos, una quinta parte de los jóvenes en edad para cursar secundaria fueron expulsados de las aulas en ese período. Esto implicó que al incorporarse al mercado laboral, ya adultos, fuesen personas con escasa calificación y que, en consecuencia, percibiesen salarios mucho más bajos. En estos momentos esas personas representan un importante contingente de toda nuestra fuerza laboral. Esto explica por qué, a pesar del desempleo, la oferta de mano de obra calificada difícilmente alcanza a cubrir la demanda de muchas de las empresas de la economía del conocimiento. Hay buenos trabajos disponibles y muchas personas querrían obtenerlos, pero la insuficiente educación que recibieron entre 10 y 20 años atrás les veda el acceso a esas oportunidades de superación.

Esas personas tienen el problema de que sus bajas remuneraciones las ubican en los umbrales de pobreza, con la circunstancia agravante de que su condición de trabajadores no calificados les dificulta sobremanera mejorar su ingreso y superar la condición de pobreza. Aquí se evidencia, una o dos décadas después, el terrible costo personal, social y nacional que representó la grave caída de la tasa de cobertura bruta secundaria entre 1980 y 1988, más su lenta recuperación en la década posterior. Estos costos invisibles, contra los cuales nadie protesta en su momento, porque su gravedad no es
282
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evidente, son los que más daño hacen a una sociedad y cuyo efecto cuesta más solventar.

Un daño adicional es que, en una manifestación típica del ciclo reproductor de la pobreza, los insuficientes ingresos de esas personas y sus familias, a su vez ponen en riesgo la oportunidad de educarse de sus hijos e hijas, lo cual, si no se soluciona, haría cada vez más grave el problema. Es aquí donde resalta aún más la importancia de haber roto ese ciclo de empobrecimiento con todas las medidas —como los bonos escolares y las becas estudiantiles, entre otras— para facilitar el acceso a la educación de las niñas, niños y jóvenes de escasos recursos, en particular elevando la cobertura de secundaria. Esto sentó bases fundamentales para que en los próximos años pueda darse una marcada reducción de la pobreza, a condición de que se continúen esas políticas y se preserve un adecuado ambiente macroeconómico.

Construyendo Oportunidades también fue un programa orientado a romper el ciclo de pobreza, mediante el apoyo integral a madres adolescentes. Este programa se fundamentó en una activa participación de organizaciones del voluntariado y brindó a más de 12 mil jóvenes madres la oportunidad de continuar sus estudios, de obtener capacitación laboral y de recibir un apoyo económico temporal para su manutención y la de sus bebés. Una vez más, el éxito de este programa se debió al trabajo dedicado y eficiente que lideró mi esposa Lorena, en la extraordinaria tarea que desempeñó como Primera Dama, lo cual es un recordatorio de todo lo que debe el resultado de una acción gubernamental al apoyo que el jerarca pueda recibir de su familia.

La importancia de darles esa oportunidad a las madres adolescentes se refleja en el hecho de que la mayor proporción de pobreza en el país se encuentra entre las mujeres que velan solas por el bienes-
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tar de su familia y que en ese empeño han debido sacrificar oportunidades educativas y de desarrollo personal.

Por ello mismo, uno de los objetivos fundamentales del programa de vivienda de interés social fue dar prioridad a las mujeres jefas de hogar, al punto que recibieron el 39% del total de los bonos gratuitos de vivienda otorgados en el cuatrienio.

Creado para ofrecer un techo digno a las personas de escasos recursos, el sistema de vivienda afrontaba en mayo de 1998 la mayor crisis de su historia. No solo había sido objeto de un fraude masivo sino que también se encontraban pendientes de pago 24 123 bonos de vivienda —lo cual equivale, en números redondos, a los bonos que se otorgan en dos años—; el sistema estaba desfinanciado y era común que por intereses políticos o corrupción se dieran viviendas a personas que por sus ingresos no calificaban legalmente, mientras que familias sumamente pobres no recibían ayuda.

Para corregir este último problema también aquí se introdujo el método objetivo de calificación de las familias, denominado SIPO, igual que se hizo con los bonos escolares, las becas estudiantiles y, en general, con todos los programas de solidaridad social. Como consecuencia, el 94% de las 50 139 soluciones de vivienda del cuatrienio fueron para familias ubicadas en los deciles I y II de pobreza, a la vez que se desarrolló un programa especial de erradicación de tugurios que benefició a 12 776 familias y se atendió el 90% de los bonos que encontramos pendientes, en tanto que por incumplir requisitos legales se eliminó el porcentaje restante.

Dado que esto se hizo paralelamente a un incremento de más de la mitad en el monto del bono de vivienda, una ampliación de la sexta parte en el área de las viviendas y un mejoramiento de la cali-
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dad constructiva, los 77 047 millones de colones invertidos en el cuatrienio fueron la suma más alta en ese rubro en la historia del país. Y esto se complementó con el fuerte impulso que recibió la construcción de vivienda de clase media, como resultado del esfuerzo por brindar condiciones adecuadas de financiamiento, incluyendo la consecución de recursos de la OPIC para realizar por primera vez operaciones de titularización de hipotecas. Todo esto subsanó las dificultades que históricamente ha tenido la clase media para acceder al financiamiento de su vivienda y se reflejó en 80 141 nuevas viviendas de ese tipo en el período.

El programa de pensiones no contributivas se creó con la aspiración de proveer un ingreso básico a los adultos mayores pobres que no percibían pensión alguna, pero un estudio que ordenamos al inicio de nuestras funciones reveló que más de la mitad de las personas a las que previamente se les había asignado no la necesitaban —como ya señalé en el apartado 3 del Capítulo III— mientras que personas mayores en condición de pobreza no percibían el beneficio.

La aplicación del SIPO a todas las solicitudes, más la colaboración de organismos del voluntariado, permitió corregir esa injusticia, a la vez que se aumentó en casi la mitad el número de beneficiarios y el monto de cada pensión subió un 77% en el período. Y se complementaron estas medidas con las previsiones incluidas en la Ley de Protección al Trabajador para generar ingresos adicionales para ese régimen (Ver el apartado 2 del Capítulo IV); con el establecimiento de un Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor que presidió la Primera Dama, como ente encargado de crear conciencia sobre los derechos y necesidades de esta población y de proponer una política pública para las personas de la tercera edad; con el proyecto de ampliación del Hospital Blanco Cervantes, especializado en aten-
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ción geriátrica, y con el establecimiento de los tiquetes gratuitos en los autobuses de transporte público.

Así, desde la atención a la niñez hasta el apoyo de las ancianas y ancianos, combinando el apoyo solidario a los más necesitados con el fortalecimiento de los programas de creación de capacidades, mediante la definición de prioridades claras, en programas de gran alcance, y la introducción de mecanismos objetivos de selección para evitar la manipulación de las ayudas y asegurar que los recursos realmente beneficien a quienes los necesitan, se transformaron los programas de solidaridad para que fuesen más eficientes, más eficaces y —lo primordial— más humanizados.

Con los profundos cambios llevados a cabo para tener una solidaridad efectiva, para mantener estable la economía a pesar de las turbulencias externas, para recuperar la infraestructura, para rescatar la seguridad ciudadana y para impulsar el enriquecimiento del capital humano a través de la educación y la salud, Costa Rica no solo superó rezagos, no solo se puso al día con el mañana, sino que se puso al día consigo misma.

Y al hacerlo el país quedó mejor preparado para seguir progresando, mejor preparado para el futuro.

***

Para los seres humanos, lo mismo que para las naciones, el futuro es fuente de esperanza pero también de preocupación, por las interrogantes que plantea, por todo lo que tiene de incierto.

Todos nos preguntamos si lograremos nuestras metas y colmaremos nuestros anhelos personales, familiares, nacionales. Los jóvenes se preguntan si se harán realidad sus sueños. Quien compra una casa
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quisiera saber si dentro de unos años aún podrá pagarla y quien ingresa a un trabajo se cuestiona si llenará sus aspiraciones y si podrá mantenerse en él. Todos los padres hemos sentido la terrible incertidumbre sobre si lograremos cumplir nuestro anhelo de ayudar a nuestros hijos e hijas a salir adelante y esto se prolonga por una generación más para quienes somos abuelos. Y el ansia de saber si podrán avanzar y elevar su nivel de desarrollo humano o si, por el contrario, se estancarán o retrocederán carcome a todas las naciones.

Ante el futuro todos tenemos muchas preguntas, y escasas respuestas.

Muy pocas cosas sabemos, pues, de cierto, sobre el futuro. Y esas son las únicas herramientas de que disponemos para tratar de labrarlo y lograr que responda a nuestras esperanzas y objetivos.

Sabemos, por ejemplo, que el futuro no acaece simplemente, sino que es un tejido formado con los hilos de nuestras acciones pasadas y nuestras decisiones presentes.

Es decir, el futuro es algo que construimos, para bien o para mal, nosotros mismos en perpetua interacción con los otros, con el prójimo.

De modo que podemos y debemos trabajar para construir, en lo posible, en lo que está dentro de nuestro alcance y bajo nuestro control, el futuro que anhelamos. No basta con tener unos sueños y unas ideas, hay que actuar para que se concreten.

Sobre el futuro sabemos también que hay elementos que influyen decisivamente en que sea mejor o peor, en que responda o no a lo que soñamos.
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Sabemos que si nuestros hijos y nietos se educan y tienen buena atención en salud, tendrán mayores oportunidades de superarse y nuestros países tendrán mejores niveles de vida.

Sabemos que si no hacemos crecer la economía y generamos más empleos, inevitablemente habrá más pobreza y descomposición social.

Sabemos que intercambiar los frutos del trabajo de todos nosotros, eso que llamamos comercio, nos permite disfrutar más bienes y que, en consecuencia, es absurdo poner barreras a ese intercambio, porque eso nos priva de disfrutar las cosas que otros ponen a nuestra disposición, igual que ponemos las nuestras a disposición de ellos.

Sabemos que si destruimos los recursos naturales convertiremos nuestras comunidades, nuestros países, nuestro planeta, en un páramo donde será imposible vivir una vida buena.

Sabemos también que es nuestra obligación moral, sin contar con que va en nuestro beneficio, tender una mano solidaria a quien pasa momentos difíciles y contar con mecanismos que respalden a todos en la satisfacción de sus necesidades primordiales.

Ciertamente conocemos poco sobre el futuro de cada uno de nosotros, de nuestras familias, de nuestros países, pero con lo poco que sí sabemos podemos y debemos construir un futuro mejor.

Sabemos que debemos construir nuestro futuro con tolerancia, con moderación, con humildad. Porque sabemos que somos ignorantes y que dependemos del diálogo, de la discusión, de escuchar a los demás, del tanteo y el error, para descubrir nuevos caminos y superar nuestros conocimientos del pasado. Porque sabemos que solo podemos avanzar marginalmente, parcialmente, poco a poco. Por eso sa-
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bemos que es oportuna para nuestra construcción de futuro la solución costarricense.

Durante casi dos centurias así han vivido los costarricenses. Porque así lo entendieron nuestros antepasados, éste, que al llegar su Independencia, era un ignoto, lejano y pobre rincón de América, ha sido capaz de materializar logros realmente extraordinarios, elevar constantemente su nivel de desarrollo humano y levantar con dignidad algunas de las banderas de más importancia para el presente y el futuro de la humanidad.

Con libertad, paz, democracia, tolerancia y respeto a los derechos humanos. Con énfasis en la educación y la salud que abren miles de puertas para el progreso. Con vocación por el crecimiento y el intercambio comercial. Con respeto por el ambiente y solidaridad con el que sufre. Así hemos construido nuestro país, así construiremos un futuro mejor.

Con esos elementos fundamentales, que fueron la permanente inspiración de mi gestión, los costarricenses de ayer y de hoy han logrado crear una extraordinaria solución a los problemas que plantea el reto de desarrollar un país pequeño y pobre.

Esa ha sido la solución costarricense para el desarrollo humano, una solución cuyos elementos centrales serán decisivos en el esfuerzo conjunto por construir un futuro y un mundo mejor.
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